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Sobre El Monitor De Minas Terrestres

Este es el octavo informe Monitor de Minas Terrestres, el producto anual de una iniciativa sin precedentes de la Campaña Internacional de Prohibición de Minas (ICBL, sigla en inglés) para monitorear e informar sobre la implementación y el cumplimiento del Tratado de Prohibición de Minas de 1997, y de modo más general, para evaluar la respuesta de la comunidad internacional a la crisis humanitaria causada por las minas terrestres. Por primera vez en la historia, organizaciones no gubernamentales se unieron de una manera coordinada, sistemática y sostenida para monitorear una ley humanitaria o un tratado de desarme, y documentar con regularidad el progreso y problemas, poniendo en práctica exitosamente el concepto de verificación basada en la sociedad civil.

Se han publicado siete informes anuales previos desde 1999, cada uno presentado en las reuniones anuales de los Estados Parte del Tratado de Prohibición de Minas: En mayo de 1999 en Maputo, Mozambique; en septiembre de 2000 en Ginebra, Suiza; en septiembre de 2001 en Managua, Nicaragua; en septiembre de 2002 en Ginebra; en Bangkok, Tailandia, en septiembre de 2003; en noviembre-diciembre de 2004 en la Primera Conferencia de Examen en Nairobi, Kenia; y en noviembre-diciembre de 2005 en Zagreb, Croacia.

El sistema Monitor de Minas Terrestres comprende una red de información global y un informe anual. Una red de 71 investigadores del Monitor de Minas Terrestre de 62 países recopiló información para preparar este informe. Los investigadores proceden de la coalición de campaña de la ICBL y de otras instancias de la sociedad civil, incluyendo periodistas, académicos e instituciones de investigación.    

El Monitor de Minas Terrestres no es un sistema de verificación técnica o un régimen de inspección formal.  Es un intento de la sociedad civil para hacer que los gobiernos rindan cuentas sobre los compromisos adquiridos con respecto a las minas antipersonal. Esto se realiza a través de la recolección exhaustiva, análisis y distribución de información disponible públicamente. Aunque en algunos casos ello implica misiones de investigación, el Monitor de Minas no ha sido diseñado para enviar a los investigadores a vías peligrosas y no incluye informes de zonas de guerra en curso. 

El Monitor de Minas Terrestres ha sido diseñado para complementar los informes de transparencia de los Estados Parte exigidos en el Artículo 7 del Tratado de Prohibición de Minas. Refleja la visión compartida de que la transparencia, la confianza y la colaboración mutua son elementos cruciales para la exitosa erradicación de las minas antipersonal.  El Monitor de Minas se ha establecido también reconociendo la necesidad de información y evaluación independiente.

El Monitor de Minas Terrestres y sus informes anuales pretenden promover e impulsar la discusión de temas referentes a las minas y de buscar aclaraciones que permitan alcanzar la meta de un mundo libre de minas. El Monitor de Minas trabaja de buena fe para ofrecer información rigurosa acerca de los asuntos que monitorea, de modo que beneficie a la comunidad internacional en su conjunto.   

El Informe Monitor de Minas Terrestres 2006 contiene información de 126 países y áreas con respecto a las políticas de prohibición, uso, producción, transferencia, almacenamiento, financiamiento de acción contra las minas, desminado, educación sobre los riesgos de minas, víctimas de minas y ayuda a sobrevivientes. El Informe Monitor de Minas Terrestres 2006 se concentra en países afectados por las minas, Estados Partes con obligaciones pendientes de aplicación nacional y Estados no-Partes. La información sobre los países donantes de la acción contra las minas se incluye en un panorama sobre financiamiento.  

Como en años anteriores, el Monitor de Minas reconoce que este ambicioso informe tiene deficiencias. El Monitor de Minas es un sistema en actualización, corrección y mejora continuas.  Se busca que los gobiernos y otros actores presenten sus comentarios, aclaraciones y correcciones con un espíritu de diálogo y en la búsqueda común de información precisa y confiable sobre un tema difícil. 

El Proceso del Monitor de Minas Terrestres 2006


En junio de 1998, la ICBL acordó formalmente crear el Monitor de Minas Terrestres como una iniciativa propia. Un Consejo Editorial de cuatro miembros coordina el sistema Monitor de Minas: Mines Action Canadá, Handicap Internacional, Human Rights Watch y Ayuda Popular Noruega (NPA, sigla en inglés). Mines Action Canadá es la institución líder. El Consejo Editorial asume la responsabilidad total y la toma de decisiones a nombre del sistema Monitor de Minas Terrestres.

Las subvenciones para la investigación del Informe de Monitor de Minas Terrestres 2006 fueron concedidas en diciembre 2005, luego de una reunión del Consejo Editorial en Zagreb, Croacia el 3-4 de diciembre 2005. Los Coordinadores Temáticos de Investigación y los Especialistas en Investigación se reunieron en Ottawa, Canadá el 9-10 de Febrero 2006 para intercambiar información, evaluar qué investigación y recopilación de datos ya se había realizado, identificar vacíos y asegurar métodos comunes de investigación y mecanismos de información para el Monitor de Minas Terrestres. En Marzo y Abril 2006, los borradores de investigación fueron sometidos a los Coordinadores Temáticos de Investigación para  revisión y comentario. 

Del 2 al 4 de Abril 2006, llegaron a Phnom Penh, Camboya, unos 60 investigadores y Coordinadores Temáticos de Investigación para la Reunión Global 2006 de Investigadores del Monitor de Minas para discutir los hallazgos de la investigación, avanzar en la construcción de capacidades en investigación y promoción del Tratado de Prohibición de Minas, y participar en visitas de presentación de proyectos camboyanos de terreno de acción contra las minas. La reunión fue parte integral del proceso del Monitor de Minas Terrestres y fue la única oportunidad de encuentro cara a cara para que los investigadores discutieran sus hallazgos con los Coordinadores Temáticos de Investigación.

En Mayo 2006, los Coordinadores Temáticos de Investigación y un pequeño grupo de investigadores participaron en la reunión intersesional del Comité Permanente en Ginebra, Suiza, para realizar entrevistas y discutir los informes finales y los principales resultados. De Abril a Julio, el equipo del Monitor de Minas de Coordinadores Temáticos de Investigación verificaron fuentes y editaron los informes nacionales, con un equipo de Mines Action Canadá que se responsabilizó por el proceso final de verificación de hechos, edición y ensamblaje del informe completo. Este informe se imprimió durante Agosto y se presentó en la Séptima Reunión de Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas de 1997 en Ginebra, Suiza, del 18 al 22 de Septiembre de 2006.

El Informe Monitor de Minas 2006  está disponible en línea en www.icbl.org/lm
Por último, pero no por ello menos importante, expresamos nuestro agradecimiento a los donantes y a quienes respaldan el Monitor de Minas. Los donantes del Monitor de Minas no son en forma alguna responsables del material contenido en este informe, ni necesariamente lo comparten. Solo fue posible llevar a cabo este trabajo con la ayuda de las subvenciones de:

· Gobierno de Alemania

· Gobierno de Australia

· Gobierno de Austria

· Gobierno de Bélgica

· Gobierno de Canadá

· Gobierno de Chipre

· Gobierno de Dinamarca

· Gobierno de Francia

· Gobierno de Irlanda

· Gobierno de Luxemburgo

· Gobierno de Noruega

· Gobierno de Nueva Zelandia
· Gobierno de los Países Bajos

· Gobierno del Reino Unido 
· Gobierno de Suecia

· Gobierno de Suiza

· Comisión Europea

· Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo

· UNICEF

También agradecemos a los donantes que contribuyeron a las instituciones miembros del Consejo Editorial del Monitor de Minas Terrestres y otras organizaciones participantes.

PRINCIPALES RESULTADOS

El Informe Monitor de Minas 2006 revela que el Tratado de Prohibición de Minas y el movimiento de prohibición de minas siguen progresando hacia la erradicación de las minas antipersonal y salvando vidas y extremidades en todas las regiones del mundo. Sin embargo, persisten algunos retos significativos.. 

Esta edición del Monitor de Minas informa en detalle los avances y retos pendientes en unos 120 países, incluyendo países más afectados por minas y aquellos con arsenales importantes de minas antipersonal, y la minoría decreciente de estados que aún no se han sumado al Tratado de Prohibición de Minas. El Informe Monitor de Minas 2006 ofrece una actualización anual al Informe Monitor de Minas 2005.  

El período sobre el cual informa el Informe Monitor de Minas 2006 es de Mayo 2005 a Mayo 2006. En lo posible los editores han agregado información importante que llegó posteriormente. Las estadísticas sobre acción contra las minas y víctimas de minas usualmente corresponden al año calendario 2005, en comparación con 2004.

+ Incremento del rechazo internacional a las minas antipersonal

Al 1ro. de  Julio de 2006, 151 países eran Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas, y otros tres lo habían firmado pero no ratificado, constituyendo así tres cuartas partes de las naciones del mundo. Desde la publicación del Informe Monitor de Minas 2005, cuatro países han ratificado el tratado, Ucrania, Haití, Islas Cook y Brunei. Ucrania posee 6,7 millones de minas antipersonal, lo que constituye el cuarto arsenal más grande del mundo. Varios estados indicaron que accederían al trarado en un futuro cercano: Indonesia, Kuwait, Palau y Polonia. Muchos estados no partes del Tratado de Minas Antipersonal dieron pasos coherentes con respecto al mismo.  

+ Incremento de apoyo al objetivo de eliminar las minas antipersonal

El 8 de Diciembre de 2005 se adoptó la Resolución 60/80 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que invoca a la universalización del Tratado de Prohibición de Minas, con 158 a favor, ninguno en contra y 17 abstenciones; ese fue el número más alto de votos a favor para esta resolución anual y el más bajo de abstenciones desde 1997, cuando se presentó por primera vez. Veinticuatro estados no partes del tratado votaron a favor, entre ellos Azerbaiyán y China por primera vez.  

+ Grupos armados no estatales se comprometen a prohibir las minas antipersonal

El Frente Polisario Front de Sahara Occidental firmó el Acta de Compromiso del Llamamiento de Ginebra para la prohibición de minas antipersonal en Noviembre 2005 y el Partido de los Trabajadores del Kurdistán (PKK) lo firmó en Julio 2006.

— Retos de Universalización

Ninguno de los 40 no firmantes del Tratado de Prohibición de Minas se adhirieron el año pasado.  Algunos de los países que tienen los principales arsenales o son grandes productores o usuarios de minas continúan fuera del ámbito del tratado, ellos son China, Estados Unidos, India, Myanmar Pakistán y Rusia. Algunos países que, se informó en el Informe Monitor de Minas 2005, estaban avanzando con respecto al tratado, no informaron ningún progreso adicional, como Bahrein, Omán, Kirgistán, Libia y los Emiratos Árabes Unidos.

+ Los Estados Partes o Signatarios no usan minas antipersonal

No hay evidencia —o siquiera alguna acusación seria—de uso de minas antipersonal por parte de Estados Partes o firmantes del Tratado de Prohibición de Minas. Esto es destacable porque muchos fueros usuarios en el pasado reciente antes de convertirse en Estados Partes o firmantes.

— Tres gobiernos usan minas antipersonal 

En el período reportado, al menos tres gobiernos continuaron usando minas antipersonal —Myanmar, Nepal y Rusia— y el uso más difundido se dio en Myanmar. Sin embargo, en Mayo 2006, el gobierno de Nepal y rebeldes maoístas acordaron un cese al fuego y un Código de Conducta que incluye el no uso de minas terrestres. Estos tres gobiernos y Georgia fueron identificados como usuarios en el Informe de Minas Terrestres 2005 y en informes anteriores, señalándolos como los únicos estados que continuaban usando minas antipersonal.

— Grupos armados no estatales usan minas antipersonal

Grupos armados no estatales están usando minas antipersonal en más países que las fuerzas gubernamentales, pero el uso por parte de dichas agrupaciones también está declinando. En este período reportado, los grupos armados no estatales usaron minas o artefactos improvisados similares a minas antipersonal en al menos 10 países, incluidos tres Estados Partes (Burundi, Colombia y Guinea-Bissau) y siete Estados no Partes (Myanmar, India, Iraq, Nepal, Pakistán, Rusia/Chechenia y Somalia). El Informe de Minas Terrestres 2005 indicó que grupos armados no estatales usaron minas antipersonal en al menos 13 países. Guinea-Bissau, donde rebeldes senegaleses usaron minas contra el Ejército de Guinea Bissau, se añadió a la lista, mientras que Georgia, Filipinas, Turquía y Uganda fueron retirados de ella este año.

— Producción de minas antipersonal por parte de 13 países  

El Monitor de Minas identifica 13 países como productores de minas antipersonal, los mismos que el año pasado: Corea del Norte, Corea del Sur, China, Cuba, Estados Unidos, India, Irán, Myanmar, Nepal, Pakistán, Rusia, Singapur y Vietnam. Algunos de estos países no están produciendo activamente, pero se reservan el derecho de hacerlo. Estados Unidos, que no las ha producido desde 1997, ha estado desarrollando nuevos sistemas de minas terrestres que pueden ser incompatibles con el Tratado de Prohibición de Minas. Funcionarios vietnamitas dijeron a una delegación canadiense en Noviembre  de 2005 que Vietnam ya no produce minas antipersonal, una afirmación que el Monitor de Minas está tratando de confirmar y aclarar. Al menos 38 países han dejado de producir minas antipersonal, incluidos cinco estados no partes del Tratado de Prohibición de Minas.  

+ Prohibición global de facto al comercio de minas antipersonal 

En la última década, el comercio global de minas antipersonal ha consistido solamente en un bajo nivel de transferencias ilícitas y no reconocidas. En este período reportado, hubo solo un pequeño número de informes de ese tipo de tráfico de minas antipersonal.  

— Acusación de un panel de Naciones Unidas sobre transferencia de minas antipersonal 

Un panel de las Naciones Unidas elevó la acusación más seria y específica sobre una transferencia de minas antipersonal realizada por un Estado Parte. En Mayo 2006, un grupo de la ONU de monitoreo de embargo de armas informó que el gobierno de Eritrea había entregado 1.000 minas antipersonal a militantes fundamentalistas en Somalia en Marzo 2006. Eritrea negó la denuncia por ser “sin base e infundada” y calificó el informe como “intolerable y lamentable.”

+ Destrucción de minas antipersonal almacenadas

En este período reportado, cuatro Estados Partes concluyeron la destrucción de sus reservas: Guinea-Bissau, Nigeria, Argelia y República Democrática del Congo. Setenticuatro Estados Partes han terminado la destrucción, y otros 64 nunca han poseído minas, quedando así 13 Estados Partes con reservas que destruir. Unas 700.000 minas antipersonal almacenadas fueron destruidas por Estados Partes desde el último informe del Monitor de Minas Terrestres. Los Estados Partes en conjunto han destruido más de 39,5 millones de minas antipersonal.  

— Millones de minas almacenadas por Estados No Partes

El Monitor de Minas estima que Estados no Partes almacenan unos 160 millones de mnas antipersonal, con la vasta mayoría concentrada en sólo cinco estados: China (est. 110 millones), Rusia (26,5 millones), Estados Unidos (10,4 millones), Pakistán (est. 6 millones) e India (est. 4-5 millones). Por primera vez, Corea del Sur informó sobre la totalidad de sus reservas (407.800); funcionarios previamente habían indicado un arsenal de unos dos millones de minas atipersonal. Polonia, estado firmante, mantiene cerca de un millón de minas antipersonal.   

— Demasiadas minas almacenadas para entrenamiento, muy pocas explicaciones al respecto

Unas 227.000 minas antipersonal son retenidas por 69 Estados Partes bajo la excepción garantizada por el Artículo 3 del tratado. Cinco Estados Partes acumulan casi un tercio del total de minas retenidas: Brasil, Turquía, Argelia, Bangladesh y Suecia. Muy pocos Estados Partes han reportado algún detalle  sobre el porqué retienen minas, y en muchos casos parece que las minas no están siendo utilizadas en absoluto. Sólo 11 Estados Partes usaron el nuevo formato para informar sobre sus propósitos planeados y los usos reales de las minas retenidas de acuerdo a lo que se acordó en la Sexta Reunión de los Estados Partes en Diciembre 2005.

+ Disminución en el número de minas retenidas para entrenamiento y desarrollo

El número de minas retenidas se redujo en 21.000 en el período del cual se informa. Unos cinco estados adicionales han decidido no retener ninguna mina y/o destruyeron las reservas de minas retenidas existentes: República Democrática del Congo, Eritrea, Hungría, la Ex República Yugoslava de Macedonia, y Moldova.  Al menos 71 Estados Partes han elegido no retener minas antipersonales. 

+ Continúa un alto índice de informes iniciales de transparencia 

El cumplimiento de los Estados Partes de la obligación de entregar un informe inicial de transparencia se mantuvo firme en 96% en 2005, con los informes de Camerún y Letonia.

— Informes de transparencia retrasados 

Al 1ro. de Julio de 2006, seis Estados Partes no habían entregado ni tardíamente sus informes iniciales de transparencia según el Artículo 7: Guinea Ecuatorial, Cabo Verde, Gambia, Santo Tomé y  Príncipe, Guyana y Etiopía. Por segundo año consecutivo, hubo una caída en el cumplimiento de este requisito de entregar el informe actualizado del Artículo 7. Al 1ro. de Julio 2006, 90 estados habían entregado sus informes actualizados previstos para el 30 de Abril de 2006, es decir el 62 por ciento.

+ Un creciente número de Estados Partes están divulgando sus puntos de vista sobre asuntos clave de interpretación e implementación del tratado. 

Albania, Chad, Chipre, Estonia, la ex República Yugoslava de Macedonia, Moldova, Eslovenia y Yemen presentaron su visión nacional sobre la prohibición del Artículo 1 de ayudar en actos prohibidos, particularmente con respecto a operaciones militares conjuntas con Estados no Partes; todos estaban en concordancia básica con los postulados de ICBL. Albania, Croacia, Alemania, Estonia, Guatemala, Kenia, ex República Yugoslava de Macedonia, Moldova, EEslovenia y Yemen expresaron el parecer, compartido por la ICBL, que está prohibida cualquier mina (incluso la clasificada como mina antivehículo) que pueda ser detonada por el acto no intencional de una persona, y/o -expresaron la opinión, también compartida por ICBL- que cualquier mina con un cable de tracción, cable de alivio de tensión o varilla basculante está prohibida.  

+ Reducción del número de países afectados por las minas

La investigación del Monitor de Minas identificó al menos 78 naciones afectadas en cierta medida por minas terrestres a mediados de 2006, de los cuales 51 son Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas países, así como ocho áreas no internacionalmente reconocidas como estados independientes o sobre los cuales hay conflictos jurisdiccionales. Dos Estados Partes –Guatemala y Surinam– informaron en 2005 que completaron la remoción de todas sus áreas minadas.   

+ Incremento en la productividad del desminado

En 2005, en total fueron desminados más de 740 kilómetros cuadrados, la más alta productividad desde que se inició el desminado moderno a fines de la década de los años 80. Sólo tres grandes programas de acción contra las minas ―en Bosnia y Herzegovina, Camboya y Yemen― redujeron la extensión sospechosa de estar contaminada en casi 340 kilómetros cuadrados. Se destruyeron unas 470.000 minas terrestres ―la gran mayoría (450.000) eran minas antipersonal― y más de 3.75 millones de artefactos explosivos.

— Muchos Estados Partes no están en vías de cumplir el plazo de acuerdo al Artículo 5 para concluir el desminado

Muchos Estados Partes parecen no estar en la vía para cumplir sus plazos de acuerdo al Artículo 5, incluyendo al menos 13 de los 29 Estados Partes con vencimientos en 2009 o 2010 —Bosnia y Herzegovina, Camboya, Chad, Croacia, Dinamarca, Mozambique, Nigeria, Senegal, Tayikistán, Tailandia, Reino Unido (Falklands), Yemen y Zimbabwe. 

+ Ampliación de la educación sobre el riesgo de minas

Los programas de educación sobre el riesgo de minas (MRE sigla en inglés) se ampliaron en muchos países con nuevos proyectos y actividades en 28 países, un notable avance comparado con 2004 (15 países).  Por primera vez, se registraron actividades de educación sobre los riesgos de minas en China. Se incrementó el número de voluntarios comunitarios y de ONGs nacionales que desarrollaron educación sobre el riesgo de minas basados en la comunidad. El Monitor de Minas registró MRE en 60 países y ocho áreas entre 2005-2006; 39 países son Estados Partes y 21 son Estados no Partes.

— Incremento de víctimas en 2005-2006

Las víctimas reportadas se incrementaron a 7.328 en 2005―11 por ciento más que en 2004.  En 2005-2006, hubo nuevas víctimas de minas terrestres y residuos explosivos de guerra en 58 países (igual que el año anterior) y en siete áreas (una menos).  (Sin embargo, el Monitor de Minas sigue calculando que hay entre 15.000-20.000 nuevas víctimas cada año – ver más adelante). En 2005, se reportaron víctimas en siete países que no las reportaron en 2004: Chile, Honduras, Kenia, Moldova, Marruecos, Namibia y Perú. En 2005-2006, la intensificación de conflictos produjo más víctimas –tanto civiles como militares (nacionales y extranjeros)- de minas y de residuos explosivos de guerra en varios países: Chad, Colombia, Pakistán, Birmania/Myanmar y Sri Lanka.

— Víctimas de residuos explosivos de guerra en más países

El Monitor de Minas identificó otros 16 países (el año anterior fueron 12) y un área (ninguna en 2004) sin ninguna víctima de minas terrestres entre 2005-2006 pero con víctimas producidas exclusivamente por residuos esplosivos de guerra en: Bangladesh, Belarús, Bolivia, Costa de Marfil, Guatemala, Hungría, Kirgistán, Letonia, Liberia, Macedonia, Mongolia, Polonia, República de Congo, Túnez, Ucrania y Zambia, así como en Kosovo. En 11 de estos países, el Monitor de Minas Terrestres no registró ese tipo de víctimas en 2004.‏
— Número creciente de sobrevivientes de minas y víctimas de minas

El avance en la recopilación de información indica que hay aproximadamente entre 350.000 a 400.000 sobrevivientes de minas en el mundo actualmente, aunque podría bien ser 500.000.  Con sólo 10 de 58 países y siete áreas que tuvieron víctimas entre 2005-2006 en posibilidad de ofrecer información completa del año y debido al significativo sub-registro, el Monitor de Minas Terrestres sigue calculando que hay entre 15.000 y 20.000 nuevas víctimas de minas terrestres y residuos explosivos de guerra cada año. Hay indicios preliminares de que este cálculo puede ser corregido hacia una cifra menor en los próximos años Pero lo más importante es que el número de sobrevivientes continúa creciendo ―y sus necesidades son de largo plazo.  

+ Incremento de la atención hacia la ayuda para las víctimas

Los Estados Partes incrementaron el apoyo a 24 países con número significativo de sobrevivientes, ello condujo al desarrollo de herramientas, planes de acción y objetivos, mejor seguimiento de los avances, rendición de gastos, mejores prácticas para incrementar la inclusión de los sobrevivientes, mejor coordinación, y la integración con el desarrollo. Sin embargo, los programsa existentes en 2005 estuvieron lejos de responder a las necesidades de los sobrevivientes de minas terrestres; en 49 de 58 países con víctimas entre 2005-2006 uno o más aspectos de la ayuda continúa siendo inadecuado.  Los proveedores de servicios siguen enfrentando los mismos problemas que en años anteriores incluidos un inadecuado acceso a la atención, variedad y efectividad de la ayuda, capacidad, implementación de derechos y financiamiento.

+ Financiamiento significativo para la acción contra las minas en 2005

El financiamiento internacional de la acción contra las minas totalizó US$376 millones en 2005, el segundo financiamiento más alto hasta el momento y $37 millones más que hace dos años.  Los cuatro principales donantes fueron: Estados Unidos ($81,9 millones), Comisión Europea ($51,5 millones), Japón ($39,3 millones) y Noruega ($36,5 millones). De los 20 mayores donantes, la mitad ofrecieron más financiamiento para acción contra las minas en 2005: Alemania, Australia, Eslovaquia, Francia, Italia, Noruega, Países Bajos, Suecia, Suiza y el Reino Unido.

— Reducción en el financiamiento internacional para acción contra las minas

El total de 2005 de $376 millones estuvo $23 millones por debajo, casi seis por ciento, que en 2004. Es la primera vez que el financiamiento global para la acción contra las minas disminuye significativamente desde 1992, cuando los estados empezaron a dedicar recursos significativos a la acción contra las minas. De los 20 donantes principales, la mitad ofreció menos financiamiento para acción contra las minas en 2005: Austria, Bélgica, Canadá, Dinamarca, Estados Unidos, Finlandia, Irlanda, Japón, Nueva Zelandia, y la Comisión Europea. La disminución global refleja ampliamente de los dos más importantes contribuyentes: la Comisión Europea ($14,9 millones menos) y Estados Unidos ($14,6 millones menos).  

— Receptores del financiamiento para acción contra las minas

Los países que recibieron más financiamiento para acción contra las minas en 2005 fueron: Afganistán  ($66,8 millones),  Sudán  ($48,4 millones),  Angola  ($35,8 millones), Iraq ($27,8 millones) y Camboya  ($23,9  millones).  El incremento mayor en financiamiento lo recibió Sudán ($33,4 millones más, unas tres veces el total de 2004).  Otros receptores con incrementos de por lo menos un millón de dólares fueron: Abjazia, Albania, Burundi, Guinea-Bissau y Uganda.

— Disminución del financiamiento para muchos países afectados por las minas

Se produjeron reducciones drásticas de financiamiento para acción contra las minas en Iraq ($30,9 millones menos, 53 por ciento), Afganistán ($25 millones, 27 por ciento) y Camboya ($17,7 millones, 43 por ciento).  Otros países con reducciones sustantivas en 2005 fueron Bosnia y Herzegovina, Colombia, Jordania, Mozambique, Sri Lanka y Tayikistán.

— Algunos grandes programas de acción contra las minas afectados por deficit de financiamiento 

Los programas de acción contra las minas en al menos cinco países afectados por las minas enfrentaron limitaciones debido a severos recortes de financiamiento: Afganistán, Guinea-Bissau, Iraq, Mauritania, y Tayikistán; en Croacia, los parlamentarios reclamaron un incremento de financiamiento gubernamental para la acción contra las minas.

— Financiamiento inadecuado de la ayuda a las víctimas

Varios programas de ayuda a los sobrevivientes tuvieron serios recortes de financiamiento en 2005, paralizando la provisión de servicios esenciales a sobrevivientes de minas, sus familias y comunidades ― a pesar de un incremento de casi 29 por ciento en financiamiento identificado para la ayuda a víctimas, a $37 millones.  Gran parte de esta variación a favor puede atribuirse a cambios en el registro.  Se necesita niveles mucho mayores de financiamiento sostenido para los programas de ayuda a los sobrevivientes de minas.  

+ Más financiamiento nacional por parte de los países afectados por las minas

Algunos países afectados por las minas invirtieron más recursos nacionales en acción contra las minas en 2005, notoriamente Croacia ($32,4 millones, o 57 por ciento de los gastos de acción contra las minas) y Bosnia y Herzegovina ($11,3 millones, o 44 por ciento del gasto). También Azerbaiyán y Chile realizaron grandes aportes.  En 2005, algunos países afectados por las minas reportaron disminución de las contribuciones nacionales para la acción contra las minas, incluidos: Colombia, Mozambique y Tailandia.

IntroducCiÓn

La Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (‘Tratado de Prohibición de Minas’) entró en vigor el 1 de Marzo de 1999.  Firmada por 122 gobiernos en Ottawa, Canadá en Diciembre 1997, el Tratado de Prohibición de Minas tiene ahora 151 Estados Partes.
  Tres estados adicionales han firmado pero no ratificado.  Un total de 40 estados continúan fuera del ámbito del tratado.    

La Campaña Internacional de Prohibición de Minas Terrestres (ICBL es la sigla en inglés) considera el Tratado de Prohibición de Minas de 1997 como el único marco de trabajo exhaustivo y viable para lograr un mundo libre de minas.
  El tratado y el esfuerzo global para erradicar las minas antipersonal han dado resultados impresionantes. Una nueva norma internacional está emergiendo, en tanto que muchos gobiernos no partes del Tratado de Prohibición de Minas están dando pasos coherentes con el tratado, y un creciente número de grupos armados no-estatales también se están sumando a la prohibición. El nuevo uso de minas antipersonal sigue declinando. Ha habido evidencia convincente de nuevo uso sólo por parte de tres gobiernos en este período reportado del Monitor de Minas Terrestres (desde Mayo 2005), así como uso por parte de grupos armados no estatales en 10 países. No hay información confirmada de transferencias de minas antipersonal. Sin embargo, en Mayo 2006, un grupo de la ONU de monitoreo de embargo de armas en Somalia informó que el gobierno de Eritrea había entregado 1.000 minas antipersonal a militantes fundamentalistas en Somalia; Eritrea rechazó con fuerza el cargo.  Cuatro Estados Partes más concluyeron la destrucción de sus reservas de minas antipersonal, convirtiendo así el total en 74; sólo 13 Estados Partes aún tienen arsenales por destruir.  

Unos 740 kilómetros cuadrados de terreno fueron desminados por programas de acción contra las minas en 2005 ―más que en cualquier otro año desde el inicio del desminado moderno a fines de la década de los ochenta.  Esto se debió en gran medida a los esfuerzos en algunos países muy afectados por las minas para identificar mejor qué terrenos sospechosos de estar contaminados con minas efectivamente no están minados, y para mejorar el destino de los recursos e incrementar la eficiencia de las operaciones de limpieza. Se retiraron y destruyeron unas 470.000 minas terrestres, (450.000 eran minas antipersonal) y 3,75 millones de artefactos explosivos. Dos países afectados por las minas adicionales, Guatemala y Surinam, declararon el cumplimiento de sus obligaciones de acuerdo al Artículo 5 al completar la remoción de todas las minas antipersonal en áreas minadas. Otros 15 Estados Partes informaron acerca de su buen avance para lograr el desminado antes de sus plazos según el Artículo 5; sin embargo, hubo señales de que otros doce no están en las vías para hacer lo propio. Varios grandes programas de acción contra las minas estuvieron amenazados debido a la escasez de financiamiento en 2005. Se realizó educación sobre el riesgo de minas en 60 países, llegando a unos 6,4 millones de personas directamente, adicionalmente a los alcanzados por los medios masivos de comunicación.  La educación sobre los riesgos de las minas cada vez se integra más con otras actividades de acción contra las minas, y hubo más programas basados hacia la comunidad. El Monitor de Minas Terrestres identificó al menos 7.328 nuevas víctimas en 2005, un incremento de 11 por ciento con respecto a 2004.  

Hubo víctimas de minas en todas las regiones del mundo ― nuevas víctimas en 58 países y siete territorios no estatales en 2005. Progresaron los esfuerzos para mejorar la ayuda proporcionada a los sobrevivientes de minas en seis de los 24 Estados Partes identificados como los que tienen la mayoría de sobrevivientes y la más grande necesidades de mejorar la ayuda a los sobrevivientes.  Sin embargo, en 2005 los programas existentes estuvieron lejos de cubrir las demandas de los sobrevivientes de minas y enfrentaron los mismos problemas que en años anteriores.

La tendencia de incrementos anuales en el financiamiento para acción contra las minas se detuvo en 2005; esta fue la primera reducción significativa desde 1992, debida especialmente a recortes realizados por los dos más grandes donantes.

Por lo tanto, ha habido avances, aunque aún quedan retos desalentadores con respecto a la universalización del Tratado de Prohibición de Minas y el refuerzo de la norma de prohibir las minas antipersonal, hasta implementar completamente el tratado, limpiar las minas de los terrenos, destruir las reservas de minas antipersonal, y ayudar a los sobrevivientes de minas. La ICBL cree que la única medida del éxito real del Tratado de Prohibición de Minas será su impacto concreto sobre el problema global de las minas antipersonal. Como en los siete informes anuales previos, el Informe Monitor de Minas Terrestres 2006 ofrece una manera de medir ese impacto. 

Este capítulo intriductorio ofrece un panorama global del período reportado en curso del Monitor de Minas desde 2005. Contiene secciones sobre prohibición de minas antipersonal (universalización, aplicación de medidas nacionales, empleo, producción, comercio y almacenamiento), sobre acción contra las minas (incluida la educación sobre los riesgos de minas), y sobre víctimas de minas y ayuda a los sobrevivientes.

proHibición de Minas antipersonal

El Tratado de Prohibición de Minas empezó a recibir firmas el 3 de Diciembre de 1997.  Luego de lograr las 40 ratificaciones requeridas en Septiembre 1998, el Tratado de Prohibición de Minas entró en vigor el 1 de Marzo de 1999, convirtiéndose en una norma internacional vinculante. Se cree que ésta es la más rápida entrada en vigencia de un tratado multilateral en la historia. Desde el 1 de Marzo de 1999, los estados deben adherirse al tratado y no solo firmarlo con la intención de ratificar posteriormente. Para un estado que ratifica (habiendo sido un signatario antes del 1 de Marzo) o adhiere ahora, el tratado entra en vigencia el primer día luego de seis meses de la fecha en la cual el estado depositó su instrumento de ratificación. A ese estado se le exige entregar su informe inicial de transparencia al Secretario General de las Naciones Unidas dentro de los siguientes 180 días (y luego de ello actualizaciones anualmente), destruir las minas almacenadas a más tardar en cuatro años, y destruir las minas sembradas dentro de los siguientes diez años. También se requiere tomar medidas apropiadas de aplicación nacional, incluida la imposición de sanciones penales.
Universalización 

Esfuerzos sostenidos y amplios de divulgación realizados por los Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas han ayudado a ampliar la prohibición de las minas antipersonal a países que alguna vez expresaron dificultades en sumarse.  De los 151 Estados Partes, un total de 84 estados ratificaron o adhirieron al tratado después de su entrada en vigor el 1 de Marzo de 1999. 
 El número de estados que ratificaron o adhirieron al tratado cada año desde que se abrió a la recepción de firmas es el siguiente: 1997 (sólo Diciembre)—3; 1998—55; 1999—32 (23 después del 1 de Marzo); 2000—19; 2001—13; 2002—8; 2003—11; 2004—3; 2005—4; y 2006 (hasta Julio) —3. 

Cuatro estados firmantes han ratificado el tratado desde la publicación del Informe Monitor de Minas Terrestres 2005: Ucrania (Diciembre 2005), Haití (Febrero 2006), las Islas Cook (Marzo 2006) y Brunei (Abril 2006). Ucrania posee un arsenal muy grande de 6,6 millones de minas antipersonal, incluidas 5,9 millones minas de tipo PFM difíciles de destruir. Con la ratificación de Haití, sólo dos países en el continente americano, Cuba y Estados Unidos, permanecen fuera del ámbito del tratado.  Las Islas Cook y Brunei fueron buenos ejemplos para estados del Asia-Pacífico que aún no son parte del tratado.    

Hay tres estados que han firmado pero aún no han ratificado el tratado: Indonesia, Islas Marshall y Polonia. Hay señales positivas de que Indonesia y Polonia ratificarán el tratado en un plazo cercano.  En Octubre 2005 el presidente de Indonesia emitió su consentimiento para iniciar el proceso de ratificación del tratado, y en Marzo 2006 se envió un proyecto de ley al Ministerio de Asuntos Legales y Derechos Humanos para su revisión final. Polonia sigue trabajando en el proceso nacional de ratificación luego de elecciones y un cambio de gobierno. Además, en Diciembre 2005, las Islas Marshall votaron a favor de  la resolución anual en la Asamblea General de Naciones Unidas que invoca a la universalización e implementación total del Tratado de Prohibición de Minas, luego de que se había abstenido en las resoluciones similares en años anteriores.

También ha habido procesos alentadores en muchas naciones no firmantes en todo el mundo.

En Africa sub-Sahariana: Somalia es el único país de la región que no es parte del tratado. En Junio 2005, el vice-primer ministro del Gobierno Federal de Transición de Somalia (TFG) reafirmó la decisión del Gobierno de adherir al tratado e hizo un pedido de asistencia, incluyendo para destrucción de arsenales.
En la región de Asia-Pacífico: En las reuniones intersesionales del Comité Permanente en Mayo 2006, Palau expresó su esperanza de adherir al Tratado de Prohibición de Minas para la fecha de la Séptima Reunión de Estados Partes en Septiembre 2006.  Los Estados Federados de Micronesia asistieron a la Sexta Reunión de Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas en Noviembre-Diciembre 2005—su primera participation en una reunión vinculada con el Tratado de Prohibición de Minas— y expresaron a la ICBL que se estaba redactando la legislación para adherir al tratado. En Mayo 2006, Mongolia indicó que había iniciado un acercamiento progresivo para adherir al Tratado de Prohibición de Minas en 2008; un primer paso del plan es revelar información sobre sus reservas de minas terrestres. En Octubre 2005, un representante de Mongolia declaró en la ONU, “Mongolia denuncia el uso, producción, almacenamiento y transferencia de todos los tipos de minas terrestres antipersonal y apoya los esfuerzos realizados por la comuniad internacional para prohibir esta arma peligrosa e indiscriminada.” 

En Julio 2005, Laos confirmó su intención de adherir al Tratado de Prohibición de Minas en el futuro.  En Diciembre 2005, China votó por primera vez a favor de la resolución anual de la ONU a favor de la prohibición; continuó realizando declaraciones en apoyo a los propósitos y objetivos del Tratado de Prohibición de Minas.  India has mostrado una creciente apertura hacia el Tratado de Prohibición de Minas, y regularmente asiste a reuniones vinculadas con el tratado desde Diciembre 2004; en la Sexta Reunión de Estados Partes el delegado indio declaró que su participación en dichas reuniones “refleja el compromiso a la visión común de un mundo libre de la amenaza de las minas terrestres y las municiones sin explotar.”

Durante la visita de una delegación gubernamental canadiense en Noviembre 2005 para promover el Tratado de Prohibición de Minas, funcionarios vietnamitas indicaron que Vietnam se sumará al tratado en algún momento y destacó que ya respeta el espíritu del tratado al no producir, vender o emplear minas antipersonal. El 26 de Mayo de 2006, el gobierno de Nepal y el Partido Comunista de Nepal (maoísta) acordaron un cese al fuego bilateral y un Código de Conducta que incluye el no uso de minas terrestres.  En Junio 2006, Taiwan promulgó legislación que prohíbe la producción y el comercio de minas antipersonal, pero no el almacenamiento y el uso, y obliga a la remoción de zonas minadas dentro de siete años.  

En la Mancomunidad de Estados Independientes:  Por primera vez, en Diciembre 2005 Azerbaiyán votó a favor de la resolución anual de la Asamblea General de la ONU a favor de la prohibición. Armenia ha informado que decidió entregar al Secretario General de la ONU, voluntaria y anualmente, los informes anuales de transparencia requeridos de acuerdo al Tratado de Prohibición de Minas y el Protocolo II Enmendado de CCW. Georgia asistió a reuniones intersesionales en Mayo 2006, donde indicó que estaba reconsiderando su posición de no adherir al Tratado de Prohibición de Minas, y reafirmó su compromiso de no usar, producir, importar ni exportar minas antipersonal.  

En la Unión Europea:  Finlandia es el único país de la UE que no ha firmado, ratificado o adherido al Tratado de Prohibición de Minas. En la Sexta Reunión de Estados Partes, Finlandia reiteró su compromiso de adherir hacia el 2012 y destruir sus reservas de minas antipersonal hacia 2016.  
En la región de Medio Oriente y Norte de Africa: En Kuwait, se sometió a la Asamblea Nacional un proyecto de ley para adherir al tratado; Kuwait votó por la resolución anual de la Asamblea General de la ONU a favor de la prohibición por primera vez desde 1998. Altos funcionarios del Ministerio Iraquí de Relaciones Exteriores dijeron en Marzo 2006 que Iraq adheriría al tratado y que los preparativos estaban en curso. En Líbano, inició un proceso interno de revisión que podría conducir a la adhesión al tratado. En Junio 2006, el Primer Ministro de Líbano y el jefe del Ejército indicaron a la ICBL que no eran contrarios a la adhesión, y el Ministro de Exteriores dijo que Líbano estaba considerándola seriamente. Por primera vez, Líbano votó por la resolución anual de la Asamblea General de la ONU a favor de la prohibición en el Primer Comité; estuvo ausente en la votación final.  Marruecos continuó expresando su fuerte apoyo al Tratado de Prohibición de Minas y destacó su cumplimiento de facto; votó por la resolución anual de la Asamblea General de la ONU a favor de la prohibición por segundo año consecutivo, y anunció en la Sexta Reunión de Estados Partes su intención de entregar un informe voluntario de transparencia de acuerdo al Artículo 7.  

Resolución 60/89 de la Asamblea General de la ONU: Una oportunidad para que los estados indiquen su apoyo a la prohibición de las minas antipersonal ha sido la votación anual por las resoluciones de la Asamblea General de la ONU que invocan a la universalización y la aplicación completa del Tratado de Prohibición de Minas. La Resolución 60/80 de la Asamblea General de la ONU fue adoptada el 8 de Diciembre 2005 con un voto de 158 a favor, ninguno en contra y 17 abstenciones.
  Este es el más alto número de votos a favor de esta resolución anual, y el número más bajo de abstenciones, desde 1997 cuando se presentó por primera vez.
  Veinticuatro estados no partes al tratado votaron a favor.  Esto incluyó tres países que posteriormente se convirtieron en Estados Partes (Ucrania, Haití y Brunei), tres  países signatarios (Indonesia, Polonia e Islas Marshall), y 18 no-signatarios (Armenia, Azerbaiyán, Bahrein, China, Finlandia, Georgia, Iraq, Kuwait, Micronesia, Marruecos, Nepal, Omán, Singapur, Somalia, Sri Lanka, Tonga, Tuvalu y los Emiratos Árabes Unidos).  Los más notorios de este último grupo son Azerbaiyán y China, quienes votaron a favor de la resolución anual por primera vez, así como Kuwait (primera vez desde 1998) y las Islas Marshall (primera vez desde 2002).  Líbano votó a favor por primera vez en el Primer Comité, pero estuvo ausente en la votación final. Vale la pena resaltar que de los 40 Estados no-Partes, más votaron por la resolución (18) que los que se abstuvieron (17); cinco Estados no-Partes estuvieron ausentes durante la votación.

A pesar de la creciente lista de estados comprometidos con la prohibición de minas antipersonal, hay algunas acciones desalentadoras entre algunos de los 40 estados no parte del tratado. Fuerzas gubernamentales en Birmania (Myanmar), Nepal y Rusia continuaron usando minas antipersonal.  Estados Unidos ha estado desarrollando nuevos sistemas de minas terrestres que pueden ser incompatibles con el Tratado de Prohibición de Minas. Algunos estados que avanzaron hacia el  tratado según reportó el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005 no informaron ningún avance adicional, como Bahrein, Kirguistán, Libia, Omán y los Emiratos Árabes Unidos.

Grupos Armados No-Estatales

Hay más conciencia que nunca sobre la necesidad de involucrar a grupos armados no-estatales (NSAG sigla en inglés) en los esfuerzos globales para prohibir las minas antipersonal.  Durante las reuniones del Comité Permanente de Junio 2005 y Mayo 2006, los NSAGs fueron un tema prominente, así como durante la Sexta Reunión de los Estados Partes. 

Un número significativo de grupos armados no estatales han indicado su voluntad de respetar una prohibición de las minas antipersonal. Lo han hecho a través de declaraciones unilaterales, acuerdos bilaterales, y al firmar el Acta de Compromiso del Llamamiento de Ginebra.
  Los NSAGs en tres Estados Partes (Filipinas, Senegal y Sudán) acordaron tolerar una prohibición de minas antipersonal a través de acuerdos bilaterales con los gobiernos. Además, en Agosto 2005, el Movimiento para la Democracia y la Justicia en Chad (MDJT sigla en inglés) firmó un cese al fuego con el gobierno e incluyó un acuerdo para retirar minas.   

El Llamado de Ginebra ha recibido firmas de 29 NSAGs, muchos de ellos en Somalia, desde 2001.  Los firmantes están en Birmania, Burundi, India, Iraq, Filipinas, Somalia, Sudán, Turquía y Sahara Occidental. El Frente Polisario del Sahara Occidental firmó el Acta de Compromiso en Noviembre 2005 y el Partido de los Trabajadores de Kurdistán (PKK sigla en inglés), también conocido como el Congreso del Pueblo de Kurdistán (Kongra-Gel), lo firmó en Julio 2006.

Sexta Reunión de Estados Partes

Estados Partes, estados observadores y otros participantes se reunieron en la Sexta Reunión de Estados Partes en Zagreb, Croacia del 28 de Noviembre al 2 de Diciembre 2005. Esta se diferenció de reuniones anuales previas porque fue dirigida de acuerdo al marco de trabajo de evaluar formalmente el avance en el cumplimiento del Plan de Acción de Nairobi 2005-2009 que había sido adoptado a un alto nivel político en la Primera Conferencia de Examen (Cumbre de Nairobi por un mundo libre de minas) en Noviembre-Diciembre 2004. De esta manera, la reunión produjo el Informe Zagreb de Avances, que además de revisar los avances del año pasado, destacó áreas prioritarias de trabajo para el año siguiente. El Informe Zagreb de Avances tomó el lugar del Programa de Acción del Presidente que resultaba de las reuniones anuales previas.

Entre los anuncios más destacados de la reunión se cuentan: Guatemala y Surinam cumplieron sus obligaciones sobre remoción de minas; Argelia y Guinea-Bissau cumplieron sus obligaciones de destrucción de reservas; Nigeria destruyó minas previamente retenidas para entrenamiento; y, Australia se comprometió con 75 millones de dólares australianos para acción contra las minas por cinco años. En el único acuerdo importante de la reunión, los Estados Partes acordaron una propuesta de Argentina y Chile de un nuevo formato para una información ampliada de las minas antipersonal retenidas con fines de entrenamiento o desarrollo bajo la excepción del Artículo 3. La ICBL estuvo satisfecha con el foco de los Estados Partes en los plazos de desminado de acuerdo al Artículo 5, y Noruega en especial ofreció iniciar un proceso para facilitar el cumplimiento de tales obligaciones. 

La participación en la reunión fue alta —más de 600 personas— con un total de 115 delegaciones de países, incluidos 94 Estados Partes. Asistieron más de 180 representantes de ONGs de 63 países.  El rango de participantes—diplomáticos, activistas de campaña, personal de la ONU, y, de manera destacada, cantidades importantes de profesionales de acción contra las minas, personas de trabajo de terreno, y sobrevivientes de minas terrestres— demostraron de nuevo que el Tratado de Prohibición de Minas se ha convertido en la estructura para tratar todos los aspectos del problema de minas antipersonal. 

Un total de 21 Estados no-Partes participaron, indicando la continua difusión de la norma internacional que rechaza las minas antipersonal.  Algunos de los países con más grandes reservas asistieron, incluidos Azerbaiyán, China, Egipto e India. India hizo su primera declaración formal en una reunión del Tratado de Prohibición de Minas. Notablemente, siete Estados no-Partes de la región de Medio Oriente/Norte de Africa participaron, un alentador progreso en una región con baja adhesión al Tratado de Prohibición de Minas. Estos incluyeron Egipto, Iraq, Kuwait, Libia, Marruecos, Arabia Saudita y los Emiratos Árabes Unidos.  

Los Estados Partes tomaron varias decisiones prácticas en la Sexta Reunión. Decidieron sostener la Séptima Reunión de Estados Partes en Ginebra del 18 al 22 de Septiembre 2006, con Australia como presidente designado. Jordania ofreció ser anfitrión de la Octava Reunión de Estados Partes en 2007.  Adicionalmente, nuevos co-presidentes y co-relatores fueron seleccionados para los Comités Permanentes.

La ICBL identificó varios aspectos decepcionantes de la reunión, por ejemplo que Australia fue el único Estado Parte que anunció un nuevo compromiso financiero específico  para acción contra las minas, las respuestas al cuestionario de ayuda a las víctimas fueron de calidad variable, con objetivos muy vagos en muchos casos, y hubo poca discusión significativa sobre la interpretación incoherente de los Artículos 1 y 2, con respecto a actos permitidos bajo la prohibición del tratado con respecto a “ayuda” y minas con dispositivos sensibles antimanipulación o detonadores sensibles.

Implementación y Programa de Trabajo Intersesional

Una característica notable del Tratado de Prohibición de Minas es la atención que los Estados Partes han prestado a garantizar la implementación de las obligaciones del tratado. Las estructuras creadas para monitorear el progreso rumbo a la implementación y para permitir la discusión entre los Estados Partes incluyen la Reunión anual de Estados Partes, el programa de trabajo intersesional, un comité coordinador, grupos de contacto sobre universalización, búsqueda de recursos y Artículos 7 y 9, el programa de auspicios y la unidad de apoyo a la implementación.

Los Comités Permanentes realizaron sus reuniones intersesionales durante una semana en Junio 2005 y otra semana en Mayo 2006.  En la Sexta Reunión de Estados Partes, fueron seleccionados los nuevos co-presidentes y co-relatores para el período hasta la siguiente reunión anual, y son los siguientes: Estado General y Operación: Bélgica y Guatemala como co-presidentes y Argentina e Italia como co-relatores; Desminado, Educación sobre los riesgos de minas y tecnologías de acción contra las minas: Jordan y Eslovenia como co-presidentes y Chile y Noruega como co-relatores; Destrucción de Reservas: Japón y Tanzania como co-presidentes y Argelia y Estonia como co-relatores; y Ayuda a víctimas y Reintegración socioeconómica: Afganistán y Suiza como co-presidentes y Austria y Sudán como co-relatores.

 Los detalles de las discusiones e intervenciones del Comité Permanente pueden encontrarse en las secciones temáticas a continuación.

Convención de Armas Convencionales (CCW)

Un total de 86 estados eran Estados Partes del Protocolo II Enmendado del CCW hasta el 1 de Julio 2006. 
 El Protocolo II Enmendado regula la producción, transferencia y uso de las minas terrestres, armas trampa y otros artefactos explosivos; entró en vigor el 3 Diciembre 1998.  Sólo Túnez se ha sumado al Protocolo II Enmendado desde la publicación del Informe Monitor de Minas Terrestres 2005. Sólo 10 de los 86 Estados Partes del Protocolo II Enmendado no se han sumado al Tratado de Prohibición de Minas: China, Finlandia, India, Israel, Marruecos, Pakistán, Rusia, Corea del Sur, Sri Lanka y Estados Unidos.

China, Letonia, Pakistán, y Rusia postergaron el cumplimiento de las obligaciones sobre detectabilidad de las minas antipersonal, como establece el Anexo Técnico.
  El plazo de China y Pakistán que los obliga a acatarlo vence el 3 Diciembre 2007; sin embargo no se ha ofrecido información de los pasos dados para cumplir el requisito de detectabilidad. Rusia tiene como fecha límite de cumplimiento el 2014.  La postergación de Letonia se presume que ahora es irrelevante debido a que ingresó al Tratado de Prohibición de Minas, que prohíbe el uso de tales minas y obliga a su destrucción.

Belarús, China, Pakistán y Ucrania postergaron el cumplimiento de los requisitos de auto-destrucción y auto-desactivación para minas antipersonal teledirigidas planteados en el Anexo Técnico.
  Sus plazos de nueve años para esta acción son 3 Diciembre 2007 para China y Pakistán, y 2014 para Rusia.  Ucrania está obligada por el Tratado de Prohibición de Minas a destruir sus reservas de casi seis millones de minas antipersonal tipo PFM teledirigidas antes del 1 de Junio de 2010.  Belarús está obligado por el Tratado de Prohibición de Minas a concluir la destruction de sus arsenales de minas antipersonal teledirigidas tipo PFM y KPOM antes del 1 de Marzo de 2008. 

En Noviembre 2003, 91 Estados Partes del CCW acordaron aprobar el Protocolo V, un instrumento legalmente vinculante sobre medidas genéricas y post-conflicto para restos explosivos de guerra (ERW).  El 12 de Mayo de 2006, el vigésimo Estado Parte ratificó el protocolo, desencadenando su entrada en vigencia el 12 de Noviembre de 2006. Al 1 de Julio de 2006, 23 estados habían ratificado el Protocolo V.
 
En el CCW, durante 2005 y 2006 continuó el trabajo con respecto a minas diferentes a las minas antipersonal (MOTAPM) y sobre medidas para evitar que armas específicas, como las municiones racimo, se conviertan en restos explosivos de guerra.

Uso de minas antipersonal 

Uno de los logros más significativos del Tratado de Prohibición de Minas ha sido la magnitud en que se ha estigmatizado el uso de minas antipersonal por parte de cualquier actor en todo el mundo. El empleo de minas antipersonal, especialmente por parte de gobiernos, se ha convertido en un fenónemo raro.  

En este período reportado, desde Mayo 2005, se ha confirmado que tres gobiernos han usado minas antipersonal: Myanmar (Birmania), Nepal y Rusia. En el período reportado anterior del Monitor de Minas, esos mismos tres gobiernos y Georgia fueron identificados como usuarios de minas.

Las fuerzas militares de Myanmar siguieron usando minas antipersonal ampliamente, como lo han hecho desde que el Monitor de Minas empezó a informar en 1999.  El empleo de minas fue más extendido en los estados de Karen (Kayin), Karenni (Kayah) y Shan. En Mayo 2006, Human Rights Watch informó que civiles que buscaban refugio en Tailandia estuvieron en gran peligro debido a minas sembradas por el Ejército de Myanmar a lo largo de la frontera en el estado de Karen.  HRW informó que las minas estaban plantadas en áreas civiles para aterrorizar a la población loca, y citaron una cifra de unas 2.000 minas sembradas en un área para bloquear rutas de escape y negar a la población civiles el acceso a provisiones de alimentos, mercancías y otra ayuda humanitaria. Se ha informado que el Ejército de Myanmar ha conseguido y utiliza un creciente número de minas antipersonal de diseño estadounidense M-14; aunque se desconoce la fabricación y fuente de estas minas no detectables, sea extranjera o nacional.

En Junio 2006, funcionarios rusos confirmaron al Monitor de Minas Terrestres que fuerzas rusas continuaron usando minas antipersonal en Chechenia, ya sea con nuevas minas colocadas y en campos minados defensivos ya existentes, “las minas antipersonal son usadas para proteger instalaciones de alta importancia.”  Indicaron que fuerzas del Ministerio de Defensa, Ministerio del Interior y la Guardia Fronteriza usan minas. Aunque Rusia ha reconocido normalmente que ha usado minas en Chechenia en el pasado, en Agosto 2005 oficiales militares rusos indicaron al Monitor de Minas Terrestres que las fuerzas del Ministerio de Defensa ruso no habían usado minas antipersonal en Chechenia en 2004 o 2005.

El 26 de Mayo 2006, el gobierno de Nepal y el Partido Comunista de Nepal (Maoísta) acordaron un cese al fuego bilateral y un Código de Conducto que incluye el no uso de minas terrestres. Antes del cese al fuego, ambas partes habían seguido usando minas terrestres o artefactos explosivos caseros (improvisados). Fuerzas gubernamentales (el Real Ejército Nepalés y otros servicios de seguridad) usaron tanto minas antipersonal fabricadas industrialmente y artefactos explosivos caseros (IEDs sigla en inglés).    

No hay evidencia—ni denuncia seria—sobre el uso de minas antipersonal por Estados Partes o signatarios del Tratado de Prohibición de Minas en este período reportado. Esto es destacable porque muchos actuales Estados Partes admitieron que usaron o donde hubo denuncias creíbles sobre el empleo de minas antipersonal en el pasado reciente, antes de sumarse al tratado, algunos incluso como signatarios.

Uso por parte de Grupos armados no-estatales

Los grupos armados no-estatales (NSAGs sigla en inglés) están usando minas antipersonal en más países que las fuerzas gubernamentales, pero el uso por parte de los grupos armados no estatales también está en declive. En este período reportado, los NSAGs usaron minas antipersonal en al menos 10 países.  Se reportó el uso de minas antipersonal o artefactos explosivos improvisados de tipo mina antipersonal en tres Estados Partes (Burundi, Colombia y Guinea-Bissau) y en siete Estados no-Partes (Birmania, India, Iraq, Nepal, Pakistán, Rusia/Chechenia y Somalia).  El Informe Monitor de Minas Terrestres 2005 citó el uso de minas por parte de NSAGs en al menos 13 países. Guinea-Bissau, donde rebeldes senegaleses usaron minas contra el Ejército de Guinea-Bissau, fue añadido a la lista, mientras que salieron de ella Georgia, Filipinas, Turquía y Uganda.

Por primera vez en varios años, no hubo informes confirmados, o incluso, denuncias serias, de uso de minas antipersonal por parte de actores no estatales en Georgia. Hubo muchos ejemplos en  2005 y 2006 en los que militares de Uganda incautaron alijos de minas antipersonal pertenecientes al Ejército de Resistencia del Señor (LRA sigla en inglés), pero el Monitor de Minas no encontró ningún informe de empleo de minas por parte del LRA.  El LRA es conocido por haber usado minas en el pasado.

Muchos medios y otros informes en Filipinas se referían al uso de “minas terrestres” por parte de varios NSAGs, incluidos el Nuevo Ejército del Pueblo (NPA), el Frente Moro de Liberación Nacional (MNLF) y el Grupo Abu Sayyaf, pero el Monitor de Minas sólo pudo identificar el uso de minas antivehículo y minas detonadas intencionalmente por mando y artefactos explosivos improvisados (IEDs). El NPA intensificó su uso de minas improvisadas antivehículo detonadas intencionalmente por mando, y ello produjo más víctimas que nunca antes.  El NPA y el MNLF han afirmado que no usan minas antipersonal activadas por las víctimas.

De manera semejante, informes periodísticos y oficiales en Turquía, se refirieron frecuentemente al uso de “minas terrestres” por parte del Partido de los Trabajadores del Kurdistán (PKK/Kongra-Gel) pero, nuevamente, el Monitor de Minas Terrestres sólo pudo identificar con claridad el uso de minas antivehículo y minas detonadas intencionalmente por mando e IEDs. Algunos incidentes durante el período reportado parecen haber sido el resultado de minas antipersonal activadas por las víctimas o por IEDs, pero no era evidente la fecha en que fueron colocadas.  El gobierno turco ha informado que en 2005, 39 efectivos militares  murieron y otros 155 quedaron heridos por causa de las minas sembradas por el PKK. En Diciembre 2005, el Comando de la Gendarmería General reportó que recuperó 40 minas antipersonal DM-11 y otras armas pertenecientes al PKK. De acuerdo al Llamamiento de Ginebra, el PKK ha admitido el uso de minas activadas por mando, pero negó cualquier uso de artefactos explosivos que pudieran ser activados por una víctima o vehículo. Al comentar sobre un borrador del informe del Monitor de Minas, el gobierno declaró que la afirmación del PKK de no usar minas activadas por víctimas “no se condice con la realidad.”  Como se destacó previamente, en Julio 2006, el PKK firmó el Acta de Compromiso del Llamamiento de Ginebra prohibiendo las minas antipersonal.

En Birmania, el Ejército de Liberación Nacional de Karen, el Ejército Karenni, el Ejército del Estado de Shan (Sur), El Ejército Nacional de Chin, El Ejército Unido del Estado de Wa, el Ejército Democrático Budista de Karen, y varios otros grupos armados no estatales continuaron emplearon minas antipersonal; al parecer, el Ejército de Liberación Nacional de Karen fue el NSAG que usó minas de manera más amplia en el período reportado.

En Burundi, el gobierno continuó acusando a los rebeldes del Frente Nacional de Liberación (FNL) por usar minas antipersonal; el incremento en el número de víctimas de minas, particularmente en la provincia Bujumbura Rural donde ha habido combate, indica que continúa el uso de minas antipersonal.

Los rebeldes chechenos siguen usando ampliamente artefactos explosivos improvisados. Fue difícil averiguar en qué medida se estaban usando minas antipersonal o IEDs activados por víctimas, pero parece que en la mayoría de casos, los rebeldes estuvieron usando artefactos explosivos improvisados detonados intencionalmente por mando y su blanco eran vehículos. 

En Colombia, las FARC continuaron como el más grande usuario de minas terrestres en el país, y uno de los mayores del mundo. El Monitor de Minas Terrestres registró nuevo uso de minas antipersonal por fuerzas de las FARC en varios municipios que no habían informado previamente de acidentes. Otros grupos, visiblemente el ELN, también usan minas. No hubo informes específicos de uso de minas antipersonal por parte de las AUC en este período reportado, aunque se incautaron minas de las AUC, y las AUC también entregaron minas a las autoridades.

En Marzo y Abril 2006, una facción del  Movimiento de las Fuerzas Democráticas de Casamance con sede en Senegal y dirigida por Salif Sadio huyó al norte de Guinea-Bissau y sembró tanto minas antipersonal como minas antivehículo durante el combate con fuerzas armadas de Guinea-Bissau, causando víctimas civiles e importante afectación socioeconómica.  

En India, diversos NSAGs continuaron usando minas antipersonal, minas antivehículo y, de manera más frecuente, artefactos explosivos improvisados.  Insurgentes comunistas en la India central usaron IEDs detonados intencionalmente por mando, artefactos explosivos activados por víctimas y armas-trampa (cazabobos).  Varios grupos del noreste de la India usaron artefactos activados por víctimas. Los insurgentes en Cachemira usaron IEDs activados intencionalmente por mando, y el Ejército Indio recuperó minas terrestres antipersonal de los insurgentes.   

En Iraq, fuerzas de oposición continuaron usando grandes cantidades de artefactos explosivos improvisados, así como de minas antivehículo. Los IEDs parecían ser casi exclusivamente detonados intencionalmente por mando, aunque las fuerzas de la Coalición descubrieron muchos alijos de minas antipersonal. En Junio 2006, se informó que fuerzas insurgentes colocaron numerosos IEDs activados por víctimas en el área alrededor de los cadáveres de dos soldados estadounidenses que habían sido secuestrados y asesinados.

En Nepal, los maoístas usaron grandes cantidades de artefactos explosivos activados intencionalmente por mando, así como artefactos activados por víctimas y activados por tiempo, provocando víctimas en casi todos los distritos del país.    

En Pakistán, los NSAGs usaron ampliamente minas antipersonal, minas antivehículo e IEDs en Baluchistán, y en menor medida en Waziristán y en el resto de las Areas Tribales Administradas Federalmente.  

En Somalia, hay poca información disponible, pero al parecer ha habido uso continuo de minas antipersonal por parte de diversas facciones en distintas partes del país. 

En Sri Lanka, desde Diciembre 2005, ha crecido en gran medida la sospecha del uso de minas Claymore detonadas por mando por parte de los Tigres de Liberación del Tamil Elam (LTTE), y el Ejército en ciertos casos ha denunciado a los rebeldes de haber usado minas antipersonal.

Militantes en Egipto pueden haber usado artefactos similares a minas antipersonal durante una operación en Agosto-Octubre 2005 contra ellos realizada por fuerzas de seguridad egipcias.

Producción de minas antipersonal

Se conoce de más de 50 estados que han producido minas antipersonal.
  Treintaiocho estados han dejado de producir minas antipersonal.
  Esto incluye cinco países que no son parte del Tratado de Prohibición de Minas: Egipto, Finlandia, Iraq, Israel y Polonia. Además, Taiwán, que anunció hace varios años que había dejado de producir, aprobó en Junio 2006 leyes que prohibían la producción. Un total de 24 miembros del tratado han informado del estado de los programas de conversión o reasignación de instalaciones de producción de minas antipersonal.

El Monitor de Minas identifica 13 países como productores de minas durante el período del informe. En algunos casos, el país no está activamente produciendo minas, pero se reserva el derecho de hacerlo. No se añadieron o retiraron países de la lista de productores en el período reportado. El año pasado fueron retirados Egipto e Iraq.
  
Productores de minas terrestres antipersonal

	Birmania, China, Cuba, India, Irán, Corea del Norte, Corea del Sur, Nepal, Pakistán, Rusia, Singapur, Estados Unidos, Vietnam


Funcionarios vietnamitas del Ministerio de Defensa y del Ministerio de Relaciones Exteriores dijeron a una delegación visitante canadiense en Noviembre 2005 que Vietnam ya no produce minas antipersonal.  El Monitor de Minas Terrestres ha solicitado al Gobierno confirmación y aclaración, consultando si hay una política, ley o regulación oficial que prohíbe la producción.  

Estados Unidos no ha producido minas antipersonal desde 1997. Sin embargo, ha estado realizando investigación y desarrollo de nuevas minas terrestres. El Pentágono está solicitando $1,3 mil millones para investigación y producción de dos nuevos sistemas de minas terrestres —Sistema ‘Araña’ y Municiones Inteligentes— entre 2005 y 2011; estos sistemas parecen incompatibles con el Tratado de Prohibición de Minas. El Congreso de Estados Unidos ordenó al Pentágono estudiar los posibles efectos indiscriminados de la Araña, produciendo así la postergación de la decisión del Pentágono, esperada para Diciembre 2005, de si producirá el sistema Araña.

Se informó que las Industrias Militares Pesadas de Birmania empezaron a reclutar técnicos para la producción de la próxima generación de minas y otras municiones. Un ex oficial del gobierno de Nepal indicó al Monitor de Minas en Agosto 2005 que las minas terrestres se producen en la fábrica de armas en Sunchari, al sur de Katmandú, pero el gobierno no ha ofrecido ninguna información sobre los tipos de minas producidas.

India y Pakistán están activamente involucrados en la producción de minas antipersonal que se circunscribe al Protocolo II Enmendando del CCW.  En Agosto 2005, India expresó al Monitor de Minas Terrestres que no está produciendo minas antipersonal teledirigidas; el país habia declarado en Octubre 2000 que diseñó un sistema de mina antipersonal teledirigida, con minas de auto-destrucción y auto-desactivación, para evaluación de pruebas y producción de prototipos.

El director del Centro Iraní de Acción contra las Minas dijo al Monitor de Minas Terrestres en Agosto 2005 que Irán no produce minas terrestres, haciendo eco de una afirmacion del Ministro de Defensa en 2002 que Irán no producía minas antipersonal desde 1988. Sin embargo, desde 2002, organizaciones de desminado en Afganistán han encontrado muchos cientos de minas antipersonal iraníes con el sello de 1999 y 2000.

La compañía surcoreana Hanwha produjo unas 3.300 minas Claymore (KM18A1) en 2005.  Previamente, Corea del Sur informó que no había producido minas antipersonal, incluidas las minas Claymore, entre 2000 y 2004.   

NSAGs en Burma, Colombia, India, Iraq y Nepal son conocidos por producir minas o IED activadas por las víctimas. IEDs detonados por mando o teledirigidos fueron producidos por NSAGs en Afganistán, Bangladesh, Birmania, Chechenia, Colombia, India, Iraq, Nepal, Pakistán, Filipinas, Sri Lanka y Tailandia. En Birmania, se ha denunciado que el Ejército Unido del Estado de Wa produce minas antipersonal de tipó PMN en una fábrica de armas que pertenecía antes al Partido Comunista de Birmania. 

Comercio Global de minas antipersonal 

En la última década, el comercio de minas antipersonal ha consistido solamente en un bajo nivel  de tráfico ilícito y de transferencias no reconocidas. En este período reportado, sólo hubo un pequeño número de informes de tal tráfico de minas antipersonal. Sin embargo, un panel de la ONU realizó la más seria denuncia sobre una trasnferencia de minas antipersonal por parte de un Estado Parte del  Tratado de Prohibición de Minas. En Mayo 2006, un grupo de la ONU de monitoreo de embargo de armas informó que el gobierno de Eritrea había entregado 1.000 minas antipersonal a militantes  fundamentalistas en Somalia en Marzo 2006. Eritrea negó las acusaciones como “sin base e infundados” y calificó el informe como “intolerable y lamentable.” Un informe previo de Octubre 2005 del grupo de monitoreo de la ONU afirmó que entre el 25 de Marzo y 10 de Abril de 2005, en dos ocasiones Eritrea embarcó armas, incluyendo minas, a un opositor del Gobierno Federal de Transición de Somalia (TFG); este no especificó si eran minas antipersonal o minas antivehículo.  

Los informes de Octubre 2005 y Mayo 2006 también indicaron que el gobierno de Etiopía había proveído tipos de minas terrestres no especificados a facciones en Somalia.  Etiopía negó con fuerza las denuncias. El informe de Octubre también dijo que el gobierno de Yemén entregó minas de tipo no precisado al TFG, aparentemente en Julio 2005.

Continuaron los informes y denuncias de que grupos armados en Pakistán contrabandearon minas hacia el país desde Afganistán. En Mayo 2006 un informe de un grupo de monitoreo de la ONU indicó que en Agosto 2005 en el mercado de armas de Bakaraaha, Somalia comerciantes compraron minas y otras armas de una red de Yemén de comercio de armas.

En Julio 2005, Israel prolongó por otros tres años su moratoria de exportación de minas antipersonal que fue declarada por primera vez en 1994. Un número importante de otros estados que están fuera del ámbito del Tratado de Prohibición de Minas han promulgado o prolongado la moratoria de exportación en años recientes, entre ellos China, India, Kazajistán, Pakistán, Polonia, Rusia, Singapur, Corea del Sur y Estados Unidos. Corea del Sur exportó 1.050 minas Claymore exclusivamente detonadas por mando a Nueva Zelandia en Diciembre 2005.

En Julio 2006, Estados Unidos reiteró su deseo (anunciado por primera vez en Julio 2004) de emprender negociaciones para una prohibición internacional de la venta o exportación de minas no autodestructivas en la Conferencia de Desarme (CD) con sede en Ginebra. Varios Estados Partes han objetado la propuesta, destacando que la prohibición de sólo una categoría de minas antipersonal implica la aceptabilidad del comercio de otras categorías. La CD no ha estado en posibilidad de consensuar su agenda desde 1997.

Reservas de Minas Antipersonal y su Destrucción  

A mediados de los años 90, antes del Tratado de Prohibición de Minas, 131 estados poseían arsenales estimados en más de 260 millones de minas antipersonal. El Monitor de Minas Terrestres ahora calcula que 50 países almacenan unos 178 millones de minas antipersonal. Un notable avance en este período reportado es que Corea del Sur por primera vez reveló su arsenal total de 407.800 minas antipersonal; varios funcionarios previamente habían indicado que el arsenal ascendía a unos 2 millones de minas antipersonal.  

Estados Partes 

Al parecer, hasta Julio 2006, 138 de los 151 Estados Partes no tienen reservas de minas antipersonal. Un total de 74 Estados Partes han concluido la destrucción de sus arsenales.
  Otros 64 han declarado formalmente que nunca han poseído reservas o se cree que no las poseen.  

Colectivamente, los Estados Partes han destruido más de 39,5 millones de minas antipersonal, destruyendo cerca de 700.000 minas antipersonal almacenadas en este período reportado. Los Estados Partes que más recientemente concluyeron su obligación de destrucción de reservas son Guinea-Bissau (Octubre 2005), Nigeria (Noviembre 2005), Argelia (Noviembre 2005) y República Democrática del  Congo (anunciada en Mayo 2006). Aunque previamente no había reportado ningún avance en su programa de destrucción de reservas, la República Democrática del Congo dijo en Mayo 2006 a los Estados Partes que había terminado la destrucción de todas sus minas antipersonal almacenadas bajo su control que había sido capaz de identificar, y así, por tanto, cumplió su obligación del tratado. También dijo que a futuro esperaba encontrar reservas adicionales de minas antipersonal, las cuales entonces destruiría.   

El Monitor de Minas Terrestres estima que más de 16 millones de minas antipersonal aún deben ser destruidas por 13 Estados Partes que aún deben concluir sus programas de destrucción de reservas.  Un total de 11 Estados Partes están en proceso de destruir sus reservas: Afganistán, Angola, Belarús (3,7 millones), Burundi, Chipre, Grecia (1,6 millones), Letonia, Serbia y Montenegro, Sudán, Turquía (3 millones) y Ucrania (6,7 millones).
  Como no han declarado oficialmente sobre sus reservas en los informes del Artículo 7, se cree que Etiopía y Guyana también almacenan minas antipersonal.

Letonia, que se convirtió en Estado Parte en Enero 2006, ha informado que destruirá su arsenal de 2.410 minas en 2006. Serbia y Montenegro empezaron destruyendo su reserva de minas antipersonal en Agosto 2005 y en Marzo 2006 había destruido 649.217 mines, casi la mitad de su arsenal. Chipre destruyó 11.000 minas antipersonal en 2005 y otras 18.000 están programadas para destrucción en 2006.  En Mayo 2006, Afganistán aseguró a los Estados Partes que destruiría todos sus arsenales conocidos respetando el plazo de Marzo 2007, y declaró que desde la firma del Tratado de Prohibición de Minas, han sido destruidas 65.973 minas almacenadas.  

Después de haber firmado un contrato con la Agencia de Mantenimiento y Suministros de la OTAN (NAMSA es la sigla en inglés) en Febrero 2006, Belarús comenzó a destruir su arsenal de 294.755 minas antipersonal restantes, distintas a las de tipo PFM. El Ministerio de Defensa firmó el 6 de Mayo 2006 una “declaración de aval” para aceptar la ayuda técnica de la Comisión Europea (CE) para la destrucción de 3,37 millones de minas PFM, con el objetivo de iniciar el proyecto en Enero de 2007.  En Febrero 2006, la CE ganó un contrato de €3 millones (unos $3,7 millones) para la destrucción de 5,95 millones de minas de Ucrania de tipo PFM.  Fue cancelada una oferta de la CE por €1 millón ($1,2 millones) para la destrucción adicional de 716.745 minas distintas a las del tipo PFM recientemente identificadas. Turquía reportó que en Diciembre 2005 NAMSA y una compañía firmaron un acuerdo para establecer una nueva intalación donde destruir minas.

En Mayo 2006, por segunda vez Angola indicó que el país podría necesitar una prórroga de su plazo del 1 de Enero de 2007 para concluir la destrucción de sus reservas de minas antipersonal; sin embargo, el Tratado de Prohibición de Minas no permite ampliaciones para destrucción de arsenales.  Burundi y Sudán están aún determinando el número y la ubicación de todas sus minas antipersonal almacenadas. Guyana, que aún no ha entregado su informe inicial según el Artículo 7, que se esperaba para Julio 2004, nunca ha entregado información alguna sobre sus reservas, sus planes de destrucción y avances.  El Monitor de Minas Terrestres ha calculado en 20.000 las reservas de minas antipersonal de Guyana.

Plazos pendientes de destrucción de reservas

	Angola
	1 Enero 2007

	Afganistán
	1 Marzo 2007

	Chipre
	1 Julio 2007

	Guyana
	1 Febrero 2008

	Belarús
	1 Marzo 2008

	Grecia
	1 Marzo 2008

	Serbia y Montenegro
	1 Marzo 2008

	Turquía
	1 Marzo 2008

	Burundi
	1 Abril 2008

	Sudán
	1 Abril 2008

	Etiopía
	1 Junio 2009

	Letonia
	1 Enero 2010

	Ucrania
	1 Junio 2010


Un total de 55 Estados Partes han declarado que no poseían reservas de minas antipersonal, excepto en algunos casos retenidas con propósitos de investigación y entrenamiento.
  Además, hay nueve estados que aún no han entregado informes del Artículo 7 declarando formalmente la presencia o ausencia de arsenales, pero se cree que no poseen minas: Bután, Brunei, Cabo Verde, Islas Cook, Guinea Ecuatorial, Gambia, Haití, Santo Tomé y Príncipe, y Vanuatu.

Signatarios

Los tres signatarios que quedan del Tratado de Prohibición de Minas almacenan aproximadamente un millón de minas antipersonal. A fines de 2005, Polonia declaró reservas de 984.690 minas, desmanteló 12.990 minas en reserva que vencieron en 2005.  Indonesia ha calculado sus reservas en 16.000 minas antipersonal. Se cree que las Islas Marshall no almacenan minas antipersonal. 

No-Signatarios

El Monitor de Minas Terrestres estima que estados no parte del Tratado de Prohibición de Minas almacenan más de 160 millones de minas antipersonal. La gran mayoría de estas reservas pertenecen a solo tres estados: China (estimadas en 110 millones), Rusia (26,5 millones) y Estados Unidos (10,4 millones). Otros estados con grandes reservas son Pakistán (se calcula 6 millones), India (4-5 millones) y Corea del Sur (407.800). Se cree que otros estados no parte del tratado tienen grandes reservas: Birmania, Egipto, Finlandia, Irán, Iraq, Israel, Corea del Norte, Siria y Vietnam.  

Países no-signatarios han destruido números significativos de minas antipersonal, más de 25 millones, en principio porque estas expiraron o para cumplir con el Protocolo II Enmendado del CCW. Por primera vez Israel informó que destruyó 15.510 minas almacenadas vencidas en el 2005. En Noviembre 2005, un funcionario chino declaró que en los útlimos tres años China había destruido unas 500.000 minas terrestres que no cumplían con el Protocolo II Enmendado.  Al parecer, desde fines de la década de los 1990s hasta 2005, China destruyó unos 2,2 millones de minas antipersonal que estaban obsoletas o no respetaban el Protocolo II Enmendado. Rusia ha informado que destruyó más de 19,5 millones de minas antipersonal desde 2000.

Grupos armados no-estatales (NSAGs sigla en inglés)

Durante este período reportado, se informó que grupos armados no-estatales poseen reservas de minas antipersonal en Bangladesh, Birmania, Colombia, República Democrática del Congo, India, Pakistán, Somalia, Turquía y Uganda. En su mayoría, se informó que estas reservas eran partes de incautaciones por parte de fuerzas gubernamentales. Minas terrestres fueron incautadas o devueltas por parte de NSAGs o fuentes no identificadas en ocho Estados Partes: Bangladesh, Bosnia y Herzegovina, Colombia, República Democrática del Congo, El Salvador, Filipinas, Turquía y Uganda. Sólo República Democrática del Congo reportó tales incautaciones en su informe del Artículo 7; ninguno de los otros estados ha informado sobre la adquisición o destrucción de minas antipersonal incautadas.    

Minas Retenidas para Investigación y Entrenamiento (Artículo 3)

De los 151 Estados Partes, 69 retienen más de 227.000 minas antipersonal para fines de investigación y entrenamiento bajo la excepción planteada por el Artículo 3 del Tratado de Prohibición de Minas. 

Al menos 71 Estados Partes han elegido no retener minas, con las recientes adiciones de la República Democrática del Congo, Eritrea, Hungría, la ex República Yugoslava de Macedonia y Moldova.
  En Julio 2006, la ex República Yugoslava de Macedonia destruyó todas sus reservas de 4.000 minas retenidas para entrenamiento. Durante las reuniones intersesionales de Mayo 2006, Moldova declaró que destruirá todas sus 249 minas retenidas entre el 17 de Mayo y el 31 de Julio de 2006.  Hungría destruyó todas sus 1.500 minas retenidas en Octubre 2005.  

Once Estados Partes no han esclarecido si pretenden retener minas.
  
Cinco Estados Partes contabilizan casi un tercio de todas las minas retenidas: Brasil (16.125), Turquía (15.150), Argelia (15.030), Bangladesh (14.999) y Suecia (14.402).  

Un total de ocho Estados Partes retienen entre 5.000 y 10.000 minas: Sudán (10.000), Australia (7.266), Grecia (7.224), Croacia (6.236), Belarus (6.030), Japón (5.350), Serbia y Montenegro (5.000) y Túnez (5.000).  Sudán reportó en Febrero 2006 que además de las 5.000 minas que había previamente indicado que sus fuerzas armadas retendrían, otras 5.000 minas serían retenidas por el Ejército Popular del Gobierno de Sudán del Sur.  

La mayoría de los Estados Partes que retienen minas, un total de 38, retienen entre 1.000 y 5.000 minas.
  Durante las reuniones de Mayo 2006 de los Comités Permanentes, Chile, que previamente había retenido 5.866 mines, anunció que había revisado su programa de entrenamiento y el número de minas requeridas, y había decidido, además de las 300 minas consumidas durante entrenamiento en el 2006, destruir otras 1.292 minas antipersonal que no se necesitarían para entrenamiento.

Otros 17 Estados Partes retienen menos de 1.000 minas.
  Botswana no ha reportado el número total de minas que retiene.  

Un total de 14 Estados Partes informaron que consumieron 3.702 minas con fines de entrenamiento e investigación en 2005.
  En 2004, 24 Estados Partes reportaron que consumieron 6.761 minas. En 2003, 17 Estados Partes informaron que consumieron 3.112 minas.  

Al menos 51 Estados Partes no informaron que consumieron minas retenidas durante 2005: Afganistán, Argelia, Angola, Argentina, Australia, Bangladesh, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Bulgaria, Burundi, Colombia, República de Congo, Chipre, República Checa, Djibouti, Ecuador, El Salvador, Francia, Grecia, Italia, Jordania, Kenia, Letonia, Luxemburgo, Mali, Mauritania, Moldova, Namibia, Países Bajos, Portugal, Rumania, Ruanda, Serbia y Montenegro, Sierra Leona, Eslovaquia, Sudáfrica, España, Sudán, Surinam, Tanzania, Togo, Túnez, Uganda, Reino Unido, Uruguay, Venezuela, Yemen, Zambia y Zimbabwe.  

Cinco de los 51 países no informaron específicamente si consumieron minas retenidas para entrenamiento, pero reportaron números más bajos que en años previos en sus informes del Artículo 7: Australia, Francia, Namibia, Países Bajos y Uganda.    

Un total 36 Estados Partes no informó si consumió minas en 2004; 26 no consumieron minas en 2003; 29 no consumieron ninguna en 2002.
Al menos 15 Estados Partes que retienen unas 1.000 minas no han informado que han consumido minas con propósitos de investigación y entrenamiento por dos o más años consecutivos, ellos son Argelia, Chipre, República Checa, Djibouti, Ecuador, Hungría, Jordania, Kenia, Mozambique, Perú, Portugal, Rumania, Tanzania, Tailandia, Túnez, Reino Unido, Venezuela, Yemen y Zambia. Algunos estados han indicado que los propósitos para los cuales utilizan las minas no requieren el consumo (destrucción) de las minas.

La ICBL considera que los estados que retienen minas antipersonal y aparentemente no las usan para los propósitos permitidos abusan de la excepción permitida por el Artículo 3.

Por mucho tiempo la ICBL ha instado a todos los estados que declaren los supuestos propósitos y usos reales de las minas antipersonal retenidas según el Artículo 3. Los Estados Partes acordaron aprobar un nuevo formulario voluntario ampliado de información para el Formulario D de minas retenidas en la Sexta Reunión de Estados Partes en Noviembre-Diciembre 2005. Inicialmente propuesto en conjunto por Argentina y Chile, este formulario modificado permite a los Estados Partes informar sobre los propósitos pretendidos y los usos reales de las minas retenidas de acuerdo al Artículo 3.  Once Estados Partes hicieron uso del nuevo formato en el año calendario 2005.
 
Diecisiete Estados Partes hicieron declaraciones sobre sus minas retenidas durante las reuniones de los Comités Permanentes en Mayo 2006: en particular, Bulgaria, Canadá, Croacia, Alemania, los Países Bajos, Tanzania, Tayikistán y Yemen dieron detalles sobre su práctica nacional. 

Informes de Transparencia (Artículo 7) 

El Artículo 7 del Tratado de Prohibición de Minas establece que “Cada Estado Parte debe informar al Secretario General de las Naciones Unidas tan pronto como sea posible, y en cualquier caso no más tarde de 180 días a partir de la entrada en vigor de esta Convención para ese Estado Parte” con respecto a los pasos tomados para aplicar aspectos de la convención. A partir de entonces, los Estados Partes están obligados a informar anualmente, sobre el año calendario precedente, antes del 30 Abril. 
La proporción de cumplimiento general de los Estados Partes que entregan sus informes iniciales de medidas de transparencia es de un impresionante 96 por ciento. Esto se compara con un 96 por ciento en 2005, 91 por ciento en 2004, 88 por ciento en 2003, 75 por ciento en 2002 y 63 por ciento en 2001.  

Dos Estados Partes han entregado sus informes iniciales desde el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, Camerún y Letonia. Para Camerún, el plazo de entrega era Agosto 2003.  

Seis Estados Partes tienen pendiente su fecha límite: Bután (31 Julio 2006), Vanuatu (28 Agosto 2006), Ucrania (28 Noviembre 2006), Haití (28 Enero 2007), Islas Cook (28 Febrero 2007) y Brunei (30 Marzo 2007).  

Un total de seis Estados Partes están retrasados en la entrega de sus informes iniciales: Guinea Ecuatorial (esperado para 28 Agosto 1999), Cabo Verde (30 Abril 2002), Gambia (28 Agosto 2003), Santo Tomé y Príncipe (28 Febrero 2004), Guyana (31 Julio 2004) y Etiopía (28 Noviembre 2005).  

Por segundo año, hubo una baja en el número de actualizaciones anuales entregados sobre el año calendario previo, que se esperaban hasta el 30 Abril 2006.  Hasta el 1 de Julio de 2006, un total de 90 Estados Partes han entregado sus actualizaciones anuales del año calendario 2005; 55 Estados Partes no habían entregado sus actualizaciones.
  Esto es igual a una tasa de cumplimiento de 62 por ciento. El índice de cumplimiento de los informes anuales para el año calendarior 2004 fue de 65 por ciento, para el año calendario 2003 fue de 78 por ciento, y para el año calendario 2002 fue 62 por ciento. 

En un muy importante avance, varios estados no parte del Tratado de Prohibición de Minas han entregado informes voluntarios del Artículo 7, incluido Camerún en 2001, Gambia en 2002 y Lituania en 2002, cuando eran signatarios. El Estado no-Parte Letonia entregó informes voluntarios en 2003, 2004 y 2005.  Polonia, signatario, ha entregado informes voluntarios cada año desde 2003.  En Junio 2005, el Estado no-Parte Sri Lanka entregó su primer informe voluntario del Artículo 7.  Es muy detallado en muchas áreas, pero no informa sobre las reservas de minas antipersonal. Varios otros países han declarado su intención de entregar informes voluntarios, los más recientes son Armenia y Marruecos, sumándose a Azerbaiyán, China and Mongolia. 

Medidas de Aplicación Nacional (Artículo 9) 

El Artículo 9 del Tratado de Prohibición de Minas de 1997 declara “Cada Estado Parte adoptará todas las medidas legales, administrativas y de otra índole, incluyendo la imposición de sanciones penales, para prevenir y reprimir cualquier actividad prohibida” por el tratado.

Solo 49 de 151 Estados Partes han aprobado nuevas leyes nacionales para aplicar el tratado y cumplir las obligaciones del Artículo 9.
  Esto es un incremento de cinco Estados Partes desde la publicación del Monitor de Minas Terrestres 2005: Albania, Djibouti, Níger, Serbia y Montenegro y Lituania.  Un total de 23 Estados Partes informaron que están en curso pasos para aprobar legislación.
  Bolivia y Tanzania iniciaron el proceso el año pasado. Sin embargo, se ha informado que la legislación está en progreso (trámite) por más de dos años en Bangladesh, Benin, Gabón, Guinea, Jamaica, Mauritania, Namibia, Nigeria, Filipinas, Ruanda, Surinam, Suazilandia y Uganda.

Un total de 40 Estados Partes han indicado que no creen requerir ninguna nueva ley para aplicar el tratado.
  Argentina, Chipre y Grecia se unieron a esta categoría el año pasado. Argentina y Guinea-Bissau dijeron que exploran la posibilidad de aprobar nueva legislación aún cuando consideran que ya hay suficientes normas existentes. Sin embargo, Qatar no ha considerado necesario nueva legislación porque nunca ha producido, almacenado o usado minas antipersonal y no está afectado por las minas, ha establecido una comisión nacional que asesore sobre la necesidad de leyes nacionales. La ICBL estima que todos los Estados Partes deben tener legislación que incluya sanciones penales para cualquier potencial violación del tratado y dar total cumplimiento de todos los aspectos del tratado.

El Monitor de Minas Terrestres no está al tanto de si en 41 Estados Partes ha habido algún avance para promulgar medidas nacionales apropiadas de aplicación del Tratado de Prohibición de Minas.
     
El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) ha producido un paquete de información sobre el Desarrollo de Legislación Nacional para la Aplicación de la Convención de Prohibición de las Minas Antipersonal. El CICR pone a disposición este paquete en inglés, francés, ruso y español y también está disponible en internet.
 
Temas especiales de preocupación 

Ayuda en cualquier actividad prohibida por el Tratado de Prohibición de Minas (Artículo 1)  

El Artículo 1 del Tratado de Prohibición de Minas 1997 obliga a los Estados Partes a “nunca, y bajo ninguna circunstancia... ayudar, estimular o inducir, de una manera u otra, a cualquiera a participar en una actividad prohibida a un Estado Parte conforme a esta Convención.” Ha habido una falta de claridad, sin embargo, con respecto a qué tipos de actos se permiten o se prohíben en el contexto de la prohibición de la asistencia. Muchos Estados Partes han reconocido la necesidad de atender este tema y compartir sus visiones sobre la política y la práctica. 

El Informe Final y el Programa de Acción del Presidente acordados en la Quinta Reunión de Estados Partes en Bangkok en Septiembre 2003 declara que “la reunión exhortó a los Estados Partes a continuar compartiendo información y puntos de vista, especialmente con respecto a los artículos 1, 2 y 3, con la visión de lograr un acuerdo en varios asuntos antes de la Primera Conferencia de Examen.”  Los co-presidentes del Comité Permanente de Situación General y Operación de la Convención (México y los Países Bajos) en las reuniones intersesionales de Febrero y Junio 2004 realizaron consultas significativas para lograr un acuerdo o conclusiones sobre temas vinculados al Artículo 1, pero varios Estados Partes continuaron oponiéndose. 

El Plan de Acción de Nairobi 2005-2009 indica que los Estados Partes “intercambiarán puntos de vista y compartirán sus experiencias en una manera cooperativa e informal sobre la implementación práctica de las varias precauciones de la Convención, incluidos los Artículos 1, 2 y 3, para continuar promoviendo la aplicación efectiva y coherente de estas precauciones.”

Operaciones Militares Conjuntas

Ha empezado a surgir un acuerdo sobre cómo el Artículo 1 aplica a operaciones militares conjuntas y el significado de “ayuda”. Un total de 42 Estados Partes han declarado que no participarán en la planeación ni desarrollo de actividades relacionadas con el uso de minas antipersonal en operaciones conjuntas con un estado no parte del Tratado de Prohibición de Minas que pueda usar minas antipersonal.
  Varios Estados Partes han expresado sus puntos de vista al Monitor de Minas Terrestres desde Mayo 2005:  

· Albania declaró que “durante las operaciones militares conjuntas con Estados Partes y Estados no-Partes, Albania no usa ni ha participado en el uso o transporte de minas antipersonal.”

· Chad declaró “rechazaremos cualquier norma de enfrentamiento que permita el uso de minas antipersonal y nos negaremos a ordenarlo así mismo. También nos negaremos a participar en cualquier operación conjunta si nuestras fuerzas militares obtienen cualquier beneficio por usar minas antipersonal y no ofreceremos seguridad ni transporte de minas antipersonal.”

· Chipre declaró que el Artículo 1 “prohíbe ejercicios militares comunes de Estados Partes de la Convención con las fuerzas armadas de estados que no han ratificado la Convención.”

· Estonia declaró, “Hace casi dos años los Países Bajos circularon un documento que enumera las actividades que podrían ser consideradas ayuda. Las sugerencias enumeradas en el documento fueron aceptables para Estonia. El 21 de Junio de 2004 los presidentes del Comité Permanente de la Situación General y Operación de la Convención también presentaron un documento sobre este tema en particular basado en el texto de los Países Bajos, que era aceptable para Estonia también.”

· La ex República Yugoslava de Macedonia declaró que se “reserva el derecho de rechazar cualquier norma de enfrentamiento que permita el uso de minas antipersonal y rechaza órdenes para usarlas.”

· Moldova dijo “Es nuestra firme creencia que los Estados Partes que participan en operaciones militares con otros estados o grupos de estados no deben: participar en planeamiento para uso de minas antipersonal; entrenar a otros para usar minas antipersonal; participar en operaciones donde se derive un beneficio militar que el Estado Parte sabe que procede del uso de minas; estar de acuerdo con normas de enfrentamiento que permiten el uso de minas antipersonal; o pedir a otros que usen minas antipersonal.”

· Eslovenia declaró que sus “Fuerzas Armadas bajo ninguna circunstancia realizarán ninguna acción que lleve al uso de minas antipersonal o contribuirán a tal uso en operaciones conjuntas con otros Estados.”

· Yemen declaró que “uno no puede participar en una actividad relacionada con el uso de minas antipersonal y debe rechazar normas de participación que permitan el uso de minas antipersonal y rechaza órdenes para usarlas, y rechaza la participación en cualquier operación conjunta si sus fuerzas militares logran algún beneficio militar del uso de minas antipersonal, y no deben ofrecer seguridad ni transporte de minas AP.”

Algunos Estados Partes han declarado que sólo se prohíbe la participación “activa” o “directa” en operaciones conjuntas en las cuales se usen minas antipersonal; el acuerdo de cada país sobre qué constituye ayuda “activa” o “directa” es variado.
  Australia ha declarado formalmente que que se permite ofrecer “apoyo indirecto como proporcionar seguridad al personal de un Estado no parte de la Convención que participa en tales actividades [prohibidas],” se puede presumir que ello incluye el sembrado de minas antipersonal.

Tránsito y reservas extranjeras

Un total de 31 Estados Partes han declarado que prohíben la transferencia, el almacenamiento extranjero o la autorización de minas antipersonal foráneas sobre territorio nacional.
  Varios Estados Partes han expresado sus puntos de vista al Monitor de Minas Terrestres desde Mayo 2005:  

· Albania declaró que “prohíbe la transferencia de minas antipersonal en su territorio y el almacenamiento extranjero en Albania de minas antipersonal.”

· Chipre declaró, “El significado del término ‘ayudar’, que es incluido en el Artículo 1 de la Convención, debe ser interpretado de esta manera: (a) Se prohíbe el almacenamiento de minas antipersonal en el territorio de otro estado, en el cual ese estado ejerce su jurisdicción; (b) Se prohíbe el trasbordo de minas antipersonal por estados no partes de la Convención, a través del territorio de estados que han ratificado la Convención….”

· Estonia declaró, “El 21 de Junio de 2004 los presidentes del Comité Permanente sobre la Situación General y Operación de la Convención, también presentaron un documento sobre este tema en particular sobre la base del documento de los Países Bajos, que era aceptable para  Estonia también.”

· La ex República Yugoslava de Macedonia declaró que el tratado “prohíbe el tránsito de minas antipersonal extranjeras, en, a través, o de paso por el territorio bajo jurisdicción o control de un estado parte; y prohíbe el almacenamiento extranjero de MAP en el territorio bajo la jurisdicción o control de un Estado Parte.”

· Moldova declaró, “Respaldamos con fuerza el punto de vista de que el Artículo 1 prohíbe el  tránsito de minas antipersonal de paso, o el almacenamiento extranjero de minas antipersonal en territorio bajo la jurisdicción o control de una Estado Parte.”

· Yemen dijo que apoya el punto de vista de que el Tratado de Prohibición de Minas prohíbe el tránsito “de minas antipersonal de paso, o el almacenamiento extranjero de minas antipersonal en territorio bajo jurisdicción o control del Estado Parte.”

Tayikistán es el único Estado Parte que declara en su informe de medidas de transparencia del Artículo 7 el número de minas almacenadas por un Estado no-Parte en su territorio. Las fuerzas rusas mantienen 18.200 minas antipersonal en Tayikistán. Alemania, Japón, Qatar y el Reino Unido han declarado que reservas de minas antipersonal estadounidenses en sus países no están bajo su jurisdicción nacional o control. 

Minas con Detonadores Sensibles y Dispositivos Antimanipulación (Artículo 2)

Desde la conclusión de las negociaciones del Tratado de Prohibición de Minas, muchos Estados Partes, la ICBL y el CICR han enfatizado que, de acuerdo a las definiciones del tratado, cualquier mina – aún si se denomina una mina antivehículo – equipada con un detonador o un dispositivo antimanipulación que causa la explosión de la mina por un acto no intencional o inocente de una persona se considera una mina antipersonal y, por lo tanto, está prohibida. Sin embargo, para un pequeño número de Estados Partes esto sigue siendo un tema conflictivo. La manera en que los Estados Partes logran consenso —o no lo logran—sobre qué prácticas son aceptables puede tener un efecto significativo en cómo se aplica y universaliza el Tratado de Prohibición de Minas. 

Los siguientes 26 Estados Partes han expresado su idea de que cualquier mina, independiente de su nombre o intención al ser diseñada, que pueda ser detonada por el acto no intencional de una persona es una mina antipersonal y está prohibida: Argentina, Australia, Austria, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Estonia, Alemania, Guatemala, Kenia, Irlanda, ex República Yugoslava de Macedonia, México, Moldova, Mozambique, Países Bajos, Nueva Zelandia, Noruega, Perú, Eslovaquia, Eslovenia, Sudáfrica, Suiza, Yemen y Zambia.  Cuatro Estados Partes (Dinamarca, Francia, Japón y Reino Unido) han dicho que el Tratado de Prohibición de Minas no aplica a las minas antivehículo en absoluto, independientemente de su empleo con detonadores sensibles o dispositivos antimanipulación.  

Un creciente número de Estados Partes han hecho conocer sus ideas al Monitor de Minas Terrestres en comunicaciones desde Mayo 2005:

· Albania declaró que “posee reservas de minas antivehículo con detonadores sensibles (cables de alivio de tensión) y actualmente hay planes para su destrucción y estas minas están usándose durante la eliminación de municiones antiguas.”

· Croacia informó a los Estados Partes que ha retirado las varillas basculantes de sus minas antivehículos TMRP-6. Dijo que “suscribe totalmente” una declaración de la Hoja de Hechos del Monitor de Minas Terrestres que “una mina que se basa en cables de tracción, cables de alivio de tensión o varilla basculante como su único mecanismo para encenderse debe ser considerada una mina antipersonal.”

· Estonia declaró que las “minas equipadas con un cable de tracción, cable de alivio de tensión o varilla basculante no deben ser usadas.”

· Alemania declaró que las “minas antivehículo que pueden ser activadas accidentalmente por la presencia, proximidad o contacto con una persona, deben ser tratadas como minas antipersonal, independientemente de si la detonación es causada por un detonador sensible o un dispositivo sensible antimanipulación.  Desde nuestro punto de vista, tales minas por lo tanto están prohibidas.”

· Una funcionaria de Guatemala dijo al Minitor de Minas que Guatemala apoya las interpretaciones de la ICBL y muchos Estados Partes con respecto al Artículo 2.

· Kenia declaró que “cualquier mina que funcione o tiene la capacidad de funcionar como mina antipersonal, o puede ser modificada para desempeñarse como tal, debe ser considerada como mina antipersonal y por lo tanto está prohibida en el sentido de una mina y dentro de la letra y espíritu de la Convención. Por lo tanto, consideramos que las minas con detonadores sensibles y todas las minas antivehículos con dispositivos antimanipulación están cubiertas por el Artículo 2 y por lo tanto prohibidas bajo la Convención. Prestamos nuestro apoyo a la interpretación ofrecida al respecto por la Campaña Internacional de Prohibición de Minas y el Comité Internacional de la Cruz Roja.”

· La ex República Yugoslava de Macedonia declaró que las “minas antivehículo con dispositivos antimanipulación o detonadores sensibles son efectivamente MAP prohibidas por la Convención de Ottawa.” 

· Moldova declaró “Es nuestra firme convicción que todas las minas, incluidas las anti-vehículo, diseñadas para detonar por la presencia, proximidad o contacto de una persona y que incapaciten, hieran o maten a una persona, caen en el ámbito de la Convención Ottawa y por lo tanto están prohibidas por la Convención. Compartimos totalmente la visión de que una mina equipada con un detonadora sensible o un dispositivo sensible antimanipulación, capaz de ser activado por el acto no intencional de una persona, debe ser considerada mina antipersonal prohibida por la Convención, independientemente de si una identificación adherida la denomina mina antivehículo, y de la respectiva cantidad de explosivos que contenga.”

· Eslovenia declaró que las “minas antivehículo equipadas con dispositivos antimanipulación, que se activan cuando se intenta forzar o, de otro lado, intencionalmente obstruir minas antivehículo y minas antivehículo con dispositivos de detonación que las hagan funcionar como minas antipersonal, caen bajo el Artículo 2 de la Convención de Ottawa y por ello están prohibidas por la  Convención.”

· Yemen declaró que apoya la idea de que “cualquier mina aún cuando se denomine mina antivehículo equipada con un detonador sensible o un dispositivo sensible antimanipulación que lleva a la mina a explotar a raíz del acto no intencional de una persona se considera una mina antipesonal y por lo tanto está prohibida.” 

Parece haber consenso, con algunas notables excepciones, que una mina que depende de un cable de tracción, cable de alivio de tensión o varilla basculante como único mecanismo para dispararse debe ser considerada mina antipersonal. Sin embargo, la República Checa ha declarado que no considera el uso de cable de tracción en una mina antivehículo una violación al Tratado de Prohibición de Minas, y una compañía checa ha ofrecido a la venta minas con un detonador de cable de tracción. La República Checa también ha reconocido que posee detonadores de varilla basculante, pero afirma que las minas que pueden usarlos son consideradas obsoletas y serán retiradas en los próximos 15 años. Eslovenia tiene minas de tipo TMRP-6 que están equipadas con disparadores a presión y de varillas basculantes, y está revisando cómo considerarlas. Suecia tiene minas antivehículos con varillas basculantes, pero no ha expresado formalmente su punto de vista sobre su legalidad bajo el Tratado de Prohibición de Minas.

Varios Estados Partes han informado que han retirado de uso o destruido algunos objetos explosivos que, usados con minas, pueden funcionar como minas antipersonal. Bélgica ha prohibido los dispositivos de presión y liberación de tensión (arrancadores, iniciadores de encendido) usados como armas trampa. Francia ha destruido varios disparadores de presión no especificada y liberadores de tensión. Alemania y Eslovaquia han retirado y destruido mecanismos anti-elevación que pueden ser adheridos a las minas. Eslovaquia ha prohibido el uso del detonador Ro-3 como dispositivo antimanipulación.  Belarús se ha comprometido a destruir los detonadores de tipo MUV usados como dispositivos antimanipulación y armas trampa.

Minas Claymore y minas OZM-72 detonadas por mando   

Cierto tipo de minas no están prohibidas por el Tratado de Prohibición de Minas en todos los casos porque están diseñadas para ser a la vez detonadas por mando por medios eléctricos  (lo cual se permite conforme al tratado) o activadas por la víctima usando disparadores mecánicos de cable de tracción de tira/tensión (lo cual se prohíbe conforme al tratado). En el pasado, las opciones para ambos modos de utilización a menudo venían empacados con la mina.  

Para cumplir y ser totalmente transparentes, los Estados Partes deben avanzar e informar al respecto en sus informes del Artículo 7, para asegurar que los medios para la activación por la víctima sean permanentemente retirados y que sus fuerzas armadas sean instruidas con respecto a sus obligaciones legales.

Las minas más comunes en esta categoría son las municiones de fragmentación direccional de tipo Claymore. El M18A1 (producido originalmente por Estados Unidos pero también ampliamente copiado o producido bajo licencia por otros países), la serie MON (producida en la ex Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas-URSS y otros países del Pacto de Varsovia) y la MRUD (producida en la ex Yugoslavia) son las más conocidas y ejemplos más recurrentes de minas de fragmentación direccional de tipo Claymore.

Algunos Estados Partes han ampliado esta diferencia de activación por mando y por blanco a un tipo de mina saltarina de fragmentación, la OZM-72, que también posee esta capacidad de uso dual inherentemente.  Lituania y Moldova han informado que han modificado pequeños números de minas OZM-72 de modo que no las consideran más minas antipersonal, y no las contabilizan como minas pendientes de destrucción ni minas retenidas para entrenamiento. Belarús decidió convertir más de  200.000 minas OZM-72 en municiones detonadas por mando.  

Un total de 30 Estados Partes han declarado que retienen reservas de minas de tipo Claymore y/o OZM-72.
  Algunos Estados Partes han aclarado sus posiciones desde May 2005: 

· Bosnia y Herzegovina incluyó 15.343 minas MRUD de fragmentación direccional que guardan las fuerzas armadas en su total de minas retenidas para entrenamiento.  

· Dinamarca declaró en Marzo 2006, “Los cables de tracción y los dispositivos de cable de tracción han sido retirados de las minas Claymore danesas ya han sido reemplazadas por detonadores eléctricos. Por esa acción, las minas sólo pueden ser activadas por mando.”

· Letonia reveló que posee la serie MON de minas detonadas por mando en su informe inicial de transparencia como Estado Parte, y se comprometió a “no usarlas como minas antipersonal.”

· Nicaragua informó en 2005 que un total de 121 minas de la serie MON previamente reportadas como minas retenidas para entrenamiento habían sido excluidas de la lista dado que estas minas  “no se incluyen en las restricciones establecidas por la Convención de Ottawa.” 

· El director del Centro Tailandés de Acción contra las minas reiteró en 2005 que todas las unidades habían sido informadas de que las minas Claymore sólo debían ser usadas en el modo de detonación por manda. Sin embargo, no se han realizado modificaciones físicas para garantizar el uso en el modo de detonación por mando.

· Turquía declaró en Mayo 2006 que “los componentes de activación por la víctima de las minas M18 Claymore habían sido agregadas a la lista de minas a ser destruidas y se han tomado los  pasos necesarios para almacenar solo minas M18 detonadas por mando.”  Inicialmente declaró que posee 18.236 minas Claymore M18.

Algunos Estados Partes han escogido modificar físicamente la mina para aceptar sólo la detonación eléctrica y algunos han retirado físicamente y destruido el ensamblaje de disparador de cable de tracción y la correspondiente tapa de onda explosiva. Belarús, Dinamarca, Lituania, Moldova, Nueva Zelandia y Suecia han reportado en sus informes del Artículo 7 sobre las medidas tomadas para modificar estas minas. Con respecto a los componentes activados por la víctima de la OZM-72, Belarús declara, “Este tipo de munición está en revisión actualmente: todas las partes diseñadas para la detonación no controlada se van a extraer y destruir.”

Treinta Estados Partes han declarado que no poseen o han destruido minas tipo Claymore y/o minas OZM-72.
  Albania, Chad, Chipre, ex República Yugoslava de Macedonia y Moldova son los mpas recientes agregados a la lista de los Estados Partes que declaran no poseer minas de tipo Claymore.  En Mayo 2006, Moldova declaró que destruiría 249 minas OZM-72 y minas de la serie MON que previamente había retenido con fines de entrenamiento. Destacó que “en el futuro inmediato se usará entrenamiento no convencional (por ejemplo, simuladores de minas antipersonal y otros importantes programas de computadora) en reemplazo….”

La vasta mayoría de Estados Partes, un total de 91, no han declarado si sus fuerzas poseen o no estos tipos de minas. Mientras que la mayoría de dichos Estados Partes ha declarado que no posee reservas de ninguna mina antipersonal, en algunos casos no se puede presumir si esto incluye minas detonadas por mando de uso dual.

Destrucción de reservas destruidas o recientemente descubiertas e información al respecto (Artículo 4)

Rutinariamente, algunos Estados Partes descubren, capturan, incautan o reciben alijos de armas devueltas que contienen minas antipersonal.  Burundi, República Democrática del Congo, Camboya, Sudán y Turquía han ofrecido alguna información oficial sobre tales hallazgos. Bangladesh, Bosnia y Herzegovina, Colombia, Kenia, Filipinas, Serbia y Montenegro, Uganda y Yemen hasta el momento no lo han informado. La Medida #15 del Plan de Acción de Nairobi establece: “Cuando reservas desconocidas previamente se descubren después de que vencieron los plazos de destrucción de arsenales, informar tales hallazgos de acuerdo a sus obligaciones del Artículo 7 aventaja otros modos informales para compartir tal información y destruir esas minas como prioridade urgente.”

Los Estados Partes están fallando ampliamente con informar estos hallazgos o cualquier acción resultante. Cuando los Estados Partes no cumplen con reportar minas antipersonal capturadas, incautadas o devueltas, no hay información sobre si las minas fueron dispuestas o no en un arsenal, retenidas para propósitos de entrenamiento o fueron destruidas. Es responsabilidad de los Estados Partes contabilizar la disposición de las minas antipersonal capturadas, incautadas o devueltas después de que concluye su programa de destrucción. Para garantizar información completa, los Estados Partes deben revelar en sus informes del Artículo 7 los detalles de nuevas minas terrestres antipersonal encontradas.

Acción contra las minas

Esta sección revisa los éxitos y retos más importantes en el planeamiento, aplicación y gerencia en todo el mundo de programas que buscan enfrentar la contaminación de minas terrestres y restos explosivos de guerra.
  Se basa esencialmente en el análisis de datos acumulados por el Monitor de Minas Terrestres en el curso de investigación en 101 países afectados por minas o restos explosivos de guerra en 2005 y la primera mitad de 2006. Los informes sobre cada país describen, si es relevante, el problema de minas y restos explosivos de guerra, la coordinación y gerencia de los programas de acción contra las minas y el avance en desminado durante el período reportado.
 
Se presta atención particular al monitoreo del avance de los Estados Partes para cumplir sus obligaciones (que tienen un plazo límite) bajo el Artículo 5 del Tratado de Prohibición de Minas.  El cumplimiento total y oportuno de esta obligación representa el mayor reto para la integridad del tratado en los próximos cinco años. Los primeros plazos según el Artículo 5 para que los Estados Partes concluyan la remoción de minas antipersonal en áreas minadas bajo su jurisdicción y control se cumplen en menos de tres años ―sin embargo los recursos financieros se están volviendo más escasos.   Maximizar la efectividad y la eficiencia, haciendo el mejor uso de los recursos disponibles, debe ser el objetivo de todo programa de acción contra las minas. 

Principales logros de los Programas de acción contra las minas

Un total de más de 740 kilómetros cuadrados―un área mayor que el territorio total de algunos países―fue desminada por programas de acción contra las minas en 2005.
  Esto significa que más terreno peligroso y sospechoso de ser peligroso fue librado de contaminación en un solo año que desde el inicio del desminado moderno a fines de la década de los años ochenta.
  Esto fue encabezado por esfuerzos crecientes de varios programas de acción contra las minas para lograr una mayor “reducción de superficie” (la identificación de terreno sospechoso de estar contaminado que en realidad no contiene minas ni restos explosivos de guerra, sin que signifique largas y costosas operaciones  de limpieza).  En 2005, sólo tres grandes programas de acción contra las minas―Bosnia y Herzegovina, Camboya y Yemen―redujeron la extensión de contaminación sospechada por casi 340 kilómetros cuadrados.  La reducción de área en todos los programas de los cuales hay cifras disponibles contabilizan el 55 por ciento del área total desminada en el mundo en 2005.
 
En términos del desminado real, se despejó casi 145 kilómetros cuadrados de áreas minadas y unos 190 kilómetros cuadrados de campos de combate en 2005; sin embargo, estas cifras podrían incluir parte de reducción de superficie dado que algunos países no parecen desagregar las distintas técnicas de desminado. Más de 470.000 minas terrestres ―de las cuales la abrumadora mayoría, unas 450.000, eran minas antipersonal― y más de 3,75 millones de artefactos explosivos fueron retirados y destruidos.
   La Tabla 1, a continuación, presenta los logros de los más importantes programas de acción contra las minas en 2005.  

Avances en Desminado (km. cuadrados) en los principales Programas de acción contra las minas en 2005

	País o territorio
	Área total desminada
	Reducción de Área  
	Remoción de minas 
	Limpieza de áreas de combate 

	Afganistán
	139,3
	1,4
	39,7
	99,5

	Angola
	12,44
	0,2
	12,2
	0,04

	Bosnia y Herzegovina
	158
	154
	4
	0

	Camboya
	125,6
	85
	40,6
	0

	Croacia
	27,5
	17,5
	10
	0

	Etiopía
	11,3
	7
	4,3
	0

	República Democrática Popular de Lao 
	17
	0
	0
	17

	Somalilandia
	18,6
	0
	0,3
	18,3

	Sri Lanka
	19,5
	9
	1,5
	9

	Yemen
	103,3
	101,7
	1,6
	0


Estas cifras reflejan éxitos particulares en varios programas. En cada uno de los siguientes cuatro programas, Camboya, Afganistán, Bosnia y Herzegovina y Yemen, liberaron más de 100 kilómetros cuadrados de tierra durante el año.  

En Camboya, el área limpiada por agencias de desminado humanitario en 2005 se incrementó en más de 63 por ciento con respecto al año anterior, especialmente como resultado de los esfuerzos del Centro Camboyano de acción contra las minas, que duplicó el área que limpió. Otros operadores en Camboya desarrollaron una nueva estrategia para acelerar la reducción de área, reconociendo tierra previamente designada como sospechosa de estar minada, pero que había sido cultivada por los pobladores, como de bajo riesgo si no habían ocurrido incidentes o víctimas de minas. El gobierno respaldó esta estrategia en Mayo 2006 y dijo que requería operadores para enfocar los esfuerzos en limpiar la tierra más densamente contaminada. A fines de 2005, HALO Trust había mapeado más de 50 kilómetros cuadrados de tierra en uso productivo que el Centro Camboyano de acción contra las minas/Autoridad de ayuda para las víctimas (CMAA, sigla en inglés) acordaró retirar de la base de datos la tierra sospechosa. La reforma y reestructuración en la CMAA en 2005 fueron también vistas por los donantes como un respaldo a la tendencia para una mayor productividad.  

El progreso de comunidades locales en recuperar tierra previamente considerada sospechosa para su uso productivo y la estrecha distribución geográfica de incidentes de minas ha agudizado el debate sobre cuánto tiempo le tomará a Camboya liberarse del impacto de minas. HALO Trust cree que las áreas prioritarias identificadas por las comunidades pueden ser limpiadas en los próximos cinco años ―pero sólo si los recursos para remoción se concentran en esas áreas. Más aún, un estudio realizado por la CMAA sobre restos explosivos de guerra, que se completó en 2006, proyectó un marcado declive de víctimas de minas en los años futuros y puso énfasis en la necesidad de afrontar la amenaza residual de largo plazo derivada de los ERW y de las minas.  

En Afganistán, el paso del desminado también se aceleró durante 2005: el área total desminada se incrementó en más de un tercio (comparado con 2004) en casi 140 kilómetros cuadrados, de acuerdo con el Centro de las Naciones Unidas de acción contra las minas para Afganistán (UNMACA, sigla en inglés).  De forma notable, este incremento fue logrado a pesar de las grandes limitaciones impuestas por una seguridad en deterioro.  

En Bosnia y Herzegovina, estudios sistemáticos liberaron unos impresionantes 147 kilómetros cuadrados de tierra que se sospechaba era peligrosa en 2005, aunque fue menos del objetivo anual establecido en el plan estratégico (170 kilómetros cuadrados).  El estudio sistemático es una evaluación general no técnica que implica el análisis comparativo de los datos recolectados por el centro de acción contra las minas por más de 10 años, el diseño de polígonos (el más preciso mapeo de los perímetros de áreas minadas) y la producción de datos geográficos precisos sobre áreas contaminadas, reduciendo así el área sospechosa.   

En Yemen, hasta Abril 2006, los estudios técnicos y las operaciones de remoción habían eliminado minas y ERW de 12 de las 14 comunidades de alto impacto, 62 de 86 comunidades de mediano impacto y 107 comunidades de bajo impacto, de un total de 594 identificadas por el estudio de impacto de minas terrestres en 2000 y estudios posteriores. El desminado en 2005 liberó más de 100 kilómetros cuadrados de tierra —un récord para el país.

Guatemala y Surinam también informaron de importantes logros al completar en 2005 el desminado de todas las áreas minadas que contenían minas antipersonal de acuerdo al Artículo 5 del  Tratado de Prohibición de Minas (ver más adelante).  Ellos se suman a solo dos Estados Partes que previa e inequívocamente declararon que cumplieron sus obligaciones del Artículo 5: Costa Rica y Honduras.
 
Otros logros significativos durante 2005 e inicios de 2006 fueron dados a conocer en:

· Abjazia – la cantidad de terreno despejado y reducido por HALO Trust, más de 2,5 kilómetros cuadrados, fue un record para su programa allí; durante 2005, HALO declaró la región de Gali y el valle del río Gumista cerca de Sokhumi libre del impacto de minas.

· China – un proyecto para remover minas terrestres de su frontera con Vietnam se lanzó en 2005.

· Jordania – para acelerar el desminado, la autoridad nacional de acción contra las minas convocó a una ONG desminadora internacional, Ayuda Popular Noruega, en Octubre 2005.

· Laos – el operador nacional UXO Laos reported un agudo incremento en la productividad en 2005, al desminar 15,7 kilómetros cuadrados de tierra, 25 por ciento más que el año anterior.

· Libia – un programa nacional de desminado y recuperación de tierra (para trabajarla) inició en Abril 2005.

· Perú y Ecuador – iniciaron operaciones de remoción en el área del río Chira en Abril 2006.

· Ruanda – luego de varios años de inactividad, el programa de desminado tuvo un inicio impulsivo con el entrenamiento y equipamiento de 140 desminadores a inicios de 2006, y el despliegue de tres asesores técnicos de la ONG internacional Mines Awareness Trust.

· Corea del Sur - tropas empezaron el despeje de tres campos minados en la Zona de Control Civil y en siete bases militares.

· Sri Lanka – operadores desminaron 19,5 kilómetros cuadrados, más de cinco veces que en 2004, como resultado de esfuerzos mayores para reducir área y una mayor capacidad de desminado manual y mecánico.   

· Taiwan – se promulgó una ley en Junio 2006 con un plazo de siete años para completar la remoción de todas las minas en las islas de Kinmen y Matsu.     

· Tailandia – el Centro de Acción contra las minas inició reducción de área en 2005 en un intento  de acelerar el desminado, y el área liberada (5,9 kilómetros cuadrados) casi se triplicó comparada con el 2004.  La rápida aceleración de la limpieza del terreno también se reportó en el primer cuatrimestre de 2006, principalmente a través de reducción de área ―4,3 kilómetros cuadrados fue por reducción de área en los primeros tres meses, casi tanto como el total en 2005.

· Ucrania – se formó un grupo de trabajo de varias agencias para preparar un plan nacional de acción contra las minas en Enero 2006.

Principales retos de los Programas de acción contra las minas

Pese a los logros de muchos programas de acción contra las minas, todos los programas enfrentan grandes retos. Tres de estos retos son: responder efectivamente a las necesidades de las comunidades afectadas; cumplir las obligaciones del Artículo 5; y asegurar el control nacional y buen gobierno del programa de acción contra las minas program.  Dichos retos son presentados a continuación.  

Respuesta efectiva a las necesidades de la comunidad 

Evaluacion del Problema de minas:  Identificar la naturaleza y alcance de la contaminación por minas y restos explosivos de guerra y su impacto en la población civil es un pre-requisito para una respuesta nacional efectival de acción contra las minas. Si los actores relevantes no concuerdan en esto, no podrán acordar adoptar respuestas coordinadas y efectivas. Algunos estados han sido más adeptos que otros a determinar con precisión el problema que deben encarar.

La investigación del Monitor de Minas indica que 78 estados y otras ocho áreas están afectadas por áreas minadas. Hay otros 13 estados adicionales y áreas predominantemente afectadas por restos explosivos de guerra, algunos pueden tener algún nivel residual de contaminación por minas.

El problema global de minas terrestres en 2005-2006
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Negrita: Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas; cursivas: áreas no reconocidas como estados por las Naciones Unidas.   

El Artículo 5 del Tratado de Prohibición de Minas obliga a cada Estado Parte a realizar “todos los esfuerzos” para identificar todas las áreas bajo su jurisdicción o control que contienen minas antipersonal, antes y en preparación al desminado.
  Esto implica que un Estado Parte debe realizar un estudio técnico apropiado de las áreas sospechosas de estar minadas. Hasta hace poco, la forma más extendida de “evaluación de necesidades” era el Estudio de Impacto de Minas Terrestres (LIS, por su sigla en inglés), promovido por el Grupo de Trabajo de Estudios Técnicos. Al parecer, el LIS es menos acogido en algunos programas de acción contra las minas.
  Esto se debe a numerosos factores, entre ellos la precisión, costo, tiempo y los recursos usados. Muchos estudios de impacto de minas terrestres han llevado a calcular en exceso la cantidad de tierra contaminada.  

En Mozambique, por ejemplo, la precisión del LIS de 2001 fue cuestionada desde el inicio. Produjo un cálculo de área afectada de 562 kilómetros cuadrados que muchos operadores clave consideraron exagerados. A fines de 2005, el Instituto Nacional de Desminado produjo un nuevo estimado de 149 kilómetros cuadrados, basado en los resultados del LIS y tomando en consideración posteriores revisiones de estudios técnicos y desminado. El desminado posterior al LIS significó una pequeña cantidad con respecto a esta reducción. El nuevo cálculo puede aún sobreestimar la cantidad de contaminación. La extrapolación realizada a partir de revisiones de estudios técnicos hechos por tres operadores de desminado indicó que la extensión real de áreas afectadas es, de lejos, menor.  De acuerdo a un funcionario del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en Mozambique, “dado que desde 2001, de los 423 kilómetros cuadrados visitados por los operadores en las 1.047 áreas identificadas por el LIS, sólo 17,5 kilómetros cuadrados de tierra requerían limpieza, se puede asumir con prudencia que los restantes 149 kilómetros cuadrados que requieren remoción pueden convertirse en sólo seis kilómetros cuadrados.” 

En Bosnia y Herzegovina, de modo similar, funcionarios que se basan en el LIS 2003 indican que el área total potencialmente contaminada por minas y MUSE es de unos 2.100 kilómetros cuadrados. Sin embargo, en Noviembre 2005, el subdirector del Centro de Acción contra las minas de Bosnia y Herzegovina se refirió a la necesidad de despejar sólo unos 400 kilómetros cuadrados. La confirmation de que el área contaminada había sido significativamente sobrestimada también procedió de un estudio de la revisión de estudios y una evaluación de mitad de período del PNUD, que notaba que el estudio técnico sistemático había reducido en 50% el tamaño y el número de áreas sospechosas de ser peligrosas en la entidad federativa de Bosnia y Herzegovina.
  
En Angola, también, un LIS en curso desde 2004 no concluido ha calculado que hay aproximadamente unas 2.900 áreas sospechosas de estar en peligro que cubren de 1.300 a 1.400 kilómetros cuadrados.  Sin embargo, de acuerdo al PNUD, este cálculo puede ser reducido significativamente por reconocimiento detallado y reducción de superficie. 

La efectividad de un LIS puede ser inmensamente incrementada en combinación con los datos existentes de reconocimiento (o de estudios técnicos). En Afganistán, el LIS incorporó información de estudios que los operadores habían recogido por varios años, confirmando o desacreditando la información de la recolección preliminar de datos del LIS. Ello condujo a una reducción significativa, del cálculo de terreno contaminado: de 1.350 a 715 kilómetros cuadrados. El estudio de impacto más concentrado también descubrió que en Afganistán la contaminación por minas y restos explosivos de guerra está geográficamente más concentrada que lo que se pensaba previamente. Todas excepto una de las 32 provincias están afectadas por las minas, pero tres cuartos de áreas sospechosas de peligro y de víctimas recientes se encuentran en sólo 12 provincias; la mitad de las áreas sospechosas están en seis provincias y casi la mitad de las víctimas recientes están en tres provincias. La información de estudios como ésta tiene implicancias obvias y significativas para destinar los recursos de desminado.

Sin embargo, no todos los cálculos excesivos de contaminación pueden atribuirse a los estudios de impacto. Mauritania, por ejemplo, ha sostenido previamente que un cuarto de su territorio es sospechoso de contener minas, aunque ninguna de las áreas ha sido mapeada. Mauritania espera un futuro estudio de impacto, concentrado sólo en las comunidades del norte que se sospecha están afectadas por minas, para ofrecer un cálculo más realista de la magnitud del problema y las ubicaciones específicas y la naturaleza de la contaminación por minas. 

Kosovo es un ejemplo de una primera sobrestimación del problema de minas y posterior  subestimación. Los cálculos de contaminación hechos en el 2000 que llegaban a 360 kilómetros cuadrados fueron ampliamente reducidos, sin embargo las operaciones de desminado generaron sólo 41 kilómetros cuadrados de reducción entre 1999 y el final de 2005. Con respecto a la extensión del problema de minas restante, la ONU y un gran operador de acción contra las minas siguen en un enérgico desacuerdo: la ONU lo describe como “residual” en el nivel de países occidentales europeos, en tanto que HALO Trust está convencido de que había mucho más que 15 áreas peligrosas conocidas y 51 áreas sospechosas a fines de 2005.

Desminado informal/Desminado popular: Un segundo componente en los esfuerzos para responder efectivamente a las necesidades de las comunidades afectadas es la asignación de recursos, incluida la ubicación de los recursos de desminado. El denominado “desminado popular,” o “espontáneo” sigue recibiendo una gran cantidad de atención, especialmente en el sudeste de Asia.  Previamente, los programas de acción contra las minas han tendido a abstenerse de dar reconocimiento formal a tales iniciativas. Ello está empezando a cambiar. Puede haber reconocimiento formal o esfuerzos voluntarios de parte de pobladores para retirar minas de tierra requerida para la sustentabilidad local, cuando se les provee cierto entrenamiento, equipamiento y supervisión. Como mínimo, hay una visión creciente de que ese riesgo intencional que toman es una respuesta razonada y basada en motivos económicos por parte de las comunidades que no esperan que desminadores profesionales los ayuden en un futuro cercano. Esto refuerza la necesidad de asignar los recursos efectivamente. 

En Camboya en 2005, HALO Trust desplegó tres equipos para estudios técnicos durante dos meses para investigar iniciativas de recuperación de tierra local en tres distritos de dos provincias.  Encontraron que los agricultores habían recuperado 34,53 kilómetros cuadrados de tierra, retiraron 3.371 minas y 2.222 piezas de MUSE, y ello causó sólo un herido. HALO concluyó, “Esta iniciativa fue equivalente a un valor de decenas de millones de dólares de trabajo realizado por operadores de desminado, y, por lo tanto, merece atención seria.”

Señalización y cercado: Una obligación frecuentemente pasada por alto del Artículo 5 es que, antes de las operaciones de desminado, cada Estado Parte afectado debe asegurar, tan pronto como sea posible, que las áreas minadas tienen el “perímetro señalizado, monitoreado y protegido por un cerco u otros medios, para asegurar la exclusión efectiva de civiles, hasta que todas las minas antipersonal contenidas allí hayan sido destruidas.” 

Se sabe de pocos Estados Partes afectados por las minas que han cumplido esta obligación integralmente, y pocos han reportado de forma adecuada en sus informes del Artículo 7 sus esfuerzos para cumplir esta obligación del tratado. Dinamarca, Francia (con respecto a su base en Djibouti), y el Reino Unido (Falklands) parecen haber tomado medidas adecuadas de control para asegurar la exclusión de civiles de áreas minadas que están bajo su jurisdicción y control. 

Cumplimiento de las obligaciones del Artículo 5 

El Artículo 5 del Tratado de Prohibición de Minas obliga a la destrucción de todas las minas antipersonales en áreas minadas en la jurisdicción o control de un Estado Parte tan pronto como sea posible, y no después de 10 años desde la entrada en vigor del tratado para cada Estado Parte.

El Monitor de Minas Terrestres indica que al menos 29 Estados Partes con fechas límite de 2009 según el Artículo 5 (24 Estados Partes) o 2010 (cinco Estados Partes) tienen áreas, bajo su jurisdicción o control, minadas que contienen minas antipersonal: Albania, Bosnia y Herzegovina, Camboya, Chad, Croacia, Dinamarca, Djibouti, Ecuador, Francia (una base militar francesa en Djibouti), Jordania, ex República yugoslava de Macedonia, Malawi, Mozambique, Namibia, Nicaragua, Nigeria, Perú, Filipinas, Ruanda, Senegal, Swazilandia, Tayikistán, Tailandia, Túnez, Uganda, Reino Unido (Islas Falkland),
 Venezuela, Yemen y Zimbabwe.

Los Estados Partes que parecen estar en capacidad de cumplir sus plazos de acuerdo al Artículo 5 son: Albania, Djibouti, Francia, Jordania, ex República yugoslava de Macedonia, Malawi, Namibia, Nicaragua, Ruanda, Swazilandia, Túnez, Uganda y Venezuela. También, Ecuador y Perú han afirmado públicamente su determinación de cumplir sus respectivos plazos.  

Sin embargo, al menos 13 de los 29 Estados Partes con fechas límite según el Artículo 5 entre  2009/2010 no están actualmente en vías de cumplir su obligación del tratado. Colectivamente, se requerirán mayores esfuerzos para cumplir el compromiso formulado por los Estados Partes en la Primera Conferencia de Examen para “esforzarse para asegurar que pocos o ningún Estado Parte se sientan presionados a solicitar una ampliación de acuerdo al procedimiento establecido en el Artículo 5, parágrafo 3-6 de la Convención.”

Situación de los Estados Partes afectados por minas con plazos de 2009-2010 según Artículo 5

	Cumplimiento declarado/conclusión del desminado 
	Cumplimiento/ conclusión incierta del desminado
	Indicios actuales en curso para cumplir el plazo (o declaraciones directas de su intento de hacerlo)
	Indications not on-track to meet deadline (or no clear statement of intent to do so)

	Costa Rica 
	Djibouti
	Albania
	Bosnia y Herzegovina

	Guatemala
	Namibia
	Ecuador
	Camboya

	Honduras
	Filipinas
	Francia (Djibouti)
	Chad

	Surinam
	
	Jordania
	Croacia

	
	
	Ex República yugoslava de Macedonia
	Dinamarca

	
	
	Malawi
	Mozambique

	
	
	Nicaragua
	Níger

	
	
	Perú
	Senegal 

	
	
	Ruanda
	Tayikistán 

	
	
	Swazilandia
	Tailandia

	
	
	Túnez
	Gran Bretaña (Islas Falkland)

	
	
	Uganda
	Yemen

	
	
	Venezuela
	Zimbabwe


Inicio y conclusión de operaciones desminado tan pronto como sea posible: El Artículo 5 obliga a cada Estado a realizar “todos los esfuerzos” para identificar áreas bajo su jurisdicción o control que contienen minas antipersonal y destruir todas las minas antipersonal en cada una esas áreas tan pronto como sea posible. Por lo tanto, inmediatamente cuando el tratado entra en vigor, las obligaciones del Artículo 5 son formalmente asumidas por cada Estado Parte para el cual se sabe, o se sospecha, que áreas bajo su jurisdicción o control pueden contener minas antipersonal.  

Parece que no todos los Estados Partes han aceptado que tienen áreas minadas que contienen minas antipersonal bajo su  jurisdicción, a pesar de evidencia prima facie.  Por ejemplo:

Filipinas ha negado que haya áreas minadas en su territorio, pero informes ocasionales sugieren lo contrario.

Bangladesh ha indicado que en sus informes del Artículo 7 que no hay en su territorio áreas minadas conocidas o sospechosas de estar minadas. Sin embargo, se cree que hay minas a lo largo de los 208 kilómetros de frontera con Birmania (Myanmar) y en la zona de Chittagong Hill.  El Ejército Bengalí, comentando en 2005 los hallazgos previos del Monitor de Minas, dijo que también “sabe que Na Sa Ka [fuerzas de seguridad de la frontera de Birmania] han sembrado minas, pero ellos [Na Sa Ka] negó la existencia de minas a lo largo de la frontera.” El plazo de Bangladesh del Artículo 5 es en Marzo 2011.

Moldova informó que había concluido la destrucción de todas las minas antipersonal en áreas minadas en Agosto 2000. Sin embargo, las personas en algunas comunidades continúan escépticas con respecto a los resultados de operaciones pasadas de desminado y aún evitan ingresar a ciertas áreas sospechosas. Por ejemplo, el jefe del distrito Dubasari alega que quedan minas en varias áreas de bosque que los desminadores de Moldova no encontraron. También se sospecha que otras áreas, que no fueron objeto de remoción previa, también están contaminados. El plazo de Moldova de acuerdo al Artículo 5 también es en Marzo 2011.

Republica de Congo no ha afirmado de manera clara que tiene áreas minadas. Sus informes del Artículo 7 afirman que “no se ha identificado aún áreas minadas” pero luego indicó la ubicación de una posible área minada, que se confirma con información de la ONU.  El plazo de República del Congo de acuerdo al Artículo 5 vence en Noviembre 2011.

Hay, en la perspectiva del Monitor de Minas, algunos casos destacables en que los Estados Partes han aceptado que tienen obligaciones de acuerdo al Artículo 5, pero no han actuado “tan pronto como sea posible” en planificar y conducir un programa de desminado. Estos Estados Partes son Dinamarca, Francia, Niger, Swazilandia, Venezuela y Reino Unido.

El plazo de Dinamarca para el despeje de sus áreas minadas es el 1 Marzo 2009. Aunque su primer informe del Artículo 7 en Agosto 1999 afirmó que el área minada en la península de Skallingen estaba siendo mapeada y se desarrollaría un plan de desminado, no se ha informado acerca de ninguna acción hasta 2005. Hubo un progreso significativo a fines de 2005. Dinamarca anunció en la Sexta Reunión de los Estados Partes que había asignado más de $14,5 millones para actividades de desminado en 2006-2008. Sin embargo, en una declaración realizada en Mayo 2006 sobre el cumplimiento del Artículo 5 en las reuniones del Comité Permanente, Dinamarca no indicó su intención ni posibilidad de respetar el plazo de 2009. 

Francia tiene responsabilidad de acuerdo al Artículo 5 con respecto a minas antipersonal que permanecen alrededor de su depósito de munición cerca del pueblo La Doudah en Djibouti; su plazo para concluir las operaciones de desminado es 1 Marzo 2009. A pesar de dos misiones de evaluación, hasta Mayo 2006, Francia no había empezado a retirar las minas antipersonal, más de siete años después de haberse convertido en Estado Parte. Francia anunció que planeaba iniciar al desminado en  Octubre 2006, pero alertó que el proceso podría postergarse debido a “limitaciones administrativas”.

Reino Unido tiene responsabilidad de acuerdo al Artículo 5 con respecto a minas antipersonal en amplias áreas minadas de las Islas Falkland (Malvinas); su fecha límite es 1 Marzo 2009. Desde que se convirtió en Estado Parte en 1999, el avence del Reino Unido en el cumplimiento de sus obligaciones del Artículo 5 se reduce a un acuerdo de Octubre 2001 con Argentina para realizar un estudio de factibilidad, y un grupo de trabajo conjunto que se ha reunido ocho veces hasta Mayo 2006. El estudio de factibilidad no ha empezado ni se ha formulado un plan y cronograma para las operaciones de desminado. No se ha iniciado el desminado. En sus declaraciones en las reuniones del Comité Permanente y sus informes del Artículo 7, el Reino Unido no ha indicado su intención ni capacidad de cumplir con su fecha límite de acuerdo al Artículo 5. 

Níger no había empezado operaciones de desminado hasta mediados de 2006. Desde que presentó un borrador de plan de acción contra las minas plan en las reuniones del Comité Permanente de Febrero 2004, Níger no ha informado acerca de preparativos para operaciones de desminado ni sobre su intención o capacidad de cumplir su plazo según el Artículo 5 de 1 Septiembre 2009.

Swazilandia, de manera similar, no había comenzado operaciones de remoción hasta mediados de 2006. Sin embargo, en Mayo 2006 informó en las reuniones del Comité Permanente sobre preparaciones para operaciones de desminado que pretenden cumplir su obligación según el Artículo 5 (fecha límite: 1 Junio 2009).

Venezuela tampoco ha iniciado el despeje de sus áreas minadas. En Julio 2005, ofreció por primera vez un cronograma de remoción; en Mayo 2006, Venezuela declaró que no iniciaría operaciones antes de 2007 debido a falta de equipo y entrenamiento. Su plazo según el Artículo 5 es el 1 Octubre 2009.

En otros casos, los Estados Partes han empezado operaciones de desminado pero han realizado avances lentos, tanto así que parece estar en duda la conclusión de operaciones antes del plazo según el Artículo 5, o, en algunos casos, es puesto en cuestión por funcionarios.

El Ministro de Relaciones Exteriores de Tailandia alertó al Primer Ministro en Marzo 2006 que el avance del desminado era lento y, en consecuencia, Tailandia no cumpliría su fecha límite del Artículo 5 de 1 Mayo 2009. Las razones dadas para el lento avance fueron que la acción contra las minas no había sido una prioridad del gobierno, el inadecuado apoyo financiero y la estructura militar de la acción contra las minas en Tailandia. 

Conclusión exitosa de operaciones de desminado: El objetivo establecido por el Artículo 5 de cumplimiento del tratado es la destrucción de todas las minas antipersonal en áreas minadas. El Tratado de Prohibición de Minas no contempla precauciones para ningún nivel inferior de desminado, tales como “seguro de minas” o “libre de impacto” (donde, por ejemplo, un área minada que se estima no posee ningún peligro y no tiene efectos socioeconómicos, puede ser señalizada y cercada, pero no desminada).

Namibia no está en posición de declarar que cumplió sus obligaciones del Artículo 5. En Diciembre 2005, el Jefe de Acción contra las minas del Ministerio de Defensa declaró que se aseguraría de que todas las áreas sospechosas fueran invitadas antes de declarar al país libre de minas. En Marzo 2006, añadió que “Namibia no quiere apresurarse en la declaración. Lo hará cuando el tiempo esté maduro para hacerlo,” queriendo decir después de la conclusión de un estudio técnico que está en curso. 

De forma similar, algunos otros Estados Partes que han concluido operaciones de desminado pueden no estar en posición de declarar con confianza que cumplieron con el Artículo 5.   

Djibouti hizo varias declaraciones sobre la conclusión de desminado y cumplimiento de sus obligaciones según el Artículo 5 obligations, incluso declarándose “seguro de minas” (pero no libre de minas”).  Los detalles de áreas minadas, estudios técnicos y operaciones de desminado no han sido informados con totalidad en los informes de Djibouti’s del Artículo 7. Hay cierta evidencia de que quedan minas en el norte y posiblemente también en el sur del país.

El tratado no especifica cómo un Estado Parte debe dar a conocer que concluyó las operaciones de remoción y el cumplimiento del Artículo 5 (más allá que a través de las medidas de transparencia contempladas por el Artículo 7), ni qué información deben solicitar colectivamente los Estados Partes al respecto. La ICBL recomienda que todos los Estados Partes realicen una declaración formal sobre el cumplimiento total en una Reunión anual de Estados Partes o en una conferencia de examen, de modo que el cumplimiento pueda evaluarse. 

Las operaciones de desminado de Surinam fueron reportadas en las reuniones del Comité Permanente en Junio 2005 por parte de la Organización de los Estados Americanos (OEA). La OEA reportó que el 4 Abril 2005 acabaron las operaciones de desminado y control de calidad del área minada que quedaba en Suriname: “En nuestro parecer, el desminado se condujo usando tecnologías apropiadas y metodologías de acuerdo con los Estándares Internacionales de Acción contra las minas (IMAS sigla en inglés) de forma que los resultados están conformes con las obligaciones del Artículo 5 de la Convención.”  

La OEA recomendó que el gobierno de Surinam “emplee un formato de declaración similar al empleado por Costa Rica y Honduras (y en consideración por parte de Guatemala) para comunicar el cumplimiento de la Convención. El formato declararía que todas las áreas conocidas o sospechosas minadas o campos minados habían sido despejadas; que el Plan/Programa Nacional había concluido exitosamente; que una capacidad residual estaba disponible para responder a cualquier circunstancia no prevista relacionada con desminado.”
  En Noviembre 2005, en un documento enviado a la Unidad de Apoyo para la Aplicación del Tratado de Prohibición de Minas, Surinam afirmó que había cumplido sus obligaciones según el Artículo 5.
El informe del Artículo 7 de Guatemala Artículo 7 de 2005 declaró que había concluido la remoción de todas las minas antipersonal y restos explosivos de guerra conocidos, y que no quedaban áreas minadas en su territorio.
  Guatemala también hizo una declaración sobre el cumplimiento total en las reuniones del Comité Permanente en Mayo 2006.  Costa Rica había anunciado la conclusión del programa de desminado en las reuniones intersesionales del Comité Permanente en Febrero 2003.  

El informe final de la Primera Conferencia de Examen del Tratado de Prohibición de Minas apuntó simplemente que Honduras había informado que concluyó operaciones de desminado, pero no se refiere a una declaración formal de cumplimiento. De acuerdo a la OEA, las operaciones de desminado concluyeron en Octubre 2004.

El Artículo 5 requiere la identificación de áreas minadas “conocidas o sospechadas” y la destrucción de todas las minas antipersonal dentro de esas áreas. Sin embargo, puede ser que la identificación y las operaciones de desminado se realicen efectivamente, pero que otras áreas o minadas o minas antipersonal esparcidas sean descubiertas en una fecha futura. En esa eventualidad, es coherente con el tratado que esas minas sean destruidas sin demora y que se informen los detalles totalmente en el siguiente informe anual actualizado del Artículo 7 del Estado Parte.  

En caso que hubiera nuevos hallazgos de minas antipersonal colocadas, varios Estados Partes han dado pasos para mantener una capacidad “residual” de desminado. Esta prudente medida puede ser recomendada para todos los Estados Partes afectados. En Guatemala, se creó una unidad móvil de desminado en Diciembre 2005 para respoder a informes de minas o restos explosivos de guerra residuales. De modo semejante, la OEA recomendó a Surinam que disponga de una capacidad nacional residual para reaccionar a cualquier circunstancia inesperada relacionada con desminado.  

Concesión de prórrogas de plazo según el Artículo 5: El tratado contiene un conjunto específico de condiciones y un procedimiento para la posible concesión de una prórroga de la fecha límite de acuerdo al Artículo 5 para los Estados Partes que no sean capaces de concluir el desminado en el plazo de 10 years.

La ICBL apoya la apropiada aprobación de un período de ampliación para un Estado Parte fuertemente afectado por las minas, siguiendo cuidadosa consideración de la circunstancia particular que le impidió concluir la destrucción de todas las minas antipersonal en áreas minadas bajo su jurisdicción o control, así como un plan detallado sobre cómo garantizará la conclusión de la destrucción de minas antipersonal en un nuevo plazo. 

Sin embargo, la ICBL invoca a los Estados Partes a no conceder una prórroga general para cualquier Estado Parte. Es coherente con el Artículo 5 que cada prórroga concedida por los Estados Partes debe ser el período más corto posible y debe estar sujeto a las obligaciones de información normal por parte del Estado Parte solicitante y el logro de hitos razonables dentro de ese período.  Más aún, la obligación de concluir la remoción de minas antipersonal en áreas minadas “tan pronto como sea posible” exige que la planificación y las operaciones de desminado se hayan iniciado de una forma oportuna y se hayan realizado expeditivamente. Una situación en la cual un Estado Parte haya retrasado el inicio de las operaciones de desminado hasta poco antes de la fecha límite según el Artículo 5, o que de otro lado ha avanzado poco en el período inicial de 10 años, no concuerda con las estipulaciones del Artículo 5, que establece, “Si un Estado Parte cree que será incapaz de…” (énfasis añadido).  El fraseo del Artículo 5 no ofrece la opción de postilar a una prórroga a los Estados Partes que simplemente no respetaron su obligación de desminar de manera oportuna.  

Control nacional y buen gobierno en la acción contra las minas

La responsabilidad principal para aplicar el Artículo 5 reposa en el Estado Parte afectado, de acuerdo al mismo Artículo 5. Al intentar encarar la contaminación por minas y cumplir el tratado, cada Estado Parte debe asumir responsabilidad efectiva de los programas de acción contra las minas.

En lo que respecta a la buena gobernanza, cada programa de acción contra las minas es tan bueno como lo es su gerencia o manejo.

Financiamiento: Fundamental para el control nacional y el buen gobierno de la acción contra las minas es la garantía que el Estado Parte afectado movilice los recursos adecuados, nacionales e internacionales,  para mantener los programas de acción contra las minas en un nivel razonable.  El Artículo 6 del tratado, sin embargo, obliga a otros Estados Partes en la posición de hacerlo de apoyar los esfuerzos de cada Estado Parte afectado. Por lo tanto, se dirige a los donantes para que continúen ofreciendo suficiente apoyo para la aplicación de programas efectivos de acción contra las minas.

Varios programas fueron amenazados por la falta de financiamiento durante el período reportado: 

· En Afganistán, las operaciones de desminado cayeron en graves recortes de financiamiento a mediados de 2006, llevando a UNMACA a anunciar el despido de 1.130 miembros del personal de desminado en Julio y planear el recorte de otros 2.800 empleos más en Agosto y Septiembre.

· Croacia declaró en Mayo 2006 que la “probabilidad de cumplir el plazo de la Convención en 2009 para completar el desminado es, en realidad, muy, muy remota.”  Los parlamentarios exhortaron al gobierno a destinar más fondos al programa de acción contra las minas.  Croacia ya financea el 57 por ciento de su programa de acción contra las minas.  

· En Guinea-Bissau, una crisis de falta de financiamiento de crisis del programa de acción contra las minas en Abril 2006 forzó a una de las dos NGOs nacionales de desminado a paralizar operaciones durante dos meses. Una falta de recursos a largo plazo amenaza las posibilidades de que Guinea-Bissau cumpla con sus obligaciones según el Artículo 5 dentro del plazo del tratado.

· En Iraq, 15 equipos de destrucción de artefactos explosivos operados por MineTech International bajo contrato de la Oficina de la ONU para Servicios a los Proyectos (UNOPS) fueron desmontados a mediados de 2005 cuando el contrato concluyó debido a la falta de fondos.
  
· En Mauritania, se suspendió el desminado durante todo el 2005 debido a la escasez de fondos, reiniciando en 2006.

· En Tayikistán, los recortes en el apoyo de los donantes y la no llegada de fondos comprometidos amenazaron los planes de lograr una mayor productividad en 2006. Tayikistán advirtió que la ayuda internacional “se necesita ahora si queremos cumplir nuestras obligaciones del tratado.” 

Se requieren grandes esfuerzos de muchos Estados Partes, afectados y no afectados por las minas, con el fin de que cumplan sus obligaciones según los Artículos 5 y 6 del Tratado de Prohibición de Minas. La ICBL insta a todos los Estados Partes con obligaciones del Artículo 5 hacer todo lo posible para garantizar que cumplen sus plazos del tratado, y exhorta a otros Estados Partes a dar ayuda en la máxima medida de sus capacidades.

Control civil de Acción contra las minas: Al pretender asegurar el buen gobierno de la acción contra las minas, algunos programas creen que serán más productivos, transparentes y que atraerán mayor financiamiento si están bajo manejo (control) civil en vez de militar.

· La Oficina Nacional de Desminado de Líbano comenzó un proyecto de mediano plazo en 2005 para formalizar el involucramiento de una mayor representación de instituciones nacionales y locales en la planificación y coordinación de la acción contra las minas, permitiendo así mayor supervisión por las instituciones civiles. Esto pretendía dar a la “acción contra las minas en Líbano una estructura robusta y la documentación necesaria para cumplir los requisitos de la acción contra las minas de una manera transparente y eficaz en relación con los costos.”

· En Mauritania en 2006, se iniciaron discusiones al interior de los ministerios de defensa nacional y asuntos económicos y desarrollo para transferir la Oficina Nacional de Desminado Humanitario al control de un ministerio civil.

· La Oficina Nacional de Desminado de Ruanda permanece bajo los auspicios del Ministerio de  Defensa, a pesar de que la evaluación de 2003 recomendaba que debería ser dirigido por un civil para atraer donantes internacionales. 

· El Centro de acción contra las minas de Tailandia propuso al gabinete en 2005 que debía convertirlo de una organización militar a una organización civil. Una revisión de alto nivel de Enero 2006 respaldó esta sugerencia y solicitó una propuesta formal para transferirlo al ámbito de la Oficina del Primer Ministro.

Integración hacia el desarrollo: Varios donantes consideran que la integración de la acción contra las minas con el desarrollo ayudará a gestionar recursos y maximizar la efectividad en el sector.  A continuación algunos ejemplos de esfuerzos más y otros menos exitosos para realizar esa integración:

· Angola indica que ha integrado la acción contra las minas en su plan de desarrollo. La acción contra las minas se identifica como un objetivo específico en su Estrategia para Combatir la Pobreza 2004-2006.  Uno de los objetivos de la Estrategia es “garantizar seguridad básica física mediante el desminado, el desarme y el mantenimiento de la ley y el orden a lo largo de todo el país.”  

· La Estrategia de Desarrollo de Mediano Plazo de Bosnia y Herzegovina 2004-2007 incluyó la acción contra las minas como un sector prioritario; sin embargo, sólo pocos sectores de desarrollo incluyeron la acción contra las minas como prioridad. La revisión a mitad de 2006 debe incorporar la acción contra las minas como prioridad para sectores de desarrollo más estratégicos, e incrementa el acceso de la acción contra las minas a recursos financieros asignados a programas de desarrollo.

· El Programa de Reforma del Sector Público de Guinea-Bissau fue revisado en Septiembre 2005 y se enfocó en la planificación de la acción contra las minas; estos documentos están listos para ser presentados en una mesa de donantes a fines de 2006.

· El Centro Acción contra las minas de Kurdistán Iraquí informó que al disminuir las víctimas en el norte de Iraq sus prioridades de desminado estaban cambiando de tareas puramente humanitarias hacia proyectos que apoyen el crecimiento económico.  

· El Plan Nacional de Jordania de acción contra las minas 2005-2009 fue preparado durante un período de consulta de diez meses con el gobierno, la sociedad civil, comunidades afectadas por las minas y el sector privado, para diseñar los objetivos del Plan de Transformación Socioeconómica del gobierno y las Metas de Desarrollo del Milenio.

· La segunda Estrategia de Reducción de la Pobreza de Mozambique aprobada en Mayo 2006 por el Consejo de Ministros, incluyó la acción contra las minas como un tema transversal y como un asunto sectorial. Se indicó que la incorporación de la acción contra las minas en la Estrategia alentará a todos los proyectos de desarrollo a incluir el componente de desminado. 

· Zambia anunció en la Sexta Reunión de Estados Partes que había incorporado estrategias de desminado en su nuevo plan nacional de desarrollo a cinco años 2006-2010.  El objetivo es impulsar el desminado humanitario de acuerdo a las necesidades de desarrollo. 

Mejora del desempeño de los Programas: Varias evaluaciones de proyectos y programas de acción contra las minas se han realizado durante el período reportado, con la intención de mejorar el desempeño de los programas de acción contra las minas.

En Abjazia, el Centro de acción contra las minas y el programa HALO fueron evaluados dos veces en 2005 por representantes del Departmento de Estado de Estados Unidos. Las evaluaciones indicaron “El programa fue considerado eficiente, bien gestionado y en la ruta para declarar a Abjazia seguro de minas durante 2007.” 

En Azerbaiyán, una evaluación realizada a fines de 2005 por la Agencia Nacional de Azerbaiyán para Acción contra las minas (ANAMA) fue preparada por el Banco Mundial a pedido del gabinete de ministros. De acuerdo al ANAMA, la evaluación descubrió que la entidad era “una organización eficientemente estructurada y en buen funcionamiento que opera de acuerdo a los estándares inernacionales para actividades de desminado. Se puede esperar razonablemente de ANAMA que logre sus objetivos de su actual plan de acción contra las minas, es decir, certificar al final de 2008 que todas las tierras en los ‘territorios liberados’ están libre de minas, si se les destina el financiamiento necesario durante los próximos tres años.” 

En Bosnia y Herzegovina, el Centro Internacional de Ginebra para el Desminado Humanitario (GICHD sigla en inglés) condujo una evaluación de mediano plazo en Junio 2006 al Programa Integrado de Acción contra las minas del PNUD y concluyó que, sobre todo, el programa ha sido exitoso en apoyo al surgimiento de capacidades nacionales para el planeamiento y coordinación del programa de acción contra las minas. 

En Chad, PNUD/UNOPS llevaron a cabo una evaluación conjunta de acción contra las minas en Junio 2005 para revisar los esfuerzos de la ONU para desarrollar las capacidades técnicas y de gestión, para determinar la necesidad de más apoyo de donantes y cómo podría conseguirse, y para aconsejar cómo podría mejorar el programa de la ONU. La misión recomendó una evaluación de los recursos humanos de la Oficina Nacional de Desminado para asegurar que el personal está adecuadamente capacitado para sus respectivos puestos, y  un plan integral de entrenamiento para el personal nacional.  La misión declaró que “se requiere mayor reorganización, reducción y simplificación de estructuras para mejorar la eficiencia y racionalizar los costos.”

En Laos, dos proyectos piloto de un año llevados a cabo por Ayuda Popular Noruega estaban por concluir en Junio 2006.  Atrajeron la atención al ofrecer las bases para mejorar la productividad y eficiencia del desminador. UXO Laos dijo que las revisiones podrían conducirlo a “modificar completamente su enfoque del mandato humanitario.” Los estudios de Ayuda Popular Noruega incluyeron un estudio técnico “realzado”, cuya intención es mejorar las tareas de evaluación y planeamiento y establecer orientaciones para reducción de superficie, permitiendo a UXO Laos lograr mayor eficiencia y productividad. 

En Mozambique, el GICHD tuvo a cargo una evaluación integral del programa de acción contra las minas. Sus principales recomendaciones incluyeron la necesidad de cuantificar mejor los retos pendientes humanitarios y de desarrollo (mediante nuevos estudios técnicos y mejoras en la actualización y precisión del IMSMA) y fortalecer los vínculos entre la acción contra las minas de un lado, y el desarrollo y reconstrucción del otro. Hasta fines de Abril 2006, IND aún tenía que discutir las recomendaciones de la revisión realizada en Octubre 2005 y planificar su aplicación.

En Sri Lanka, el PNUD comisionó en 2006 una evaluación independiente de su rol y operaciones.  

En Yemen, el GICHD condujo en Abril 2005 una evaluación del apoyo del PNUD al programa de acción contra las minas. El informe concluyó que “se ha logrado un avance significativo en la acción contra las minas y el YEMAC [Centro de Yemen de Acción contra las minas] tiene una estructura organizacional capaz de encargarse de todos los componente de un programa de acción contra las minas.”  También destacó varios vacíos como la falta de entrenamiento, la carencia de instalaciones para la destrucción de municiones y la necesidad de destacar la rehabilitación de las comunidades post-desminado.  En Marzo 2006, YEMAC y el GICHD iniciaron un estudio socioeconómico y de recursos para evaluar el retorno socioeconómico total de la inversión del desminado.

Garantía de seguridad de los desminadores:  El Monitor de Minas Terrestres ha registrado más de 100 víctimas de desminadores en accidentes durante operaciones de desminado en 2005.  Afganistán y Camboya juntas contabilizan más de la mitad de las víctimas registradas.  (Los detalles sobre las víctimas en desminadores se encuentran en la sección Víctimas de minas terrestres).

Algunos programas de acción contra las minas han respondido a preocupaciones sobre VIH/sida entre los desminadores.  En Mozambique, un examen de 10 años realizado por el GICHD informó que altas tasas de enfermedades de largo plazo entre los desminadores generan motivo de preocupación. Descubrió que un significativo porcentaje del personal de algunos operadores no estaba en capacidad de trabajar debido a enfermedades comúnmente asociadas al sida y citó dos operadores que en 2003 perdieron el ocho por ciento de su capacidad operativa debido a lo que se creía eran enfermedades asociadas al sida. La revisión concluyó en que “hay razones para temer que los desminadores son un vector de transmisión, tanto para las comunidades en área afectadas por las minas como para sus esposas o parejas sexuales en su hogar.”
  Es necesario que se realice más investigación sobre este tema. 

Educación sobre los riesgos de minas

La Estrategia Inter-agencias de las Naciones Unidas sobre acción contra las minas 2006-2010 declara que “las herramientas más efectivas para reducir el riesgo han contribuido a reducir sostenidamente los niveles de víctimas.” La educación sobre los riesgos de minas (MRE sigla en inglés) es una de las herramientas para atenuar el riesgo de las minas terrestres y los restos explosivos de guerra. MRE se define como las actividades que procuran “reducir el riesgo de heridas causadas por minas/MUSE mediante la sensibilización y promoción del cambio de comportamiento, incluyendo la difusión de información pública, educación y entrenamiento y los enlaces comunitarios en la acción contra las minas.” 

La MRE es un componente integrado de la acción contra las minas, necesario para ofrecer alertas y consejo sobre un comportamiento seguro, pero también para promover que la comunidad informe sobre áreas peligrosas y artefactos explosivos no explotados o abandonados. La MRE puede promover que se comparta información entre los operadores de acción contra las minas y la población local. Los equipos de MRE a menudo se involucran en recoger información para la acción contra las minas, y pueden identificar a los sobrevivientes de minas y sus necesidades, así como ofrecer información  valiosa para los sobrevivientes. La MRE también es una buena herramienta para promover la prohibición de las minas terrestres.

Un particular avance alentador en 2005-2006 ha sido el incremento en la promoción de MRE basada en comunidad. Como lo destacó un experto, “Las aproximaciones basadas en la comunidad involucran a la población local en la difusión de mensajes de MRE a sus propias comunidades, un enfoque que puede ser bueno en relación al costo, garantiza buena cobertura (alcance), construye competencias y crea alguna expectativa de sustentabilidad.”
 
En otro avance bien recibido, un número creciente de programas de MRE han establecido relaciones con esfuerzos de estudios técnicos, señalización y remoción, y han trabajado en el marco oficial de la currícula escolar. Los proyectos de MRE individuales son cada vez menos.

El reto mayor para los operadores de MRE es el comportamiento intencional arriesgado. El ejemplo más frecuente es la recolección con fines lucrativos de minas y restos explosivos de guerra como chatarra, pero correr el riesgo intencionalmente también se da en las actividades para procurarse sustento, tales como ingresar a áreas peligrosas con conocimiento para recoger leña, cultivar, dar pasto a animales o para otras actividades económicas.
 Para encarar esto, los operadores de MRE han desarrollado aproximaciones integrales de reducción de riesgo que involucran a las contrapartes locales para identificar alternativas concretas al comportamiento que los lleva a correr riesgos. Estas incluyen la incorporación de mensajes específicos de acuerdo a la geografía en las sesiones de MRE para explicar dónde se ubican las áreas seguras, construir lugares seguros de juego para los niños y proyectos específicos dirigidos a recolectores y recicladores-vendedores de chatarra.  

Programas de MRE 

El Monitor de Minas Terrestres registró programas o actividades de MRE en 60 países en 2005 y la primera mitad de 2006, un país menos que lo registrado en el informe del año pasado.
  Treinta y nueve de los países son Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas.
  Veintuno no son parte del tratado.
  También hubo programas o actividades de MRE en ocho de nueve áreas –no estados- cubiertos por el Monitor de Minas Terrestres.
  
El número total de receptores directos de MRE se incrementó a 6,4 millones de personas en 2005, de 6,25 millones in 2004.
  Como en años pasados, el total mundial es sólo un cálculo basado en las varias fuentes que proporcionaron información al Monitor de Minas Terrestres. El total de 6,25 millones no incluye a los receptores de mensajes de MRE difundidos por los medios masivos de comunicación, pero muchos pueden ser personas que reciben MRE a través de distintas fuentes. Cinco países  contabilizan más de cuatro millones del total de los receptores: Afganistán, Angola, Camboya, Sri Lanka y Tailandia.
  Sin embargo, los operadores de MRE destacaron que el número de personas a las que llegó la MRE es menos importante que la calidad y el impacto de la misma.  

El Tratado de Prohibición de Minas exige que los Estados Partes informen sobre las medidas tomadas  “para proporcionar una alerta inmediata y efectiva a la población” con respecto a las áreas minadas. Hasta Junio 2006, 23 Estados Partes han informado sobre MRE en sus informes 2005 del Artículo 7, considerablemente menos que los 33 mencionados el año pasado.
  Varios Estados Partes que o tuvieron o debiero tener actividades de MRE no utilizaron el Formulario I del formato de información del Artículo 7 para identificar actividades de MRE (Belarus, Camboya, Honduras, Latvia, Namibia, Ucrania y Zambia).  Algunos otros Estados Partes que tuvieron o debieron tener actividades de MRE indicaron en el Formulario I que el tema no se aplica a ellos (Bangladesh, República de Congo, Costa de Marfil y Moldova).  

En opinión del Monitor de Minas Terrestres, los países más necesitados de programas y actividades adicionales de MRE son Argelia, Birmania/Myanmar, Colombia, Egipto, India, Kuwait, Lao, Mozambique, Pakistan, Turquía y Ucrania.

Nuevas actividades de MRE 

En 2005 y 2006, nuevos proyectos y actividades de educación sobre los riesgos de las minas se registraron en 28 países, un notable avance que se agrega a la nueva MRE registrada en 15 países el año pasado. Por primera vez, actividades de MRE se registraron en China; en otros países hubo nuevos proveedores de MRE que ampliaron las actividades de manera significativa, y/o cubrieron nuevas áreas geográficas.   

De los 28 países, 18 son Estados Partes (Afganistán, Angola, Bosnia y Herzegovina, Camboya, Chile, Colombia, Costa de Marfil, República Democrática del Congo, Ecuador, Etiopía, Liberia, Perú, Senegal, Sudán, Tailandia, Turquía, Uganda y Zimbabwe) y 10 Estados no-Partes (Armenia, China, Irán, Iraq, Kirguistán, Nepal, Pakistán, Somalia, Siria y Vietnam).  También hubo nuevas actividades de MRE en Palestina y Sahara Occidental.  

Programas adecuados de MRE 

Veintitrés países y cinco áreas tenían programas adecuados de MRE en curso en el 2005 y en la primera mitad de 2006.  “Adecuado” significa que un programa de MRE o un proyecto medible estaba en capacidad de ofrecer MRE en términos de la necesidad y calidad en relación a la amenaza real de minas/restos explosivos de guerra. En países o áreas con un problema limitado de minas/restos explosivos de guerra, un programa limitado de MRE puede ser adecuado en tando el número de víctimas siga siendo muy bajo o cero. Sin embargo, en la mayoría de estos países una capacidad adicional de MRE se justificaría para lograr una oferta más integral de servicios.  

Quince países con programas adecuados son Estados Partes, incluyendo: Afganistán, Angola, Bosnia y Herzegovina, Camboya, Ecuador, Eritrea, Guatemala, Guinea-Bissau, Nicaragua, Senegal, Sudán, Tayikistán, Tailandia, Uganda y Yemen.

Ocho Estados no-Partes tienen programas adecuados de MRE: Azerbaiyán, Irán, Iraq, Kirguistán, Líbano, Nepal, Corea del Sur y Sri Lanka. Las cinco áreas con programas adecuados de MRE son Abjazia, Chechenia, Islas Falkland, Kosovo y Somalilandia.

Actividades no adecuadas de MRE

El Monitor de Minas Terrestres registró actividades no adecuadas de MRE en 37 países en 2005-2006.   “No Adecuada” significa que el enfoque de MRE fue muy elemental, o que la MRE estaba en una escala muy limitada o que no llegó a ciertas áreas geográficas necesitadas.
 Esto incluyó a 24 Estados Partes (Albania, Belarús, Burundi, Chad, Chile, Colombia, Costa de Marfil, Croacia, República Democrática del Congo, El Salvador, Etiopía, Jordania, Liberia, Mauritania, Mozambique, Namibia, Perú, Filipinas, Ruanda, Túnez, Turquía, Ucrania, Zambia y Zimbabwe) y 13 Estados no-Partes (Armenia, Birmania/Myanmar, China, Georgia, India, Israel, Lao, Pakistán, Polonia, Rusia, Somalia, Siria y Vietnam). También se registraron actividades no adecuadas de MRE en Nagorno-Karabakh, Palestina y Sahara Occidental.  


Falta de actividades de MRE

En 2005 y 2006, 30 países afectados por las minas o restos explosivos de guerra informaron que no hubo educación sobre los riesgos de las minas. En algunos de estos países, no se ha realizado una evaluación inicial de minas/restos explosivos para permitir una opinión apropiada de si se necesita  educación sobre los riesgos de minas. En algunos, la educación formal sobre el riesgo pueda que no sea necesaria. De los 30 países, 20 son Estados Partes: Argelia, Bangladesh, República de Congo, Chipre, Dinamarca, Djibouti, Estonia, Grecia, Honduras, Kenia, Letonia, ex República yugoslava de Macedonia, Malawi, Moldova, Niger, Panamá, Serbia y Montenegro, Sierra Leona, Swazilandia y Venezuela. Diez no son Estados Partes: Cuba, Egipto, Kazajstán, Kuwait, Libia, Mongolia, Marruecos, Corea del Norte, Omán y Uzbekistán.  Además, no se registró actividades de MRE en Taiwán.
  
Actores clave

Miles de voluntarios comunitarios —incluidos los procedentes de las Sociedades de la Cruz Roja y la Media Luna Roja, niños de clubes infantiles, y “estudiantes-profesores” (un enfoque de niño-a-niño y niños-a-padres)— y decenas de miles de profesores de escuelas primaria y secundaria son los actores clave en la ejecución de MRE en sus propias comunidades, incluso en campos de refugiados y para personas desplazadas internamente.

El personal de los centros nacionales de acción contra las minas y las fuerzas de seguridad (incluido el personal del ejército, patrulla fronteriza, policía y bomberos) ofrecen mensajes de advertencia a la población; en algunos países han sido entrenados para proporcionar MRE de calidad como un componente integral del programa nacional de acción contra las minas.

Un total de 121 ONGs nacionales aplicó MRE en 30 países y tres áreas durante el período reportado.
  NGOs nacionales a menudo trabajan con equipos móviles de educadores de MRE para llegar a comunidades afectadas por las minas y entrenar y monitorear a voluntarios y profesores de comunidades afectadas.

A nivel internacional, los principales operadores de MRE son el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICC), UNICEF, Handicap International, Mines Advisory Group, DanChurchAid, Danish Demining Group, INTERSOS, HALO Trust y Ayuda Popular Noruega. Otras ONGs internacionales involucradas en actividades importantes de MRE incluyen la Alianza Internacional Save the Children (Save the Children Suecia, Gran Bretaña y Estados Unidos), World Vision, AVSI (Associazione Volontari per il Servizio Internazionale), World Education, World Rehabilitation Fund, Islamic Relief and Mines Awareness Trust.  

Las ONGs internacionales —predominantemente las ONGs de acción contra las minas enumeradas arriba— llevaron a cabo MRE en 25 países y cuatro áreas en 2005-2006.
  El Comité Internacional de la Cruz Roja y las Sociedades de la Cruz Roja/Media Luna Roja realizaron programas de MRE en unos 27 países.
  En 2005, el CICR desarrolló un marco de trabajo para futuras operaciones preventivas de acción contra las minas, buscando integrar la acción contra las minas, incluida la MRE, transversalmente en todos los departamentos apropiados del CICR.

En la ONU, UNICEF retiene el rol principal en las áreas de MRE, ayuda a los sobrevivientes y promoción. En 2005 y 2006, UNICEF ofreció apoyo financiero y técnico para acción contra las minas en 30 países y dos áreas. Este apoyo se destinó predominantemente a MRE y promoción, pero también a recolección de información y ayuda a los sobrevivientes.
  Como se destacó en el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, la ONU lanzó en 2005 una política inter-agencias revisada de acción contra las minas, y las decisiones relacionadas a las actividades de UNICEF y otras agencias de la ONU han sido descentralizadas a los equipos de la ONU en cada país.

El PNUD, UNMAS (Servicio de la ONU de acción contra las minas) y la OEA apoyan la integración de la educación de los riesgos de minas dentro de la acción contra las minas, y ofreciendo charlas informativas continuas sobre seguridad con respecto a minas y restos explosivos de guerra.
  Las compañías comerciales de desminado normalmente no se involucran en MRE o en vínculo con la comunidad, excepto en el caso de RONCO que ha realizado MRE en Sudán.

Grupos en riesgo

Las personas en mayor riesgo a causa de las minas terrestres, artefactos no explotados o abandonados varían por país y por región, pero en general la mayoría son hombres, ya sea adolescentes o en edad de trabajar, y con gran frecuencia pobladores rurales. Retornantes, ya sea refugiados o personas desplazadas internamente, también corren gran riesgo, especialmente aquellos que no están familiarizados con la amenaza local (como se ha visto en Afganistán, Angola, Burundi, Colombia, Sri Lanka, Sudán y en otros lugares). La información sobre víctimas muestra que los niños están en riesgo mayor debido a la munición sin explotar que los adultos, en tanto que los adultos están en riesgo mayor de caer como víctimas de minas terrestres. Los nómades y seminómades son grupos específicos en riesgo en varios países. 

En Afganistán, los hombres están especialmente en riesgo. En Albania, los incidentes con minas están decreciendo pero las cifras de víctimas por restos explosivos de guerra están incrementándose. En Croacia, los cazadores continúan particularmente en riesgo; ellos fueron público objetivo de actividades específicas de MRE en un esfuerzo conjunto de la Cruz Roja Croata y la Asociación Croata de Cazadores.    

En Líbano, los principales grupos en riesgo son hombres y mayores de 20 años (72 por ciento de víctimas estaban entre los 21 y 50 años).  En Nepal, artefactos explosivos improvisados (IEDs sigla en inglés) son la causa más común de incidentes; los niños representan el 56 por ciento del total de víctimas civiles en 2005.  En Sri Lanka, el riesgo cambia de acuerdo a las estaciones. El riesgo es mayor en Septiembre cuando comienza el ciclo de sembrado y cosecha, y se organiza la semana de acción contra las minas antes de la temporada de cosecha. En Yemen, mujeres y niños son los más vulnerables mientras realizan sus tareas diarias (arrear, recoger leña e ir por agua), aún si están al tanto de los riesgos.

MRE en áreas de conflicto 

En varios lugares donde no puede realizarse desminado humanitario, debido a conflictos en curso o a otras razones, la MRE también se realiza y a menudo es decisiva para reducir el número de víctimas.  En 2005 y 2006, se realizó MRE de emergencia en Chad, Sri Lanka y Guinea-Bissau/Senegal después de renovados combates que implicaron el uso de minas terrestres.

En Iraq, incluyendo el área central, personal local continuó ofreciendo MRE y alcanzó al menos 85.000 personas en 2005. Hubo actividades de MRE en Birmania, Chechenia, Colombia y Nepal a pesar de que continuaban conflictos, aunque con grandes limitaciones en cada caso. En la República Democrática del Congo, la MRE estaba integrada en actividades de prevención/sensibilización de VIH/sida en zonas de conflicto en el norte de Katanga y el sur de Kivu. En Tayikistán, la MRE es la única opción viable de disminuir el riesgo de las minas terrestres en las zonas contaminadas que rodean los enclaves uzbekos, hasta futuras negociaciones con Uzbekistán que permitirían el desminado.

Integración de MRE con otras actividades de acción contra las minas 

Continuando una tendencia positiva de años recientes, la MRE cada vez se integra más a otras formas de acción contra las minas y disciplinas más amplias en 2005-2006, en muchos países. Los Estándares Internacionales de Acción contra las minas (IMAS) establecen con respecto a la MRE que los “proyectos y programas deben ser integrados… con otras actividades de acción contra las minas, ayuda y desarrollo.”  Los equipos de vínculo con la comunidad son un instrumento clave para promover una mejor integración. Sin embargo, un experto ha destacado que rara vez se han usado para vincularlos con actividades de desarrollo.

En Bosnia y Herzegovina, la MRE es un componente integral de los Planes de Impacto en la Comunidad de la accción contra las minas que guían la estrategia completa de la acción contra las minas en el país. Algunos operadores de MRE ayudan en colocar letreros de advertencia de las minas.  En el sur de Líbano, el vínculo comunitario ha ayudado a garantizar que el desminado avance sin problemas y ha dado confianza a los propietarios de tierras para que usen terrenos despejados; de modo más general ha ayudado a construir confianza entre las comunidades. En Somalilandia, los operadores de desminado han proporcionado MRE y el personal de vínculo con la comunidad ha convencido a los locales de entregar minas que tenían almacenadas en casa.  

En Sri Lanka, los equipos de desminado informaron que el rol de vínculo con la comunidad de los equipos de MRE los ayudó a funcionar de manera más efectiva. Las organizaciones de MRE son la principal fuente de información sobre nuevas zonas peligrosas y MUSE aislada.  Por ejemplo, en las áreas controladas por LTTE - en Vanni y Jaffna, ONGs locales de MRE dieron el 86 por ciento de los 158 informes sobre áreas peligrosas enviados a la oficina del distrito de acción contra las minas en Jaffna en 2005.  

MRE basada en comunidad

Los enfoques basados en la comunidad involucran a la población local que ofrece mensajes de MRE a sus propias comunidades. Lo más común es que los operadores profesionales de MRE identifican y entrenan voluntarios locales y a veces les proporcionan incentivos o compensación de gastos.  Veintidós países y cuatro áreas implementaron algún tipo de MRE basada en comunidad durante el período reportado.
  MRE basada en la escuela no se incluye en este caso como profesores que usualmente reciben un salario, pero pueden ser considerados como un subconjunto de la MRE basada en comunidad, dado que la mayoría de los profesores son miembros de la comunidad. Hay dos serios  retos en el enfoque basado en comunidad: mantener a los voluntarios motivados por un largo período, particularmente si el riesgo de minas es relativamente bajo, y garantizar la coherencia y la buena calidad de los mensajes.  

En Afganistán, el CICR y la Sociedad de la Cruz Roja Afgana han identificado y entrenado más de 100 voluntarios en pueblos de 10 provincias para que realicen MRE. En Angola, se han formado 318 comités comunitarios o redes de trabajo comunal de MRE  (integrados en promedio por unos 12 líderes comunitarios y voluntarios cada uno). Ellos ofrecen MRE a los nuevos pobladores y retornantes, comparten información sobre áreas peligrosas e incidentes, se vinculan con operadores de acción contra las minas y entidades locales gubernamentales y ONGs, y apoyan a sobrevivientes de minas. En Azerbaiyán, se han establecido 59 MRE comités con 512 miembros. Los comités trabajan identificando grupos en riesgo en sus localidades y ofrecen MRE.  

En Camboya, voluntarios en 422 redes basadas en comunidad de educación para disminuir los riesgos de minas usaron técnicas participativas para identificar cómo las minas y MUSE afectan los pueblos, y luego usaron esta información como base para dar prioridad a planes de desminado y solicitar recursos para el desarrollo. En Kosovo, la Sociedad de la Cruz Roja local tuvo reuniones continuas con voluntarios de MRE para recoger información sobre las áreas afectadas por minas y MUSE. Tuvo siete oficinas de campo cubriendo 26 de las 30 municipalidades, y de 60 a 65 voluntarios que actuaron como un enlace entre las comunidades y las oficinas de campo. 

En Kirguistán, fueron seleccionados ONGs locales, líderes comunitarios, actores de la sociedad civil y profesores para capacitarlos en talleres de capacitación de capacitadores. Los entrenamientos incluyeron a 39 miembros de equipo de 26 ONGs y 13 líderes comunitarios de pueblos afectados. En Sri Lanka, para llegar a niños que estaban fuera de la escuela, UNICEF estableció unos 130 clubes infaniles con un promedio de 60 miembros en los distritos de Trincomalee, Batticaloa y Ampara en 2004 y 2005.  En 2005, se realizaron 2.605 actividades de vínculo con la comunidad en MRE realizadas en apoyo a la acción contra las minas.  

Evaluaciones y aprendizaje

En 2005-2006, se registraron evaluaciones y estudios de Conocimiento, Actitudes y Prácticas (KAP es la sigla en inglés) y oportunidades de aprendizaje sobre aspectos del problema de minas y MUSE en Afganistán, Albania, Angola, Bosnia y Herzegovina, Camboya, Chad, Colombia, Lao, Liberia, Mauritania, Nepal, Pakistán y Uganda. 

Los Manuales de Mejores Prácticas en MRE del IMAS, preparados por las Naciones Unidas y el Centro Internacional de Ginebra para el Desminado Humanitario, se lanzaron en Noviembre 2005.  Estos se refieren a las mejores prácticas de programas de MRE en todo el mundo e identifican una serie de posibles indicadores de impacto, relevancia, efectividad, eficacia y sustentabilidad. Los 10 manuales cubren los siguientes temas: una introducción a la MRE; recolección de datos y necesidades de evaluación; planeamiento; diseminación de información pública; educación y capacitación; vínculo con la comunidad para la acción contra las minas; monitoreo; evaluación; educación de emergencia sobre los riesgos de minas; y coordinación.

En Marzo 2006, el Programa de acción contra las minas de Afganistán publicó un estudio integral de monitoreo de impacto de MRE que presenta y analiza dos estudios realizados en 2004-2005.  Los estudios mostraron que el nivel de conocimiento de MRE entre niños y hombres jóvenes era mayor que entre las niñas y mujeres, sin embargo, la gran mayoría de incidentes de minas/MUSE afectan a niños y hombres jóvenes, demostrando que la MRE como una actividad aislada no es suficiente para cambiar el comportamiento peligroso: “La necesidad económica lleva a ignorar subconscientemente el peligro.”    

En Albania, un estudio demostró que el país enfrenta un serio problema de restos explosivos de guerra que no ha sido atendido por su programa de acción contra las minas, y que está concentrado en la región de Kukës afectada por las minas, mientras que se ignoran otras áreas que sufren debido a la presencia de restos explosivos de guerra. Los países que recientemente han empezado a desarrollar una estrategia de MRE como Jordania, están tomando en cuenta los restos explosivos de guerra.

En Angola, Handicap International realizó una evaluación externa de su proyecto de MRE en Huambo en 2005. Entre los principales hallazgos, se resaltó que los voluntarios requieren un monitoreo más cercano, supervisión y actualización en capacitación para permanecer motivados, y a no ser que la MRE sea vista como una exigencia de largo plazo, otras aproximaciones pueden ser más adecuadas y más eficaces en el tiempo que una aproximación basada en la comunidad. Se recomendó que se entrene en métodos participativos a los agentes.
 
En Lao, UNICEF y GICHD publicaron un estudio sobre el impacto de la economía de la chatarra en los niños, en respuesta a un incremento del número de víctimas reportadas. Concluyeron que los precios lucrativos en el mercado de la chatarra hacía difícil identificar fuentes alternativas de generación de ingresos; deberían mejorarse los mensajes de seguridad, y, se debía dar mayor énfasis al apoyo a comunidades para que manejen tales riesgos por sí mismos.
  UNICEF y GICHD también divulgaron una evaluación de los proyectos de UNICEF de educación sobre los riesgos de MUSE en Lao.

En Camboya, un estudio publicado en Diciembre 2005 resumió las fortalezas y debilidades de los enfoques basados en comunidad. Este conluyó que “las agencias de acción contra las minas y desarrollo tienen su propio mandato y agenda y no siempre estos responden a las necesidades de ayuda que se generan en la comunidad.”  El documento dijo además que el enfoque del Mines Advisory Group mejoró la coprensión entre los equipos de acción contra las minas y las poblaciones locales, pero destacó que el vínculo con la comunidad puede ser “un enfoque relativamente transitorio que no continúa después de las operaciones de desminado; puede tener una larga duración... [y] es un proceso de consulta más que un proceso de construcción de competencias locales.”  El enfoque del Centro Camboyano de  Acción contra las minas era de bajo costo, permitía que se cubrieran grandes áreas, desarrolló competencias locales y promovió tomas de decisión locales; sin embargo, este fue poco más que recolección básica de información y vínculo básico con la comunidad, y requirió capacitación intensa de los puntos focales de distritos.

VÍCTIMAS DE MINAS TERRESTRES Y Ayuda a los sobrevivientes

“Los sobrevivientes de minas no son un problema que tenga que resolverse.Ellos son personas con esperanzas y sueños como todos nosotros. Ellos son recursos con la capacidad de ser contribuyentes productivos para el desarrollo social y económico de sus comunidades.El reto es ofrecer las condiciones y oportunidades que permitirán a los sobrevivientes de minas y otras personas con discapacidades alcanzar su potencial completo para contruibuir con sus comunidades y concretar sus sueños.”

Nuevas víctimas en 2005-2006

En 2005, el Monitor de Minas identificó nuevas víctimas de minas y restos explosivos de guerra en 58 países, el mismo número que en el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005.
  El Monitor de Minas Terrestres también registró víctimas de minas/restos explosivos de guerra en siete de las nueve áreas que cubre, una menos que las reportadas el año pasado.
  Entre Enero y Junio 2006, se registraron víctimas en 48 países y seis áreas.   

Comparado con el Informe Monitor de Minas Terrestres del año pasado, hay siete nuevos países con víctimas reportadas: Chile, Honduras, Kenia, Moldova, Marruecos, Namibia y Perú. Hay también siete países retirados de la lista del año pasado porque no informaron sobre víctimas de minas/restos explosivos de guerra desde el fin de 2004 en Belarús, Chipre, Djibouti, Ecuador, Uzbekistán, Venezuela y Zambia.   

El Monitor de Minas Terrestres ha identificado otros 16 países y un área sin víctimas de minas terrestres en 2005-2006, pero con víctimas (130 en total) causadas exclusivamente por artefactos no explotados: Bangladesh, Belarús, Bolivia, Costa de Marfil, Guatemala, Hungría, Kirguistán, Letonia, Liberia, ex República yugoslava de Macedonia, Mongolia, Polonia, República de Congo, Túnez, Ucrania y Zambia, así como en Kosovo.  En 11 de ellos, el Monitor de Minas Terrestres no registró víctimas en 2004.

En 2005-2006, las víctimas de minas/restos explosivos de guerra aún continuaban ocurriendo en todas las regiones del mundo: en 17 países y un área en Africa Subsahariana, en 13 países y un área en la región del Asia Pacífico, en 12 países y tres áreas en Europa y Asia Central, en 10 países y dos áreas en el Medio Oriente y Norte de Africa, y en seis países en el continente americano. El Monitor de Minas Terrestres encontró que 36 de 65 países y áreas que sufrieron nuevas víctimas de minas en  2005-2006 no han vivido un conflicto armado durante el período investigado. En los siete países añadidos a la lista de víctimas en 2005-2006, la razón para incluirlos fue el tener nuevas víctimas de conflictos pasados, más que el resultado de un nuevo conflicto. Sin embargo, el conflicto extendido en varios países fue el motivo de la mayor parte del incremento global de las víctimas en 2005, como se explica más adelante.

Nuevas víctimas de minas terrestres y  restos explosivos de guerra Enero 2005-Junio 2006

	Africa Subsahariana
	Continente Americano
	Asia/Pacífico
	Europa/Asia Central 
	Medio Oriente/Norte de Africa

	Angola
	Colombia
	Afganistán
	Albania
	Argelia

	Burundi
	CHILE
	Birmania (Myanmar)
	Armenia
	Egipto

	Chad
	El Salvador
	Camboya
	Azerbaiyán
	Irán

	República Democrática de Congo
	HONDURAS
	China
	Bosnia y Herzegovina
	Iraq

	Eritrea
	Nicaragua
	India
	Croacia
	Jordania

	Etiopía
	PERÚ
	Corea del Sur
	Georgia
	Kuwait

	Guinea-Bissau
	[ Bolivia ]
	Lao
	Grecia
	Líbano

	KENIA 
	[ Guatemala ]
	Nepal
	MOLDOVA
	MARRUECOS

	Mauritania
	
	Pakistán
	Federación Rusa
	Siria

	Mozambique
	
	Filipinas
	Serbia y Montenegro
	Yemen

	NAMIBIA
	
	Sri Lanka
	Tayikistán
	Palestina

	Ruanda
	
	Tailandia
	Turquía
	Sahara Occidental

	Senegal
	
	Vietnam
	Abjazia
	[ Túnez ]

	Somalia
	
	Taiwán
	Chechenia
	

	Sudán
	
	[ Bangladesh ]
	Nagorno-Karabakh
	

	Uganda
	
	[ Mongolia ]
	[ Belarús ]
	

	Zimbabwe
	
	
	[ Hungría ]
	

	Somalilandia
	
	
	[ Kirguistán ]
	

	[ Costa de Marfil ]
	
	
	[ Letonia ]
	

	[ Congo, Rep. ]
	
	
	[ Ex Rep. Yugoslava de Macedonia ] 
	

	[ Liberia ]
	
	
	[ Polonia ]
	

	[ Zambia ]
	
	
	[ Ucrania ]
	

	
	
	
	[ Kosovo ]
	


Negrita: Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas.

Cursiva: Áreas no reconocidas internacionalmente como estados independientes.

MAYÚSCULAS: nuevos en 2005



Incremento de víctimas en 2005

Las minas terrestres continúan planteando una amenaza significativa, duradera y no discriminatoria. El Monitor de Minas Terrestres identificó al menos 7.328 nuevas víctimas de minas/restos explosivos de guerra en el año calendario 2005 ―721 (11 por ciento) más que en 2004 (6.607).
  Es importante recordar, sin embargo, que la cifra de 7.328 representa sólo las víctimas  reportadas y no toma en cuenta las muchas víctimas que se cree siguen sin ser informadas.
  En muchos países, los civiles rsultan muertos o heridos en áreas remotas lejos de cualquier forma de ayuda o medios de comunicación; en algunos países, las víctimas no se reportan debido a razones políticas o militares. Aún cuando se reconoce que no es posible saberlo con absoluta certeza, el Monitor de Minas Terrestres sigue calculando que hay entre 15.000 y 20.000 nuevas víctimas de minas terrestres/restos explosivos de guerra cada año.

La gran mayoría (81 por ciento) de nuevas víctimas por minas terrestres en 2005 fueron civiles, como en años pasados. El total de 2005 incluyó al menos 1.518 niños (21 por ciento) y 347 mujeres (5 por ciento).
  Diecinueve por ciento de las víctimas reportadas fueron identificadas como personal militar (1.404), una reducción de 25 por ciento (1.650) con respecto a 2004.

El número de nuevas víctimas de minas/ERW reportadas cayó significativamente en algunos de los países más fuertemente afectados (de forma destacada Albania y Bosnia y Herzegovina), pero continuó incrementándose en algunos otros (visiblemente Colombia, Mozambique y Pakistán).  El número de víctimas permaneció constante en la mayoría de países, incluidos Afganistán, Camboya y Lao.

El incrememento global de víctimas en 2005 se debió en gran medida al amplio conflicto en varios países. En ocho países y un área bajo conflicto (Birmania/Myanmar, Colombia, India, Iraq, Nepal, Pakistán, Somalia, Turquía y Palestina) hubo un incremento combinado de víctimas, sumando más de 950.  Las presiones económicas y desplazamientos de poblaciones contribuyeron a incrementar las víctimas en países como el Líbano, Mozambique, Siria y Uganda.  En algunos casos, el alto número de víctimas reportadas al menos refleja mejores fuentes de información o un mejor análisis de medios de comunicación (por ejemplo en Argelia, Marruecos, Nepal, Filipinas y Rusia).  En algunos casos, un solo incidente produjo un gran incremento de víctimas, como en Eritrea y Yemen.  

Impacto Humano de Minas/ERW en el mundo en 2005

	
	Víctimas Total
	Muertos
	Heridos
	Condición desconocida
	Hombre
	Mujer
	Niño
	Desminador
	Militar
	Víctima desconocida

	Total
	7.328
	1,743
	5,348
	237
	1.494
	347
	1.518
	115
	1.404
	2.450

	% of Total
	
	24%
	73%
	3%
	20%
	5%
	21%
	2%
	19%
	33%

	Estados Partes
	4.238
	991
	3.220
	27
	995
	254
	1.073
	90
	1.077
	749

	% of Total
	58%
	57%
	60%
	11%
	66%
	73%
	71%
	78%
	77%
	31%

	VA 24
	3.664
	782
	2.869
	13
	951
	241
	1.012
	83
	802
	575

	% of Total
	50%
	45%
	54%
	5%
	64%
	69%
	66%
	72%
	57%
	23%

	Estados no- Partes
	3.090
	752
	2.128
	210
	499
	93
	445
	25
	327
	1.701

	% of Total
	42%
	43%
	40%
	89%
	34%
	27%
	29%
	22%
	23%
	69%


Del total de víctimas registradas, 39 por ciento (2.833) ocurrió en sólo tres países: Afganistán, Camboya y Colombia.  La mayoría (58 por ciento) de las víctimas registradas ocurrió en 37 Estados Partes, y 42 por ciento ocurrió en 28 Estados no-Partes o áreas no reconocidas por la ONU. De las víctimas en Estados Partes, el 87 por ciento se registraron en los 24 países identificados como los que tienen cifras significativas de sobrevivientes de minas (los “VA 24” por la sigla en inglés de ayuda para víctimas).  El análisis de los datos muestra que se conoce mucho menos sobre víctimas en Estados no-Partes.

En 2005, la mayor cantidad de víctimas reportadas ocurrió en Colombia – 1.110 (de 882 en 2004), Camboya - 875 (bajó, de 898 en 2004), Afganistán - 848 (bajó, de 857 en 2004), Iraq - 363 (subió, de 261 en 2004) y Palestina - 363 (subió, de 187 en 2004). 

En 2005, hubo fuertes incrementos en víctimas en Colombia - 228 más con un total de 1.110, Palestina - 176 más con un total de 363, Somalia - 174 más con un total de 276, Iraq - 102 con un total de 363 y Birmania - 99 más con un total de 231.

En 2005, se reportaron fuertes reducciones en las cifras de víctimas en Vietnam – 126 menos con  un total de 112, Chechenia – 70 menos con un total de 24 (registrados por UNICEF), Bosnia y Herzegovina - 24 menos con un total de 19, Albania – 23 menos con un total de 23 y Sri Lanka - 18 menos con un total de 38.
  Al parecer también hubo una significativa reducción de víctimas en  Angola, pero hasta mediados del 2006 no había información disponible sobre el año completo 2005. 

En 2005-2006, en un número creciente de países se han intensificado los conflictos produciendo así más víctimas civiles y militares (nacionales y extranjeros) de minas y restos explosivos de guerra. En Chad, hubo 54 víctimas de Enero a Mayo 2006, comparados con 35 en 2005 y 32 in 2004. En Colombia, ha habido un incremento constante en las víctimas, con 526 en los cinco primeros meses de 2006, 1.110 en 2005, 882 en 2004, 734 en 2003 y 627 en 2002.  En Pakistán, se reportó en los medios de comunicación al menos 344 víctimas de minas/restos explosivos de guerra en los primeros cinco meses de 2006, comparados con 214 en todo el 2005.

No sólo los países afectados por las minas tienen un problema con las minas terrestres. En 2005-2006, las víctimas de minas/restos explosivos de guerra también incluyeron ciudadanos de 31 países y un área (de ellos nueve países libres de minas) que fueron muertos o heridos mientras estaban en el exntranjero involucrados en conflicto militar, operaciones de desminado, de mantenimiento de la paz u otras actividades. Los países libres de minas eran Francia, Kazajstán, Países Bajos, Portugal, Qatar, Rumania, Sudáfrica, Reino Unido y Estados Unidos. Los otros eran Armenia, Bangladesh, Egipto, Eritrea, Georgia, India, Iraq, Jordania, Kuwait, Mauritania, Moldova, Marruecos, Perú, Filipinas, Rusia, Corea del Sur, Sudán, Tailandia, Túnez, Turquía, Ucrania y Zimbabwe, así como Palestina. 

En 2005 y Enero-Junio 2006, accidentes de minas durante operaciones de desminado o prácticas de entrenamiento causaron víctimas en al menos 29 países y áreas: Abjazia, Afganistán, Albania, Angola, Bosnia y Herzegovina, Camboya, Chad, Chile, Croacia, Etiopía, Georgia, Grecia, Hungría, Irán, Kuwait, Líbano, Liberia, Mozambique, Nicaragua, Perú, Serbia y Montenegro, Somalilandia, Sri Lanka, Sudán, Taiwán, Tayikistán, Turquía, Vietnam and Yemen.  

Artefactos explosivos improvisados (IEDs) son un problema creciente en muchos países. La mayoría de incidentes con IED que identificó el Monitor de Minas Terrestres en 2005 y 2006 implicaron dispositivos detonados por mando o accionados desde un vehículo y por lo tanto no fueron incluidos en las cifras totales de víctimas en el Monitor de Minas Terrestres.  Los dispositivos detonados por mando fueron empleados ampliamente en Afganistán, Iraq e India.  Pero en algunos casos, los IEDs explotaron al contacto directo con una persona, actuando como una mina antipersonal de facto y esas víctimas fueron incluidas. Sin embargo, la identificación del tipo de IED (detonada por mando o activada por la víctima) a menudo es difícil, particularmente cuando se usa noticias de los medios de comunicación, que usualmente no le dan importancia suficiente a las circunstancias de la explosión ni a la terminología precisa de los tipos de artefactos. En Argelia, las IEDs actividas por víctimas produjeron 46 de 51 víctimas en 2005, las otras fueron causadas por minas antipersonal y restos explosivos de guerra. En Nepal, UNICEF concluyó que entre Enero y Mayo 2006, el 90 por ciento de las víctimas civiles fueron causadas por IEDs, en su mayoría activadas por las víctimas.

Un número creciente de víctimas se atribuyó a personas (principalmente hombres y niños) involucrados en el comercio de chatarra en muchos países. En Vietnam, un estudio de impacto en tres provincias indicó que la recolección de chatarra, la “búsqueda de bombas,” y el intento de forzarlas sumaban al menos el 62 por ciento de las víctimas de 2001 a 2005.  En Jordania, ocho de nueve víctimas registradas hasta el 18 de Abril 2006 se debieron al comercio de chatarra. En Azerbaiyán, una explosión en un taller de metal que procesaba artefactos de los almacenes de munición ex soviéticos en Aghstafa mató a tres personas e hirió a 23.  En una nota positiva, en Camboya una política más estricta hizo reducir el número de vendedores de material peligroso, lo cual tuvo como consecuencias menos víctimas en los primeros cinco meses de 2006.

Incremento mundial del número de sobrevivientes

El número de nuevas víctimas cada año es sólo un pequeño indicador del problema de minas terrestres, dado que el número total de sobrevivientes de minas terrestres que tiene derecho a ayuda continúa creciendo. Se desconoce el número exacto de sobrevivientes en el mundo. El Monitor de Minas Terrestres ha identificado más de 264.000 sobrevivientes de minas, la gran mayoría heridos desde mediados de la década de los años setenta. Sin embargo, esta cifra registrada de sobrevivientes es sólo el punto de partida. Es razonable asumir que, a pesar del incremento del registro retroactivo de sobrevivientes, un número significativo de sobrevivientes nunca ha sido reportado. También el número de sobrevivientes registrados no incluye los muchos estimados de sobrevivientes en varios países. No incluye los nuevos y más precisos cálculos para el número de sobrevivientes de Afganistán, de entre  52.000 y 60.000, o los resultados preliminares de la base de datos de discapacidad en Eritrea que indican que hay 84.000 sobrevivientes de minas conocidos. Tampoco incluye  el estimado de muchos años de 70.000 sobrevivientes de minas en Angola, 30.000 en Mozambique y 80.000 en Ucrania.  Reconociendo que algunos estimados nacionales pueden no ser confiables, y que es imposible averiguar cuántos sobrevivientes aún viven, un cálculo conservador de sobrevivientes en el mundo hoy sería de aproximadamente 350.000 a 400.000, pero podría estar sobre los 500.000.

Muchos países que no han reportado nuevas víctimas de minas terrestres sin embargo tienen sobrevivientes que siguen requiriendo ayuda. El Monitor de Minas Terrestres ha identificado 122 países con sobrevivientes de minas/restos explosivos de guerra, incluidos 19 países no afectados con ciudadanos que fueron heridos en el extranjero en incidentes con minas y accidentes de desminado.  Esto significa que casi dos tercios de los países del mundo están directamente afectados en cierta medida por el problema de las minas/restos explosivos de guerra y la cuestión de los sobrevivientes.

Capacidades y retos en la recolección de información 

En la Primera Conferencia de Examen, los Estados Partes reconocieron “el valor y la necesidad de datos precisos y actualizados sobre el número de nuevas víctimas de minas terrestres, el número total de sobrevivientes y sus demandas específicas, y la magnitud/carencia de servicios de calidad para atender sus necesidades.…”
  Sin embargo, información integral sobre víctimas de minas terrestres/restos explosivos de guerra sigue siendo difícil de obtener, particularmente en países que experimentan conflictos en curso, con campos minados en áreas remotas o con recursos limitados para monitorear servicios de salud pública. Las fuentes usadas para identificar nuevas víctimas incluyen bases de datos, registros gubernamentales, registros de hospitales, estudios, evaluaciones y entrevistas.   Los principales recolectores de datos sobre víctimas de minas son los centros de acción contra las minas, el Comité Internacional de la Cruz Roja, las sociedades nacionales de la Cruz Roja y Media Luna Roja, UNICEF y algunas ONG.  

Varios países afectados por las minas recogen y almacenan información sobre incidentes de minas y víctimas usando el Sistema de Administración de Información para la Acción contra las Minas (IMSMA sigla en inglés) y otras bases de datos.  A menudo, la falta de recursos humanos y financieros impide la recolección prospectiva y proactiva de información y el uso operacional de las bases de datos.
  El IMSMA se estableció en principio para fines de acción humanitaria contra las minas, haciéndolo menos conveniente para los datos de víctimas y planificación de ayuda a los sobrevivientes. Adicionalmente, muchos actores han indicado que otros sistemas son más fácilmente adaptables a contextos locales, más sencillos de usar y pueden contener más información relevante para fines de planificación de ayuda a los sobrevivientes.
  Los estudios de impacto de minas terrestres también dan un indicador de víctimas en comunidades identificadas como afectadas por las minas, pero ello no indica el número de sobrevivientes que vive fuera de esos lugares estudiados o poblaciones nómadas o desplazadas.  Aún así, los planificadores de ayuda a los sobrevivientes han referido al Monitor de Minas que los resultados de los LIS no han sido usados en toda su amplitud con fines de planificación. 

De los 58 países y siete áreas que reportan nuevas víctimas de minas en 2005-2006, 40 países y cinco áreas reportaron emplear el IMSMA u otras bases de datos comparables para registrar información sobre víctimas.
  De ellos, sólo nueve países y un área pudieron proporcionar al Monitor de Minas información completa del año entero, recogida en todas las regiones afectadas por las minas.    

En algunos países, la disminución significativa de nuevas víctimas reportadas parece ser el resultado de una baja en la capacidad de realizar acopio integral de información, como en Angola, Burundi y Ruanda. En otros casos, los conflictos (como en Birmania e Iraq), la inestabilidad e inseguridad (como en Sudán), o razones políticas (como en Colombia) impiden la recolección de información y la divulgación de la misma.

En otros países afectados por las minas, no hay mecanismos formales de recolección de información. Sólo datos limitados de víctimas de minas/MUSE se recogen a partir de ministerios y agencias gubernamentales, agencias internationales, ONGs, hospitales, noticias de los medios, estudios y campañas nacionales de la ICBL. En muchos otros países, hay una fuerte probabilidad no sólo de un significativo subregistro, sino también de datos imprecisos o duplicados.  

En 2005-2006, muchos países avanzaron en el área de recolección retrospectiva de información consolidando conjuntos de datos, unificando sistemas separados de recolección de información, revisando los padrones existentes y volviendo a visitar a sobrevivientes. En otros países, la recolección de información se amplió para cubrir áreas previamente no monitoreadas, o para incluir mejores estadísticas sobre víctimas más recientes. Adicionalmente, muchos gobiernos, ONGs y otros expertos han identificado una mejor distribución de información y mejor integración hacia mecanismos más amplios de vigilancia de heridos como un área prioritaria que debe mejorar; algunos países trataron de incluir información más importante sobre ayuda a los sobrevivientes para destacar datos con fines de planificación de programas de ayuda a los sobrevivientes.

· Albania: En 2005, informes de incidentes y evaluación de necesidades fueron compilados para víctimas previamente desconocidas en los “puntos críticos” desde los levantamientos de 1997, con el fin de mejorar la planificación. La planificación de ayuda a los sobrevivientes y la identificación de beneficiarios están basadas en el análisis continuo de la recolección de información, incluida la información detallada sobre las necesidades y el estado de los beneficiarios. Los proyectos de reintegración socioeconómica están registrados en el IMSMA para medir el avance y realizar comparaciones con los estudios de impacto originales que estén disponibles. 

· Bosnia y Herzegovina: En 2006, el control total de la base de datos integrada sobre víctimas de minas/MUSE fue trasladada al Centro de Acción contra las minas de BiH (BHMAC) en un esfuerzo para evitar la superposición de datos. Todos los sobrevivientes de la base de datos serán visitados y BHMAC proporcionará actualizaciones periódicas a las contrapartes para una mejor planificación y coordinación de ayuda a los sobrevivientes y otros programas de acción contra las minas.

· Camboya: En el Sistema de Información de Víctimas de minas/MUSE de Camboya, se formó un subgrupo de recolección de información y actores de ayuda a las víctimas en Diciembre 2005 para atender la falta de información sobre los progresos registrados en los sobrevivientes a través de la rehabilitación y otros servicios.

· Eritrea: El Estudio Nacional de Personas con Discapacidad fue concluido en 2005, estableciendo la primera base de datos nacional para personas con discapacidades, incluidos sobrevivientes de minas; la base de datos tiene indicadores detallados psicológicos y sociales.  

· Etiopía: En 2005-2006, no se recolectó datos sobre víctimas debido a la falta de voluntad política, coordinación, un mandato claramente definido y una división de tareas entre el nivel federal y local; las contrapartes de implementación no tienen libre acceso a la información del IMSMA. 

· Pakistán: Una base de datos de minas/MUSE con resultados de un estudio en hogares de Kurram Agency se ha convocado para facilitar las intervenciones en el futuro.

Recolección de Información sobre beneficiarios

El recojo y distribución de información precisa sobre el número de personas asistidas y las personas en lista de espera en relación al número total de sobrevivientes personas y otras personas con discapacidades, es clave para la planificación. En muchas instalaciones se ha pedido que informen cuántas personas fueron atendidas el año anterior y cuántas eran sobrevivientes de minas terrestres. El Monitor de Minas Terrestres no siempre pudo obtener esta información y algunas entidades no llevan registros de la causa de la herida, dado que todas las personas con discapacidades son tratadas igualmente.  Algunas instalaciones informaron que no tienen la capacidad de registrar ningún tipo de dato. En muchos casos, la información no se recoge de una forma sistemática o centralizada de modo que pueda ser verificada, agregada o efectivamente analizada para fines de planificación. Algunas organizaciones no cuentan el número de beneficiarios, pero cuentan el número de sesiones ofrecidas; otras no cuentan el número de nuevos pacientes, o no incluyen suficiente información del paciente para dar una indicación del alcance del programa, cambios en el perfil del paciente o cambios en el ámbito del problema. La mejora del proceso de compartir información también reduciría la duplicación de los servicios y las brechas en los servicios existentes y la mejora en los sistemas de consultas. Sin embargo, reconociendo que la información dista de ser completa, da una indicación acerca de dónde el enfoque puede ser necesario.

Progreso en Ayuda a las víctimas y a los sobrevivientes en 2005

	
	2005
	2004
	Variación
	Recolección completa de datos
	Sistema de Administración de datos
	Ayuda adecuada
	Ley de discapacidad
	Formulario J

	Total
	7328
	6305


	
	8
	45
	10
	53
	21

	Total ERW
	119
	
	
	
	
	
	
	

	VA-24
	3.664
	3.645
	
	4
	22
	1
	18
	18

	Afganistán
	848
	857
	- 9
	
	•
	
	•
	•

	Albania
	23
	46
	- 23
	•
	•
	•
	•
	•

	Angola
	96
	191
	- 95
	
	•
	
	•
	•

	Bosnia y Herzegovina
	19
	43
	- 24
	•
	•
	
	•
	•

	Burundi
	162
	320
	- 158
	
	•
	
	
	•

	Camboya
	875
	898
	- 23
	•
	•
	
	
	•

	Chad
	35
	32
	+ 3
	
	•
	
	•
	

	Colombia
	1.110
	882
	+228
	
	•
	
	•
	•

	Croacia
	20
	16
	+ 4
	•
	•
	
	•
	•

	Rep. Dem. Congo
	45
	56
	- 11
	
	•
	
	
	•

	El Salvador
	4
	0
	+ 4
	
	
	
	•
	

	Eritrea
	68
	30
	+ 38
	
	•
	
	
	

	Etiopía
	33
	27
	+ 6
	
	•
	
	•
	

	Guinea-Bissau
	16
	30
	- 14
	
	•
	
	
	

	Mozambique
	57
	30
	+ 27
	
	•
	
	•
	•

	Nicaragua
	15
	7
	+ 8
	
	•
	
	•
	

	Perú
	9
	0
	+9
	
	•
	
	•
	•

	Senegal
	10
	17
	- 7
	
	•
	
	
	•

	Serbia y Montenegro
	2
	2
	0
	
	
	
	•
	•

	Sudán
	79
	71
	+ 8
	
	•
	
	•
	•

	Tayikistán
	20
	14
	+ 6
	
	•
	
	•
	•

	Tailandia
	43
	28
	+ 15
	
	•
	
	•
	•

	Uganda
	40
	31
	+ 9
	
	•
	
	•
	•

	Yemen
	35
	17
	+ 18
	
	•
	
	•
	•

	Otros Estados Partes
	513
	303
	
	1
	8
	3
	13
	3

	Argelia
	51
	9
	+ 42
	
	
	•
	•
	

	Chile
	8
	4
	+ 4
	
	•
	
	•
	•

	Grecia
	8
	24
	- 16
	•
	•
	
	•
	

	Honduras
	1
	0
	+ 1
	
	•
	
	•
	

	Jordania
	5
	27
	- 22
	
	•
	•
	•
	

	Kenia
	16
	0
	+ 16
	
	
	•
	•
	

	Mauritania
	5
	5
	0
	
	•
	
	•
	

	Moldova
	14
	0
	+ 14
	
	
	
	•
	

	Namibia
	12
	3
	+ 9
	
	
	
	•
	

	Filipinas
	145
	47
	+ 98
	
	
	
	•
	

	Ruanda
	14
	12
	+ 2
	
	•
	
	•
	

	Turquía
	220
	168
	+ 52
	
	•
	
	•
	•

	Zimbabwe
	14
	4
	+ 10
	
	•
	
	•
	•

	Estados no-Partes
	2.514
	1.875
	
	2
	10
	5
	18
	N/A

	Armenia
	5
	15
	- 10
	
	•
	
	•
	

	Azerbaiyán
	59
	32
	+ 27
	•
	•
	•
	•
	

	Birmania
	231
	132
	+ 99
	
	
	
	
	

	China
	1
	4
	- 3
	
	
	
	•
	

	Egipto
	16
	10
	+ 6
	
	
	•
	•
	

	Georgia
	16
	53
	- 37
	
	
	
	•
	

	India
	336
	295
	+ 41
	
	
	
	•
	

	Irán
	109
	109
	0
	
	•
	
	•
	

	Iraq
	363
	261
	+ 102
	
	•
	
	•
	

	Corea del Sur
	10
	3
	+ 7
	
	•
	•
	•
	

	Kuwait
	8
	20
	- 12
	
	
	•
	•
	

	Lao
	174
	194
	- 20
	
	•
	
	•
	

	Líbano
	22
	14
	+ 8
	•
	•
	•
	•
	

	Marruecos
	9
	1
	+ 8
	
	
	
	
	

	Nepal
	199
	132
	+ 67
	
	
	
	•
	

	Pakistán
	214
	195
	+ 19
	
	
	
	•
	

	Rusia
	305
	6
	+ 299
	
	
	
	•
	

	Somalia
	276
	102
	+ 174
	
	•
	
	
	

	Sri Lanka
	38
	56
	- 18
	
	•
	
	•
	

	Siria
	11
	3
	+ 8
	
	
	
	•
	

	Vietnam
	112
	238
	- 126
	
	•
	
	•
	

	Áreas
	518
	384
	
	1
	5
	1
	4
	N/A

	Abjazia
	15
	6
	+ 9
	•
	•
	
	
	

	Chechenia
	24
	94
	-70
	
	
	
	
	

	Nagorno-Karabakh
	18
	34
	- 16
	
	•
	
	•
	

	Palestina
	363
	187
	+ 176
	
	•
	
	•
	

	Somalilandia
	93
	63
	+ 30
	
	•
	
	•
	

	Taiwán
	3
	0
	+ 3
	
	
	•
	•
	

	Sahara Occidental
	2
	0
	+ 2
	
	•
	
	
	


Atención a las demandas de los sobrevivientes

Aunque ha habido avances, los programas existentes distan de cubrir las necesidades de los sobrevivientes de minas terrestres. Los sobrevivientes continúan enfrentando los mismos problemas como en años anteriores. Los sobrevivientes y otras personas con discapacidades están aún entre los grupos más empobrecidos en toda la sociedad y a menudo no tienen acceso a algunas de las necesidades más elementales: seguridad alimentaria, agua limpia, vivienda adecuada, fuentes de ingresos, atención de salud al alcance, rehabilitación, servicios de educación o transporte, menos los servicios de consejería e igualdad ante los derechos. Adicionalmente, muchas ONGs locales e internacionales reportaron escasez de financiamiento, especialmente los fondos de largo plazo, están limitando las operaciones y sustentabilidad de sus programas.

El Tratado de Prohibición de Minas establece, en el Artículo 6, Párrafo 3, que  “Cada Estado en la posición de hacerlo debe ofrecer ayuda para el cuidado y la rehabilitación y la reintegración social y económica de las víctimas de minas….” Muchos sobrevivientes de minas se están beneficiando del incremento de atención que los Estados Partes y otros otorgan al tema de asistencia a víctimas. Los  Estados Partes han acordado promover un enfoque amplio e integral en la asistencia a las víctimas, el cual se basa en una definición tripartita de una víctima de minas terrestres. Esto significa que una “víctima de minas” incluye directamente a los individuos afectados, sus familias y las comunidades afectadas por las minas. En consecuencia, la asistencia a víctimas se percibe como un amplio rango de actividades que benefician a las personas, familiares y comunidad.
  
Además, los Estados Partes han reconocido que los sobrevivientes de minas son parte de una comunidad más amplia de personas heridas y discapacitadas, y que los esfuerzos de ayuda a víctimas no deben excluir este grupo mayor porque “el ímpulso que la Convención dio para ayudar a las víctimas de minas pone de relieve el bienestar no solo de víctimas de minas, sino también de todas las otras personas heridas por motivos de guerra o personas con discapacidades.”
  Los Estados Partes también han reconocido que la ayuda a los sobrevivientes de minas debe ser considerada en el contexto más amplio del desarrollo y subdesarrollo. Han acordado que la asistencia a las víctimas de minas debe estar integrada a las estrategias de reducción de pobreza y planes de desarrollo a largo plazo para asegurar la sostenibilidad y evitar la innecesaria discriminación de los sobrevivientes. 

Capacidades y retos para ofrecer ayuda 

El Monitor de Minas Terrestres ha encontrado que en al menos 49 de los 58 países con nuevas víctimas de minas en 2005-2006, y en seis áreas, se reporta que uno o más aspectos de ayuda a los sobrevivientes son inadecuados para cubrir las necesidades de los sobrevivientes de minas y otras personas con discapacidades. La investigación del Monitor de Minas Terrestres indicó cinco rubros principales de retos que impedían la ayuda efectiva en 2005-2006: accesibilidad, variedad y eficiencia de los servicios proporcionados, capacidad, aplicación de derechos y recursos financieros.

· Acceso a la atención:  La mayoría de servicios de atención en salud, rehabilitación y reintegración socioeconómica están ubicados en centros urbanos, y a menudo a largas distancias de las áreas rurales afectadas por las minas donde viven la mayoría de sobrevivientes de minas. Aún son limitados los programas de rehabilitación basados en comunidad. El acceso a los servicios está además obstaculizado por la falta de transporte, incluido transporte de emergencia, insuficiente sensibilización en los servicios disponibles, la inexistencia o deficiencia de sistemas de derivación y obstáculos burocráticos para que ciertos grupos de personas accedan a ciertos servicios.  Aunque la atención de emergencia es mayormente gratuita, la atención continua, la rehabilitación, consejería y servicios socioeconómicos no siempre son gratuitos, especialmente para los que no están asegurados. Incluso si los servicios fueran gratuitos, el transporte, alojamiento y alimentación no lo son. Las limitaciones económicas a menudo impiden a las personas dejar sus casas para buscar la atención que requieren.

· Variedad y efectividad de la ayuda: La mayoría de recursos continúan dirigiéndose hacia la atención médica y la provisión de artículos ortopédicos. Aunque hay programas de entrenamiento técnico, este entrenamiento no necesariamente conduce a un empleo o un ingreso sostenible. Estos programas no siempre coinciden con las demandas del mercado, y puede no haber servicios de colocación en empleos o suficiente seguimiento de los proyectos de generación de ingresos.  Adicionalmente, las personas con discapacidad a menudo no son elegibles para capacitación  técnica o esquemas de microcrédito.. La educación especial o inclusiva sigue siendo limitada, así como la capacidad de los maestros de encargarse de niños con necesidades especiales. En 2005-2006, el apoyo psicosocial continuó siendo limitado debido a un estigma social y la falta de conocimiento de los efectos favorables. Existen pocos servicios formales de consejería, lo que convierte en los principales sistemas de apoyo a los grupos de apoyo de pares y a las redes familiares.  A pesar de las exhortaciones a la rehabilitación integrada, muchos actores sólo se concentran en una parte de la ayuda a los sobrevivientes y el sistema de derivaciones sigue siendo débil.

· Capacidad: La infrastructura y la capacidad de los recursos humanos siguen siendo asuntos problemáticos de mayor importancia. Muchas instalaciones de salud, rehabilitación y reintegración necesitan actualizaciones y nuevo equipo, y muchos tienen dificultades en mantener suficiente abastecimiento. La mayor parte del sector de rehabilitación física sigue dependiendo del apoyo internacional debido al alto costo de los materiales. El personal especializado necesita continua capacitación técnica y en gestión para la sostenibilidad de los proyectos, así como lo requieren las asociaciones locales de personas con discapacidades. Uno de los retos prioritarios es aún la construcción de capacidades en el nivel gubernamental y la coordinación entre contrapartes y beneficiarios, incluidas las agencias locales, nacionales e internacionales.

· Aplicación de derechos: Muchos países tienen legislación general o específica contra la  discriminación de las personas discapacitadas, pero su aplicación es aún débil. Varios países han definido cuotas de empleo para personas con discapacidad y multas por incumplimiento, pero estas rara vez se han aplicado. El índice de desempleo continúa siendo alto entre las personas con  discapacidades. La compensación para los sobrevivientes de minas, personas discapacitadas y ex combatientes discapacitados sigue siendo inadecuada en muchos casos; en este período reportado, algunos países han reducido los beneficios. El personal militar sigue recibiendo compensaciones mayores que los civiles. Los grupos indígenas, las personas nómadas, los refugiados o los desplazados internos tienen hasta menos acceso a sus derechos, a menudo porque no pueden presentar los documentos necesarios de respaldo.

· Recursos financieros: En 2005, se incrementó el apoyo financiero de los donantes para los programas de asistencia a víctimas, pero la ayuda a las víctimas siguió siendo el componente más reducido del financiamiento de acción contra las minas. El financiamiento de largo plazo para garantizar la sostenibilidad de los programas es difícil de conseguir. Las entidades nacionales (gubernamentales y no gubernamentales) sólo están incrementando lentamente su contribución a los programas respaldados internacionalmente, y las entidades nacionales con frecuencia carecen de recursos financieros para continuar los programas luego de que las organizaciones internacionales se retraen.  

· Otros factores: El conflicto en curso y las consecuentes preocupaciones de seguridad limitan severamente la capacidad de ofrecer ayuda a los sobrevivientes de minas terrestres en algunos países. Grupos enteros de población están excluidos de la ayuda en algunos casos. Otras prioridades que emergen para los proveedores de ayuda gubernamental y no gubernamental, tales como el VIH/sida, también tienen un impacto.

Ayuda a víctimas y aplicación del Tratado de Prohibición de Minas   

El Tratado de Prohibición de Minas es el primer tratado multilateral de desarme que invoca a  los estados a hacerse responsable de ayudar a las víctimas de un tipo particular de arma. En las reuniones del Comité Permanente sobre ayuda a las víctimas y reintegración socioeconómica (SC-VA), gobiernos, sobrevivientes, el CICR, la ICBL y otras ONGs trabajaron estrechamente para avanzar en la comprensión mutua sobre la ayuda a víctimas y su aplicación.  Desde Diciembre 2005, Afganistán y Suiza han sido los co-presidentes del SC-VA y Sudán y Austria han actuado como co-relatores (se espera que se conviertan en los co-presidentes en Septiembre 2006).

En la Primera Conferencia de Examen en Noviembre-Diciembre 2004, los Estados Partes acordaron 11 acciones concretas para promover que se destine suficientes esfuerzos y recursos para facilitar la total rehabilitación, reintegración y participación de sobrevivientes de minas y otras personas con discapacidades.  Dentro de este marco de trabajo, 24 Estados Partes fueron identificados como los que tenían números significativos de sobrevivientes de minas y “la más grande responsabilidad para actuar, pero también las más grandes necesidades y expectativas de asistencia” para ofrecer servicios adecuados en atención, rehabilitación e integración de los sobrevivientes.
  Sin desatender otros Estados Partes o estados no parte del Tratado de Prohibición de Minas, estos países, los VA 24, están recibiendo más apoyo focalizado en el período 2005-2009.  

Al inicio de 2005, se planteó un cuestionario para ayudar a los VA 24 en el desarrollo de un plan de acción de ayuda a víctimas mediante la respuesta a cuatro preguntas clave: ¿cuál es la situación en 2005 en cada una de las seis áreas temáticas de ayuda a las víctimas?;
 cuáles son los objetivos  SMART (por el acrónimo en inglés de específicos, medibles, viables, importantes y limitados en el tiempo) a ser logrados en cada una de esas áreas hacia el 2009?;
 ¿cuáles son los planes para lograr tales objetivos en 2009?; y ¿qué medios se dispone o se requieren para aplicar esos planes?. En 2006, los co-relatores SC-VA reconocieron que “el cuestionario no era un producto final, sino al contrario un paso inicial en la planificación de largo plazo y el proceso de aplicación.”  Se organizaron dos talleres regionales, en el continente americano y en Africa para permitir a los estados relevantes compartir sus experiencias y desarrollar sus respuestas para el cuestionario.  

En la Sexta Reunión de los Estados Partes en Zagreb en Noviembre-Diciembre 2005, los VA 24 tuvieron que presentar información sobre el estado actual de sus objetivos de ayuda a los sobrevivientes para el período hasta el 2009, como un primer paso para tornar los objetivos en planes de acción concretos. Esta información fue incluida en un anexo detallado al Informe Zagreb de Avances que surgió de la Sexta Reunión de los Estados Partes. Sin embargo, la calidad variada de las respuestas y las capacidades para responder las dos primeras preguntas del cuestionario dejaron en claro que el proceso no puede realizarse al mismo paso para todos los 24 Estados Partes. Dos países no entregaron la descripción de sus actuales estados ni objetivos (Burundi y Chad). Varios países no ofrecieron un panorama completo de su estado (Eritrea, Etiopía, Guinea-Bissau, Mozambique, y Serbia y Montenegro).  Varios países no proporcionaron objetivos completos (Colombia, Croacia, Mozambique, Nicaragua y Serbia y Montenegro).  La mayoría de países no entregó sus objetivos SMART (Angola, Bosnia y Herzegovina, Camboya, Colombia, Rep. Democrática del Congo, Etiopía, Guinea-Bissau, Mozambique, Nicaragua, Perú, Senegal, Serbia y Montenegro, Sudán, Tayikistán y Tailandia).  

Pese a ello, el cuestionario fue útil como punto de partida para crear cierto sentido de titularidad (control) nacional, como un punto de referencia para el avance y como indicación de prioridades que deben alcanzarse.  La ICBL ha identificado no firmantes del tratado que podrían beneficiarse especialmente al usar el cuestionario: Azerbaiján, Georgia, India, Iraq, Lao, Líbano, Nepal, Pakistán, Sri Lanka y Vietnam.  

Con financiamiento suizo, la Unidad de Apoyo a la Aplicación del tratado empleó una especialista en ayuda a las víctimas para proporcionar apoyo a los VA 24 en desarrollar sus objetivos SMART y sus planes de acción. Esto incluyó visitas a los países; reuniones en persona con funcionarios de ministerios importantes para promover sensibilización y estimular la coordinación interministerial; comunicación con organizaciones importantes internacionales y otras con respecto a los esfuerzos de ayuda a víctimas; y talleres interministeriales para reunir a actores relevantes y discutir y consolidar objetivos y planes.
 
En la reunión del SC-VA en Mayo 2006, Chad presentó algunos de sus objetivos 2005-2009; Afganistán, República Democrática del Congo y Serbia y Montenegro presentaron objetivos mas precisos; Tayikistán presentó objetivos revisados y un plan de acción consensuado por los ministerios relevantes; Albania presentó un plan de acción mejorado y el avance logrado hasta Mayo 2006.  Nueve otros países de los VA 24 hicieron declaraciones sobre el avance en general. Sólo 10 delegaciones incluyeron un especialista en ayuda a las víctimas (Afganistán, Albania, Angola, Colombia, RD Congo, Guinea-Bissau, Perú, Serbia y Montenegro, Sudán y Uganda)
 y sólo tres delegaciones incluyeron un sobrevivientes o una persona con discapacidad (Afganistán, Croacia y Uganda).  Ocho países no se involucraron en el proceso: Bosnia y Herzegovina, Burundi, Camboya, El Salvador, Eritrea, Etiopía, Mozambique y Senegal. 

El Grupo de Trabajo de la ICBL sobre Ayuda a las víctimas (que incluye sobrevivientes de minas de varios países, campañas nacionales, Handicap International, la Landmine Survivors Network y la coordinadora temática sobre ayuda a víctimas del Monitor de Minas Terrestres) participaron activamente en la reunión de Mayo 2006 del SC-VA.  Este presentó un documento destinado a incrementar el nivel de conocimiento sobre la ayuda a los sobrevivientes, Ayuda a las víctimas de minas terrestres en 2005: Panorama de la Situación en 24 Estados Partes, que fue producido por Standing Tall Australia y Handicap International con financiamiento de Australia.  Los sobrevivientes de El Salvador y Afganistán hicieron una declaración exhortando a los Estados Partes a aplicar sus obligaciones de ayuda a las víctimas y representar con precisión el problema y los retos enfrentados en vez de presentar la imagen de un “paraíso del sobreviviente.” La ICBL reafirmó su compromiso para ofrecer una verificación de la realidad, evitando así el riesgo de que los esfuerzos de ayuda a las víctimas creen un “paraíso de papel.”

Hasta el 12 de Julio 2006, un total de 38 Estados Partes ha entregado el Formulario voluntario J con sus informes 2006 del Artículo 7 para informar sobre actividades de ayuda a las víctimas o financiamiento para acción contra las minas. Esto incluyó a 22 Estados Partes afectados por las minas y 16 Estados Partes no afectados.

Debido a varios factores, el Monitor de Minas Terrestres percibe que en 2005-2006, el mayor progreso realizado en ayuda a víctimas se ha dado en Afganistán, Albania, Eritrea, Guinea-Bissau, Tayikistán y Uganda. El menor avance se ha dado en Angola, Burundi, Camboya, Colombia, El Salvador, Etiopía, Serbia y Montenegro y Tailandia.

Coordinación e Integración para ayuda sostenible para las víctimas

Coordinación y autoridad nacional

Cada estado con sobrevivientes de minas y otras víctimas de minas tiene la responsabilidad de garantizar el bienestar de este grupo como parte de la población mayor. En muchos países afectados por minas/MUSE esto se realiza con el apoyo de la comunidad internacional, en roles de aplicación, asesoría y financiamiento. Sin embargo, la ICBL exhorta a los estados a ver estos servicios como lo que son, abastecimientos temporales hasta que la infrastructura nacional pueda cubrir tales necesidades.  Por lo tanto, la estrecha cooperación y coordinación entre autoridades nacionales, y socios nacionales e internacionales, son necesarias para garantizar un mejor uso de los recursos limitados, evitar la duplicación de servicios y disminuir las brechas en los servicios. Los Estados Partes y expertos también priorizaron este proceso como área de trabajo durante 2006.  Esta responsabilidad de coordinación idealmente se relaciona con los ministerios importantes de línea en la forma de comités interministeriales o grupos de tarea interministeriales, que evalúan las necesidades y las actividaes relevantes existentes, desarrollan objetivos y planes nacionales e identifican recursos. El reciente proceso VA 24 con respecto al cuestionario ha mostrado que el diálogo entre las partes involucradas nacionales e internacionales y socios gubernamentales y no gubernamentales es imperfecto: los objetivos a veces fueron redactados por un actor clave, un emigrado que trabaja en un centro de acción contra las minas, consultores externos, o dentro de un ministerio, sin consultar a colegas importante, ONGs nacionales e internacionales, las campañas nacionales o expertos en el sector de la discapacidad. En algunos países, los actores relevantes fueron entrevistados pero no estuvieron en capacidad de dar sugerencias y comentarios para el resultado final. En otros países, los proveedores clave de ayuda no están al tanto del Plan de Acción de Nairobi, de otras estrategias de ayuda a los sobrevivientes, o de iniciativas sobre discapacidad.  

Para que los programas de ayuda a los sobrevivientes sean sostenibles, deben estar integrados a la red general nacional social y de salud, a través de la cual se estimule un sentimiento de autoridad nacional, responsabilidad, rendición de cuentas y gradual nacionalización de programas tanto financieramente como en términos de aplicación. Las organizaciones internacionales y ONGs pueden jugar un rol importante en la construcción de capacidades de funcionarios gubernamentales y personal, en varios países.

· Afganistán: en 2005-2006, un grupo de tarea sobre discapacidad, una unidad de coordinación de ONGs y un programa nacional de capacitación se establecieron para integrar y coordinar servicios para discapacitados, crear autoridad nacional e incluir actores relevantes en los procesos de toma de decisiones de modo que los ministerios importantes pudieran gradualmente asumir responsabilidades.  

· Angola: la nacionalización del sector de rehabilitación física está obstaculizada por la falta de una capacidad gubernamental técnica, administrativa y financiera.

· Iraq: a mediados de 2005, varios programas médicos y de rehabilitación gestionados por ONGs fueron transferidos al Ministerio de Educación en el norte de Iraq, que también desarrolló estrategias para compartir responsabilidades y costos con el Ministerio de Asuntos Sociales para garantizar la sostenibilidad futura.

· Somalia: para reducir la dependencia del financiamiento extranjero y crear una autoridad local, se ha iniciado un modelo para compartir costos en varios centros de rehabilitación y en hospitales de derivación, el cual se emplea para comprar equipo y facilitar el transporte y alojamiento para los pacientes.    

Inclusión y consulta a Sobrevivientes

La Medida #38 del Plan de Acción de Nairobi que surgió de la Primera Conferencia de Examen afirma que los Estados Partes deben “velar por la integración efectiva de las víctimas de las minas en la labor relacionada con la Convención.” En el nivel nacional, evaluando las demandas de los sobrevivientes consultándoles directamente como una importante herramienta de planificación para incrementar la eficiencia de los servicios. En 2005-2006, muchos sobrevivientes y sus organizaciones continuaron indicando que no estaban incluidos en procesos de planificación ni de confección de políticas, y que no eran consultados sobre lo que ellos percibían como vacíos. Sólo dos sobrevivientes de minas formaron parte de delegaciones gubernamentales en las reuniones de los Comités Permanentes en Mayo 2006.  La delegación de ICBL en la Sexta Reunión de Estados Partes incluyó 23 sobrevivientes y al menos 10 sobrevivientes estuvieron presentes en las reuniones del Comité Permanente.

· Azerbaiyán: en 2005, se iniciaron reuniones mensuales con el objetivo de compartir información entre ministerios relevantes, ONGs, CICR y ONU para incrementar la efectividad de la ayuda a las víctimas. El primer proyecto totalmente administrado por el programa nacional de ayuda a las víctimas logró financiamiento.

· Bosnia y Herzegovina: en 2005, se realizó una encuesta de satisfacción de usuario para ofrecer retroalimentación a centros de prostética y órganos gubernamentales relevantes, y para resaltar el tema de la calidad de los servicios de prótesis y de los aparatos.

· Croacia: varios sobrevivientes trabajaron en el centro de acción contra las minas y con operadores de acción contra las minas como digitadores de datos y personal de MRE o monitoreo.

· El Salvador: organizaciones de sobrevivientes, proveedores de ayuda y sobrevivientes de minas no fueron incluidos en discusiones sobre el plan nacional de ayuda a las víctimas.

· Guinea-Bissau: los sobrevivientes fueron nuevamente visitados con el apoyo de ONGs locales y la Organización Mundial de la Salud para completar información de la base de datos de víctimas de minas/MUSE; como resultado, se realizaron varios tratamientos médicos y de rehabilitación durante 2006.

Integración con otros programas de acción contra las minas, de desarrollo y discapacidad

La ayuda a las víctimas no puede estar separada de las políticas nacionales de salud, en lo social, lo económico, educativo y cultural, y la infraestructura y servicios existentes. La ayuda debe verse en el amplio contexto del desarrollo y reconstrucción del país y de la acción contra las minas. En 2005-2006, varios países enlazaron programas de ayuda a víctimas con Documentos de Estrategia de Reducción de Pobreza, esfuerzos de reconstrucción, desarrollo del sector salud, y marcos legales y políticos, coordinación de acción contra las minas, metas del milenio y legislación sobre discapacidad. En 2006, se les solicitó a los VA 24 ofrecer información sobre cómo los planes de ayuda a las víctimas estaban integrados con más amplios esquemas de atención, legislativos y políticos.

· Albania: la ayuda a las víctimas se conecta con otros pilares de acción contra las minas, y con estrategias nacionales de discapacidad y regionales de desarrollo comunitario, todas impulsadas por las demandas de los sobrevivientes y las comunidades afectadas por las minas, y con la participación activa de sobrevivientes; el programa de ayuda a víctimas también se relaciona con las actividades nacionales y de los gobiernos locales para garantizar la sostenibilidad.

· Camboya: varias ONGs han desarrollado un “enfoque de desarrollo” para ayudar a los sobrevivientes, a través del cual (después del desminado) ayudan a sobrevivientes de minas y otros miembros de la comunidad entregándoles tierra, caminos, pozos, escuelas, instalaciones de salud y ayuda para generación de ingresos.    

· Mozambique: organizaciones de personas discapacitadas promovieron la inclusión de actividades específicas a favor de personas con discapacidades en el Programa Estratégico de Reducción de la Pobreza 2006-2009; como resultado el programa estableció metas específicas en términos de las personas que requieren ayuda, capacidad de ofrecer servicios, y sensibilización.

· Serbia y Montenegro: el CICR concluyó la transferencia de su proyecto piloto de servicios básicos de salud al Ministerio de Salud; el proyecto inspiró una reforma nacional de servicios primarios de salud y su réplica en en otros lugares de Serbia.

· Uganda: la ayuda a víctimas está conectada al tema de las personas desplazadas internamente; la discapacidad se incluye en el Programa de Uganda de Erradicación de la Pobreza; la base de datos de víctimas incluirá indicadores para monitorear la situación de los sobrevivientes de minas/MUSE en relación con las Metas de Desarrollo del Milenio; la Oficina del Primer Ministro preparó un proyecto de ley para legislar sobre acción contra las minas, incluyendo un componente de ayuda a víctimas.

Avances en la ayuda para los sobrevivientes

Como en ediciones pasadas, el Informe Monitor de Minas Terrestres 2006 incluye información sobre las instalaciones que han sido identificadas porque ayudan a sobrevivientes de minas terrestres y otras personas con discapacidades en países afectados por las minas. Esta no es exhaustiva, dado que la información sobre las actividades de algunas ONGs locales e internacionales y agencias gubernamentales es a veces difícil de conseguir. Para futuras ediciones de este informe, el Monitor de Minas Terrestres dará la bienvenida a mayor información procedente de agencias gubernamentales y ONGs sobre las actividades que realizan de ayuda a sobrevivientes. No obstante, el Monitor de Minas identificó algunos indicadores del progreso y los problemas encontrados al atender las necesidades de los sobrevivientes de minas. 

Atención médica de emergencia y continua 

La atención médica de emergencia y continua incluye primeros auxilios y la atención de heridas en el momento inmediato luego de una explosión de minas terrestres, cirugía, control del dolor, atención hospitalaria de gravedad y la atención médica continua requerida para la recuperación del sobreviviente de minas.  

En este período reportado, como en el pasado, la asistencia de emergencia se retrasó en muchos casos porque los incidentes ocurrieron en áreas remotas, rurales, sin transporte adecuado de emergencia y con instalaciones que sólo podían ofrecer primeros auxilios. El principal obstáculo que impide el acceso a la atención médica continua para muchos sobrevivientes es la falta de recursos financieros para pagar los servicios, exacerbados por la falta de conciencia, largas distancias, costos de transporte  y alojamiento y cuestiones de documentación. Varios países afectados por las minas también tienen dificultades en ofrecer ayuda adecuada debido a la falta de personal especializado y capacitado y la falta de equipo y abastecimientos.

· El Comité Internacional de la Cruz Roja ayudó a más de 6.300 pacientes heridos por arma en hospitales de 18 países en 2005. Aproximadamente el 5 por ciento estaba identificado como víctima de minas. Sólo en Afganistán, los hospitales apoyados por el CICR trataron quirúrgicamente 2.241 heridos de guerra, incluidos 250 víctimas de minas.  

· Emergency, la ONG italiana, gestiona hospitales y centros de salud en tres países (Afganistán, Camboya e Iraq hasta Mayo 2005) realizó al menos 2.567 operaciones en heridos de guerra en 2005 y proporcionó tratamiento médico a 3.711 más; al menos fueron tratados 1.154 nuevos sobrevivientes de minas/MUSE y otros 491 sobrevivientes de minas recibieron tratamiento de seguimiento. 

· Burundi: los planes de recuperación de costo limitaron el acceso a los servicios a los pobres; se estima que la mayoría de personas se endeudaron o vendieron bienes para pagar los servicios médicos.

· Chechenia: El CICR facilitó capacitación en cirugía especializada de guerra a 23 cirujanos y ofreció cursos especializados a otros 46 doctores en el Cáucaso norte.

· RD Congo: generalmente toma más de 12 horas en llegar a un centro de salud, toma unas 24 horas para ser visto por un profesional, y pasan al menos unas 48 horas antes de que se realicen la cirugía de emergencia y amputaciones.

· Etiopía: sólo un estimado de 10 por ciento de víctimas de minas tienen acceso a atención básica de salud y rehabilitación; el acceso a la atención compleja post-trauma es aún menor dado que el país tiene sólo dos cirujanos ortopedistas.

· Irán: el Centro Iraní de Recursos para Víctimas de Minas, la única ONG con la capacidad y tecnología para ofrecer atención pre-médica y capacitación en primeros auxilios en la provincia de Ilam, afectada por las minas, perdió el financiamiento internacional y cesó sus operaciones en Marzo 2006.

· Mozambique: los hospitales atendieron a 1.038 personas registradas como discapacitadas en  2005; se registraron por primera vez 397 personas discapacitadas, 106 habían sido registradas antes y hubo 535 pacientes externos.

· Sudán/Kenia: el 31 Mayo 2006, el CICR cerró su hospital de guerra Lopiding en Lokichokio, Kenia, que asistió principalmente a personas del sur de Sudán, que ahora serán tratadas en Juba (Sudán). 

Rehabilitación física 

La rehabilitación física incluye el suministro de servicios para rehabilitación, fisioterapia y el abastecimiento de prótesis, órtesis y dispositivos (aparatos) de ayuda. Los centros de rehabilitación en la mayoría de lugares se ubican en áreas urbanas lejos de donde los pacientes los necesitan. Para muchas personas los servicios no son asequibles.  

En Etiopía, hay aproximadamente 360.000 personas que requieren rehabilitación física, sin embargo en 2005 el Monitor de Minas Terrestres registró que sólo 23.000 personas recibieron servicios, incluidos 1.321 sobrevivientes de minas.  En Afganistán, hay entre 747.500 y 867.100 personas con discapacidades, incluidos de 52.000 a 60.000 sobrevivientes de minas, mientras que en 2005 el Monitor de Minas Terrestres registró que 113.340 personas recibieron rehabilitación física, incluidos al menos 3.946 sobrevivientes de minas. En Corea del Norte de calcula que hay 64.000 amputados, sin embargo en 2005 sólo se registró a 1.219 personas que recibieron servicios de rehabilitación, entre ellos 10 sobrevivientes de minas.

En 2005, el CICR apoyó la capacitación en prostética y ortopedia de 36 técnicos de 10 países y entrenó al menos a 51 técnicos más en sus operaciones nacionales en tres países.

· Chad: un programa nacional de tres años de entrenamiento en fisioterapia está en sus etapas de desarrollo final en Moundou.

· Etiopía: en Agosto 2005, el Centro Regional de Rehabilitación en Dessie se mudó a una ubicación más accesible para personas con discapacidad y mejoró su infraestructura, generando un incremento de personas asistidas.

· Corea del Sur: En Mayo 2006, el CICR concluyó la instalación del nuevo centro Rakrang construido en Pyongyang, gestionado en cooperación con el Ministerio de Defensa para atender a personal militar discapacitado.

· Ruanda: el Ministerio de Salud recibió apoyo de un coordinador para discapacidad física con el fin de mejorar los servicios existentes de rehabilitación; se realizó una encuesta sobre discapacidad física para facilitar la planificación de los servicios de acuerdo a las necesidades.

· Tayikistán: el gobierno incrementó su presupuesto para los costos operativos del Orto-Centro Nacional y coordinó un programa de promoción que ofrece transporte y alojamiento durante el tratamiento y seguimiento para amputados de áreas distantes.

· Líbano: luego de la primera prótesis que se entrega sin costo alguno, los pacientes no pueden conseguir reparaciones gratuitas o reemplazos durante dos años, lo cual es especialmente problemático para los niños.  

· Yemen: la nationalización del centro de rehabilitación de Aden el 31 Diciembre 2005 produjo una disminución de los salarios del personal y recortes en materias primas en Junio 2006.

Abastecimiento de prótesis/órtesis/ aparatos de ayuda 

En 2005, el CICR atendió a aproximadamente 140.000 personas en 72 proyectos en 18 países, produciendo 20.543 prótesis y 25.914 órtesis y proporcionando 1.979 sillas de ruefas y 19.446 pares de muletas.  Cincuenta y dos por ciento de prótesis producidas eran para sobrevivientes de minas. Los centros de apoyo del CICR produjeron 5.097 prótesis (2.218 para sobrevivientes de minas), 4.282 órtesis, 7.349 pares de muletas y 190 sillas de ruedas en Africa; 10.388 prótesis (6.862 para sobrevivientes), 11.553 órtesis, 9.064 pares de muletas y 1.567 sillas de ruedas en Asia; y 3.199 prótesis (1.066 para sobrevivientes), 6.974 órtesis y 541 pares de muletas en el Medio Oriente y Norte de Africa en 2005. 

En 2005, Handicap International apoyó proyectos en 12 países produciendo 3.300 prótesis, 5.150 órtesis, 6.885 pares de muletas, 876 sillas de ruedas y 2.785 otros aparatos para desplazamiento.

Apoyo psicosocial y reintegración social

El apoyo psicosocial y la reintegración social incluyen las actividades que ayudan a los sobrevivientes de minas y las familias de aquellos que fueron muertos o heridos para superar el trauma psicológico de una explosión de mina terrestre y promover su bienestar social. Estas actividades abarcan grupos de apoyo de pares basados en comunidad, asociaciones para discapacitados, deportes y actividades relacionadas y consejería profesional. Este componente de ayuda a las víctimas sigue siendo el más reducido y menos valorado, aunque varios países VA 24 indicaron que empezarán a evaluar las demandas en este campo y desarrollar programas de apoyo. En muchos países, se deja la consejería a la red de apoyo familiar y hay un estigma atado a la idea de buscar ayuda psicológica profesional. En algunos países la consejería está disponible mediante apoyo en general a las víctimas de guerra, a menudo concentrándose en los niños. La falta de comprensión entre la población en general sobre los derechos, necesidades y capacidades de las personas con discapacidades dificulta la reintegración social.  

En 2005-2006, más organizaciones incluyeron actividades deportivas en sus programas, reconociendo cada vez más el valor del deporte por motivos de salud y razones psicosociales.  

El concepto de la educación inclusiva se está conociendo más, aunque pocos países tienen maestros capacitados para encargarse de niños con necesidades especiales.


· Angola: en 2005, el Programa de Rehabilitación a través del Deporte ofreció capacitación a fisioterapeutas, entrenadores deportivos y personas con discapacidades en el uso de actividades deportivas como herramienta para la rehabilitación. 

· Kosovo: 24 jóvenes sobrevivientes de minas terrestres participaron en un campamento de verano, donde se les alentó a dialogar sobre los incidentes que pasaron y comentar cómo sobrellevan el hecho.  

· Nicaragua: en Managua están disponibles el apoyo psicosocial y la reintegración social, pero la situación económica no permite tener servicios en el resto del país.

· Perú: el apoyo psicosocial está disponible, pero no es gratuito, y no hay apoyo financiero para ayudar a sobrevivientes civiles de minas que enfrentan estrés post-traumático.

· Senegal: los niños discapacitados por las minas pueden recibir apoyo financiero para ir a la escuela, como otros niños discapacitados; Handicap International facilita la reintegración de los niños discapacitados en las clases ya que los profesores no están entrenados en educación inclusiva.

· Sri Lanka: UNICEF apoyó rehabilitación psicosocial y entrenó a consejeros sobre las necesidades de las personas con discapacidades.

· Sudán: en 2005, se desarrolló un plan de estudios y un manual sobre apoyo psicológico  para el uso de trabajadores sociales, personal de rehabilitación y para hospitales.

Reintegración económica 

Los programas de reintegración económica mejoran la situación económica de los sobrevivientes de minas y de otras personas con discapacidades y promueven la conciencia para que las personas con discapacidades logren iguales oportunidades en empleos y servicios. La reintegración económica incluye educación, capacitación técnica, creación de oportunidades de empleo, programas de microcrédito y desarrollo de infraestructura comunitaria para reflejar la realidad económica local.  Para muchos sobrevivientes de minas, retomar sus roles como miembros productivos en la comunidad y trabajar para el bienestar de sus familias es la parte más importante de su rehabilitación integral.  Sin embargo, enfrentan retos en acceder a oportunidades de empleo y pasan por dificultades para mantener un nivel de vida razonable. Las oportunidades de reintegración socioeconómica a menudo se reducen más por las percepciones sociales negativas, la discriminación y la estereotipación.  

Cuando hay disponibilidad de programas de capacitación técnica, estos no siempre están equipados para las personas con discapacidades ni son gratuitos. La capacitación no necesariamente conduce al empleo y a un ingreso sostenible: hay discriminación cuando se accede a programas de crédito o empleo regular; la capacitación no siempre cubre las demandas del mercado; y con frecuencia hay insuficiente seguimiento a las personas autoempleadas. Más aún, es importante abrir los programas de reintegración económica a los miembros de la familia, y en particular a las esposas, viudas y mujeres solas.  Las mujeres son a menudo la cuidadora primaria, básica, o se convierten en la principal generadora de ingresos cuando su pareja muere o es herida.  

· Bosnia y Herzegovina: en 2005, la Sociedad Nacional de la Cruz Roja inició un proyecto de generación de empleo y oportunidades de generación de ingreso para sobrevivientes y sus familias, ofreciéndoles capacitación, micro-créditos y puestos de trabajo. 

· Camboya: el Centro Nacional de Personas Discapacitadas tiene una base de datos de trabajadores discapacitados, principalmente para los discapacitados urbanos que buscan trabajo; sin embargo, de 1.500 personas registradas, sólo 125 son colocadas cada año.

· Líbano: al menos 432 de los 2.239 sobrevivientes de minas/MUSE registrados recibieron ayuda directa socioeconómica en 2005, sin incluir al menos 350 sobrevivientes de minas que recibieron seguimiento socioeconómico. Estaba en curso una evaluación de proyectos de sobrevivientes de generación de ingresos; el 25 por ciento requería mayor ayuda financiera o una mejor capacitación.

· Marruecos: los resultados de un censo de discapacidad divulgado en Diciembre 2005 concluyeron que sólo el 12 por ciento de las personas discapacitadas, de 15 a 60 años que están en capacidad de trabajar, estaban empleados.

· Senegal: hay servicios de capacitación técnica en áreas afectadas por las minas, pero no es accesible para los sobrevivientes de minas porque no es gratuita. En muy contados casos, los sobrevivientes  retoman su empleo anterior y con frecuencia son rechazados cuando solicitan un crédito en los bancos.

· Tayikistán: dos proyectos nacionales de generación de ingresos para personas con discapacidades fueron descontinuados a fines de 2005 debido a la falta de financiamiento.

· Tailandia: en Octubre 2005, el gobierno inició un proyecto piloto, involucrando a las Oficinas de Desarrollo Social y Seguridad Humana en provincias para que emplearan a personas con discapacidades en contratos de un año.

Programas de rehabilitación basados en comunidad

La rehabilitación basada en comunidad (CBR sigla en inglés) y los programas de promoción  están diseñados para complementar la rehabilitación que se realiza en instalaciones con el fin de mejorar la oferta de servicios, ofrecer oportunidades iguales y proteger los derechos humanos de un grupo más grande de personas con discapacidades que tienen acceso limitado a los servicios debido a sus altos costos, una desigual distribución de servicios y las limitadas cifras de personal de rehabilitación.  La CBR integra las acciones de todos los dominios de ayuda a los sobrevivientes con la participación de sobrevivientes y personas discapacitadas usando recursos realistas y sustentables.  Los programas de CBR y los promotores pretenden empoderar a las personas con discapacidades e integrarlas a la sociedad a través del desarrollo de organizaciones de personas discapacitadas, el incremento de la toma de decisiones y la rendición de cuentas comunitarias; el entrenamiento en destrezas con respecto a principios de autocuidado; la programación basada en necesidades, y la identificación de destrezas locales y tecnologías. La CBR también juega un rol en la mejora de la coordinación con servicios de derivación y en la derivación a ellos, cuando no se encuentran en la comunidad y de los cuales la comunidad quizá no tiene conocimiento.

· Bosnia y Herzegovina: muchos sobrevivientes de minas iniciaron rehabilitación en el hospital y continúan su rehabilitación en uno de los centros de rehabilitation basados en la comunidad, donde también ofrecen apoyo psicosocial.

· Camboya: en Junio 2006, el gobierno y el Consejo de Acción en Discapacidad propusieron un proyecto de dimensión nacional para establecer rehabilitación física nacional y sostenible basada en comunidad, estandarizar los materiales y actividades para la sensibilización con respecto a la discapacidad y desarrollar mecanismos para monitoreo, coordinación e intercambio de información.

· Eritrea: el program de CBR ha capacitado a miembros de la comunidad en consejería básica, apoyo entre pares, movilidad, fisioterapia, derivaciones e información y administración de varios aspectos de apoyo a los discapacitados; e incluye programas de generación de ingresos, sobre modo de vida sostenible y cambio de actitud. La acción afirmativa en las áreas de CBR conduce a que las personas con discapacidades a veces tengan preferencia en los empleos con respecto a una persona sin discapacidad.  

Políticas y prácticas de Discapacidad

Los Estados Partes han reconocido la necesidad de normas y acciones “que promuevan tratamiento efectivo, atención y protección de todos los ciudadanos discapacitados.”
  La asistencia a los sobrevivientes de minas terrestres y la asistencia a todas las personas con discapacidades son más que simplemente un tema médico y de rehabilitación, son también un asunto de derechos humanos.  El Monitor de Minas ha identificado unos 50 países y áreas afectadas por minas que poseen legislación y medidas que explícitamente protegen los derechos de las personas con discapacidades; en otros países, las personas con discapacidades están protegidas por el derecho consuetudinario. Sin embargo, en muchas instancias estas leyes no están totalmente implementadas o no se hacen cumplir.

· Argelia: hasta Mayo 2006, decretos aún no aprobados imponen sanciones financieras a negocios y organizaciones que no cumplan con ofrecer empleo a personas con discapacidades y estipulan los criterios para el transporte público gratuito, reducción de costos para el alquiler de propiedad y vivienda social. 

· Croacia: en Diciembre 2005 se aprobó la Ley de Desminado Humanitario que enumera y define los derechos de los desminadors, sus familiares y otros participantes en el desminado que pueden resultar heridos o que queden incapacitados para trabajar a raíz de las heridas.

· India: en 2006, empezó la revisión de la ley de Discapacitados; se presentó la Política Nacional para Personas con Discapacidades, reconociendo que las personas con discapacidades son un recurso humano valioso que merece participación total en la sociedad.

· Sri Lanka: en Febrero 2006, la Comisión de Derechos Humanos se encargó de una Conferencia Nacional sobre derechos del discapacitado estableciendo compromisos específicos y actividades que lleven a la aplicación de la Política Nacional sobre Discapacidad.  

· Tayikistán: en 2005, el gobierno destinó más de $30.000 en pensiones para sobrevivientes de minas o las familias de aquellos que murieron en una explosión de mina, y fue elevado el monto mínimo de la pensión.

· Uganda: en Febrero 2006, dos miembros del parlamento que fueron elegidos como parte del grupo especial de interés de representantes de personas con discapacidad pasaron a la votación ordinaria y fueron elegidos por los méritos de sus partidos políticos.

Otros avances internacionales

Las negociaciones sobre el borrador de la Convención Amplia e Integral de Protección y Promoción de los Derechos Humanos y Dignidad de las Personas con Discapacidad se programaron para que concluyan en Agosto 2006. En Diciembre 2005, la Asamblea General de la ONU aprobó una resolución invocando a los estados a participar contructivamente con el fin de tener el texto listo para ser sometido en la sesión 61ra. de la Asamblea General de la ONU que iniciará en Septiembre 2006.  La adopción y aplicación de la Convención exigirá la inclusión de cuestiones de discapacidad en las agendas políticas predominantes, compromiso de recursos, sensibilización, capacitación, recolección integral de información, implementación de servicios y programas, y el establecimiento de un órgano independiente de monitoreo.

Del 28 de Agosto al 3 de Septiembre 2005, Raising the Voices del Africa Este, en Kampala, Uganda ofreció capacitación en promoción a 10 participantes de Eritrea, Ruanda, Sudán y Uganda.  En Mayo 2006 en Ginebra, la Landmine Survivors Network inició su programa de capacitación Widening the Voices (Ampliando las voces) para graduados del programa Raising the Voices destinado a mejorar sus habilidades de promoción, para que puedan involucrarse en los niveles local, regional e internacional, y ayudarlos a implementar iniciativas sustentables para sobrevivientes y otras personas con discapacidades.

Financiamiento para acción contra las minas

Recolectar información precisa y completa sobre el financiamiento global para acción contra las minas sigue siendo una tarea esquiva. Hay falta de transparencia por parte de muchos países, y entre aquellos que informan, hay mucha variación en lo que se reporta, el nivel de detalle y el período al que se refiere el informe.
  Sin embargo, es posible ofrecer un panorama informativo de la situación global del financiamiento.

Para 2005, el Monitor de Minas Terrestres ha identificado US$376 millones de dólares de los Estados Unidos en financiamiento para acción contra las minas por parte de más de 27 donantes.
  Esto es una reducción de US$23 millones, o 5,8 por ciento con respecto a 2004.
  La disminución en el total global de financiamiento refleja ampliamente grandes recortes de financiamiento por parte de los dos donantes más significativos, la Comisión Europea ($14,9 millones de dólares de los Estados Unidos de disminución) y Estados Unidos ($14,6 millones de reducción).  De los 20 donantes más  significativos, 10 proporcionaron menos financiamiento en 2005 que en 2004. (Ver más abajo).  

Esta es la primera vez que el financiamiento global para la acción contra las minas ha disminuido significativamente desde 1992, cuando por primera vez los estados empezaron a dar importantes recursos a la acción contra las minas.
  Es un asunto de gran preocupación el que el financiamiento para acción contra las minas cayera marcadamente en vez de aumentar en 2005, un año después que muchos Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas Estados Partes formularon compromisos renovados hacia la acción contra las minas en la Primera Conferencia de Examen y al respaldar colectivamente el Plan de Acción de Nairobi. Es desconcertante que el financiamiento caiga cuando muchos Estados Partes se acercan a sus plazos de 10 años exigidos por el tratado para que concluyan el desminado.  

A pesar de ello, debe notarse también que el total de $376 millones de dólares de los Estados Unidos en 2005 es el segundo más alto total anual registrado en la historia, y es $37 millones (10,9 por ciento) mayor que hace dos años (2003).  La disminución de 2005 llega a los talones a incrementos de 37 por ciento en 2002, 5 por ciento en 2003 y 18 por ciento en 2004.    

Aportes de los donantes en 2005

Los más grandes contribuyentes a la acción global contra las minas en 2005 fueron los Estados Unidos ($81,9 millones), la Comisión Europea ($51,5 millones), Japón ($39,3 millones), Noruega ($36,5 millones), el Reino Unido ($21,4 millones), Alemania ($21,1 millones), Canadá ($20,5 millones) y los Países Bajos ($19,3 millones).

De los 20 donantes principales, la mitad incrementó sus aportes a la acción contra las minas en 2005 en términos de moneda nacionales y la mitad proporcionó menos. Los que la incrementaron fueron:  Eslovaquia (114 por ciento); Francia (103 por ciento); Australia (50 por ciento); Italia (44 por ciento); Alemania (13 por ciento); Reino Unido (6,3 por ciento); Suecia (4,9 por ciento); Suiza (2 por ciento); Noruega (1,2 por ciento); y los Países Bajos (0,2 por ciento). 

Aquellos con reducción en términos de moneda nacional fueron: Nueva Zelandia (65 por ciento); Irlanda (32 por ciento); Bélgica (30 por ciento); Austria (25 por ciento); Comisión Europea (22 por ciento); Dinamarca (18 por ciento); Estados Unidos (15 por ciento); Canadá (9 por ciento); Japón (7 por ciento); y Finlandia (2 por ciento). 

Los donantes que incrementaron sus aportes en al menos $1 millón fueron: Eslovaquia ($3,7 millones); Australia ($3,2 millones); Alemania ($2,4 millones); Noruega ($2 millones); Francia ($1,9 millones); Italia ($1,3 millones); Suiza ($1,2 millones); y Reino Unido ($1 millón).

Los donantes que redujeron sus aportes en al menos $1 millón fueron: Comisión Europea ($14,9 millones); Estados Unidos ($14,6 millones); Japón ($3,5 millones); Dinamarca ($2,4 millones); Canadá ($2,1 millones); Bélgica ($1,7 millones); y Nueva Zelandia ($1,6 millones). En términos de fondos para acción contra las minas de acuerdo a una proporción per capita, los donantes más grandes fueron: Noruega ($7,90 per capita); Islandia ($5,08 per capita); Luxemburgo ($2,84 per capita); y Dinamarca ($2,09 per capita). Suiza, Eslovaquia, Suecia, los Países Bajos y Finlandia también tuvieron aportes de acción contra las minas de más de $1 per capita.

En términos de financiamiento para acción contra las minas como porcentaje del ingreso nacional bruto (GNI sigla en inglés), los países donantes mayores fueron: Eslovaquia (0,017 por ciento); Noruega (0,013 por ciento) e Islandia (0,011 por ciento).  Estos fueron los tres únicos países que contribuyeron con más de un centésimo de su ingreso nacional bruto para la acción contra las minas en 2005. Los más grandes donantes, en términos de GNI, fueron Dinamarca, Luxemburgo, Países Bajos, Suecia, Finlandia y Suiza.

Fondos adicionales relacionados con acción contra las minas en 2005


El total de $376 millones de dólares de los Estados Unidos de los países donantes no toma en cuenta todos los gastos globales relacionados con la acción contra las minas en 2005. Otros tipos de gastos y contribuciones a la acción contra las minas que no son parte de ese total incluyen investigación y desarrollo (I&D en español, R&D en inglés), parte del financiamiento de ayuda a víctimas y aportes en especie, financiamiento por parte de ONGs y el sector privado, fondos de las fuerzas de mantenimiento de la paz de las NNUU, y financiamiento por parte de países afectados por las minas de sus propios programas de acción contra las minas.

Como en años anteriores, el Monitor de Minas Terrestres no ha incluido en este total los fondos para investigación y desarrollo para tecnologías de desminado y equipo, y en vez de ello ha listado por separado el financiamiento de I&D disponible; en 2005 el financiamiento de I&D totalizó al menos $30 millones (ver la sección de I&D más abajo). 

El financiamiento para programas de ayuda a las víctimas se incluye en cuanto fue posible, pero para algunos grandes donantes, el financiamiento de ayuda a víctimas no puede separarse de otros programas específicos no vinculados con minas terrestres.  

En algunos casos, los donantes no informaron el valor monetario de sus aportes en especie (en oposición al dinero en efectivo). 

El financiamiento para acción contra las minas proporcionado por ONGs y el sector privado no se incluye explícitamente, en parte para evitar el doble conteo cuando una ONG recibe fondos de un donante gubernamental. El Monitor de Minas Terrestres no ha estado en posibilidad de recolectar amplia información del financiamiento de ONGs y el sector privado, pero incluye algunos casos de 2005: Adopta un campo minado (Estados Unidos) aportó $3,7 millones para acción contra las minas en nueve países; el Fondo Memorial Diana, Princesa de Gales (Reino Unido) contribuyó con más de $3 millones de dólares de los Estados Unidos a acción contra las minas para tres países y dos ONGs; la Red de Sobrevivientes de Minas Terrestres (Estados Unidos) reportó haber recibido contribuciones privadas totales por $800.000; el Instituto Humpty Dumpty (Estados Unidos) recaudó $770.000 para desminado en Angola mediante la venta de leche excedente en una alianza público privada con el Programa de Ayuda Alimentaria del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos; y miembros de ONGs de ActionLandmine.de (Alemania) aportaron más de $300.000 a la acción contra las minas. 

Los aportes de presupuestos de mantenimiento de la paz de Naciones Unidas evaluados como destinados a acción contra las minas no están incluidos en el total global.  El Servicio de Acción contra las minas de Naciones Unidas informó que obtuvo más de $24,3 millones de dólares para acción contra las minas mediante financiamiento de mantenimiento de la paz por parte de las Naciones Unidas en el año calendario 2005; estos fondos cubrieron básicamente los costos de acción contra las minas realizada en conjunto con operaciones de mantenimiento de la paz dispuestas por el Consejo de Seguridad en Burundi, la República Democrática del Congo, Etiopía/Eritrea, Líbano y Sudán.

Por último, y de forma más importante, los aportes a la acción contra las minas de los países afectados por las minas para ellos mismos no son parte del total de $376 millones de los donantes.  Muchos países afectados por las minas no producen información disponible sobre sus gastos de acción contra las minas, de modo que el Monitor de Minas Terrestres no ha sido capaz de desarrollar una contabilidad global precisa. El financiamiento total de los estados afectados por las minas suma decenas de millones de dólares cada año. A continuación, algunos ejemplos de aportes de países afectados por las minas en 2005, tomados de los informes nacionales del Monitor de Minas Terrestres; estos ocho países afectados por las minas proporcionaron cerca de $50 millones de dólares de los Estados Unidos en 2005.

· Croacia proporcionó KN 192.769.625 ($32,4 millones), o 57 por ciento del total de sus gastos de acción contra las minas. El aporte de Croacia en 2005 llega a más del 0,09 por ciento de su ingreso nacional bruto, o más de cinco veces el aporte más alto de un donante medido como porcentaje del GNI.

· En Bosnia y Herzegovina, fuentes nacionales (incluyendo el Consejo de Ministros, entidades gubernamentales y cantones) proporcionaron KM17.753.131 ($11,3 millones), cerca de 44 por ciento de sus gastos totales de acción contra las minas, un incremento de 30 por ciento con respecto a 2004; esto continuó la tendencia de crecientes aportes nacionales desde 2002.

· Mozambique proporcionó 52,9 millones de millones de Meticais ($2,3 millones), comparados con 178 millones de millones de Meticais ($7,9 millones) en 2004; los aportes en parte fueron en especie y exenciones de impuestos.

· Azerbaiján contribuyó con AZM3.498.623.400 ($740.120), un incremento con respecto a los $255.000 en 2004.

· Chile contribuyó con $680.217 al presupuesto de la Comisión Nacional de Desminado, comparado con $154.086 en 2004.

· Tailandia contribuyó con Baht 18,21 millones ($452,400) al centro nacional de acción contra las minas, menos de la mitad de Baht 38.21 millones (unos $950.000) proporcionados en el año fiscal anterior.



· Chad contribuyó con $367.790 para acción nacional contra las minas en 2005.
 
· El gobierno Colombiano aprobó COP571 millones (unos $213.400) para el programa nacional de acción contra las minas en el período Julio 2005 a Junio 2006, comparo con COP2,5 millón de millones (unos $934.100) para el período Julio 2004 a Junio 2005.

Además, en 2006, Jordania reportó que contribuyó con $3,5 millones anuales para su programa nacional de desminado. En 2005, Líbano reportó que realiza aportes anuales en especie y otros apoyos a la acción contra las minas valorados en aproximadamente $4 millones.  En 2005, Chipre calculó que ofrece €170.000 ($211.000) anualmente para desminado y destrucción de reservas. En 2004, el Ministerio de Defensa de Nicaragua informó que Nicaragua ofrece 16 millones de Córdobas (casi $1 millón) cada año a las instituciones miembros del Comité Nacional de Desminado. 

Los Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas afectados por las minas informaron previamente de aportes a la acción nacional contra las minas por $190 millones en 1997-2003, y el Monitor de Minas Terrestres 2004 identificó unos $57,5 millones de aportes de siete estados con información disponible, incluidos $4 millones de Etiopía y $3,5 millones de Yemen.

Financiamiento, Cooperación y el Tratado de Prohibición de Minas

El Artículo 6 del Tratado de Prohibición de Minas contiene obligaciones de cooperación de los Estados Partes en la acción contra las minas. Además, bajo el Plan de Acción de Nairobi 2005-2009, los Estados Partes acordaron que asegurarán la sustentabilidad de sus compromisos, incluyendo el suministro, donde sea posible, de financiamiento multi-anual para facilitar la planificación de programas de acción contra las minas y ayuda a las víctimas (Medida #45); acordaron, donde sea importante, exhortar a las NNUU, organizaciones regionales y el Banco Mundial, bancos regionales de desarrollo e instituciones financieras a apoyar a los Estados Partes que necesitan ayuda a cumplir sus obligaciones del tratado (Medida #48); y acordaron realizar esfuerzos para identificar fuentes nuevas y no tradicionales de apoyo técnico, material o financiero (Medida #50).

Política de financiamiento de los donantes y Tratado de Prohibición de Minas

Algunos donantes estipulan específicamente que sus fondos de acción contra las minas debem dirigirse con gran preferencia hacia Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas. Los Estados donantes que han expresado esto como una posición de política son Canadá, Alemania y los Países Bajos. La Comisión Europea considera el “compromiso probado de no Estados no-Partes con la acción contra las minas y los principios del Tratado de Prohibición de Minas” como un criterio de financiamiento más que la condición de Estado Parte, pero la Comisión Europea también ha indicado que la adhesión al Tratado de Prohibición de Minas influye en su decisión de financiamiento para acción contra las minas.

Coordinación entre donantes

Varias entidades donantes facilitan la coordinación de los recursos de acción contra las minas.  El Grupo de Apoyo a la acción contra las minas (MASG sigla en inglés), dirigido por Suiza en 2005 y por Estados Unidos en 2006, está integrado por 27 donantes.  El MASG se reúne usualmente tres veces al año y con regularidad produce un boletín que contiene alguna información sobre financiamiento para acción contra las minas. El Comité Directivo de acción contra las minas, presidido por el director de UNMAS, incluye la representación de 24 estados donantes y se reúne bianualmente. El Grupo de Contacto de Movilización de Recursos (RMCG sigla en inglés), liderado por Noruega, fue establecido con la intención de garantizar financiamiento sustentable y promover una acción contra las minas eficiente en el uso del tiempo y recursos y efectiva. Un tema destacado para el RMCG durante el período reportado fue la identificación de las necesidades específicas de los Estados Partes que requieren ayuda para cumplir sus plazos de desminado según el Artículo 5.  

Integración de financiamiento para acción contra las minas en los programas de desarrollo

En 2006, Canadá promovió el Grupo de Contacto en Acción contra las minas y Desarrollo para abordar cuestiones con respecto a la tendencia predominante en la acción contra las minas orientada hacia el sector de desarrollo, complementaria a la labor del RMCG.  En 2005, sostuvieron dos reuniones sobre el tema de la integración de acción contra las minas con los programas de desarrollo; asistieron a dichas reuniones la ICBL y otras ONGs, así como también Estados Partes. La Primera Reunión de Diálogo Informal sobre acción contra las minas predominante en el Desarrollo fue co-patrocinada por Canadá y el GICHD en Junio 2005.  Asistieron catorce estados donantes, la Comisión Europea y varias agencias internacionales. La Segunda Reunión de Diálogo Informal de Enlace de la  Acción contra las minas con el Desarrollo se realizó el 5-6 Diciembre 2005, luego de la Sexta Reunión  de Estados Partes en Zagreb.  Los diálogos estaban vinculados a las Medidas #40 hasta #50 del Plan de Acción de Nairobi, afrontando la acción contra las minas en el contexto del proceso de desarrollo, “más que estar solamente etiquetado como un elemento de ayuda humanitaria.”
  
Los partidarios ven el financiamiento de la integración de la acción contra las minas con el desarrollo como un medio de proporcionar estabilidad de largo plazo para el financiamiento de la acción contra las minas, y preservar cualquier futura reducción de los aportes a ese rubro debido a la “fatiga del donante,” ampliando los canales de financiamiento al interior de las propias agencias de ayuda al desarrollo de los estados donantes y mediante el mejor empleo de otros mecanismos de financiamiento como el Banco Mundial, bancos regionales de desarrollo y fondos de fideicomiso.  Canadá, que mantiene el liderazgo de esta propuesta entre los Estados Partes, ha afirmado que la  integración de la acción contra las minas en la programación de desarrollo no requiere ser una solución de única vía, y que la acción contra las minas puede integrarse en los programa de desarrollo adicionalmente en los programas de desarrollo adicionalmente al suministro de fondos por parte de los donantes dedicado a la acción contra las minas.
 
Algunos han expresado algunas preocupaciones con respecto a convertir esta tendencia en la predominante (la integración).  El embajador Martin Dahinden, hablando como el director saliente del GICHD en 2004, advirtió que el Artículo 6 of the Tratado de Prohibición de Minas, al exigir a los  Estados Partes que ofrezcan ayuda en la cooperación, “tendría un rol menos prominente” si el  financiamiento para acción contra las minas se integrara en un esquema más amplio de gastos destinados al desarrollo.
  Otros han destacado que tal aproximación podría inintencionalmente amenazar la seguridad de los recursos para acción contra las minas resources, y hacer que los operadores de acción contra las minas compitan por recursos internacionales limitados para la ayuda distribuidos de acuerdo a intereses geopolíticos a menudo cambiantes, y disminuiría la significativa influencia que la sociedad civil ha tenido en promover un importante financiamiento para la acción contra las minas.  Un informe para el PNUD  del Instituto Internacional de Investigación para la Paz (PRIO sigla en inglés) en Noruega concluyó “que hay poca experticia sobre acción contra las minas en los departamentos de desarrollo y viceversa una falta de expertos en desarrollo en la gestión de la acción contra las minas.”
  
Aunque muchos Estados Partes mencionan el desarrollo en declaraciones con respecto a sus políticas de financiamiento, no ha habido un importante movimiento hacia la aplicación del enfoque de integración al desarrollo. A continuación algunas opiniones expresadas y acciones realizadas por  Estados Partes.

La Agencia Canadiense de Desarrollo Internacional (CIDA) está aplicando un enfoque que promoverá la integración de acción contra las minas en sus programas habituales. El Departmento de Relaciones Exteriores y Comercio Internacional está trabajando para incluir acción contra las minas en sus programas sobre paz y seguridad. Dentro del Departamento, la Unidad de Acción contra las minas procura la integración de la acción contra las minas en los marcos de programación humanitarios, de desarrollo y de sociedad civil en países afectados. CIDA ha promovido el enfoque predominante hacia el desarrollo en las reuniones de Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas.

El Departamento para el Desarrollo Internacional del Reino Unido (DfID) planeó una revisión a mediados de 2006 de su política sobre financiamiento de acción contra las minas; se esperaba que  recomiende la integración continua de la acción contra las minas en los programas más amplios de desarrollo y en el sector de seguridad, en línea con el cambio de política de DfID de 2004.
  
Los Países Bajos esperan integrar la acción contra las minas en los sectores de mantenimiento de la paz y seguridad/estabilidad, más que en desarrollo.

Canales de financiamiento 

Un segmento considerable del financiamiento para acción contra las minas informado por los donantes es canalizado a través de mecanismos de financiamiento por terceros. En 2005, los fondos de fideicomiso informaron haber recibido al menos $113,4 millones en financiamiento para acción contra las minas, representando el equivalente al 30 por ciento del total de los aportes de los donantes.  Lo fondos de fideicomiso pueden ofrecer coordinación entre donantes y agencias de implementación y pueden multiplicar las fuentes de financiamiento para respaldar programas en curso. 

· El Fideicomiso Voluntario de las Naciones Unidas para Ayuda en Acción contra las minas (VTF sigla en inglés), operado por UNMAS, recibió aportes totales de donantes por un total de $50 millones incluido financiamiento principal y multi-anual en 2005.  El financiamiento para acción contra las minas fue recibido por seis países en 2005: Afganistán, Burundi, República Democrática de Congo, Eritrea, Líbano y Sudán. UNMAS también se encargó de garantizar financiamiento de las NNUU para mantenimiento de la paz destinado a acción contra las minas. 

· El Fideicomiso Temático del PNUD para Prevención de Crisis y Recuperación recibió aportes por un total de $33,7 millones para acción contra las minas en 14 países en 2005. El PNUD también financió sus programas de acción contra las minas mediante acuerdos administrados localmente  para compartir gastos y fondos de fideicomiso con las oficinas nacionales del PNUD.  

· El Fideicomiso Iraq del Grupo de Desarrollo de las Naciones Unidas (UNDG sigla en inglés) es parte del International Reconstruction Fund Facility for Iraq.  En 2005, el Fideicomiso Iraq de UNDG recibió $1 millón en financiamiento para acción contra las minas de la República de Corea. En Febrero 2006, Grecia aportó €1,9 millones ($2,4 millones) a la acción contra las minas en Iraq a través del fondo.

· En 2006, el Fideicomiso de las Naciones Unidas para la Seguridad Humana (UNTFHS sigla en inglés) empezó a destinar financiamiento a acción contra las minas por primera vez desde su creación en 1999, canalizando más de $1,7 millones a acción contra las minas en Sudán. Actualmente el UNTFHS es un fondo de fideicomiso con un solo donante y recibe aportes exclusivamente de Japón.
 
· El Fondo de Fideicomiso Internacional para Desminado y Ayuda a Víctimas (ITF) con sede en Eslovenia recibió $27,8 millones de 13 gobiernos, la Comisión Europea, el PNUD, autoridades locales, agencias gubernamentales y donantes privados en 2005.  El financiamiento se orientó a la acción contra las minas en el sureste de Europe y el Cáucaso, principalmente Albania, Bosnia y Herzegovina, Croacia, Serbia y Montenegro y su provincia de Kosovo, así como Azerbaiján.  El ITF tiene un acuerdo por el cual Estados Unidos ofrece fondos paralelos equivalentes por donaciones a acción contra las minas en el sureste de Europa.

· El Fideicomiso de la OTAN Alianza por la Paz  (PfP sigla en inglés) ayuda a países socios de la OTAN a cumplir sus obligaciones de destrucción de reservas de acuerdo al Tratado de Prohibición de Minas.  En 2005, el Fideicomiso PfP informó haber recibido un total de €854.000 (más de $1 millón) de cinco países para la destrucción de las reservas de minas antipersonal en Serbia y Montenegro.
  
El financiamiento reportado por donantes a menudo difiere de lo que informan los fondos de fideicomiso debido a diversos factores, como la variación de años fiscales. En 2005, los fondos de fideicomiso informaron aportes por al menos tres donantes no fueron identificados por la información directa de los donantes: Andorra, $25.522 para el financiamiento principal de VTF de NNUU; Portugal, $16.000 VTF de NNUU para Sudán; y Hungría, €40.000 ($49.796) para el PfP de la OTAN para Serbia y Montenegro.
Donantes de acción contra las minas 

A no ser que se especifique, las cifras están expresadas en dólares de los Estados Unidos.
 Los totales no incluyen financiamiento de ayuda a víctimas, cuando éste se conoce, y no incluyen fondos para investigación y desarrollo, que se identifican por separado cuando se conocen.

Financiamiento de donantes para acción contra las minas por año

	1992-2005
	$2,9 millones de millones

	2005
	$376 millones

	2004
	$399 millones 

	2003
	$339 millones

	2002
	$324 millones

	2001
	$237 millones

	2000
	$243 millones

	1999
	$219 millones

	1998
	$187 millones (incl. un estimado de $9 m.)

	1997
	$139 millones (incl. un estimado de $35 m.)

	1996
	$132 millones (incl. un estimado de $34 m.)

	1992-95
	$258 millones (incl. un estimado de $41 m.)


El 1992-2005 total incluye $50 millones contribuido por Emiratos Árabes Unidos a Líbano 2002-2004, pero los totales de año individuales no son conocidos.

Financiamiento de donantes para acción contra las minas 1992-2005: $2,9 millones de millones 

	Estados Unidos
	$708,3 millones

	Comisión Europea
	$422,6 millones

	Noruega
	$255,6 millones 

	Japón
	$217,3 millones

	Reino Unido
	$175,3 millones 

	Canadá
	$148,1 millones

	Alemania 
	$144 millones

	Países Bajos
	$133,9 millones

	Suecia
	$126,6 millones

	Dinamarca
	$109,8 millones

	Suiza 
	$79,9 millones

	Australia 
	$75,1 millones 

	Italia
	$56,5 millones

	Finlandia
	$52 millones 

	Emiratos Arabes Unidos
	$50 millones

	Bélgica
	$31,5 millones

	Francia
	$28,6 millones

	Irlanda
	$16,3 millones

	Austria
	$16,2 millones

	Nueva Zelandia
	$12,4 millones

	Eslovaquia
	$10,9 millones

	España 
	$10,1 millones

	Grecia
	$9,6 millones

	Otros países
	$32,5 millones


El total de $32,5 millones para otros países incluye China ($6,2 millones), Luxemburgo ($5,9 millones), Corea del Sur ($5,2 millones), Eslovenia ($3,8 millones), Arabia Saudita ($3 millones), Islandia ($2,8 millones), República Checa ($2,1 millones), Polonia ($2 millones), y $1,5 millones para otros donantes incluidos Brasil, Hungría, Liechtenstein, Mónaco, Portugal, Sudáfrica y otros por cantidades menores.

Financiamiento para acción contra las minas en 2005: $376 millones

	Estados Unidos
	$81,9 millones 

	Comisión Europea
	$51,5 millones 

	Japón 
	$39,3 millones 

	Noruega 
	$36,5 millones 

	Reino Unido 
	$21,4 millones 

	Alemania 
	$21,1 millones 

	Canadá 
	$20,5 millones 

	Países Bajos 
	$19,3 millones 

	Suiza 
	$12,1 millones

	Suecia 
	$11,7 millones 

	Dinamarca 
	$11,3 millones 

	Australia 
	$8,9 millones 

	Eslovaquia
	$7,2 millones

	Finlandia 
	$5,9 millones 

	Italia 
	$4,5 millones 

	Bélgica 
	$4 millones 

	Francia 
	$3,8 millones 

	Austria 
	$2,2 millones 

	Irlanda 
	$2,2 millones 

	Polonia  
	$2 millones 

	España
	$1,9 millón

	Islandia
	$1,5 millón

	República Checa
	$1,4 millón

	Luxemburgo
	$1,3 millón

	Corea del Sur
	$1,1 millón

	Nueva Zelandia 
	$0,9 millón

	Eslovenia
	$0,4 millón


La Comisión Europea y 18 de los 25 estados miembros de la Unión Europea informaron sobre financiamiento de acción contra las minas, y considerados en conjunto sumaron $187 millones de financiamiento identificado por el Monitor de Minas Terrestres.

Financiamiento para acción contra las minas per capita en 2005

	Noruega
	$7,90

	Islandia 
	$5,08

	Luxemburgo 
	$2,84

	Dinamarca 
	$2,09

	Suiza 
	$1,63

	Eslovaquia 
	$1,34

	Suecia 
	$1,30

	Países Bajos 
	$1,18

	Finlandia 
	$1,12

	Canadá 
	$0,64

	Irlanda 
	$0,53

	Australia 
	$0,44

	Bélgica 
	$0,38

	Reino Unido 
	$0,36

	Japón 
	$0,31

	Estados Unidos 
	$0,28

	Austria 
	$0,27

	Alemania 
	$0,26

	Nueva Zelandia 
	$0,22

	Eslovenia
	$0,19

	República Checa 
	$0,14

	Italia 
	$0,08

	Francia 
	$0,06

	Polonia
	$0,05

	España 
	$0,04

	Corea del Sur
	$0,02


Financiamiento para acción contra las minas en 2005 como porcentaje del Ingreso Nacional Bruto 

	Eslovaquia 
	0,0168% 

	Noruega
	0,0133% 

	Islandia 
	0,0110% 

	Dinamarca 
	0,0044% 

	Luxemburgo 
	0,0043% 

	Países Bajos 
	0,0032% 

	Suecia 
	0,0032% 

	Finlandia 
	0,0030% 

	Suiza 
	0,0030% 

	Canadá 
	0,0019% 

	Australia 
	0,0014% 

	Irlanda 
	0,0013% 

	República Checa 
	0,0013% 

	Eslovenia
	0,0011% 

	Bélgica 
	0,0011% 

	Reino Unido 
	0,0009% 

	Nueva Zelandia 
	0,0008% 

	Japón 
	0,0008% 

	Alemania 
	0,0007% 

	Polonia
	0,0007% 

	Austria 
	0,0007% 

	Estados Unidos 
	0,0006% 

	Italia 
	0,0003% 

	Francia 
	0,0002% 

	España 
	0,0002% 

	Corea del Sur
	0,0001% 


ESTADOS UNIDOS — $708,3 millones

	2005
	$81,9 millones

	2004
	$96,5 millones

	2003
	$80,6 millones

	2002
	$73,8 millones

	2001
	$69,2 millones

	2000
	$82,4 millones

	1999
	$63,1 millones

	1998
	$44,9 millones 

	1997
	$30,8 millones

	1996
	$29,8 millones

	1995
	$29,2 millones

	1994
	$15,9 millones

	1993
	$10,2 millones


· Las cifras no incluyen financiamiento de ayuda a las víctimas; el financiamiento para programas de víctimas de guerra sumó en total $14,4 millones adicionales en el año fiscal 2005.

· I&D sumó en total $13,15 millones adicionales en el año fiscal 2005, $12,8 millones en el año fiscal 2004, y $146 millones para los años fiscales 1995-2005.

· Ver el informe nacional de Estados Unidos para más detalles sobre el financiamiento de acción contra las minas con respecto al país. 

COMISIÓN EUROPEA — $422,6 millones

	2005
	$51,5 millones (€41,3 millones)


	2004
	$66,4 millones (€53,4 millones)


	2003
	$64,5 millones (€57 millones)

	2002
	$38,7 millones (€40,7 millones)

	2001
	$23,5 millones (€26,1 millones)

	2000
	$14,3 millones (€15,9 millones)

	1999
	$15,5 millones (€17,3 millones)

	1998
	$21,4 millones (€23,8 millones)

	1992-1997
	$126,8 millones (€141,2 millones)


· Las cifras no incluyen financiamiento adicional para acción contra las minas realizada por separado por los estados miembros de la Unión Europea.

· El financiamiento de la Comisión Europea para I&D sumó en total €1.090.000 ($1.356.941) adicionales en 2005, €460.000 ($572.148) en 2004, y €51 millones en el período 1992-2005.

La Comisión Europea dispuso unos €41.337.001 ($51.460.332) a la acción contra las minas en 2005.  Esto fue una disminución significativa de los €53,4 millones ($66,4 millones) de 2004.  En 2005, la CE proporcionó financiamiento para acción contra las minas a 17 países, comparado con 21 países en 2004. El total de 2005 incluye el financiamiento multi-anual asignado, parte de los cuales se van a ejecutar en 2006. El total también incluye la asignación de €3 millones ($3,7 millones) para una licitación de destrucción de reservas en Belarús que hasta Junio 2006 no habían sido ejecutados.  Los países que recibieron financiamiento de la CE en 2005 pero no en 2004 fueron Albania, Azerbaiján, Belarus, Burundi, Chile, Ecuador y Perú. Los que recibieron financiamiento de la CE en 2004 pero no en 2005 fueron Bosnia y Herzegovina, Eritrea, Etiopía, Kirguistán, Mozambique, Somalia/Somalilandia y Tayikistán.  

NORUEGA — $255,6 millones 

	2005
	$36,5 millones (NOK235 millones)


	2004
	$34,3 millones (NOK231,2 millones)

	2003
	$28,6 millones (NOK202,4 millones)

	2002
	$25,4 millones (NOK202,9 millones)

	2001
	$20 millones (NOK176,9 millones)

	2000
	$19,5 millones (NOK178,6 millones)

	1999
	$21,5 millones (NOK185 millones)

	1998
	$24 millones 

	1997
	$16,7 millones (NOK125 millones)

	1996
	$13,5 millones (NOK101 millones)

	1995
	$11,6 millones (NOK87 millones)

	1994
	$4,0 millones  (NOK30 millones)


· Adicionalmente, I&D sumaron en toral NOK3.983.375 ($618.421) en 2005, y NOK2.250.000 ($333.833) en 2004; se desconocen los gastos previos de Noruega en I&D.

Noruega proporcionó NOK235.020.163 ($36.487.015) en 2005, el más alto aporte de fondos realizado a la fecha.  Noruega contribuyó con fondos para acción contra las minas para 18 países en 2005, comparado con 18 países en 2004. El apoyo a la ayuda a las víctimas sumó al menos NOK40.227.963 ($6.245.414) en 2005, ligeramente menos que en 2004.

JAPÓN — $217,3 millones

	2005
	$39,3 millones (¥4.323 millones)


	2004
	$42,8 millones (¥4.630 millones)

	2003
	$13 millones (¥1.590 millones)

	2002
	$49,7 millones (¥5.537 millones)

	2001
	$7,5 millones (¥802 millones)

	2000
	$12,7 millones (¥1.480 millones)

	1999
	$16 millones (¥1.904 millones)

	1998
	$6,3 millones (¥722 millones)

	Antes de 1998
	aprox. $30 millones


· I&D sumaron en total ¥811 millones ($7,4 millones) en 2005,
 ¥795 millones ($7,35 millones) en 2004, y ¥2.366 millones ($21 millones) de 1999 a 2005.

En 2005, Japón aportó ¥4.323 millones ($39,26 millones), menos que los ¥4.630 millones ($42,8 millones) de aportes en 2004.
  Casi la mitad de los fondos de Japón en 2005 para acción contra las minas, ¥2.100 millones ($19 millones) fue destinado a Sudán. En 2005, Japón ofreció financiamiento para ayuda a las víctimas de ¥112.825.790 ($1.024.664) o 2,6 por ciento del gasto total, un incremento con respecto a los ¥53,3 millones en 2004.

REINO UNIDO
 — $175,3 millones 

	2005-2006
	$21,4 millones (£11,8 millones) 

	2004-2005
	$20,4 millones (£11,1millones)


	2003-2004
	$20 millones (£12,3 millones)

	2002-2003
	$18,5 millones (£12,5 millones)

	2001-2002
	$15,4 millones (£10,7 millones)

	2000-2001
	$21,5 millones (£15 millones)

	1999-2000
	$20,4 millones  (£13,6 millones)

	1998-1999
	$6,5 millones (£4,6 millones)

	1997-1998
	$6,6 millones (£4,6 millones)

	1996
	$6,3 millones

	1995
	$6,9 millones

	1994
	$6,3 millones

	1993
	$5,1 millones


· Las cifras no incluyen financiamiento de ayuda a víctimas.

· Además, I&D sumaron en total £1.777.563 ($3.235.165) en 2005-2006, £1,2 millones ($2,2 millones) en 2004-2005, y £8,9 millones ($14,6 millones) de 1999-2000 a 2005-2006. 

El financiamiento del Reino Unido de £11.758.747 ($21.400.920) en el año fiscal 2005-2006 representó un incremento de un total -reajustado a una suma mayor para 2004-2005- de £11.137.178 ($20.414.447).  En 2005-2006, el DfID reportó financiamiento para acción contra las minas para 10 estados, Somalilandia y siete organizaciones totalizando £9.225.924 (16.791.182).  El Ministro de Defensa del Reino Unido proporcionó £2.379.823 ($4.331.278) al Centro de Entrenamiento Internacional de Acción contra las minas (IMATC) en Kenia, y el proyecto Handicap International Phoenix en Kosovo recibió £153.000 ($278.460) a través del Pool de Prevención Global de Conflictos.  El Reino Unido mantuvo el apoyo al financiamiento de UNMAS y UNICEF, pero no informó de financiamiento principal al PNUD en 2005-2006.

CANADÁ — $148,1 millones
 
	2005
	$20,5 millones (C$24,8 millones)


	2004
	$22,6 millones (C$29,5 millones)

	2003
	$22,5 millones (C$30,8 millones)

	2002
	$15,1 millones (C$22,3 millones)

	2001
	$15,5 millones (C$24 millones)

	2000
	$11,9 millones (C$17,7 millones)

	1999
	$15,2 millones  (C$23,5 millones)

	1998
	$9,5 millones

	1997
	$3,0 millones (C$4,6 millones)

	1996
	$4,0 millones (C$6 millones)

	1995
	$1,5 millones (C$2,2 millones)

	1994
	$2,9 millones (C$4,4 millones)

	1993
	$2,2 millones (C$3,4 millones)

	1989
	$1,7 millones (C$2,5 millones)


· Además, I&D sumaron en total C$3,4 millones ($2,8 millones) en 2005, C$3,1 millones ($2,4 millones) en 2004, y US$16,3 millones en el período 1998-2005.  

Canadá proporcionó C$24.799.163 ($20.469.800) en el año fiscal 2005-2006, una disminución de C$29,5 millones ($22,6 millones) con respecto al año anterior. Canadá ofreció fondos para 31 países y áreas (cinco menos que el año anterior), así como a organismos internacionales, agencias de las NNUU, ONGs, CICR y GICHD. Canadá incrementó el apoyo a al desminado de $3,5 millones a $6,4 millones, pero redujo el financiamiento para ayuda a las víctimas de $2 millones a $1,6 millones y para educación sobre los riesgos de minas de $1,1 millones a cerca de $562.000. 

ALEMANIA — $144 millones

	2005
	$21,1 millones (€17 millones)


	2004
	$18,7 millones (€15 millones)

	2003
	$22,1 millones (€19,5 millones)

	2002
	$19,4 millones (€20,4 millones)

	2001
	$12,3 millones (DM26,8 millones, €13,7 millones)

	2000
	$14,5 millones (DM27,6 millones)

	1999
	$11,4 millones (DM21,7 millones)

	1998
	$10,1 millones

	1997
	$4,9 millones

	1996
	$7,9 millones

	1995
	$0,8 millones

	1994
	$0,5 millones

	1993
	$0,3 millones


· I&D: no se identificó financiamiento para este rubro en 2005; 2004: €102.989 ($128.098); cifras no disponibles para 2000-2003; 1993-1999: $5,1 millones. 

El financiamiento de Alemania para acción contra las minas sumó en total €16.972.295 ($21.128.810) en 2005, un aumento de €15 millones ($18,7 millones) en 2004.  En 2005, Alemania suministró fondos a 20 países y regiones, dos más que en 2004.  Los que recibieron financiamiento en 2005 pero no en 2004 fueron Bosnia y Herzegovina, Colombia, República Democrática del Congo, Jordania, Somalia/Somalilandia y Uganda.  Los países que recibieron financiamiento en 2004 pero no en 2005 fueron Burundi y Egipto.  Alemania financió actividades de UNICEF en el Cáucaso en ambos años. La mayor parte del financiamiento alemán para la acción contra las minas se destinó al desminado. En Mayo 2006, Alemania declaró que no financiaría más actividades de investigación y desarrollo y de preferencia concentraría los fondos en desminado.

PAÍSES BAJOS — $133,9 millones

	2005
	$19,3 millones (€15,5 millones)


	2004
	$19,3 millones (€15,5 millones)

	2003
	$12,1 millones

	2002 
	$16 millones

	2001
	$13,9 millones (Dfl 32 millones, €15,5 millones)

	2000
	$14,2 millones (Dfl 35,4 millones)

	1999
	$8,9 millones  (Dfl 23 millones)

	1998
	$9,3 millones

	1997
	$10,2 millones

	1996
	$10,7 millones


Los Países Bajos contribuyeron con €15.521.772 ($19.323.054) a acción contra las minas en 2005, una cantidad comparable a €15.494.919 ($19,3 millones) en 2004.  En 2005, los Países Bajos proporcionaron fondos a 10 países así como a Abjazia, Kosovo, Nagorno-Karabakh y Somalilandia.  Las activities identificadas como desminado/educación sobre el riesgo de minas recibieron €11.812.619 o 76 por ciento del financiamiento total; construcción de capacidades €2.758.002 o 18 por ciento; promoción €277.203 o un 2 por ciento; y ayuda a víctimas recibió €542.893 o un 3 por ciento, y el restante €131.555 se destinó a actividades que incluyeron MRE. El presupuesto anual de acción contra las minas de €12,6 millones ($15,7 millones) para 2005 fue sobrepasado. Los Países Bajos esperan que su nivel de financiamiento se encuentre en el nivel de €12,6 millones para los próximos años.

SUECIA — $126,6 millones

	2005
	$11,7 millones (SEK87.6 millones)
 desmbolsados

	2004
	$11,4 millones (SEK83.5 millones) desembolsados

	2003
	$12,7 millones (SEK102.9 millones) desembolsados

	2002
	$7,3 millones (SEK71 millones) desembolsados

	2001
	$9,8 millones (SEK100.9 millones) desembolsados

	2000
	$11,8 millones (SEK107.9 millones) desembolsados

	1999
	$9,8 millones (SEK83.3 millones) desembolsados

	1998
	$16,6 millones (SEK129.5 millones) destinados

	1997
	$11,9 millones destinados

	1996
	$10,4 millones destinados

	1995
	$5,1 millones destinados

	1994
	$2,6 millones destinados

	1990-93
	$5,5 millones destinados


· Las cifras no incluyen financiamiento de ayuda a las víctimas.  

· En el pasado, Suecia financió diversos programas de I&D (aproximadamente $24 millones en 1994-1999 y $1,7 millones en 2003), pero se desconoce el valor total para 2005.

En 2005, los aportes de Suecia a la acción contra las minas sumaron un total de SEK87.554.890 ($11.719.300), un incremento con respecto a los SEK83,5 millones ($11,4 millones) en 2004.  Suecia proporcionó financiamiento para acción contra las minas a tres países en 2005 que no habían recibido financiamiento en 2004: Bosnia y Herzegovina, República Democrática del Congo y Filipinas. Suecia no financió acción contra las minas en Mozambique en 2005, y redujo el financiamiento para Camboya (de SEK12 millones a SEK3,8 millones) y Nicaragua (de SEK6,6 millones a SEK3,2 millones).  Suecia continuó el apoyo a UNMAS en 2005.

DINAMARCA — $109,8 millones

	2005
	$11,3 millones (DKK67,7 millones)
 

	2004
	$13,7 millones (DKK82,3 millones) 

	2003
	$11,9 millones (DKK78,6 millones)

	2002
	$10,6 millones (DKK83,5 millones)

	2001
	$14,4 millones (DKK119,4 millones)

	2000
	$13,4 millones (DKK106,7 millones)

	1999
	$7 millones (DKK49,9 millones)

	1998
	$6,2 millones (DKK44,3 millones)

	1997
	$5,4 millones (DKK38,6 millones)

	1996
	$8 millones (DKK57 millones)

	1995
	$2,3 millones

	1994
	$2,0 millones

	1993
	$1,7 millones

	1992
	$1,9 millones


· Las cifras de 1992-1995 no incluyen aportes bilaterales.

· Dinamarca informó que proporcionó fondos por DKK250.000 ($41.,699) al Foro Nórdico de Investigación para el Desminado para investigación y desarrollo en 2005.
  Ha financiado otros programas de I&D en el pasado, pero por un monto desconocido.

· Ver el informe nacional de Dinamarca para más detalles sobre financiamiento para acción contra las minas.

SUIZA — $79,9 millones 

	2005

	$12,1 millones
 (CHF15,1 millones)

	2004
	$10,9 millones (CHF14,8 millones)

	2003

	$8,8 millones

	2002 
	$8,3 millones

	2001
	$9,8 millones

	2000
	$7,4 millones

	1999
	$5,7 millones

	1998
	Sin infomación

	1997
	$4,0 millones

	1996
	$2,6 millones

	1995
	$4,1 millones

	1994
	$3,5 millones

	1993
	$2,7 millones


· Los totales desde 2000 incluyen aportes significativos para el Centro Internacional de Desminado Humanitario de Ginebra (GICHD), la mayoría de los cuales puede ser contabilizada como financiamiento de I&D, pero el Monitor de Minas Terrestres no ha identificado montos específicos de I&D. El financiamiento suizo para el GICHD totalizó $6,4 millones en 2005, $6,1 millones en 2004, $5.23 millones en 2003, $4,35 millones en 2002, $3,3 millones en 2001, y $2,3 millones en 2000, totalizando unos $27,7 millones en el período 2000-2005.


Suiza proporcionó CHF15.094.000 ($12.114.937) en 2005, un incremento con respecto a los CHF14,8 millones ($10,9 millones) en 2004.  El total para 2005 incluyó CHF8 millones ($6,4 millones) para el GICHD y CHF7.094.000 ($5,7 millones) para actividades de acción contra las minas; gastos excluyendo el GICHD sumaron en total CHF6,7 millones ($4,8 millones) en 2004.  En 2005, Suiza aportó fondos para acción contra las minas para 13 países, dos menos que en 2004.  Los países que recibieron financiamiento en 2005 y no lo recibieron en 2004 fueron Bosnia y Herzegovina, República Democrática del Congo, Iraq y Vietnam. Los que recibieron fondos en 2004 pero no en 2005 son Albania, Chad, Georgia, Somalia y Yemen.  El total de 2005 incluye un aproximado de CHF2 millones ($1.605.265) por aportes en especie de nueve trabajadores del Ministerio de Defensa para actividades de acción contra las minas en Afganistán, Albania, Bosnia y Herzegovina, Chad, Eritrea, Líbano y Sri Lanka, así como personal y equipo en Sudán.  Suiza informó que aportó fondos para ayuda a las víctimas por CHF1.125.000 ($902.962), incluidos CHF300.000 ($240.790) como “ayuda a las víctimas—apoyo a MBT.” 

AUSTRALIA — $75,1 millones

	2005-2006
	$8,9 millones (A$11,7 millones)


	2004-2005
	$5,7 millones (A$7,8 millones)


	2003-2004
	$5,5 millones (A$8,2 millones)

	2002-2003
	$7,8 millones (A$14,5 millones)

	2001-2002
	$6,6 millones (A$12,9 millones)

	2000-2001
	$7,3 millones (A$12,6 millones)

	1999-2000
	$7,9 millones (A$12,4 millones)

	1998-1999
	$6.8 millones (A$11,1 millones)

	1997-1998
	$7,3 millones (A$9,9 millones)

	1996-1997
	$5,8 millones (A$7,5 millones)

	1995-1996
	$5,5 millones (A$7,5 millones)


· Australia ha financiado diversos programas de I&D en el pasado, pero se desconoce el valor total. 

Australia contribuyó con A$11.666.422 ($8.897.980) para acción contra las minas en su año fiscal Julio 2005-Junio 2006, un incremento de un 50 por ciento de los A$7.756.101 ($5,7 millones) proporcionados en 2004-2005, y el mayor aporte en los últimos tres años.  Australia ha comprometido financiamiento para acción contra las minas por A$75 millones para el período 2005-2009, dando prioridad a países afectados por las minas en la región de Asia-Pacífico. En el año fiscal 2005-2006, los aportes de Australia se dirigieron a siete países, comparados con tres del año anterior, recibieron apoyo Afganistán, Birmania, Lao y Sudán además de Camboya, Sri Lanka y Vietnam. Las actividades de ayuda a als víctimas recibieron A$3.244.192 ($2.474.345) en 2005-2006, incluyendo aportes significativos para el CICR debido al Llamado Especial para Acción contra las minas 2006 y el Fondo Especial para el Discapacitado 2006.

ITALIA — $56,5 millones

	2005
	$4.5 millones (€3,6 millones)


	2004
	$3,2 millones (€2,5 millones)

	2003
	$5,8 millones (€5,1 millones)

	2002
	$8,7 millones (€9,9 millones)

	2001
	$5,1 millones (L11,2 millones de millones €5,6 millones)

	2000
	$1,6 millones  (L4,3 millones de millones, €1,7 millones)

	1999
	$5,1 millones (L13,9 millones de millones, €4,8 millones)

	1998
	$12 millones (L20 millones de millones)

	1995-97
	$10,5 millones (L18 millones de millones)


· Italia también financió diversos programas de I&D, pero se desconoce el valor total.

Italia aportó €3.583.600 ($4.461.224) para actividades de acción contra las minas en 2005, una cantidad mayor que €2.539.500 ($3.158.630) en 2004. Italia proporcionó fondos para menos países, seis en 2005 comparados con nueve en 2004.  Iraq y Mozambique recibieron financiamiento de Italia en 2005, pero no en 2004.  Los países que no recibieron aportes en 2005 pero sí en el año previo fueron Afganistán, Azerbaiján, Croacia, Eritrea y Tayikistán. Italia también continúa aportando a la acción contra las minas en el continente americano con financiamiento para la OEA en 2005.  El financiamiento para Sudán se incrementó a €1.522.500 ($1.895.360) en 2005 de €200.000 ($248.760) en 2004.

FINLANDIA — $52 millones 

	2005

	$5,9 millones  (€4,7millones)


	2004
	$6 millones (€4,8 millones)

	2003
	$6,3 millones (€5,6 millones)

	2002
	$4,5 millones (€4,8 millones)

	2001
	$4,5 millones (€5 millones)


	2000
	$4,8 millones 

	1999
	$5,7 millones 

	1998
	$6,6 millones

	1997
	$4,5 millones

	1996
	$1,3 millones

	1995
	$0,7 millones

	1991-94
	$1,3 millones


· Ver el informe nacional de Finlandia para más detalles sobre el financiamiento de Finlandia a la acción contra las minas.

EMIRATOS ARABES UNIDOS — $50 millones

Los Emiratos Árabes Unidos han informado que proporcionaron $50 millones a la acción contra las minas en Líbano en el período 2002-2004 bajo la Operación Solidaridad Emiratos.
  El corte de gastos año por año no está disponible.  Los EAU suministraron $3.332.751 para Líbano a través del Fideicomiso Voluntario de las NNUU en 2002-2005, incluidos $310.000 para actividades de seguimiento de la Operación Solidaridad Emiratos en 2005; se supone que esto es también parte de la asignación multi-anual de $50 millones.

BÉLGICA — $31,5 millones 

	2005
	$4 millones (€3.2 millones)


	2004
	$5.7 millones (€4.6 millones)

	2003
	$6.2 millones (€5.5 millones)

	2002
	$3.6 millones (€3.8 millones)

	2001
	$2.1 millones (€2.2 millones)

	2000
	$2.5 millones (BEF111 millones) 

	1999
	$2.3 millones (BEF93 millones)

	1994-1998
	$5.1 millones


· I&D sumaron un total de €456.314 ($568.065) en 2005, €1.090.215 ($1,36 millones) en 2004, y $9,8 millones en el período 1994-2005.  Además, financiamiento multi-anual para I&D por  €905.960 ($1.127.830) fue proporcionado por el Gobierno regional de Flandes en 2005 para el proyecto APOPO. 

Bélgica aportó €3.201.918 ($3.986.068) para actividades de acción contra las minas en 2005, incluidos aportes significativos en especie. Bélgica contribuyó con €4.547.878 ($5.656.651) en 2004.  En 2005, Bélgica proporcionó fondos para acción contra las minas y ayuda a 10 países y Kosovo, el doble de los países del año pasado. Los países que recibieron financiamiento y ayuda en 2005 pero no en 2004 son Angola, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Indonesia, Iraq y Liberia.  No se informó de los aportes al CICR en 2005, pero sumaron €2 millones ($2,5 millones) o 35 por ciento del total de fondos de 2004, lo cual significa más del 30 por ciento de la disminución del financiamiento total en 2005. 

FRANCIA — $28,6 millones

	2005
	$3,8 millones (€3,1 millones)


	2004
	$1,9 millones (€1,5 millones)

	2003
	$2,5 millones (€2,2 millones)

	2002
	$3,6 millones (€3,8 millones)

	2001 
	$2,7 millones (€3 millones)

	2000
	$1,2 millones

	1999
	$0,9 millones

	1995-98
	$12 millones


· No se informó el gasto en I&D en 2005.  En 2004, los aportes para I&D ascendieron a €1,4 millones ($2,2 millones).

Francia reportó fondos para acción contra las minas por €3.055.000 ($3.803.170) en 2005.
  Esto fue más del doble del total de 2004 de €1.523.845 (unos $1,9 millones).  Los fondos se destinaron a seis países en 2005 (comparados con 15 países en 2004): Albania, Angola, Bosnia y Herzegovina, Croacia, Mozambique y Yemen.  El financiamiento para ayuda a víctimas sumó €820.000 ($1.020.818) en 2005, o un 27 por ciento del financiamiento total.  Francia ha informado que contribuye con entre 17 y 25 por ciento del financiamiento de la CE para proyectos de acción contra las minas a través de varios canales.
  
IRLANDA — $16,3 millones

	2005
	$2,2 millones (€ 1,7 millones)


	2004
	$3 millones (€2,4 millones)

	2003
	$2,3 millones (€2 millones)

	2002
	$1,6 millones (€1,7 millones)

	2001
	$2 millones  (€2,2 millones)

	2000
	$1,1 millones 

	1999
	$1,5 millones 

	1994-1998
	$2,6 millones


Irlanda aportó €1.740.000 ($2.166.126) para acción contra las minas en 2005, compado con €2.427.000 ($3.018.703) en 2004.  En 2005, Irlanda proporcionó financiamiento a cuatro países: Afganistán, Angola, Eritrea y Somalia. Se suministró fondos para ayuda a víctimas por €200.000 ($248.980) a Angola en 2005; no se entregó financiamiento para ayuda a víctimas en 2004.

AUSTRIA — $16,2 millones

	2005
	$2,2 millones (€1,8 millones) 


	2004
	$3 millones (€2,4 millones)

	2003
	$0,9 millón (€0,8 millón)

	2002
	$2 millones (€2,1 millones)

	2001
	$0,9 millón (ATS13,7 millones)

	2000
	$2 millones (ATS30 millones)

	1999
	$1 millones (ATS15 millones)

	1994-1998
	$4,2 millones


Austria proporcionó €1.766.752 ($2.199.430) en 2005. Esto fue una reducción con respecto a los  €2,4 millones ($3 millones) en 2004, que significaron el más alto nivel de financiamiento austríaco para acción contra las minas.  Los aportes de Austria beneficiaron a siete países en 2005 como en 2004.  Los únicos países que recibieron financiamiento de Austria en 2005 y 2004 fueron Croacia y Mozambique. Los países que recibieron fondos en 2005 pero no en 2004 fueron Bosnia y Herzegovina, Nicaragua, Serbia y Montenegro y Sri Lanka.  Los aportes para ayuda a las víctimas incluyeron financiamiento al CICR y un programa regional para Africa del Este.  Austria ha informado que además del financiamiento bilateral para acción contra las minas, aporta aproximadamente 2,2 por ciento de todos los gastos de ayuda al desarrollo del a CE, lo cual incluye aportes a la acción contra las minas.

NUEVA ZELANDIA — $12,4 millones

	2005/06
	$0,9 millones (NZ$1,3 millones)


	2004/05
	$2,5 millones (NZ$3,7 millones)

	2003/04
	$1,1 millones (NZ$1,6 millones)

	2002/03
	$0,8 millones (NZ$1,4 millones)

	2001/02
	$0,7 millones (NZ$1,7 millones)

	2000/01
	$1,1 millones (NZ$2,3 millones)

	1999/00
	$0,8 millones (NZ$1,6 millones)

	1998/99
	$0,5 millones (NZ$0,9 millones)

	1992-1998
	$4 millones (NZ$6,9 millones)


· Nueva Zelandia ha financiado programas de I&D pero los totales anuales no están disponibles.

Nueva Zelandia informó que realizó aportes por un total de NZ$1.290.723 ($909.831) para actividades de acción contra las minas durante su año fiscal Julio 2005-Junio 2006, una disminución de NZ$3.736.922 ($2,48 millones) en 2004-2006, que fue para el país el más grande aporte hasta la fecha.  Además a los países financiados en 2004, se entregó financiamiento a Nepal y Sudán en 2005.

ESLOVAQUIA— 10,9 millones

	2005
	$7,2 (SKK218,5 millones)

	2004
	$3,5 (SKK101,9 millones)

	1996-2002
	$230.000


Eslovaquia informó que aportó SKK218,5 millones ($7,2 millones) como el valor por contribuciones en especie de las Fuerzas Armadas Eslovacas en operaciones de desminado en Afganistán e Iraq en 2005; en 2004, reportó SKK101,9 millones ($3,5 millones) en aportes para esos dos países.

Otros donantes para acción contra las minas:


España aportó €1.533.648 ($1.909.238) en 2005, incluyendo contribuciones en especie para el desminado en Afganistán, Iraq y Kosovo, y entrenamiento en su Centro Internacional de Entrenamiento en Desminado. El financiamiento también incluyó contribuciones de autonomías regionales españolas para la acción contra las minas en Colombia. España aportó €978.494 ($1,2 millones) en 2004.
  El financiamiento total estimado para acción contra las minas es de $10,1 millones.

Grecia no informó sobre financiamiento para acción contra las minas en 2005. Los fondos previos para acción contra las minas ascendieron a $9,6 millones entre 2001-2004. En Febrero 2006, Grecia aportó €1,9 millones ($2,4 millones) para acción contra las minas en Iraq al Fideicomiso UNDG de Iraq de International Reconstruction Fund Facility for Iraq (IRFFI) para operaciones de desminado; los fondos habían sido comprometidos en Julio 2005.
  
Luxemburgo aportó €1.081.931 ($1.346.896) para acción contra las minas en 2005.  el financiamiento benefició a seis países. En 2004 reportó $773.186 en financiamiento. No se informó acerca de I&D para 2005, pero ascendió a €2.500 ($3.110) en 2004.
  El financiamiento total para acción contra las minas es de $5,9 millones.

La República de Corea aportó $1.050.000 a la acción contra las minas en 2005, incluyendo $1 millón para Iraq. Contribuyó con $3,1 millones en 2004. El financiamiento total para acción contra las minas es de $5,2 millones.

Eslovenia reportó que aportó $384.498 en 2005, incluidos $374.153 a través del ITF y contribuciones al GICHD.  Eslovenia proporcionó $433.861 a través del ITF en 2004.
  El  financiamiento total para acción contra las minas es de $3,8 millones.

Islandia destinó $1.500.000 en 2005 para prótesis, especialistas, tratamiento y entrenamiento en el Centro de de Rehabilitación y Prótesis de Miembros de Dohuk, Iraq.
  El financiamiento total para acción contra las minas es de $2.8 millones en el período 1997-2005.

La República Checa aportó CZK32.886.000 ($1.370.794) para actividades de acción contra las minas en 2005, un incremento significativo de $189.234 en 2004.  El grueso de los fondos fue reportado como aportes en especies por desminado militar en Afganistán.  El financiamiento también fue proporcionado a otros cuatro países.  El financiamiento total es de $2,1 millones.

Polonia calculó su ayuda en especies en 2005 para acción contra las minas en un total de €1,6 millones ($1,99 millones).  Desminadores polacos (137 in total) se involucraron en misiones de mantenimiento de la paz y de estabilización en Afganistán, Bosnia y Herzegovina, Siria y Kosovo.
  
Programas de Investigación y Desarrollo reportados por los donantes

En 2005, nueve países informaron que gastaron unos $30 millones en I&D vinculados con la acción contra las minas, incluyendo $2,1 millones para el Centro Internacional de Desminado Humanitario de Ginebra. Los más grandes desembolsos correspondieron a Estados Unidos ($13,2 millones), Japón ($7,4 millones), Reino Unido ($3,2 millones) y Canadá ($2,8 millones).  Se cree que otros países han destinado fondos a I&D de acción contra las minas, pero no hay información disponible.

Bélgica destinó €456.314 ($568.065) a seis proyectos de I&D, incluyendo un multi-sensor detector del rastro de una mina, el Programa de Examen Internacional y Evaluación para Desminado Humanitario (ITEP), desarrollo de software de desminado, y ayuda en especie para evaluaciones de tecnología de desminado en Angola.

El gobierno regional belga de Flandes proporcionó fondos a APOPO por €905.960 ($1.127.830) para I&D y desarrollo de ratas como biosensores, para el período 2005-2007. El total del aporte de Flandes a APOPO en el período 2003-2007 fue de €1.296.432 ($1.613.928), incluidos €150.000 ($186.735) en 2004 no previamente informados por el Monitor de Minas Terrestres.
 
Canadá destinó C$3.153.849 ($2.603.260) al Centro Canadiense de tecnología de acción contra las minas (CCMAT) para proyectos no especificados de investigación y desarrollo.

Dinamarca reportó fondos por DKK250.000 ($41.699) para el Foro Nórdico de Investigación para el Desminado.

         La CE reportó €350.000 ($435.715) en financiamiento al Comité Europeo para la Estandarización (Normatividad) para actividades de estandarización de I&D en el campo de acción humanitaria contra las minas.
          
Japón informó que financió I&D por un total de ¥811.000.000 ($7.365.362), incluyendo ¥716.000.000 ($6.502.588) a través de la Agencia Japonesa de Ciencia y Tecnología pra programas de investigación en tecnología de sensores de explosivos, y ¥95.000.000 ($862.774) adicionales para la Organización de Desarrollo de Nueva Energía y Tecnología Industrial para investigación que incluyó la mejora de detectores y maquinaria para empleo en áreas llenas de arbustos, y máquinas portátiles desminadoras.

Noruega aportó NOK150.000 ($23.288) al Sistema Noruego de Investigación para Defensa (FFI) para actividades del Foro Nórdico de Investigación del Desminado, y NOK33.375 ($5.181) para UNI Consult AS para consultoría sobre Nodeco/Minecat 230.
    
El DfID del Reino Unido aportó fondos a I&D por £1.477.563 ($2.689.165) en el año fiscal 2005-2006. Se le suministró a DISARMCO £206.335 ($375.530) para su proyecto de incinerador de minas, Dragon, que ha sido totalmente financiado por el DfID.
 ERA fue financiado con £867.615 ($1.579.059) para desarrollar y probar Minehound, un detector de minas con sensor doble.
  Se otorgó £301.807 ($549.289) a ITEP/QinetiQ por conocimiento, investigación y asesoría, y BARIC recibió £101.806 ($185.287) por asesoría en desminado.

El Departamento de Defensa de los EEUU gastó $13,15 millones en proyectos de I&D de desminado humanitario en el año fiscal 2005, incluida la evaluación de prototipos de sistemas de desminado.  EEUU también participó en ITEP para mejorar las tecnologías existentes.

Los donantes también realizaron aportes al GICHD identificados como fondos  I&D.  Actividades de tipo I&D realizadas por el GICHD pueden incluir actividades de investigación sobre remoción mecánica y tecnologías de biosensor, y el desarrollo y distribución de software y productos de administración de información/datos sobre minas como el Sistema de Administración de Información para Acción contra las minas (IMSMA).

Los siguientes donantes reportaron financiamiento que asciende a $2.116.202 para I&D del GICHD en 2005:

· Canadá: C$230.440 ($190.211), consistente en C$11.342 ($9.362) como un aporte general a I&D y C$219.098 ($180.849) para el funcionario de tecnología del GICHD;
 
· Dinamarca: DKK300.000 ($50.039) como aporte general para financiar I&D;

· CE: €740.000 ($921.226) para I&D, información y coordinación;

· Noruega: NOK3.800.000 ($589.952) por I&D incluidos sistemas mecánicos de acción contra las minas;

· UK: £300.000 ($546.000) por apoyo central al GICHD para investigación y conocimiento.

Además, Suiza aportó CHF8 millones ($6,4 millones) al GICHD en 2005, y un total de unos $27,7 millones en el período 2000-2005.  El Monitor de Minas Terrestres ha incluido estos montos como parte del financiamiento general de Suiza para acción contra las minas, en vez de I&D, porque no ha sido posible distinguirlo coherentemente de los componentes de I&D.

Estados y Ayuda a las víctimas 

En muchos países es difícil obtener cifras precisas, integrales y comparables sobre recursos disponibles para ayuda a las víctimas. Algunos gobiernos no ofrecen financiamiento específico para ayuda a víctimas, sino que la consideran como una parte integrada de la acción humanitaria contra las minas. Aún entre esos gobiernos que proporcionan algunas asignaciones específicas para ayuda a las víctimas, con frecuencia diversas actividades de ayuda a las víctimas se reportan junto con otras actividades de acción contra las minas y no es posible separar todos los montos desembolsados.

A pesar de las complicaciones de identificar las asignaciones específicas de financiamiento, parece que en muchos países afectados por las minas la ayuda disponible para atender las necesidades de los sobrevivientes no es adecuada y se requiere ayuda externa adicional para dar atención y rehabilitación a los sobrevivientes de minas. 

En la Declaración de Zagreb de la Sexta Reunión de Estados Partes, los gobiernos afirmaron el compromiso de que aquellos en la posición de hacerlo debían responder a las prioridades de ayuda a las víctimas de los “24 Estados Partes con números significativos de sobrevivientes de minas.”  Los Estados Partes también declararon, “Reconocemos la urgencia de cumplir todas nuestras obligaciones de acuerdo a la Convención así como nuestras responsabilidades… con los sobrevivientes de minas terrrestres.”
  El fraseo puede ser interpretado para significar, incorrectamente, que las responsabilidades de los Estados Partes hacia los sobrevivientes de minas están en cierta forma separados de las obligaciones del tratado obligations, sin embargo, la expresión de perentoriedad en la declaración es pertinente.  

Se requiere apoyo sostenido a la ayuda a las víctimas de todos los Estados Partes, tanto de donantes como de los países afectados por las minas.  Los Estados Partes en la Primera Conferencia de Examen reiteraron sus obligaciones de acuerdo al Artículo 6.3 del Tratado de Prohibición de Minas, “cada Estado en posición de hacerlo debe ofrecer ayuda para la atención y rehabilitación, y la reintegración social y económica de las víctimas de minas,” afirmando que esto “constituye una promesa vital para cientos de miles” de sobrevivientes de minas.  En el Plan de Acción de Nairobi, los Estados Partes reafirmaron su compromiso colectivo de proporcionar apoyo externo para la ayuda a las víctimas. La Medida #36 exhorta a los Estados Partes a “actuar de acuerdo a su obligación según el Artículo 6.3.”
 Aunque el apoyo a la ayuda a las víctimas ha estado en aumento, se requiere una acción más importante por parte de los Estados Partes para que cumplan estos compromisos. 

Financiamiento de los donantes para ayuda a las víctimas 2005

	 

	2005
	2004
	Total desde 1999

	Australia
	$2.474.346 
	$1.943.452
	$7.771.029 

	Austria
	$310.525 
	$280.628 
	$1.865.172 

	Bélgica
	$1.349.243 
	$2.099.552 
	$6.842.645 

	Canadá
	$1.927.938 
	$1.804.429 
	$15.471.278 

	República Checa
	$0 
	$15.944 
	$182.154 

	Dinamarca
	$0 
	$0 
	$604.414 

	Finlandia
	$659.797 
	$624.664 
	$3.889.925 

	Francia
	$1.020.818 
	$318.042 
	$2.471.667 

	Alemania
	$16.669 
	$1.075.887 
	$11.123.752 

	Hungría
	$0 
	$0 
	$33.910 

	Islandia
	$1.500.000
	$0
	$1.500.000

	Irlanda
	$248.980 
	$0 
	$2.699.936 

	Italia
	$0 
	$0 
	$5.946.804 

	Japón
	$1.024.665 
	$186.616 
	$7.342.748 

	Luxemburgo
	$62.245 
	$6.219 
	$2.876.487 

	Países Bajos
	$675.847 
	$435.330 
	$5.971.220 

	Nueva Zelandia
	$240.109 
	$174.530 
	$927.225 

	Noruega
	$6.138.818 
	$4.737.173 
	$35.115.236 

	Polonia
	$0 
	$0 
	$25.364 

	Portugal
	$0 
	$0 
	$285.946 

	Eslovaquia
	$0 
	$0 
	$35.477 

	Eslovenia
	$66.856
	$49.698 
	$751.414 

	Sudáfrica
	$0 
	$95.200 
	$247.987 

	España
	$267.653 
	$0 
	$591.316 

	Suecia
	$0 
	$0 
	$226.677 

	Suiza
	$662.173 
	$112.000 
	$2.309.083 

	Estados Unidos 
	$18.530.130
	$15.577.227 
	$91.308.892 

	Total
	$37.176.812
	$29.536.591
	$208.417.758


Además de los recursos proporcionados por los estados, la Comisión Europea informó acerca del financiamiento para la ayuda a las víctimas en 2005. Se desconoce el total de financiamiento atribuible específicamente a ayuda a las víctimas, pero la CE informó haber aportado €799.684 ($995.527) a Handicap International para ayuda a las víctimas en Angola. La CE también aporta fondos a programas que incluyen componentes de ayuda a las víctimas.

El financiamiento identificable de ayuda a las víctimas en 2005 fue de unos $37,2 millones, un incremento significativo de un 29 por ciento con respecto a los $28,8 millones en 2004.  Los estados donantes informaron financiamiento para ayuda a las víctimas para al menos 22 países, una reducción con respecto a 33 países en 2004.

Varios estados contribuyeron con financiamiento y no lo habían hecho en 2004.  Muchos estados aumentaron la cantidad de fondos reportados para ayuda a las víctimas en más de 25 por ciento, ellos son Australia, Francia, Japón, Luxemburgo, Países Bajos, Nueva Zelandia, Noruega y Suiza.

El mayor incremento en términos de dólares fue realizado por Estados Unidos (un aumento de $2,95 millones desde 2004).  Debe destacarse que aunque el aporte de EEUU parece ser el más grande, ello incluye el aporte del Fondo Leahy de Víctimas de Guerra (unos $14,4 millones, un aumento de  $2,47 millones con respecto a los fondos de 2004), que apoya programas para todas las víctimas de guerra; el porcentaje de financiamiento que va a apoyo de programas que ayudan a víctimas no está disponible.  Otros con grandes incrementos en dólares son Australia, Francia, Japón, Noruega y Suiza. 

Vale la pena destacar que las sumas mayores identificadas para ayuda a las víctimas están influidas por los métodos mejorados de monitoreo de ayuda financiera y pueden no representar significativamente niveles mayores de financiamiento en términos reales. Por ejemplo, en 2005 Islandia destinó $1.500,000 como ayuda en especies al Centro de Rehabilitación y Prótesis de Miembros en el norte de Iraq, un centro de rehabilitación especializado que trata sobrevivientes de minas terrestres.  Aunque la cantidad fue identificada como un aporte para ayudar a sobrevivientes de minas en la información del Informe Monitor de Minas Terrestres 2006, no fue clasificado como fondo de ayuda a los sobrevivientes. Más aún, debido a la mayor sensibilización de los Estados Partes hacia la ayuda a víctimas (destacado mediante el proceso VA 24), algunos de los incrementos reportados se asumen como resultado de una información más clara sobre el financiamiento existente de ayuda a las víctimas. Al parecer se han realizado algunos aportes similares  anteriormente, pero no destinados al gasto en ayuda a las víctimas.  

Pese a los incrementos reportados, los niveles actuales de recursos disponibles para ayuda a las víctimas siguen siendo inadecuados para las demandas de los sobrevivientes de minas terrestres.  Se identificó recortes de financiamiento durante el período reportado que dificultaron los programas de ayuda a los sobrevivientes en varios países, incluso algunos de los 24 Estados Partes con números significativos de sobrevivientes de minas. Los países con actividades de ayuda a sobrevivientes que afrontaron escasez de financiamiento fueron Camboya, Croacia, Sudán, Tayikistán y Yemen.

El nivel total de fondos destinados a la ayuda para sobrevivientes no ha podido responder a las necesidades de los proyectos existentes disponibles para el creciente número de sobrevivientes de minas que requieren ayuda. Por ejemplo, cuando se evalúa proporcionalmente como un pilar colectivo de la acción contra las minas de las NNUU, sólo 27 por ciento de la suma total de todos los proyectos de ayuda a las víctimas se logró a través del Portafolio de proyectos de NNUU sobre acción contra las minas en 2005 ($4,7 millones recibidos de los $17,5 millones requeridos). En comparación, los proyectos de desminado recibieron el 75 por ciento del total de pedidos colectivos en 2005 ($115 millones recibidos de los $153 millones solicitados). En 2005, los programas de ayuda a las víctimas recibieron sólo 2 por ciento del total de fondos recibidos a través de las convocatorias del Portafolio ($4,7 millones de un total de $241 millones). La Revisión de fin de año del Portafolio de las NNUU informa que estos porcentajes son coherentes con tendencias anteriores.

La continua falta de compromisos sustantivos de financiamiento de largo plazo para la ayuda a las víctimas es un asunto de gran preocupación. Las fluctuaciones en el gasto para programas de ayuda a las víctimas han obstaculizado el trabajo de organizaciones que lo aplican, y producido niveles reducidos de servicio para sobrevivientes de minas en algunos casos.  La información del Monitor de Minas Terrestres ha mostrado que los programas de ayuda a las víctimas son altamente vulnerables a los cambios en la asignación de financiamiento. Los servicios existentes han concluido y en algunos casos los programas enteros han sido forzados a cerrar, dejando repentinamente a los sobrevivientes de minas sin servicios cuando los fondos de corto plazo se acaban.  Se necesita un incremento de financiamiento de largo plazo para permitir a las organizaciones y a los programas de ayuda a los sobrevivientes construir capacidad y garantizar fuentes alternativas de financiamiento. Más aún, con fondos de largo plazo las organizaciones pueden continuar siendo objeto de rendición de cuentas, lo cual es beneficioso tanto para los beneficiarios del programa como para los donantes.

Como en el pasado, algunos estados (incluidos Dinamarca, Suecia y el Reino Unido) no proporcionaron ningún financiamiento específico para ayuda a las víctimas.  Suecia y el Reino Unido consideran que la cooperación bilateral y otros aportes llegan a los sobrevivientes de minas terrestres.  En 2006, Alemania declaró que financiará la ayuda a las víctimas sólo en casos excepcionales, y se concentrará en el financiamiento del desminado.

La experience ha mostrado que a menos que el financiamiento sea específicamente orientado a instalaciones y programas para ayudar a personas con discapacidades, incluidos los sobrevivientes de minas, es probable que los recursos se dirijan a otras áreas de salud pública o temas de desarrollo, leaving the disabled population further disadvantaged.  With respect to integration of ayuda a las víctimasinto broader development programming, the ICBL favors a twin-track approach that allocates financiamiento to specific ayuda a las víctimasprograms, as well as incorporating ayuda a las víctimasactivities into existing and emerging development programs and the health sector.  

Some Estados Partes have acknowledged the need for sustained commitments specific to assisting mine survivors and people with disabilities.  Having committed to strengthening its support for ayuda a los sobrevivientes over the next five years, Australia recognized that “ayuda a los sobrevivientes has been one of the lesser funded areas in this convention and that a long term commitment to assisting landmine survivors is needed by both países afectados por las minas and donantes.”

Equally, if not more important, than international donor financiamiento are the contributions made by mine-affected states to victim assistance.  However, information on their contributions is rarely available.  The Yemeni government was reported to have contributed $108,000 to the Yemen Landmine Ayuda a las víctimas Program.  In Croacia, the state was reported to have allocated KN155,000 ($26,059) for ayuda a las víctimasin 2005.  Landmine Monitor has recorded ayuda a las víctimascontributions by Croacia totaling $76,356 since 2001. 

El financiamiento por parte de los estados afectados por las minas a áreas del sistema de salud pública que ayudan a sobrevivientes de minas terrestres es reportado también rara vez.  A pesar de ello, las instalaciones del estado que atienden las demandas de las víctimas de minas son una parte esencial de la ayuda que existe para los sobrevivientes. Los Estados Partes que proporcionan recursos para ayudar a los sobrevivientes de minas mediante el sistema de salud o que han promulgado normas que comprometen financiamiento para ayuda a los sobrevivientes a través de los servicios estatales, deben informar sobre tales aportes. Por ejemplo, Tayikistán tiene normas que dan derecho a los sobrevivientes de minas y otras personas con discapacidades a ayuda, incluida la atención médica y la rehabilitación física; en su más reciente informe del Artículo 7, Tayikistán registró una asignación de $235.000 en 2005 para una clínica ortopédica que da tratamiento a personas con discapacidades, 10-12 por ciento de los cuales eran sobrevivientes de minas terrestres. Los Estados Partes afectados por las minas deben ser alentados a informar con el mayor detalle y claridad posible sobre cómo a través del sistema estatal se asignan fondos para ayudar a sobrevivientes de minas. Tal información no sólo indicaría el compromiso de  los Estados Partes para cumplir el Artículo 6.3 del Tratado de Prohibición de Minas, también apoyaría los procesos de recolección de datos necesarios para proporcionar una ayuda apropiada..

Los $37,2 millones en aportes de países donantes para ayuda a las víctimas en 2005 no son totalmente representativos de los recursos totales disponibles para ofrecer ayuda a los sobrevivientes de minas. Además de los aportes de los estados afectados por las minas señalados arriba, otras fuentes incluyen numerosos donantes privados y fundaciones de caridad. Algunos ejemplos en 2005 fueron: el Fondo Memorial Diana, Princesa de Gales (una organización de caridad con sede en el Reino Unido) aportó $1,7 millones; Adopta un campo minado recaudó unos $1,3 millones; la Red de Sobrevivientes de minas antipersonal recibió $3,2 millones (40 por ciento de su ingreso anual) en aportes de fondos privados y donaciones individuales (incluido el financiamiento de la Fundación Memorial Diana, Princesa de Gales).
  Otros ejemplos de financiamiento proporcionado por varios medios, incluidos donaciones individuales, aportes en especie y herencias, se encuentran en varios informes nacionales. 

En la información proporcionada por los estados se encuentran los aportes al Llamado Especial del CICR para Acción contra las minas y el Fondo Especial del CICr para el Discapacitado.
  En 2005, el Llamado Especial del CICR para acción contra las minas recibió aportes para sus programas de rehabilitación física por un total de CHF17.800.000 ($14.286.861), comparados con CHF15,8 millones ($12,7 millones) en 2004.  El total de 2005 incluyó CHF5.224.000 ($4.192.953) de cuatro  países (Bélgica, Canadá, Finlandia y Noruega); CHF405.000 ($325.066) de sociedades nacionales (Australia, Noruega y Emiratos Arabes Unidos); CHF955.000 ($766.514) de organizaciones incluyendo los Rotarios, Soroptimista Internacional y otros; y CHF11.216.000 ($9.002.328) de aportes a los llamados anuales de emergencia.

El Fondo Especial del CICR para el Discapacitado desembolsó CHF4.308.000 ($3.457.741) en programas de rehabilitación física para personas con discapacidades, incluidos sobrevivientes de minas antipersonal en 2005, un aumento con respecto a los CHF4.074.085 ($3.278.150) reportados para 2004.  En 2005, cinco países (Canadá, Liechtenstein, Noruega, Suiza y Estados Unidos vía el Fondo Leahy para Víctimas de Guerra) contribuyeron con CHF3.037.000 ($2.437.595); siete sociedades nacionales (Alemania, Irlanda, Japón, Monaco, Noruega, Suiza y Turquía) aportaron CHF745.000 ($597.961); y donantes privados proporcionaron CHF255.000 ($204.671).

Los estados también reportaron aportes para ayuda a las víctimas a través del Fondo de Fideicomiso Internacional (ITF) para el Desminado y la Ayuda a las Víctimas, con sede en Eslovenia. En 2005, el ITF desembolsó $1.169.529 en ayuda a las víctimas, o 4,2 por ciento de su gasto total.
  Esto representa un aumento de $717.358 en 2004 (2,9 por ciento del total de gastos), pero es significativamente menos que los $2.684.100 (10,8 por ciento) gastados en 2003.  Los desembolsos por ayuda a las víctimas siguen estando muy por debajo del objetivo del ITF de 15 por ciento.  En 2005, Noruega, Eslovenia y Estados Unidos aportaron a la ayuda a las víctimas a través del ITF, compado con cuatro países en 2004 y siete países en 2003.

Principales receptores de la acción contra las minas 

Es aún más difícil encontrar información confiable sobre los principales receptores de la acción contra las minas que con respecto a los donantes de acción contra las minas. De acuerdo a la información disponible, los más grandes receptores de fondos para acción contra las minas a lo largo del tiempo han sido Afganistán ($515 millones desde 1991), Camboya ($256 millones desde 1994), Iraq ($253 millones desde 1993), Mozambique ($214 millones desde 1993), Angola ($177 millones desde 1993), Bosnia y Herzegovina ($163 millones desde 1995), Kosovo ($93 millones desde 1999), Líbano (estimado en más de $86 millones desde 2000), Sudán ($80 millones desde 2001), y Lao ($69 millones desde 1994).  Sudán fue agregado a la lista de grandes receptores por primera vez en esta edición del Monitor de Minas Terrestres. Los fondos para Sudán se incrementaron en más del triple en 2005 comparados con 2004. 

Los principales receptores de fondos para acción contra las minas en 2005 fueron Afganistán ($66,8 millones), Sudán ($48,4 millones), Angola ($35,8), Iraq ($27,8), Camboya ($23,9 millones) y Sri Lanka ($19,1 millones). 

Sólo el financiamiento para acción contra las minas de Sudán se incrementó ampliamente en 2005 ($33,4 millones más).  Otros notorios incrementos en 2005 se registraron en Guinea-Bissau ($2,5 millones), Albania ($2,3 millones), Uganda ($1,5 millones), Abjazia ($1,3 millones), Líbano ($1,3 millones) y Burundi ($1 millón).

En Iraq ocurrieron drásticas reducciones en financiamiento para acción contra las minas ($30,9 millones menos, o 53 por ciento), Afganistán ($25 millones, o 27 por ciento) y Camboya ($17,7 millones, o 43 por ciento).  Otros países con disminución significativa en 2005 fueron Sri Lanka ($4,6 millones), Bosnia y Herzegovina ($2,7 millones), Mozambique ($2 millones), Jordania ($1,7 millones), Tayikistán ($1,6 millones) y Colombia ($1,2 millones). 
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Resumen de los resultados de receptores de financiamiento de acción contra las minas

Abjazia—Las operaciones de HALO en Abjazia recibieron unos $3,25 millones en 2005. En 2004, HALO recibió menos, unos $2 millones.

Afganistán— Los informes de los donantes indican que 16 países y la Comisión Europea aportaron $66,8 millones para acción contra las minas en Afganistán en 2005. Esto representa una disminución de un 27 por ciento con respecto a los $91,8 millones proporcionados por 16 países y la CE en 2004.

Albania—Los donantes reportaron aportes por un total de $5,32 millones en 2005.  En 2004, los aportes reportados ascendieron a $3 millones.

Angola— En 2005, 17 países y la CE informaron que aportaron $35,8 millones a acción contra las minas en Angola, una significativa reducción de los $28 millones aportados en 2004.

Azerbaiján—A partir de los informes de donanes, el Monitor de Minas Terrestres estima que  Azerbaiján recibió donaciones internacionales por un total de $4,1 millones para acción contra las minas en 2005, comparados con $3,21 millones en 2004. 

Bosnia y Herzegovina—Quince países informaron que aportaron $15 millones para acción contra las minas en BiH en 2005, mucho menos que los $17,7 millones en 2004.
  El Monitor de Minas Terrestres estima que BiH recibió unos $26,8 millones para acción contra las minas en 2005 de fuentes nacionales e internacionales. 

Burundi—El Monitor de Minas Terrestres estimó que un total de $2,12 millones fue aportado por tres países y la CE para acción contra las minas en Burundi en 2005, un gran incremento con respecto a 2004 ($1,1 millón).

Camboya—Catorce países informaron que aportaron $23,9 millones en 2005. Esto es una disminución significativa de fondos de donantes con respecto a 2004 ($41,7 millones por 13 países y la CE). La reducción básicamente refleja la caída anual del aporte de Japón de $18,7 millones en 2004 a $4,5 millones en 2005; el aporte de 2004 había sido un incremento de seis veces el de 2003.

Chad—El único paíse que informó haber financiado acción contra las minas en Chad en 2005 fue Estados Unidos, que aportó $1,17 millones. En 2004, cuatro países donantes aportaron un total de $1,9 millones.

Chechenia—En 2005, tres países informaron que proporcionaron $982.124 para acción contra las minas en Chechenia y regiones cercanas, un incremento de 2004 ($804.066 de tres países y la CE).

Colombia—Siete países y la CE informaron que aportaron $2,33 millones a acción contra las minas en Colombia en 2005. Hubo una disminución de un 34 por ciento con respecto a los $3,53 millones para 2004.

Croacia—Ocho países y la CE informaron que aportaron $9,08 millones, una reducción de los $9,82 millones en 2004. 

Chipre—La CE proporcionó €1,5 millones ($1,87 millones) para desminado en la zona de distensión en 2005, como parte de €4 millones ($5 millones) en financiamiento para acción contra las minas desde 2004.  

República Democrática de Congo—Ocho países y la CE informaron que aportaron $4,86 millones a acción contra las minas en la RDC en 2005.  Cinco países y la CE donaron $4,46 millones en 2004.  

Eritrea—En 2005, seis países donantes informaron que aportaron $4,85 millones a acción contra las minas en Eritrea. Ocho países y la CE informaron que contribuyeron con $4,95 millones en 2004.  El financiamiento para acción contra las minas a Eritrea ha estado cayendo desde 2002.

Etiopía—Seis países proporcionaron financiamiento para acción contra las minas sumando $2,6 millones para Etiopía en 2005.  En 2004, el financiamiento ascendió a aproximadamente $2,3 millones.

Guinea-Bissau—Dos países informaron que aportaron$349.187 para acción contra las minas en Guinea-Bissau en 2005.  En 2004, recibieron $998.771 de tres donantes.

Iraq—Catorce donantes informaron que aportaron en total $27,8 millones para acción contra las minas en Iraq en 2005, una disminución de más de la mitad con respecto a los $58,7 millones de 13 donantes en 2004.  El financiamiento de EEUU individualmente disminuyó $24 millones.

Jordania—Tres países informaron que aportaron $468.906 para acción contra las minas en Jordania en 2005, una aguda caída con respecto a 2004 cuando donantes internacionales suministraron unos $2,2 millones.

Kosovo—El Monitor de Minas Terrestres identificó seis donantes que aportaron un total de al menos $1,89 millones para acción contra las minas en Kosovo en 2005, un incremento de aproximadamente $158 millones por tres países en 2004.

Lao—Diez países donantes informaron que aportaron en total $7,2 millones a acción contra las minas en Lao en 2005, una disminución con respecto a $8,13 millones en 2004. 

Mozambique—Doce países donantes informaron que aportaron un total de $10 millones a acción contra las minas en Mozambique en 2005, una reducción de unos $12 millones donados por 14 países y la CE en 2004.    

Nagorno-Karabakh—Los Países Bajos informaron aportes por €667.638 ($831.143) para  HALO por desminado y MRE en Nagorno-Karabakh.  El presupuesto de HALO para 2005 era de aproximadamente $1,33 millones.

Nicaragua—El Monitor de Minas Terrestres identificó al menos $3,5 millones donados por seis países en 2005 para acción contra las minas en Nicaragua.  En 2004, cinco países donantes reportaron unos $4 millones. Es difícil identificar claramente el financiamiento para acción contra las minas para Nicaragua con referencia anual, porque muchos donantes entregan los fondos al programa centroamericano de la Organización de Estados Americanos y no a Nicaragua específicamente, y algunos ofrecen financiamiento multi-anual.

Serbia y Montenegro—En 2005, dos donantes internationales aportaron aproximadamente $1,7 millones a acción contra las minas en Serbia y Montenegro (excluyendo fondos para destrucción de reservas), el mismo monto que en 2004.

Somalilandia—Seis países donantes informaron aportes por $3,73 millones en fondos para acción contra las minas para actividades en Somalilandia (distintas de Somalia) en 2005, comparados con $4,11 millones en 2004.  

Sri Lanka—En 2005, 10 países y la CE informaron $19,05 millones en fondos para acción contra las minas en Sri Lanka, una reducción de $23,6 millones aportados en 2004 por 12 países y la CE. 

Sudán—El Monitor de Minas Terrestres identificó aportes en 2005 ascendientes a$48,4 millones para acción contra las minas en Sudán, de 14 gobiernos y la CE. Esto fue un incremento de $33,4 millones, más de tres veces los $14,97 millones aportados por doce gobiernos y la CE en 2004.  de forma destacada, Japón aportó más de $19 millones, comparados con $1,2 millones en 2004.  Desde 2001, el financiamiento para acción contra las minas a Sudán se ha elevado con fuerza cada año: $2,2 millones en 2001; $5,1 millones en 2002; $9,5 millones en 2003; $15 millones en 2004; y $48,4 millones en 2005.  

Tayikistán—El Monitor de Minas Terrestres identificó $924.168 en financiamiento para acción contra las minas por parte de tres donantes en 2005, una reducción significativa de los $2,5 millones aportados por seis países donantes y la CE en 2004. 

Uganda—En 2005, cinco donantes informaron haber aportado $1,76 millones para acción contra las minas en Uganda, un gran incremento comparado con $228.539 reportado por dos donantes en 2004.  

Vietnam—En 2005, seis países informaron haber aportado $5,74 millones para acción contra las minas en Vietnam, un aumento con respecto a los $4,92 millones aportados por cuatro países en 2004.

Yemen—Seis gobiernos informaron haber aportado aproximadamente $2,46 millones a acción contra las minas en Yemen en 2005, una reducción con respecto a $2.64 millones en 2004.

Situación de la convención

Convención de 1997 para la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Tratado de Prohibición de Minas 1997)

Conforme el Artículo 15, el tratado fue abierto para recibir firmas desde el 3 de diciembre de 1997 hasta su entrada en vigor, el 1 de Marzo de 1999.  En la siguiente lista, la primera fecha corresponde a la firma, la segunda fecha es la ratificación. Ahora que el tratado ha entrado en vigor, los estados ya no pueden firmar, en vez de ello, quedan vinculados al tratado sin firma mediante un proceso de un solo paso conocido como adhesión. De acuerdo al Artículo 16 (2), el tratado está abierto para la adhesión a cualquier Estado que no ha firmado. La adhesión es indicada abajo con una (a).

Hasta 1 Julio 2006, 154 firmantes/adhesiones y 151 ratificacione/adhesiones (a).

Estados Partes

Afganistán 11 Sep 02 (a) 

Albania 8 Sep 98; 29 Feb 00 

Argelia 3 Dic 97; 9 Oct 01 

Andorra 3 Dic 97; 29 Jun 98 

Angola 4 Dic 97; 5 Jul 02 

Antigua y Barbuda 3 Dic 97; 3 Mayo 99 

Argentina 4 Dic 97; 14 Sep 99 

Australia 3 Dic 97; 14 Jan 99 

Austria 3 Dic 97; 29 Jun 98 

Bahamas 3 Dic 97; 31 Jul 98 

Bangladesh 7 Mayo 98; 6 Sep 00 

Barbados 3 Dic 97; 26 Jan 99 

Belarus 3 Sep 03 (a) 

Bélgica 3 Dic 97; 4 Sep 98 

Belize 27 Feb 98; 23 Abr 98 

Benin 3 Dic 97; 25 Sep 98 

Bután 18 Ago 05 (a) 

Bolivia 3 Dic 97; 9 Jun 98 

Bosnia y Herzegovina 3 Dic 97; 8 Sep 98 

Botswana 3 Dic 97; 1 Mar 00 

Brasil 3 Dec 97; 30 Apr 99 

Brunei Darussalem 4 Dic 97; 24 Abr 06 

Bulgaria 3 Dic 97; 4 Sep 98 

Burkina Faso 3 Dic 97; 16 Sep 98 

Burundi 3 Dic 97; 22 Oct 03 

Camboya 3 Dic 97; 28 Jul 99 

Camerún 3 Dic 97; 19 Sep 02 

Canadá 3 Dic 97; 3 Dic 97 

Cabo Verde 4 Dic 97; 14 May 01 

República Centroafricana 8 Nov 02 (a) 

Chad 6 Jul 98; 6 Mayo 99 

Chile 3 Dic 97; 10 Sep 01 

Colombia 3 Dic 97; 6 Sep 00 

Comoros 19 Sep 02 (a) 

Congo (Brazzaville) 4 Mayo 01 (a) 

Congo, República Democrática del 2 Mayo 02 (a)

Islas Cook 3 Dic 97; 17 Mar 06 

Costa Rica 3 Dic 97; 17 Mar 99 

Costa de Marfil 3 Dic 97; 30 Jun 00 

Croacia 4 Dic 97; 20 Mayo 98 

Chipre 4 Dic 97; 17 Ene 03 

República Checa 3 Diec 97; 26 Oct 99 

Dinamarca 4 Dic 97; 8 Jun 98 

Djibouti 3 Dic 97; 18 May 98 

Dominica 3 Dic 97; 26 Mar 99 

República Dominicana 3 Dic 97; 30 Jun 00 

Ecuador 4 Dic 97; 29 Apr 99 

El Salvador 4 Dec 97; 27 Ene 99 

Guinea Ecuatorial 16 Sep 98 (a) 

Eritrea 27 Ago 01 (a) 

Estonia 12 Mayo 04 (a) 

Etiopía 3 Dic 97; 17 Dic 04

Fiji 3 Dic 97; 10 Jun 98 

Francia 3 Dic 97; 23 Jul 98 

Gabon 3 Dic 97; 8 Sep 00 

Gambia 4 Dic 97; 23 Sep 02 

Alemania 3 Dic 97; 23 Jul 98 

Ghana 4 Dic 97; 30 Jun 00 

Grecia 3 Dic 97; 25 Sep 03 

Granada 3 Dic 97; 19 Ago 98 

Guatemala 3 Dic 97; 26 Mar 99 

Guinea 4 Dic 97; 8 Oct 98 

Guinea-Bissau 3 Dic 97; 22 Mayo 01 

Guyana 4 Dic 97; 5 Ago 03 

Haití 3 Dic 97; 15 Feb 06 

Estado de la Ciudad del Vaticano 4 Dic 97; 17 Feb 98 

Honduras 3 Dic 97; 24 Sep 98 

Hungría 3 Dic 97; 6 Abr 98 

Islandia 4 Dic 97; 5 Mayo 99 

Irlanda 3 Dic 97; 3 Dic 97 

Italia 3 Dic 97; 23 Abr 99 

Jamaica 3 Dic 97; 17 Jul 98 

Japón 3 Dic 97; 30 Sep 98 

Jordania 11 Ago 98; 13 Nov 98 

Kenia 5 Dic 97; 23 Ene 01 

Kiribati 7 Sep 00 (a) 

Latvia 1 Jul 05 (a)

Lesotho 4 Dic 97; 2 Dic 98 

Liberia 23 Dic 99 (a) 

Liechtenstein 3 Dic 97; 5 Oct 99 

Lituania 26 Feb 99; 12 Mayo 03 

Luxemburgo 4 Dic 97; 14 Jun 99 

Macedonia, ex República yugoslava de Sep 98 (a) 

Madagascar 4 Dic 97; 16 Sep 99 

Malawi 4 Dic 97; 13 Ago 98 

Malasia 3 Dic 97; 22 Abr 99 

Maldivas 1 Oct 98; 7 Sep 00 

Mali 3 Dic 97; 2 Jun 98 

Malta 4 Dic 97; 7 Mayo 01 

Mauritania 3 Dic 97; 21 Jul 00 

Mauritius 3 Dic 97; 3 Dic 97 

México 3 Dic 97; 9 Jun 98 

Moldavia 3 Dic 97; 8 Sep 00 

Monaco 4 Dic 97; 17 Nov 98 

Mozambique 3 Dic 97; 25 Ago 98 

Namibia 3 Dic 97; 21 Sep 98 

Nauru 7 Ago 00 (a) 

Países Bajos 3 Dic 97; 12 Abr 99 

Nueva Zelandia 3 Dic 97; 27 Ene 99 

Nicaragua 4 Dic 97; 30 Nov 98 

Niger 4 Dic 97; 23 Mar 99 

Nigeria 27 Sep 01 (a) 

Niue 3 Dic 97; 15 Abr 98 

Noruega 3 Dic 97; 9 Jul 98 

Panamá 4 Dic 97; 7 Oct 98 

Papua Nueva Guinea 28 Jun 04 (a) 

Paraguay 3 Dic 97; 13 Nov 98 

Perú 3 Dic 97; 17 Jun 98 

Filipinas 3 Dic 97; 15 Feb 00 

Portugal 3 Dic 97; 19 Feb 99 

Qatar 4 Dic 97; 13 Oct 98 

Rumania 3 Dic 97; 30 Nov 00 

Ruanda 3 Dec 97; 8 Jun 00 

Saint Kitts y Nevis 3 Dic 97; 2 Dic 98 

Saint Lucia 3 Dic 97; 13 Abr 99 

San Vincent y las Granadinas 3 Dic 97; 1 Ago 01 

Samoa 3 Dic 97; 23 Jul 98 

San Marino 3 Dic 97; 18 Mar 98 

Santo Tome y Príncipe 30 Abr 98; 31 Mar 03 

Senegal 3 Dic 97; 24 Sep 98 

Serbia y Montenegro 18 Sep 03 (a) 

Seychelles 4 Dic 97; 2 Jun 00 

Sierra Leona 29 Jul 98; 25 Abr 01 

República Eslovaca 3 Dec 97; 25 Feb 99 

Eslovenia 3 Dic 97; 27 Oct 98 

Salomón, Islas 4 Dic 97; 26 Ene 99 

Sudáfrica 3 Dic 97; 26 Jun 98 

España 3 Dic 97; 19 Ene 99 

Sudán 4 Dic 97; 13 Oct 03 

Suriname 4 Dic 97; 23 May 02 

Swazilandia 4 Dic 97; 22 Dic 98 

Suecia 4 Dic 97; 30 Nov 98 

Suiza 3 Dic 97; 24 Mar 98 

Tayikistán 12 Oct 99 (a) 

Tanzania 3 Dic 97; 13 Nov 00 

Tailandia 3 Dic 97; 27 Nov 98 

Timor-Leste 7 Mayo 03 (a) 

Togo 4 Dic 97; 9 Mar 00 

Trinidad y Tobago 4 Dic 97; 27 Abr 98 

Túnez 4 Dic 97; 9 Jul 99 

Turquía 25 Sep 03 (a) 

Turkmenistán 3 Dic 97; 19 Jan 98 

Uganda 3 Dic 97; 25 Feb 99 

Ucrania 24 Feb 99; 27 Dic 05

Reino Unido 3 Dic 97; 31 Jul 98 

Uruguay 3 Dic 97; 7 Jun 01 

Vanuatu 4 Dic 97; 16 Sep 05

Venezuela 3 Dic 97; 14 Abr 99 

Yemen 4 Dic 97; 1 Sep 98 

Zambia 12 Dic 97; 23 Feb 01 

Zimbabwe 3 Dic 97; 18 Jun 98

Signatarios

Indonesia 4 Dic 97 

Marshall, Islas 4 Dic 97 

Polonia 4 Dic 97 

No Signatarios

Armenia 

Azerbaiján 

Bahrain 

Birmania 

China 

Cuba 

Egipto 

Finlandia 

Georgia 

India 

Irán 

Iraq 

Israel 

Kazajistán 

Corea del Norte 

Corea del Sur 

Kuwait 

Kirguistán 

Lao, República Democrática Popular de 

Líbano 

Libia 

Micronesia 

Mongolia 

Marruecos 

Nepal 

Oman 

Pakistán 

Palau 

Federación Rusa 

Arabia Saudita 

Singapur 

Somalia 

Sri Lanka 

Siria 

Tonga 

Tuvalu 

Emiratos Árabes Unidos 

Estados Unidos 

Uzbekistán 

Vietnam

AVANCES CLAVE

Estados Partes

Afganistán

En Mayo de 2006, Afganistán informó que desde que firmó el Tratado de Prohibición de Minas, 65.973 minas almacenadas habían sido destruidas, incluyendo 44.819 desde comienzos de 2005.  Afganistán se desempeñó como co-presidente del Comité Permanente de Asistencia a Víctimas y Reintegración Socio-Económica de Diciembre 2005 a Septiembre 2006.  El ritmo de desminado  se aceleró en el 2005, la cantidad de tierra desminada aumentó en alrededor de un tercio, llegándose a casi 140 kilómetros cuadrados, a pesar del deterioro de la seguridad. Las operaciones de limpieza de minas sufrieron  severos recortes de financiamiento a mediados de 2006; En Julio se anunció el despido de personal de desminado  y se esperaban futuros recortes adicionales. La educación sobre el riesgo de minas alcanzó a 1,8 de afganos y a 2.365 comunidades en el 2005. Se reportaron 848 nuevas víctimas en 2005, manteniéndose un ratio relativamente constante de víctimas en años recientes, sin embargo, las víctimas infantiles continuaron incrementándose. 

Albania

En Abril de 2006 el parlamento aprobó legislación de aplicación nacional. Albania reveló que posee minas antivehículo en las que se usan cables con alivio de tensión y que planea destruirlas. DanChurchAid desminó y liberó 1,38 kilómetros cuadrados de terreno afectados por minas en el noreste de Albania en el 2005, donde la educación sobre el riesgo de minas continuó. La Mayoría de víctimas se registraron en otra parte del país y a causa de restos de explosivos de guerra.  En el 2005, se registraron 23 nuevas víctimas; sólo dos víctimas se registraron en el  noreste.

Argelia 

Argelia concluyó la destrucción de su arsenal el 21 de Noviembre de 2005. Un total de 150.050 minas antipersonal de 10 tipos diferentes fueron eliminadas en 12 eventos de destrucción en el curso de un año. Argelia fue co-presidente del Comité Permanente de Desminado, Educación sobre el Riesgo implicado por las Minas y Tecnologías de Acción contra las Minas, de Diciembre 2004 a Diciembre de 2005.  De Noviembre 2004 al 31 de Marzo de 2006, el ejército descubrió y destruyó 190.858 minas antipersonal colocadas (6% de los más de tres millones de minas en las fronteras del este y oeste de Argelia).  Argelia también destruyó 10.996 minas antipersonal sembradas por el Ejército durante la lucha contra grupos insurgentes durante los años noventa. En Mayo de 2006, el gobierno y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo negociaron un acuerdo de cooperación de acción contra las minas. En 2005 hubo un aumento significativo de víctimas de minas, munición sin explotar y artefactos explosivos improvisados activados por las víctimas, con al menos 15 personas muertas y 36 heridas. En Mayo de 2006, el gobierno y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo negociaron un acuerdo de cooperación de acción contra las minas. Hubo un aumento significativo de víctimas debido a minas, munición sin explotar  y explosivos improvisados activados por las víctimas en el 2005, con al menos 15 personas muertas y 36 heridas.

Angola    

En Mayo de 2006, Angola indicó nuevamente que podría requerir una prórroga en su fecha límite del 1 de Enero de 2007, para completar la destrucción de su arsenal de minas antipersonal, pero el Tratado de Prohibición de Minas no permite prórrogas. Se ha enviado al parlamento legislación de aplicación nacional. Según Angola, en el 2005 se desminó 14,2 kilómetros cuadrados de territorio y 668 kilómetros de caminos; los operadores de desminado reportaron una menor proporción de remoción. En diciembre de 2005, se creó la Comisión Ejecutiva para el Desminado para aumentar la eficiencia y la capacidad de las instituciones nacionales de desminado en Angola.  El Estudio Técnico de Impacto de las Minas Terrestres continuó y hacia Mayo de 2006 había sido concluido en 15 de 18 provincias. En el 2006, Angola bosquejó su primer plan estratégico de acción contra las minas 2006- 2011.  Su objetivo es que la acción contra las minas en Angola cambie hacia un enfoque dual hacia las demandas humanitarias y las necesidades de desarrollo.  La educación sobre el riesgo de minas se extendió a 17 provincias alcanzando a 440.334 personas en el 2005; el foco cambió de una aproximación de emergencia a una más orientada hacia el desarrollo. En el 2005, hubo al menos 96 víctimas debido a minas y munición sin explotar, una disminución significativa desde el 2004; la Mayoría de incidentes implicó minas antipersonal.

Bangladesh

Bangladesh actuó como co-presidente del Comité Permanente de Destrucción de Arsenales de Diciembre 2004 a Diciembre 2005.  No se reportó ninguna víctima de minas en Bangladesh en el 2005 ni de Enero a Mayo del 2006; hubo ocho víctimas por MUSE en el 2005. Entre 1999 y el 2005, 163 personas murieron y 1.281 resultaron heridas por artefactos explosivos improvisados, de acuerdo a los resultados de un estudio técnico inicial.

Belarús

Después de firmar el acuerdo con la Agencia de Mantenimiento y Abastecimiento de la OTAN en Febrero 2006, Belarús comenzó a destruir su arsenal restantes de 294.755 minas antipersonal distintas de minas PFM. Reportó haber destruido 3.600 minas antipersonal en el 2005. Belarús también destruirá los componentes activados por la víctima de sus minas MON y minas OZM-72. El Ministerio de Defensa firmó “una declaración de respaldo” en la cual aceptaba asistencia técnica de la Comisión Europea para la destrucción de 3,37 millones de minas PFM el 6 de Mayo de 2006, con el objetivo de comenzar el proyecto en Enero de 2007.  Más de 31.000 restos explosivos de guerra fueron destruidos en operaciones de desminado durante el 2005, incluyendo casi 3.000 minas terrestres de las cuales 58 eran minas antipersonal.  En Mayo de 2006, un alto oficial del Ministerio de Defensa declaró que 353 kilómetros cuadrados de tierra requerían desminado. Hubo un incidente con cuatro víctimas debido a municiones sin explotar en 2005, una disminución con respecto a los cinco incidentes y 16 víctimas del 2004. 

Bhután

Bhután accedió al Tratado de Prohibición de Minas el 18 de Agosto de 2005 y el tratado entró en vigencia en Febrero de 2006.

Bolivia

Bolivia informó que el proceso para aprobar legislación nacional de aplicación estaba en curso. El 7 de Abril de 2006, el Presidente de Bolivia promulgó el Plan Nacional para la Igualdad e Iguales Oportunidades para las Personas con Discapacidad. 

Bosnia y Herzegovina

En 2005 desminado y estudios técnicos liberaron 10,6 kilómetros cuadrados de tierra, más que en el 2004 pero mucho menos de lo requerido por el plan estratégico 2005-2009. Unas 100.000 personas recibieron educación sobre el riesgo de minas en el 2005. La tendencia decreciente de víctimas continuó en el 2005; 19 víctimas fueron reportadas. En Enero de 2006, EUFOR encontró el más grande alijo de armas desde el comienzo de sus operaciones en BiH, incluyendo más de 500 minas antipersonal. La Operación Cosecha recolectó cientos de minas que estaban en manos de la población durante el 2005. BiH informó que al final del 2005, retuvo 1.305 minas antipersonal activas, 822 minas sin detonador y 15.343 minas MRUD (de tipo Claymore) de fragmentación direccional. 

Brunei

Brunei ratificó el Tratado de Prohibición de Minas el 24 de Abril de 2006. El ICBL realizó una misión de cabildeo en Brunei en Marzo de 2006 y  la Unidad de Apoyo a la Implementación visitó el país a comienzos de Abril. Funcionarios confirmaron que las reservas de Brunei estaban conformados solo por minas Claymore detonadas por mando y que sumaban entre 500 y 1.000.

Burundi

Burundi afirmó que los rebeldes continúan usando minas antipersonal. Un estudio técnico general se inició a mediados del 2005 para determinar la extensión de la contaminación a causa de minas y restos de explosivos de guerra. DanChurchAid desminó 1.998 metros cuadrados de tierra, reduciendo 15,5 kilómetros cuadrados de área contaminada en 2005.  Por otro lado, Handicap International entrenó 255 voluntarios para la educación sobre el riesgo de minas, que llegaron a casi 37.000 beneficiarios.

Camboya 

Camboya declaró que del 2000 al 2005 se descubrió y destruyó un total de 71.136 minas antipersonal almacenadas, incluyendo 16.878 en 2005, el Mayor número en un solo año. El desminado aumentó en más de 63% en el 2005, ya que el Centro de Acción contra las Minas incrementó el desminado y debido a que otros operadores reconocieron que la tierra que estaba bajo cultivo y libre de accidentes es de bajo riesgo. Esta estrategia de reducción de superficie fue respaldada por el gobierno en Mayo de 2006.  En el 2005, hubo 875 víctimas de minas/MUSE, manteniendo el promedio diario de dos víctimas desde el 2000.  Para solucionar esto, la estrategia de educación sobre el riesgo de minas fue revisada en el 2006.  En 2005 se registraron 22 víctimas desminadores, pero sólo 14 fueron contabilizadas por operadores conocidos. Por primera vez, las fuerzas armadas de Camboya enviaron desminadores a unirse a una misión de mantenimiento de paz de la ONU.

Chad

El Plan Estratégico Nacional para combatir las Minas y MUSE fue revisado en el 2005, tomando en cuenta la fecha límite del Artículo 5 del Tratado de Prohibición de Minas para la limpieza de todas las áreas minadas; sin embargo, este pretende sólo “cero víctimas” y “ningún impacto” para el plazo del 2009. El Consejo de Ministros aprobó la legislación de aplicación nacional en Octubre 2005 y la envió al parlamento. Una evaluación de la ONU en Julio del 2005 concluyó que los problemas administrativos y financieros ponían en peligro el programa de acción contra las minas de Chad; en Diciembre, el apoyo financiero de las Naciones Unidas fue suspendido luego que Chad no pudo proporcionar los fondos comprometidos para acción contra las minas. El PNUD restituyó parte del financiamiento a mediados del 2006. En 2005, 285.172 metros cuadrados fueron desminados, con dos kilómetros cuadrados adicionales de área de combate desminados. Dos campañas de educación sobre los riesgos de  minas alcanzaron a alrededor de 110.000 refugiados sudaneses y población local en 2005. Se realizó MRE de emergencia después que se reanudó el conflicto en Abril de 2006. El número de víctimas registradas siguió incrementándose a pesar de la limitada recolección de datos; en 2005 hubo hubo al menos 35 víctimas,  y de Enero a Junio 2006, hubo al menos 54 nuevas víctimas de minas y munición sin explotar.

Chile

En Diciembre 2005, los Estados Partes aprobaron la propuesta de Chile y Argentina de información ampliada sobre minas retenidas con propósitos de entrenamiento y desarrollo. En 2006, Chile anunció que destruiría 1.292 minas antipersonal que no necesitaría para entrenamiento sumadas a 300 minas que esperaba consumir durante entrenamiento. Chile aún está preparando legislación para aplicar de manera más exhaustiva y específica el Tratado de Prohibición de Minas. Entre Abril 2005 y Abril 2006, Chile desminó 2.239 minas antipersonal y 843 minas antivehículo. Se abrió dos nuevos frentes de desminado en Tambo Quemado en Julio 2005 y en el Parque Nacional de Llullaillaco en Febrero 2006. Asimismo, Chile cercó 14 nuevas áreas sospechosas de estar minadas entre Agosto y Diciembre 2005. Por otra parte, se firmó un acuerdo por un millón de euros con la Comisión Europea para acción contra las minas en Chile. En 2005, se registraron dos víctimas de minas y 6 víctimas de MUSE, lo cual implica un aumento en relación al 2004 (ninguna víctima). 

Colombia

Grupos armados no estatales, en especial las FARC, continuaron usando ampliamente minas antipersonal y artefactos explosivos improvisados. Colombia inició el desminado de bases militares. Concluyó el desminado en una base, estaba en curso en una segunda, y se ha realizado estudios de impacto en 17 bases. A pesar de una inadecuada recolección de datos, Colombia registró un significativo aumento de víctimas en 2005: 1.110, aproximadamente tres víctimas por día,  en comparación a las 882 en 2004, 734 en 2003 y 627 en 2002.

Congo, Republica Democrática del

En Mayo de 2006, La República Democrática del Congo informó a los Estados Partes que había concluido la destrucción de todos los arsenales de minas antipersonal bajo su control, que había podido identificar, cumpliendo así con su obligación del tratado. También manifestó que destruiría los arsenales que esperaba encontrar en el futuro. Ha habido algunos informes sobre el uso de minas antipersonal por parte de los rebeldes, en conflictos relacionados con el proceso de desmovilización. En 2005, la acción contra las minas en República Democrática del Congo recibió solo 3% del financiamiento solicitado a través del proceso consolidado de petición  y un 22% a través del proceso del portafolio de la ONU. Un operador de acción contra minas dejó de funcionar debido a falta de financiamiento. Durante el 2005 fueron desminados un total de 446.498 metros cuadrados de tierra y 60,6 kilómetros de caminos en áreas habitadas de las provincias de Equateur, Katanga y Orientale;, 1.172 minas, 28.337 items de munición sin explotar y 49.288 otros restos explosivos de guerra fueron destruidos. La educación sobre el riesgo de minas continúa siendo limitada pero por primera vez UNICEF recibió financiamiento para realizar actividades en cuatro provincias. En el 2005, hubo al menos 45 víctimas, incluyendo 14 personas fallecidas y 31 heridas, menos que en 2004 y mucho menos que en 2003.

Islas Cook

Las Islas Cook ratificaron el Tratado de Prohibición de Minas el 16 de Marzo de 2006 y el tratado entró en vigencia el 1 Septiembre de 2006.

Costa de Marfil

Costa de Marfil indicó que no está afectada por minas a pesar de un conflicto armado reciente. La misión de mantenimiento de paz de la ONU y fuerzas francesas llevaron a cabo 18 operaciones para deshacerse de munición sin explotar. En 2005, dos niños murieron víctimas de munición sin explotar.

Croacia

Croacia fue anfitrión de la Sexta Reunión de Estados Partes en Noviembre-Diciembre 2005. Desempeñó el cargo de Presidente de la Reunión, una posición con responsabilidades hasta la siguiente Reunión de Estados Partes en Septiembre 2006. En Mayo 2006, Croacia afirmó que había retirado las varillas basculantes de sus minas TMRP-6. La compañía croata Agencija Alan retiró las minas TMRP-6 de su página web y catálogos de venta.  El 15 de Diciembre 2005, el parlamento aprobó la Ley sobre Desminado Humanitario y la Ley sobre Derechos Especiales a la Seguridad Social y a la pensión para el Programa de Desminado Humanitario. Del total de 32 kilómetros cuadrados planeados para ser desminados, Croacia liberó solamente 27,2 kilómetros cuadrados. Los parlamentarios criticaron la lentitud del ritmo de desminado y la limitada implementación de su ayuda a las víctimas. Se registraron 20 víctimas por minas/MUSE en 2005, un número Mayor que en 2004. 

Chipre

En Agosto 2005, concluyó un plan nacional para la implementación del Tratado de Prohibición de Minas, que incluye la destrucción de reservas y desminado. Chipre destruyó 11.000 minas antipersonal en el 2005 y programó destruir otras 18.000 en el 2006.  En Mayo 2006, Chipre dio a conocer su posición con respecto a ciertos asuntos de interpretación e implementación relacionados con los Artículos 1, 2 y 3 del Tratado de Prohibición de Minas.  El despeje de los campos minados de la Guardia Nacional en la zona de distensión concluyó en Julio 2005.  En Agosto 2005 se logró un  acuerdo de despejar los campos minados de las fuerzas turcas dentro de la zona de distensión. Para Abril de 2006, 20 de los 48 campos minados en la zona de distensión habían sido despejados, con la liberación de más de 900.000 metros cuadrados de territorio. En 2005, Chipre reportó la destrucción de 237 minas antipersonal en dos áreas minadas controladas por la república fuera de la zona de distensión.

Dinamarca

En Noviembre de 2005, Dinamarca anunció que asignaría 86 millones de coronas danesas DKK (cerca de US$ 15 millones de dólares) para retirar minas terrestres en la península de Skallingen, que fue reportada como un área minada en su informe del Artículo 7 en 1999.  En Mayo 2006, una compañía comercial británica fue seleccionada entre cinco empresas que pre-calificaron. Dinamarca ratificó el Protocolo V del CCW sobre Restos Explosivos de Guerra el 28 de Junio de 2005. En 2005 destruyó 1.929 de sus minas antipersonal retenidas para actividades de entrenamiento, dejando 60 minas. 

Djibouti

Djibouti promulgó legislación nacional de aplicación en Marzo 2006

El Salvador

El Salvador se unió al Protocolo V del CCW sobre Restos Explosivos de Guerra el 23 de Marzo de 2006.  En Marzo de 2006, reiteró que no tiene un problema de minas.  Nueve minas y 370 items de municiones sin explotar y otros explosivos fueron descubiertos y destruidos por la Policía Civil Nacional en 2005.  Un total de 4.823 personas recibieron educación sobre el riesgo de minas. En  2005, hubo al menos cuatro víctimas de minas/restos explosivos de guerra.  Hasta el 11 de Mayo de 2006, El Salvador -uno de los 24 estados parte con un número significativo de sobrevivientes de minas- no había enviado el Formulario J de su informe anual del Artículo 7, ni tampoco actualizado la información sobre sus planes de ayuda a las víctimas. 

Eritrea

En Mayo de 2006, el grupo de monitoreo de la ONU de embargo de armas reportó que el gobierno de Eritrea había repartido 1.000 minas antipersonal a militantes fundamentalistas de Somalia. Eritrea negó estas afirmaciones, por ser “sin base ni fundamento” y calificó el informe como “intolerable y lamentable.” En Octubre de 2005, Eritrea informó que no posee minas retenidas para fines de entrenamiento. Eritrea no ha reportado ninguna medida nacional para implementar el Tratado de Prohibición contra las Minas, como exige el Artículo 9. Eritrea canceló el programa de construcción de capacidades de acción contra las minas de las Naciones Unidades, que fue suspendido a mediados del 2005 luego que el gobierno se apropiara de los vehículos de desminado. En Octubre de 2005, las Naciones Unidas suspendió el despeje de minas operado en territorios adyacentes a la Zona de Seguridad Temporal, cuando Eritrea prohibió los vuelos de helicóptero de la ONU (necesarios para la evacuación médica durante el desminado). En 2005, los equipos de desminado de Eritrea despejaron casi 2,2 kilómetros cuadrados de tierra. Unas 129.000 personas recibieron educación sobre el riesgo de minas, incluyendo instrucciones sobre seguridad para 3.433 miembros de las fuerzas de mantenimiento de paz de la ONU, personal y trabajadores de ONGs. Por otro lado, se registraron 68 nuevas víctimas de minas y municiones sin explotar, un aumento significativo con respecto a 2004.

Estonia

Durante el 2005, las operaciones planificadas de despeje destruyeron 2.066 items de munición sin explotar, incluidos más de 890 artefactos en el sur, más de 400 en la Isla Saaremaa y más de 400 en el noreste del país de los cuales solo cuatro eran minas. Del 1 Enero al 7 de Mayo, se encontraron 559 artefactos explosivos, dos de los cuales eran minas.

Etiopía

Etiopía se convirtió en un estado parte del Tratado de Prohibición de Minas el 1 de Junio de 2005.  Aún no ha envíado su informe de transparencia del Artículo 7, cuya fecha límite de envío era el 28 de Noviembre de 2005. En Octubre 2005 y Mayo 2006, el grupo de la ONU de monitoreo de embargo de armas para Somalia reportó que el gobierno de Etiopia había provisto de minas de tipos no especificados a algunas facciones de Somalia; Etiopía negó firmemente dichas acusaciones. En 2005, Etiopía reportó que desminó más de 11 kilómetros cuadrados de su territorio (por reducción de superficie de siete kilómetros cuadrados de terreno y desminado de 4,3 kilómetros cuadrados) , destruyendo 184 minas antipersonal, 98 minas antivehículo y 6.607 items de munición sin explotar; de acuerdo al Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, unos seis kilómetros cuadrados fueron devueltos para uso civil en 2005. Ayuda Popular Noruega comenzó a operar en Etiopía en Noviembre 

2005, desarrolló la capacidad de perros detectores de minas, reducción de superficie así como de realización de estudios técnicos en Etiopía. En Abril 2006, la Comisión Europea comprometió al menos 8 millones de euros (US$ 10 millones de dólares) para la acción contra las minas en Etiopía por un lapso de tres años. Hubo al menos 31 nuevas víctimas en 2005, más que en 2004, pero la recolección de datos siguió siendo inadecuada.

Filipinas

El grupo rebelde Nuevo Ejército Popular incrementó su uso de minas improvisadas antivehículo detonadas por mando, lo cual produjo muchas más víctimas. El análisis de medios del Monitor de Minas Terrestres encontró que 145 víctimas de minas/IED reportadas en 2005, un incremento de cerca de 300 por ciento con respecto a las 47 víctimas de 2004.  Las Fuerzas Armadas de las Filipinas reportaron que se incautaron minas antipersonales y antivehículo del Nuevo Ejército Popular.  El Frente Moro de Liberación Nacional y el Grupo Abu Sayyaf continuaron colocando minas antivehículo en sus batallas con el ejército. 

Francia

Aunque no se han reportado áreas minadas en territorio francés, Francia tiene una obligación con el tratado en referencia a cualquier área minada bajo su jurisdicción o control en cualquier parte.  Francia anunció que planeaba iniciar la remoción de minas antipersonal alrededor de su depósito de municiones en Djibouti en Octubre 2006, más de siete años después de convertirse en un Estado Parte del Tratado de Prohibición de Minas. 

Grecia

En 2005, el batallón del Ejército Griego, TENX,  inspeccionó casi 2,25 kilómetros cuadrados en varios lugares del país, principalmente en las montañas de Grammos y Vitsi, al noreste. Hasta el 20 de Abril 2006, 10.002 de las 24.751 minas antipersonal habían sido despejadas de los campos minados del Río Evros fronterizo con Turquía. En 2005, al menos siete personas murieron y otra resultó herida en los campos de Evros. El Monitor de Minas Terrestres identificó una instancia de rehabilitación y otro tipo de asistencia ofrecida a un sobreviviente civil de minas en Grecia. 

Guatemala

El 15 de Diciembre de 2005, Guatemala concluyó su Programa Nacional de Desminado y declaró que había cumplido con sus obligaciones según el Artículo 5 del Tratado de Prohibición de Minas. Una unidad móvil de desminado se creó en respuesta a informes acerca de minas residuales y restos de explosivos de guerra. En 2005, se descubrieron 23 minas en operaciones de despeje, 114.479 personas en 485 comunidades afectadas por minas recibieron educación sobre los riesgos de minas. Por otro lado, al menos dos personas murieron y 7 resultaron heridas por municiones sin explotar. En Diciembre de 2005, Guatemala se convirtió en co-presidente del Comité Permanente de Situación General y Operación del Tratado de Prohibición de Minas.

Guinea-Bissau
El 17 de Octubre de 2005, Guinea-Bissau concluyó la destrucción de su arsenal de 10.654 minas antipersonal, un poco antes de su plazo según el tratado del 1 de Noviembre de 2005.  En Marzo y Abril 2006, una facción del Movimiento de Fuerzas Democráticas  de Casamance, con base en Senegal, sembró minas antipersonal y antivehículo en el norte de Guinea-Bissau, causando víctimas civiles y significativos trastornos socioeconómicos. En 2005, las víctimas se redujeron casi a la mitad de las que hubo en el 2004, pero para Junio de 2006 habían aumentado nuevamente hasta doblar las de 2005. Hasta Junio hubo 37 nuevas víctimas, la mayoría afectadas durante un incidente que dejó 28 víctimas. La capital, Bissau,  se convirtió en libre de minas a fines de Junio 2006.

Guyana

Hasta Junio 2006, Guyana no había enviado aún su informe inicial de transparencia del Artículo 7, que tenía como fecha límite el 29 de Julio de 2004. 

Haití

Haití ratificó el Tratado de Prohibición de Minas el 15 de Febrero de 2006 y entró en vigencia el 1 de Agosto de 2006.

Honduras

En el 2005, el Monitor de Minas Terrestres reportó la primera nueva víctima de minas en Honduras desde que se comenzó a informar en 1999.

Jordania

Jordania ofreció ser anfitrión de la Octava Reunión de Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas en Noviembre 2007.  En Diciembre 2005 asumió como co-presidente del Comité Permanente de Desminado, Educación sobre el Riesgo de minas y Tecnologías de acción contra las minas. Publicó su primer plan quinquenal de acción contra las minas en Junio 2005. Para acelerar el desminado y  haciendo un esfuerzo para llegar a su plazo del Artículo 5, Jordania decidió que Ayuda Popular Noruega debía comenzar las operaciones de despeje en 2006, el desminado previamente sólo lo habían realizado ingenieros del ejército. El ejército reportó haber despejado un total de 2.943.380 metros cuadrados de territorio en el 2005.  Se acordó una estrategia y un plan anual para la educación sobre el riesgo de minas. Al menos hubo 7 nuevas víctimas en 2005.

Kenia

En 2004, el recientemente establecido Centro Internacional de Entrenamiento en Acción contra las Minas, un proyecto conjunto Británico-Keniano, entrenó y equipó desminadores de Kenia, Nigeria, Somalilandia y Uganda. En 2006, proporcionó entrenamiento a desminadores de Ruanda y Sudán. Handicap International empezó un proyecto de dos años para ofrecer educación sobre los riesgos de minas a refugiados sudaneses en el campamento de Kakuma en Kenia. Durante 2005, se registraron 16 víctimas en un solo incidente de minas terrestres.

Latvia

Latvia se convirtió en Estado Parte el 1 de Enero de 2006. Entregó su informe inicial del Artículo 7, que indica que un arsenal de 2.410 minas será destruido en el 2006, mientras que retendrá 1.301 minas para entrenamiento.  Durante 2005, más de 8.000 restos explosivos de guerra, incluyendo 200 minas antitanque y antipersonal fueron encontrados y destruidos. En Agosto 2005, se le dio a la escuela de eliminación de artefactos explosivos en Latvia el estatus de institución educativa nacional con el derecho de entregar diplomas a nombre del estado.  A comienzos de 2006,  se encontró un depósito privado de artefactos explosivos en una granja del este de Latvia; un civil resultó herido tratando de neutralizar uno de los artefactos.

Liberia

El 16 de Septiembre de 2005, Liberia se sumó al Protocolo II Enmendado (minas terrestres) de la Convención sobre Armas Convencionales. Liberia no ha presentado su informe de transparencia del Artículo 7 del Tratado de Prohibición de Minas desde Octubre de 2004.  Tampoco ha promulgado ninguna norma de aplicación nacional. Liberia ha declarado que no tiene áreas minadas con minas antipersonal. La escasa información disponible indica un pequeño riesgo residual de minas y un mayor riesgo de munición sin explotar.  Landmine Action UK condujo un proyecto piloto a comienzos del 2006, que reveló la existencia de al menos 14 víctimas previamente no reportadas desde Noviembre de 2004 y la necesidad de educación sobre el riesgo de minas, y de mejora de la información sobre  munición sin explotar.

Macedonia (ex República Yugoslava de)
En Julio 2006, la ex República yugoslava de Macedonia destruyó el total de 4.000 minas previamente retenidas con propósitos de investigación y entrenamiento.  Por primera vez expresó su punto de vista sobre asuntos relacionados con los Artículos 1 y 2, manifestando su acuerdo con las posiciones de la ICBL y muchos Estados Partes. En Mayo de 2006, la ex República yugoslava de Macedonia declaró que el despeje de los campos minados restantes comenzaría en Junio de 2006. El Directorio de Protección y Rescate comenzó sus funciones en Junio de 2005 para tareas de remoción de minas y  munición sin explotar, y en Diciembre presentó un plan para retirar todas las minas antes de Septiembre de 2006 y toda la munición sin explotar antes de 2009.  Hubo una víctima por munición sin explotar durante 2005.

Mauritania
Hay nuevos proyectos de ley de aplicación nacional. El desminado se reanudó a comienzos del 2006 después de haber sido suspendido durante todo el 2005 debido a falta de fondos. En 2005, la Oficina Nacional de Desminado Humanitario continuó señalizando, inspeccionando y destruyendo munición sin explotar de menor escala; liberó 960.000 metros cuadrados de áreas sospechosas de riesgo y retiróó 43 items de munición sin explotar. Mauritania y la Misión de la ONU Sahara Occidental realizaron una reunión para discutir la futura cooperación regional para la acción contra minas. 

Moldavia

En Mayo del 2006, Moldavia expresó por primera vez sus puntos de vista en relación a los Artículos 1, 2 y 3 del Tratado de Prohibición de Minas, concordando con las posiciones de la ICBL y muchos Estados Partes. Moldavia anunció su intención de destruir en el 2006 el total de sus 249 minas previamente retenidas con propósitos de entrenamiento. Moldavia no considera que el territorio bajo su control está afectado por minas, pero información no confirmada aún indica que puede haber aún minas antipersonal en algunas áreas. En 2005, hubo 14 víctimas civiles a causa de munición sin explotar, incluidos cuatro niños que murieron.  

Mozambique

Los problemas del Instituto Nacional de Desminado para registrar y reportar información sobre acción contra las minas persistieron durante 2005 e inicios de 2006.  Este  afirmó que los operadores de desminado humanitario despejaron 11,3 kilómetros cuadrados de terreno minado en 2005; sin embargo, los operadores reportaron que desminaron sólo 3,9 kilómetros cuadrados. Algunos operadores humanitarios continuaron haciendo estudios de áreas sospechosas de estar minadas identificadas por el Estudio de Impacto de Minas Terrestres y confirmar sus deficiencias. Murieron dos desminadores y tres otros quedaron heridos mientras desminaban en 2005. El Programa de Desminado Acelerado cerró por falta de fondos. Dos de los otros tres más grandes operadores, Ayuda Popular Noruega y HALO Trust planearon cerrar sus operaciones de campo en 2006 y 2007. En 2005, fueron reportadas un total de 57 nuevas víctimas de minas/ MUSE en 23 incidentes, casi el doble que en 2004 y cuatro veces el número de víctimas de 2003. El documento aprobado Estrategia de Reducción de la Pobreza incluye acciones a favor de las personas con discapacidades, incluyendo a sobrevivientes de minas.

Namibia

La Fuerza de Defensa de Namibia continuó realizando operaciones limitadas de inspección en las regiones de Kavango y Caprivi Occidental pero no encontró minas.  La Policía de Namibia destruyó cinco minas y 3.300 municiones sin explotar a lo largo del país durante 2005. En Marzo 2006, Namibia afirmó que era “segura de minas”, pero que no estaba preparada para declararse libre de  mismas hasta finalizar sus estudios técnicos en curso. En 2005, 12 personas quedaron heridas por minas y municiones sin explotar.

Nicaragua

Nicaragua fue co-presidente del Comité Permanente de Asistencia a Víctimas y Reintegración Socio-Económica hasta Diciembre 2005. Nicaragua ratificó el Protocolo V sobre Restos Explosivos de Guerra del CCW el 15 de Septiembre 2005. Un total de 353.562 metros cuadrados de tierra fueron despejados en 2005, lo cual representó el 86% del plan de desminado para ese año, menos que en 2004.  Nicaragua pospuso la finalización de su Programa Nacional de Desminado Humanitario para  2007, debido a retrasos en la remoción y al continuo hallazgo de minas no incluidas en los registros militares. En 2005, 92.257 personas de 303 comunidades en alto riesgo, recibieron educación sobre el riesgo de minas; los programas fueron revisados a comienzos de 2006 debido a las constantes víctimas de minas/MUSE.  En 2005, las víctimas se duplicaron con 15 nuevos casos registrados de víctimas de minas/MUSE; otras 6 víctimas habían ocurrido hasta Mayo 2006. 

Nígeria


Una norma de aplicación nacional, Ley 2004-044 fue aprobada el 8 de Junio 2004.

Panamá

La Autoridad Ambiental Nacional de Panamá declaró en Septiembre de 2005 que despejaría los antiguos campos militares estadounidenses contaminados con munición sin explotar.

Perú

Se realizó la remoción de minas y fragmentos explosivos alrededor de 373 torres de electricidad. En Abril 2006, Perú y Ecuador iniciaron operaciones de desminado alrededor del área del río Chira, pospuestas desde 2005. Una ONG peruana ofreció de forma limitada educación sobre el riesgo de minas. Las víctimas reportadas aumentaron en 2005.

Ruanda

Un borrador de la ley nacional de aplicación ha sido presentado al Gabinete de Ministros. El programa de desminado inició actividades con el entrenamiento y equipamiento de los desminadores a comienzos de 2006.  Para Mayo 2006, la fuerza de trabajo de desminado de Ruanda se había incrementado a 150 trabajadores. En Mayo 2006, Mines Awareness Trust desplegó tres asesores técnicos para apoyar a los desminadores recientemente entrenados.  Durante 2005 y 2006, el número de víctimas registradas por minas terrestres continuó aumentando -a pesar de la recolección incompleta de datos-, debido al parecer a la necesidad económica y la falta de educación sobre el riesgo de minas. 

Senegal

Rebeldes de la facción MFDC usaron minas antipersonales y antivehículo en Guinea Bissau en Marzo 2006.  En Agosto 2005, Senegal aprobó legislación de aplicación nacional del Tratado de Prohibición de Minas. Esta incluyó una autorización para constituir una autoridad encargada de la acción contra las minas y un centro de acción contra las mismas. En Octubre 2005, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y Handicap International iniciaron un estudio técnico de emergencia del impacto de las minas en Casamance, los resultados preliminares indicaron que 93 pueblos están afectados por minas terrestres. En 2005, se registraron 10 nuevas víctimas, una disminución  comparada con 17 víctimas en 2004. 

Serbia y Montenegro

Serbia y Montenegro comenzó a destruir su arsenal de minas antipersonal en Agosto de 2005 habiendo eliminado 649.217 minas, casi la mitad de sus reservas, hasta Marzo 2006. El 1 de Enero de 2006 entró en vigencia un nuevo Código Penal de la República de Serbia que penaliza las minas antipersonal. En el 2005, se despejó 963.775 metros cuadrados de áreas minadas y áreas de combate en Serbia. En Montenegro, el Centro Regional de Desminado Submarino inició un estudio técnico general de contaminación en las municipalidades de Plav y Rozaje, en Mayo 2006.  No se reportaron víctimas civiles durante 2005. No se otorgó financiamiento nacional o internacional para los planes de ayuda a los sobrevivientes de minas propuestos anualmente desde 2004. 

Sierra Leona

Sierra Leona no ha entregado el informe de transparencia del Artículo 7 desde Febrero 2004.  No ha promulgado ninguna medida de aplicación nacional.

Sudán

Sudán reportó una reserva de 14.485 minas antipersonal, añadiendo 5.000 minas SPLA al total previo; tiene la intención de retener 10.000 de estas minas para propósitos de entrenamiento. Continúa haciendo un inventario de minas antipersonal almacenadas.  El 24 de Diciembre 2005, se creó una autoridad y un centro de acción contra las minas, así como el Centro de Acción contra las minas de Sudán del Sur. Organizaciones de desminado despejaron durante 2005 casi el triple de terreno que en 2004, con una capacidad de monitoreo y despeje similar.  Un promedio de 1,3 kilómetros cuadrados de superficie minada fue despejada.  En 2005, se estima un gasto de US$ 61,5 millones de dólares en acción contra las minas (incluyendo el apoyo de acción contra las minas para el mantenimiento de la paz).  Las actividades de MRE aumentaron significativamente y se expandieron a nuevas áreas de Sudán.  Hubo al menos 79 víctimas de minas y munición sin explotar en 2005, más que en 2004; en 2006 hubo al menos 29 víctimas hasta el 21 de Mayo.

Suriname
Con el apoyo de la Organización de Estados Americanos, Suriname despejó las últimas 13 minas antipersonal de su territorio entre Febrero y Abril de 2005.

Swazilandia

Las Fuerzas de Defenza de Swazilandia informaron en 2006 al Monitor de Minas Terrestres que Swazilandia no puede declarar con certeza si el país continúa afectado por minas. En Marzo 2006, el Ministro de Defensa aceptó la oferta de ayuda internacional para evaluar la situación de las minas y desarrollar un plan de desminado en conformidad con el plazo requerido por el Tratado de Prohibición de Minas.

Tayikistán

Las autoridades estatales reportaron haber destruido 80 minas antipersonal en Diciembre de 2005, incautadas en operaciones de cumplimiento de la ley. Tayikistan consumió 30 minas para entrenar a sus operadores en el 2005, lo cual fue reportado usando el formato ampliado del informe del Artículo 7 para minas retenidas. Los equipos de la Fundación Suiza para el Desminado despejaron 129.156 metros cuadrados en 2004, un gran incremento posibilitado por el incremento en la capacidad de desminado.  Por otra parte, se abrió un centro de perros detectores de minas en Abril 2006. Los recortes en apoyo de donantes dificultaron los planes para lograr una mayor productividad en 2006.  En Mayo de 2006, Tajikistan completó un plan de asistencia a víctimas 2005-2009. Las víctimas se incrementaron por tercer año consecutivo a 20.  Del 18 al 30 de Julio 2005, se realizó el primer campamento para 32 niños sobrevivientes de las minas, proporcionando educación sobre el riesgo de minas y ayuda a los sobrevivientes.

Tailandia

Tratando de acelerar el desminado, el Centro Tailandés de Acción contra las Minas inició la reducción de superficie en 2005, el área liberada (5.9 kilómetros cuadrados) es tres veces mayor que la del 2004.  El centro propuso al gabinete que debería pasar de ser una organización militar bajo la jurisdicción de las fuerzas armadas, a convertirse en una organización civil. En Enero de 2006, esto fue refrendado en una revisión de alto nivel sobre el programa tailandés de acción contra las minas; una propuesta fue presentada al gobierno en Mayo. Recortes presupuestales ocasionaron que las unidades responsables de la mayor parte del desminado en Tailandia perdieran más de la mitad de su fuerza laboral en 2006. Se incrementó la educación sobre el riesgo de minas, con más de 333.000 personas capacitadas.  Hubo un estimado de 43 nuevas víctimas de minas en 2005; se discutieron planes para la recolección de información sobre víctimas de minas a nivel nacional. Asimismo, se preparó un borrador de un plan de ayuda a los sobrevivientes en Diciembre de 2004.

Túnez

Túnez se sumó al Protocolo II Enmendado de la Convención sobre Armas Convencionales el 23 de Marzo de 2006.  Para el 15 de Abril de 2006 el ejército había despejado 90% del campo minado de Ras Jedir, destruyendo 3.503 minas antipersonal y 785 minas antivehículo.

Turquía

Turquía declaró un arsenal de 2.979.165 minas antipersonal, número mayor al reportado previamente; por primera vez incluyó en el total 22.788 minas ADAM disparadas por artillería. Por otra parte, informó que en Diciembre de 2005, la Agencia de Mantenimiento y Abastecimiento de la OTAN y una compañía firmaron un acuerdo para establecer una nueva instalación para destruir minas almacenadas.  En Mayo 2006, Turquía afirmó que los componentes activados por la víctima de sus minas M18 Claymore serían destruidos. El 18 de Julio 2006, el Partido de Trabajadores de Kurdistán se comprometió a prohibir las minas antipersonales al firmar el Acta de Compromiso del Llamamiento de Ginebra. Hubo al menos 220 nuevas víctimas de minas/MUSE en 2005, un aumento significativo con respecto a las 168 de 2004 y las 67 de 2003.  Un total de 2.171 minas fueron removidas de 300.000 metros cuadrados de terreno en 2005. Se debatió en el parlamento el proceso de invitar a compañías nacionales e internacionales a concurso para despejar áreas minadas, a cambio de su uso gratuito del terreno.

Uganda

Las fuerzas de Uganda han continuado incautando minas del Ejército de Resistencia del Señor. No se ha confirmado la información sobre el uso de minas antipersonal en 2005 o inicios de 2006. Uganda presentó dos reportes de transparencia del Artículo 7 en 2005. El Comité Nacional de Dirección de Acción contra las Minas se reunió por primera vez en Enero 2006; en Febrero comenzó a preparar el borrador de una norma para  apoyar la acción contra minas.  En Abril 2006 abrió el Centro de Acción contra las Minas de Uganda; casi 60 miembros del ejército y de la policía fueron traspasados a él. Para Mayo de 2006,  la evaluación de necesidades de acción contra las minas estabe en curso en dos distritos y un estudio técnico continuaba en otros tres.  En 2005, se reportaron 40 nuevas víctimas de minas/MUSE.  Siguió habiendo reportes de víctimas en 2006, fueron al menos 22 hasta Mayo.

Ucrania

Ucrania depositó su ratificación el 27 de Diciembre de 2005 y el Tratado de Prohibición de Minas entró en vigor el 1 de Junio de 2006.  En Febrero de 2006, la Comisión Europea concedió un contrato de 5,9 millones de euros para la destrucción de los 5,95 millones de minas ucranianas de tipo PFM.  Por otra parte, se canceló una licitación de la Comisión Europea por 1 millón de euros para la destrucción de 716.746 minas antipersonal diferentes a PFM, identificadas recientemente.  Las Naciones Unidas condujeron una evaluación inter-agencias en Diciembre 2005; el informe no había sido concluido hasta el 1 de Junio de 2006. Ucrania aprobó un programa de tres años para eliminar municiones de la base militar en Novobohdanovka.  La educación sobre el riesgo de minas se inició en el 2005 a nivel regional. Hubo 16 nuevas víctimas por munición sin explotar en 2005,  un descenso con respecto a 2004.

Reino Unido
Aunque no se han registrado áreas minadas en los territorios principales del Reino Unido, está sujeto a las obligaciones del tratado con respecto a cualquier área minada bajo su jurisdicción o control.  Si bien han pasado más de siete años desde que se convirtió en Estado Parte, el Reino Unido no ha iniciado aún el despeje de áreas minadas en las Islas Falkland.   El Reino Unido y Argentina se reunieron cinco veces en el periodo informado, para discutir la implementación de un estudio de factibilidad que se espera realizar entre Noviembre 2006 y Marzo 2007.

Vanuatu
Vanuatu ratificó el Tratado de Prohibición de Minas el 16 de Septiembre de 2005 y el tratado entró en vigencia el 1 de Marzo de 2006.

Venezuela
En Julio de 2005, Venezuela proporcionó por primera vez un cronograma de desminado de minas antipersonal  organizado en torno a sus seis puestos navales. En Mayo de 2006, Venezuela declaró que no iniciaría las operaciones de remoción antes del 2007 ya que los ingenieros de combate de la Marina requerían equipos de desminado y entrenamiento adicional. 

Yemen
Yemen elaboró sus puntos de vista sobre algunos aspectos esenciales de interpretación e implementación  relacionados a los Artículos 1 y 2 del Tratado de Prohibición de Minas, asumiendo una posición enérgica que reflejan la de la ICBL y muchos otros Estados Partes.  Un grupo de monitoreo de las Naciones Unidas reportó la transferencia que hiciera Yemen al Gobierno Federal Transitorio de Somalia, de un tipo de minas no identificado, en Julio de 2005.  La reducción de superficie a través de estudios técnicos liberó en el 2005 más de 100 kilómetros cuadrados de tierra afectada por las minas o sospechosa de contener minas.  Las operaciones de desminado liberaron otros 1,8 kilómetros cuadrados.  Un desminador murió durante las operaciones de remoción.  En Marzo 2006, se inició un estudio socioeconómico y de medios de vida para evaluar el rendimiento socioeconómico del desminado. La educación sobre el riesgo de minas llegó a 191.262 personas en 92 comunidades durante 2005.  Las víctimas se duplicaron en 2005 en comparación con 2004.  Varias organizaciones de ayuda a los sobrevivientes y de discapacidad se retiraron de Yemen entre 2005 y 2006 y las organizaciones nacionales enfrentaron dificultades de financiamiento.

Zambia
En 2005 se reestructuró el Centro de Acción contra las Minas de Zambia, que limitó sus operaciones.  Se desarrollo una estrategia de tres años con el objetivo de despejar minas y munición sin explotar de 41 áreas de peligro antes del 2007.  La falta de avances llevó a la revisión de las metas del programa y, en Mayo 2006, Zambia preparó un borrador del Plan de Finalización de acción contra las minas, que apuntaba a cumplir su plazo límite del 2011, según el Artículo 5. En Marzo 2006 Zambia anunció la atención de salud gratuita para personas residentes en áreas rurales, incluidos los sobrevivientes de minas, eliminando los cobros por servicio introducidos a comienzos de los años 90.

Zimbabwe 

Solo hubo dos casos aislados de campesinos que utilizaron minas antipersonal para proteger sus cultivos. El despeje del campo minado de Victoria Falls-Mlibizi concluyó en Octubre de 2005. En Mayo 2006, Zimbabwe reportó que solo la mitad de sus campos minados había sido despejada, por lo que cumplir el plazo del tratado del 1 de Marzo de 2009 constituía un gran desafío.  En 2006 se reanudó la educación sobre el riesgo de minas en las áreas afectadas. En 2005 se registraron 14 nuevas víctimas, entre las cuales figuraban siete niños.  Siete ciudadanos de Zimbabwe fueron afectados por accidentes de minas en Afganistán y Taiwán en 2005.

Signatarios

Indonesia

En Octubre de 2005, el Presidente de Indonesia aprobó formalmente que se iniciara el proceso de ratificación del Tratado de Prohibición de Minas. Un proyecto de ley está en revisión.

Islas Marshall

Las Islas Marshall votaron a favor de la resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas que promueve el Tratado de Prohibición de Minas, después de haberse abstenido en años anteriores.  

Polonia
Los documentos de la ratificación de Polonia al Tratado de Prohibición de Minas han estado pasando por consulta interministerial.  A fines de 2005, Polonia declaró poseer un arsenal de 984.690 minas antipersonal; desmanteló 12.990 minas expiradas en 2005. En 2005, los equipos militares polacos respondieron a 7.698 llamadas de minas y restos de explosivos de guerra, removiendo 6.138 minas antipersonal y antivehículo y 39.160 restos explosivos. Adicionalmente, la policía destruyó 281 granadas, 828 disparadores y detonadores, 1.642 items de munición sin explotar y 26.029 piezas de munición. 

No Signatarios

Armenia

La ONU reportó en el 2005 que las autoridades armenias habían decidido entregar al Secretario General de las Naciones Unidas, de manera voluntaria, los informes de transparencia anuales exigidos por el Tratado de Prohibición de Minas y el Protococolo II Enmendado de la CCW.  Armenia completó un estudio técnico de impacto de minas terrestres, y equipos del Ministerio de Defensa desminaron 125.000 metros cuadrados de tierra.  UNICEF realizó capacitación en educación sobre el riesgo de minas en Abril de 2006 y comenzó a desarrollar una estrategia de educación sobre el riesgo de minas. En 2005, cinco personas resultaron heridas a causa de minas y munición sin explotar, una reducción en comparación con las 15 víctimas reportadas en 2004.

Azerbaiyán

Por primera vez, Azerbaiyán votó a favor de la resolución anual de la Asamblea General de la ONU que invoca a la universalización del Tratado de Prohibición de Minas. Azarbaiyán afirmó que es posible que entregue un informe voluntario de transparencia del Artículo 7 del Tratado de Prohibición de Minas.  En 2005, Azerbaiyán desminó casi siete kilómetros cuadrados de terreno, una productividad similar a la de 2004. Durante el primer trimestre de 2006 desminaron casi 2,3 kilómetros cuadrados.  Las víctimas reportadas aumentaron en 2005 de 32 a 59 debido a un único incidente con MUSE, que dejó tres personas muertas y 23 heridas. Dos proyectos de ayuda a los sobrevivientes empezaron en Abril-Junio 2006.  Las pensiones para discapacitados de guerra fueron incrementadas en Abril 2006. 

Birmania (Myanmar)

Tanto la junta militar como los grupos armados no estatales han continuado usando minas antipersonal ampliamente. El Ejército de Myanmar ha obtenido y está usando un creciente número de minas antipersonal del diseño estadounidense M-14; La producción y fuente de estas minas no detectables – sean extranjeras o nacionales – son desconocidas.  Se informó que en Noviembre de 2005, las Industrias Militares Pesadas empezaron a reclutar técnicos para la producción de la próxima generación de minas y otras municiones. Se acusa al grupo armado no estatal Ejército Unido del Estado de Wa de producir minas antipersonal de tipo PMN en una fábrica de armas que pertenecía antes al Partido Comunista de Birmania. En Octubre de 2005, la junta militar hizo su primer pronunciamiento público sobre la prohibición de minas terrestres desde 1999.  Hubo al menos 231 nuevas víctimas de minas en el 2005.  Médicos sin Fronteras (MSF) – Francia cerró su programa de asistencia médica y se retiró de Birmania debido a las restricciones impuestas por las autoridades. 

China

En Diciembre de 2005, China votó por primera vez a favor de la resolución anual de la Asamblea General de la ONU que promueve la universalización del Tratado de Prohibición de Minas.  Desde finales de la década de los años noventa hasta 2005, China destruyó casi 2,2 millones de minas almacenadas que o habían expirado o no cumplían con el Protocolo II Enmendado de la CCW.  China lanzó un nuevo proyecto para despejar minas terrestres en su frontera con Vietnam y realizó educación sobre el riesgo de minas en pueblos cercanos. Ofreció un curso de entrenamiento de tres meses en Tailandia y envió un batallón de desminado a Líbano en Abril 2006, para apoyar a las Naciones Unidas.  Se reportó una víctima de minas. 

Egipto

El Consejo Nacional de Derechos Humanos organizó una conferencia sobre minas terrestres en Diciembre 2005 – el primer gran evento sobre minas terrestres realizado en El Cairo desde Abril 2000. La conferencia recomendó que Egipto reconsiderara su posición frente al Tratado de Prohibición de Minas y el ex Secretario General de la ONU Boutros Boutros-Ghali pidió a Egipto que se adhiriera a la Convención. El Consejero Diplomático de la ICBL se reunió con el Ministro de Relaciones Exteriores así como con oficiales de defensa de alto rango; el Ministro de Relaciones Exteriores dijo que Egipto no estaba insistiendo ya en las cuestiones legales de responsabilidad del usuario para el desminado.  Hubo reportes del uso de minas por parte de militantes en el 2005.  Los medios informaron que en Abril 2006, el Ministerio de Cooperación Internacional y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo iniciaría un proyecto de desminado; esto no ha sido confirmado.  En el 2005, hubo al menos 16 nuevas víctimas, y hasta fin de Junio 2006 se registraron 15 víctimas más.

Federación Rusa 

En Junio 2006, oficiales rusos confirmaron al Monitor de Minas Terrestres que las fuerzas rusas continuaban usando minas antipersonal en Chechenia. El Protocolo II Enmendado de la CCW entró en vigencia en Rusia el 2 de Septiembre 2005.  Equipos de desminado realizaron unas 300 tareas en  2005, ocupándose de los restos explosivos de la II Guerra Mundial, y destruyendo 40.000 items  explosivos, incluidas 10.500 minas.  El Monitor de Minas Terrestres identificó 305 nuevas víctimas en al menos 82 incidentes durante el 2005.
Finlandia 

En la Sexta Reunión de Estados Partes, Finlandia reiteró su compromiso de sumarse al Tratado de Prohibición de Minas antes del 2012 y de destruir todas sus reservas de minas antipersonal antes del 2016.

Georgia

En las reuniones intersesionales de los Comités Permanentes en Mayo 2006, Georgia afirmó que estaba reconsiderando su posición de no adherirse al Tratado de Prohibición de Minas. Reafirmó su compromiso de no usar, producir, importar o exportar minas antipersonal. En Octubre de 2005, fue anfitrión de un taller sobre construcción de confianza y cooperación regional a través de la acción contra las minas en Tbilisi, el primer evento internacional sobre minas terrestres auspiciado por el gobierno en Georgia.  Se informó que ingenieros de combate georgianos desminaron Ossetia del sur en 2005. Al menos 31 nuevas víctimas fueron reportadas en el 2005, una disminución con respecto a 2004.

India

Grupos armados no estatales continuaron usando minas y explosivos improvisados en muchas partes de India. India participó como observador en las tres reuniones principales del Tratado de Prohibición de Minas en el período reportado. El gobierno de Canadá llevó a cabo la primera misión de cabildeo de alto nivel para India, en Marzo 2006. India realizó el desminado para permitir la distribución de ayuda de emergencia a lo largo de la Línea de Control para víctimas pakistaníes del terremoto. Hubo al menos 336 víctimas de minas y de artefactos explosivos improvisados en 2005, y 271 de Enero a Mayo de 2006.

Irán
En 2005, el PNUD revisó su propuesta de ayuda para la acción contra las minas y esperaba una respuesta del centro de acción contra las minas de Irán en Mayo de 2006. En Enero de 2006, el Centro Internacional para el Desminado Humanitario de Ginebra firmó un acuerdo para proporcionarles entrenamiento en acción contra las minas. Irán e Iraq firmaron un memorandum de entendimiento en Diciembre 2005 para despejar minas terrestres en su frontera. En Diciembre 2005, se formó un comité de educación sobre el riesgo de minas, que desarrolló una estrategia y un plan de acción. Se registraron al menos 109 nuevas víctimas de minas/MUSE en 2005.

Iraq

Oficiales iraquíes han continuado expresando un fuerte interés en sumarse al Tratado de Prohibición de Minas. Fuerzas de oposición han continuado empleando tanto artefactos explosivos improvisados, en gran número, como minas antivehículo. Las fuerzas de la coalición han descubierto muchos alijos de minas antipersonal. La reducción de financiamiento internacional para Iraq (reducido a la mitad desde 2004) sumada al deterioro de la seguridad, dificultó significativamente la acción contra las minas en todas las regiones excepto las del norte; algunos contratos y operaciones concluyeron anticipadamente. La Autoridad Nacional de Acción contra las Minas reportó una drástica caída en el desminado durante 2005.  El segundo director general de la Autoridad en dos años fue remplazado en Octubre 2005. El Estudio Técnico de Impacto de las Minas en Iraq concluyó el estudio en 13 de las 18 gobernaciones en Abril 2006 pero suspendió el estudio en Tikrit y Diyala debido a la falta de seguridad. Hasta Mayo 2006, el estudio había registrado 565 víctimas en dos años (más de 20 por ciento eran niños) y 7.631 menos víctimas recientes. En 2005 hubo al menos 358 víctimas, un incremento con respecto a 2004 y es probable que la cifra esté subestimada pues no existe un monitoreo efectivo de víctimas en Iraq.

Israel

La Fuerza de Defensa de Israel destruyó en 2005 15.510 minas obsoletas almacenadas. Extendió su moratoria para la exportación de minas antipersonal por tres años en Julio 2005. Se realizaron  operaciones de desminado en la parte norte del Valle de Jordán en 2005, luego del desplazamiento de minas del lugar a causa de inundaciones.

Kazajstán
Un oficial informó al Monitor de Minas Terrestres que Kazajstán está preparándose para destruir sus reservas de minas antipersonal, la mayoría de las cuales ya ha expirado.

República de Corea

Corea del Sur reportó un arsenal de 407.800 minas antipersonal, en vez de los dos millones que indicó que poseía previamente. Corea del Sur produjo por primera vez desde el 2000 minas de tipo Claymore. Exportó minas Claymore a Nueva Zelandia en Diciembre de 2005. Tropas surcoreanas  comenzaron el despeje de tres campos minados en la Zona de Control Civil y en siete bases militares del sur.  En 2005, hubo al menos 10 víctimas de minas.

Kuwait

El Ministerio de Defensa y el Ministerio de Relaciones Exteriores recomendaron la adhesión al Tratado de Prohibición de Minas, y se presentó el borrador  de una ley de adhesión a la Asamblea Nacional. Kuwait votó a favor de la resolución anual pro-prohibición de la Asamblea General de la ONU por primera vez desde 1998. En 2005, se reportaron ocho nuevas víctimas debido a minas y municiones sin explotar, lo cual constituye una disminución significativa en comparación con las 20 víctimas reportadas en 2004.  De Enero a Mayo 2006, hubo 7 nuevas víctimas; todos eran ciudadanos extranjeros.

Kirguistán  

El Danish Demining Group, asociado con la Guardia Fronteriza y una ONG local comenzaron un proyecto de estudio técnico y señalización de áreas minadas así como de educación sobre el riesgo de minas.

Lao, República Democratica Popular de

En Julio de 2005, Lao confirmó su intención de adherirse al Tratado de Prohibición de Minas en el futuro. La preocupación de los donantes acerca de la estructura institucional ocasionó una caída en el financiamiento en 2005. El gobierno nombró al primer director de la Autoridad Reguladora Nacional en Diciembre. UXO Lao reportó un aumento significativo de la productividad en 2005, desminando 15,7 kilómetros cuadrados de terreno. Dos organizaciones desminadoras recibieron autorización para realizar operaciones de despeje en 2005 y una más a comienzos del 2006.  Hubo 164 nuevas víctimas en 91 incidentes (54 por ciento eran niños), un número menor que en 2004.  Se condujo dos estudios, sobre el impacto del comercio de chatarra en las víctimas de municiones sin explotar y sobre ayuda a las víctimas.

Líbano

Por primera vez, Líbano votó a favor de la resolución anual de la Asamblea General del Tratado de Prohibición de Minas de las Naciones Unidas en el Primer Comité, si bien estuvo ausente en la votación final. Está en curso interno una revisión que podría conducir a la adhesión del Tratado. Líbano está considerando la presentación de un informe voluntario de transparencia del Artículo 7 del Tratado de Prohibición de Minas. La ICBL realizó una misión especial de cabildeo en Líbano en Junio 2006.  Dos kilómetros cuadrados de territorio afectado por minas fueron limpiados en 2005, y otros 3,9 kilómetros cuadrados de terreno minado y terreno que se sospecha estaba afectado fueron liberados mediante estudios técnicos. La Oficina Nacional de Desminado elaboró el borrador de una política de acción contra las minas en la que asumía la responsabilidad de administrar el programa de acción contra las minas e involucraba a instituciones civiles en el establecimiento de prioridades. Empezó a realizarse un estudio técnico a nivel nacional en 2005; para Mayo de 2006, 9,8 kilómetros cuadrados de área sospechosa habían sido examinados, lo cual produjo que se cancelen 7,2 kilómetros cuadrados como no contaminados. La educación sobre el riesgo de minas se retrasó por la situación de  seguridad pero se reanudó a fines de 2005. Hubo 22 nuevas víctimas en 2005, un aumento significativo con respecto a 2004.

Mongolia

Mongolia ha iniciado una aproximación progresiva para adherirse al Tratado de Prohibición de Minas en 2008. Se están preparando enmiendas a la Ley sobre Secretos de Estado para excluir las minas de la lista secreta y hacer de dominio público el  número de minas antipersonal de reserva.  Ingenieros del Ejército eliminaron más de 1.000 items de munición sin explotar en 2005.  Se reportó un civil herido por munición sin explotar en 2005.

Marruecos

Por segundo año consecutivo, Marruecos votó a favor de la resolución anual de la Asamblea General de la ONU que apoya el Tratado de Prohibición de Minas.  En la Sexta Reunión de Estados Parte anunció su intención de presentar un informe voluntario de transparencia del Artículo 7. Entre Abril 2005 y Abril 2006, se señalizó la ubicación de 289 minas e items de munición sin explotar, y se destruyó 7.074 items de munición sin explotar. En su mayoría minas antipersonal almacenadas por Polisario fueron destruidos. En 2005, hubo al menos nueve nuevas víctimas.

Nepal

El 26 de Mayo de 2006, el Partido Comunista de Nepal (Maoísta) y el gobierno de dicho país acordaron un cese del fuego bilateral y un Código de Conducta que prohibe el empleo de minas. Antes del cese del fuego, ambas partes continuaron usando minas o artefactos explosivos improvisados. En Febrero de 2005, el Reino Unido suspendió el entrenamiento de la unidad de eliminación de munición sin explotar del ejército, pero lo reanudó en Agosto 2005 y entregó nuevo equipo. El número de víctimas de todo tipo de artefactos explosivos parecía ser menor en 2005 con respecto a 2004; las ONGs hicieron esfuerzos para crear un sistema de recolección de datos sobre las víctimas de minas a nivel nacional. La mayoría de víctimas fueron niños. La educación sobre el riesgo de minas y explosivos creció gradualmente, involucrando muchas organizaciones locales e internacionales.

Pacífico, Islas del (Micronesia, Palau, Tonga, Tuvalu)

En Mayo 2006, Palau expresó su esperanza de adherirse al Tratado de Prohición de Minas antes de la Séptima Reunión de Estados Parte en Septiembre 2006.  

Micronesia completó un informe del Tratado de Prohibición de Minas y elaboró un proyecto de ley  para presentarlo al congreso.  En Diciembre 2005, Micronesia votó por primera vez, a favor de la resolución anual de la Asamblea General de la ONU para la universalización del Tratado de Prohibición de Minas. 

Con la ratificación de Vanuatu del Tratado de Prohibición de Minas en Septiembre 2005 y de Islas Cook en Marzo 2006, cinco de los 16 estados miembros del Foro del Pacífico no son parte del Tratado de Prohibición de Minas
. Ellos son los Estados Federados de Micronesia, Palau, Tonga y Tuvalu, así como las Islas Marshall, que ha firmado pero no ratificado aún el Tratado de Prohibición de Minas
. Desde 1997, la ICBL, los Estados Partes, las agencias de la ONU y organizaciones internacionales como el Comité Internacional de la Cruz Roja han proporcionado información a estos gobiernos sobre las obligaciones del Tratado de Prohibición de Minas – obligaciones que son descritas como mínimas en términos de costos financiero, carga administrativa y participación en reuniones internacionales.

Pakistán

Grupos armados no estatales usaron ampliamente minas antipersonal, minas antivehículo y munición sin explotar en la provincia de Baluchistán, y en menor medida en Waziristán y otras áreas de Pakistán.  La educación sobre el riesgo de minas estuvo a cargo de ONGs y hasta cierto punto, de las autoridades pakistaníes en las Areas Tribales Administradas Federalmente y en la Cachemira pakistaní; la ONG británica Islamic Relief and Response International comenzó a desarrollar nuevos proyectos de educación sobre el riesgo de minas en 2005-2006 en la Cachemira pakistaní.  En 2005, hubo al menos 214 víctimas por minas, munición sin explotar y artefactos explosivos improvisados, un número mayor que en 2004, con 195 víctimas. En 2006, el índice de víctimas continuó aumentando, con al menos 263 víctimas hasta el 14 de Mayo.
Somalia

El Gobierno Federal de Transición (TFG sigla en inglés) reiteró su intención de sumarse al Tratado de Prohibición de Minas. Aparentemente facciones en distintas partes del país han utilizado minas antipersonal de manera continua. En Mayo 2006, el grupo de la ONU de monitoreo de embargo de armas reportó que el gobierno de Eritrea había entregado 1.000 minas antipersonal a militantes fundamentalistas en Somalia. En Octubre 2005, el grupo de monitoreo reportó que miembros del TFG, incluido su presidente, y un opositor del TFG habían estado implicados en transferencias de armas que incluían tipos de minas terrestres no especificados. El grupo de monitoreo también declaró que los gobiernos de Etiopía y Yemen habían proporcionado minas de tipos no especificados a facciones en Somalia. La región somalí de Puntland completó un Estudio Técnico de Impacto de Minas Terrestres en tres regiones durante 2005. El estudio encontró 35 comunidades afectadas por minas, equivalente a un estimado de 6 por ciento de las comunidades de las tres regiones. Hubo al menos 276 nuevas víctimas de minas/MUSE en 2005, un aumento significativo con respecto al año anterior.  Los equipos policiales de eliminación de munición sin explotar reportaron la destrucción de más de 3.000 items de munición sin explotar entre Julio 2004 y fin de 2005.  El personal del Centro de Acción en contra de las Minas de Puntland, conjuntamente con el de los equipos de la policía, comenzaron a ofrecer educación sobre el riesgo de minas.

Sri Lanka

Desde Diciembre de 2005, ha crecido ampliamente el uso de minas Claymore detonadas por mando Claymore que se sospecha es por parte del LTTE, y en algunos pocos casos el Ejército ha denunciado que los rebeldes usan minas antipersonal. Once operadores desminaron 19,5 millones de metros cuadrados de tierra en 2005, más de cinco veces lo logrado en 2004, como resultado de una mayor capacidad de desminado manual y mecánico y el aumento en reducción de superficie. Sin embargo, la reanudación del conflicto a comienzos de 2006 dificultó en gran medida las operaciones de desminado en áreas en disputa, lo cual se tradujo en mucho menos desminado.  La educación sobre el riesgo de minas se expandió, alcanzando a más de 630.000 personas en 2005, 80 por ciento de los profesores de escuela de las provincias afectadas han sido capacitados en educación sobre el riesgo de minas. Hubo 38 nuevas víctimas de minas/MUSE en 2005, significativamente menos que en 2004, cuando hubo 56 víctimas.

Siria

En Abril 2006, el Ejército de Siria concluyó las operaciones de desminado en el pueblo de Hanoot Saida, sur de Golán, y en el pueblo de Hameedia, al norte de la ciudad de Quneitra; 1,564 minas antivehículo fueron retiradas y destruidas. Fuerzas de la ONU despejaron y destruyeron seis minas antipersonal, 177 minas antivehículo y 34 items de municiones sin explotar en 2005. En 2005, hubo un significativo aumento de las víctimas de minas y MUSE en comparación con las 2004 y 2003; hubo al menos 11 nuevas víctimas en 2005 y nueve desde el 1 de Enero al 22 de Mayo 2006.  Después de un incidente ocurrido en las Montañas del Golán en Enero de 2006, en el cual cinco niños quedaron heridos, se volvió a fortalecer el comité gubernamental, formado en 2004 para promover la educación sobre el riesgo de minas en las áreas afectadas de la frontera, y se realizaron actividades en colegios.

Estados Unidos de América

El gobierno de los Estados Unidos gastó alrededor de $ 95 millones en el año fiscal de 2005 en programas humanitarios de acción contra las minas, en comparación con $ 109 millones gastados en 2004, siendo el mayor cambio una reducción significativa en fondos especiales destinados a la acción contra las minas en Iraq. El Pentágono solicitó $ 1,3 mil millones para la investigación y producción de dos nuevos sistemas de minas – Araña y Sistema Inteligente de Municiones- entre los años fiscales 2005 y 2011; estos sistemas parecen incompatibles con el Tratado de Prohibición de Minas. El Congreso ordenó al Pentágono un estudio de los posibles efectos indiscriminados de Araña, postergando la decisión del Pentágono sobre su producción, que se esperaba para Diciembre  2005 sobre si se produciría o no.

Uzbekistán

En Octubre 2005, Uzbekistán informó que había despejado un quinto de su frontera con Tajikistán y varias otras áreas alrededor de los enclaves de uzbekos en Kirguistán.

Vietnam

Durante la visita de una delegación del gobierno canadiense en Noviembre 2005 para promover el Tratado de Prohibición de Minas, funcionarios de los ministerios de defensa y relaciones exteriores, insistieron en que Vietnam ya no produce minas antipersonal. Varios funcionarios indicaron que Vietnam se unirá al tratado en algún momento y remarcaron que ya respeta el espíritu del tratado al no producir, vender ni usar minas antipersonal. La fase piloto de la Evaluación de Impacto y Estudio Técnico de las Minas y MUSE concluyó en Mayo de 2005. Dos ONGs dejaron de trabajar en Vietnam a fines del 2005. UNICEF recibió financiamiento por un periodo de cinco años para la acción contra las minas, enfocada en la educación sobre el riesgo de minas y abogacia. Hubo al menos 112 nuevas víctimas en 2005. 

Otros

Abjazia

La cantidad de tierra desminada y de reducción de superficie a cargo de HALO Trust en el 2005 – más de 2,5 kilómetros cuadrados- constituyó un record para el programa de la organización en Abjazia. Durante 2005, HALO declaró libre del impacto de minas la región de Gali y el valle del río Gumista cerca al área de Sukhum. En 2005 se reportaron 15 nuevas víctimas de minas/MUSE, un aumento significativo en comparación con 2004 (seis víctimas).

Chechenia

En Junio 2006, funcionarios rusos confirmaron que las fuerzas rusas continuaban usando minas antipersonal en Chechenia. Las fuerzas chechenas han continuado con el amplio uso de artefactos explosivos improvisados. Equipos de desminado limpiaron 5.000 items de munición sin explotar en Chechenia e Ingushetia, incluyendo 32 minas retiradas de las vías férreas. ONGs nacionales apoyadas por UNICEF, CICR y Danish Demining Group/Danish Refugge Council, ofrecieron educación sobre el riesgo de minas en Chechenia y a población desplazada en el Cáucaso norte.  UNICEF registró 24 nuevas víctimas de minas/MUSE, continuando así la reducción de víctimas en los últimos años. Para lograr información más precisa sobre víctimas, se realizaron cambios en la recolección de datos y el sistema de registro. UNICEF se encargó de la primera capacitación sobre consejería frente al trauma para 22 psicólogos infantiles de Chechenia. CICR consiguió el tratamiento de los refugiados chechenos en Azerbaiyán.

Kosovo

En 2005 las operaciones de desminado limpiaron más de 4,3 kilómetros cuadrados de territorio, lo cual constituye un 10 por ciento de aumento de la productividad con respecto a 2004, destruyendo 719 minas antipersonal, 30 minas antivehículo, 977 unidades individuales de bombas de racimo y 1.378 otros items de MUSE.  En Diciembre 2005, Handicap International terminó sus actividades de desminado en Kosovo después de seis años de operación.  A fines de 2005, 15 áreas peligrosas requerían todavía desminado, de las cuales tres representaban una amenaza de minas y las 12 restantes estaban contaminadas con unidades de bombas de racimo. Había también 53 áreas que requerían un estudio técnico y posiblemente también desminado.  Al menos uno de los operadores de desminado está convencido que esto no registra el total de la contaminación residual y planea una misión de evaluación para mediados de Julio 2006 y definir la amenaza restante de municiones de racimo y minas terrestres.  En 2005 se reportaron 11 nuevas víctimas, una disminución en relación a 2004; todas fueron causadas por unidades de bombas de racimo u otra munición sin explotar, y la mayoría debido a la manipulación.

Nagorno-Karabakh

En 2005, HALO desminó más de 7,9 kilómetros cuadrados de área minada a través de desminado y estudio técnico y 13 kilómetros cuadrados adicionales mediante despeje de área de combate.  HALO también proporcionó educación sobre el riesgo de minas a alrededor de 7.700 personas.  El número reportado de víctimas fue significativamente menor que en 2004, cuando las cifras llegaron a su pico.

Palestina

Se reportó el uso de minas antivehículo en Palestina en Junio y Julio 2006 durante acciones militares israelís en Gaza.  Una evaluación de la acción contra las minas de la ONU en setiembre 2005 criticó a la Autoridad Palestina por su falta de respuesta efectiva a la amenaza de minas terrestres, restos explosivos de guerra y los artefactos explosivos improvisados, que aumentaron cuando colonos y militares de Israel se retiraron de la franja de Gaza en 2005.  Hubo 46 muertos y 317 heridos en 187 incidentes en 2005, un aumento con respecto a 2004.  A comienzos del 2006 se hicieron esfuerzos para revitalizar al Comité Nacional de Acción contra las Minas. Los equipos de destrucción de munición sin explotar de la policía palestina realizaron 1.162 tareas de eliminación de municiones sin explotar en el 2005, en comparación con los 939 conducidos en el 2004. 

Somalilandia

En 2005, las dos ONGs desminadoras internacionales Danish Demining Group y HALO Trust desminaron más de 18 kilómetros cuadrados de tierra, la gran mayoría fue por limpieza de área de combate. Se destruyeron 602 minas antipersonal, 99 minas antivehículo, alrededor de 20.000 restos explosivos de guerra y una gran cantidad de munición. En Marzo 2006, el Danish Demining Group suspendió todas sus labores de remoción en Somalilandia. En 2005, se registraron 93 nuevas víctimas de minas/MUSE; dos tercios eran niños y casi un tercio eran mujeres; las víctimas ocurrieron en todas las seis regiones. La educación sobre el riesgo de minas aumentó, alcanzando al menos a 30.000 beneficiarios de Enero 2005 a Junio 2006. 

Taiwán

En Junio 2006 Taiwán aprobó una norma que prohíbe la producción y el comercio de minas antipersonal, pero no su almacenamiento y uso, y obliga al despeje de áreas minadas en los próximos siete años. En Septiembre 2005, el Presidente, el Ministro de Relaciones Exteriores y el Vicepresidente del Yuan Legislativo firmaron declaraciones comprometiéndose a prohibir las minas antipersonal y para el desminado.  Un contrato otorgado a Mine Tech International para despejar minas en la Isla Kinmen se suspendió después de una explosión de Abril 2005, en la que dos desminadores murieron y un tercero quedó herido. Un parlamentario afirmó que el Ministro de Defensa Nacional canceló los fondos para el desminado en 2006 después de que el gobierno propuso una compra significativa de armamento. Funcionarios afirmaron que el desminado se reanudaría en el 2007 y que el Ministro había propuesto un presupuesto de NDT 4,2 mil millones de nuevos dólares de Taiwán ($ 131 millones) para despejar todos los campos minados restantes después del 2009.

Sahara Occidental

En Noviembre de 2005, el Frente Polisario firmó el Acta de Compromiso del Llamamiento de Ginebra renunciando a las minas antipersonal. Polisario destruyó más de 3.000 de minas almacenadas en Febrero 2006.  Entre Abril 2005 y Abril 2006, la misión de la ONU en el Sahara Occidental descubrió y señalizó la ubicación de 289 minas y munición sin explotar, y monitoró la destrucción de 7.074 items de munició sin explotar, en su mayoría minas antipersonal almacenadas. Landmine Action UK inició la eliminación de munición sin explotar así como un proyecto de estudio técnico a mediados de 2006.  Las minas antipersonal causaron al menos dos víctimas en 2005, y hubo al menos ocho víctimas de minas desde Enero a Mayo 2006.

18 Septiembre 1997

Convención Sobre La Prohibición Del Empleo, Almacenamiento, Producción Y Transferencia De Minas Antipersonal Y Sobre Su Destrucción


Preámbulo

Los Estados Parte, 
  


Decididos a poner fin al sufrimiento y las muertes causadas por las minas antipersonal, que matan o mutilan a cientos de personas cada semana, en su mayor parte civiles inocentes e indefensos, especialmente niños, obstruyen el desarrollo económico y la reconstrucción, inhiben la repatriación de refugiados y de personas desplazadas internamente, además de ocasionar otras severas consecuencias muchos años después de su emplazamiento, 
  


Creyendo necesario hacer sus mejores esfuerzos para contribuir de manera eficiente y coordinada a enfrentar el desafío de la remoción de minas antipersonal colocadas en todo el mundo, y a garantizar su destrucción, 
  


Deseando realizar sus mejores esfuerzos en la prestación de asistencia para el cuidado y rehabilitación de las víctimas de minas, incluidas su reintegración social y económica, 
  


Reconociendo que una prohibición total de minas antipersonal sería también una importante medida de fomento de la confianza, 
  


Acogiendo con beneplácito la adopción del Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa y otros artefactos, según fuera enmendado el 3 de mayo de 1996 y anexo a la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados; y haciendo un llamado para la pronta ratificación de ese Protocolo por parte de aquellos Estados que aún no lo han hecho, 
  


Acogiendo con beneplácito, asimismo, la Resolución 51/45 S del 10 de diciembre de 1996 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la que se exhorta a todos los Estados a que procuren decididamente concertar un acuerdo internacional eficaz y de cumplimiento obligatorio para prohibir el uso, el almacenamiento, la producción y la transferencia de las minas terrestres antipersonal, 
  


Acogiendo con beneplácito, además, las medidas tomadas durante los últimos años, tanto unilaterales como multilaterales, encaminadas a prohibir, restringir o suspender el empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal, 
  


Poniendo de relieve el papel que desempeña la conciencia pública en el fomento de los principios humanitarios, como se ha puesto de manifiesto en el llamado hecho para lograr una total prohibición de minas antipersonal, y reconociendo los esfuerzos que con ese fin han emprendido el Movimiento de la Cruz Roja y la Media Luna Roja, la Campaña Internacional para la Prohibición de las Minas y otras numerosas organizaciones no gubernamentales de todo el mundo, 
  


Recordando la Declaración de Ottawa del 5 de octubre de 1996 y la Declaración de Bruselas del 27 de junio de 1997, que instan a la comunidad internacional a negociar un acuerdo internacional jurídicamente vinculante que prohíba el uso, el almacenamiento, la producción y la transferencia de minas antipersonal, 
  


Poniendo énfasis en el deseo de lograr que todos los Estados se adhieran a esta Convención, y decididos a trabajar denodadamente para promover su universalidad en todos los foros pertinentes, incluyendo, entre otros, las Naciones Unidas, la Conferencia de Desarme, las organizaciones y grupos regionales, y las conferencias de examen de la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, 
  


Basándose en el principio del derecho internacional humanitario según el cual el derecho de las partes en un conflicto armado a elegir los métodos o medios de combate no es ilimitado, en el principio que prohíbe el empleo, en los conflictos armados, de armas, proyectiles, materiales y métodos de combate de naturaleza tal que causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios, y en el principio de que se debe hacer una distinción entre civiles y combatientes, 
  

Han convenido en lo siguiente: 
  
  

Artículo 1

Obligaciones generales

1. Cada Estado Parte se compromete a nunca, y bajo ninguna circunstancia: 
      a) emplear minas antipersonal; 
      b) desarrollar, producir, adquirir de un modo u otro, almacenar, conservar o transferir a cualquiera, directa o indirectamente, minas antipersonal; 
      c) ayudar, estimular o inducir, de una manera u otra, a cualquiera a participar en una actividad prohibida a un Estado Parte, conforme a esta Convención. 
  

2. Cada Estado Parte se compromete a destruir o a asegurar la destrucción de todas las minas antipersonal de conformidad con lo previsto en esta Convención. 
  
  

Artículo 2

Definiciones

1. Por "mina antipersonal" se entiende toda mina concebida para que explosione por la presencia, la proximidad o el contacto de una persona, y que incapacite, hiera o mate a una o más personas. Las minas diseñadas para detonar por la presencia, la proximidad o el contacto de un vehículo, y no de una persona, que estén provistas de un dispositivo antimanipulación, no son consideradas minas antipersonal por estar así equipadas. 


2. Por "mina" se entiende todo artefacto explosivo diseñado para ser colocado debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u otra superficie cualquiera y concebido para explosionar por la presencia, la proximidad o el contacto de una persona o un vehículo. 


3. Por "dispositivo antimanipulación" se entiende un dispositivo destinado a proteger una mina y que forma parte de ella, que está conectado, fijado, o colocado bajo la mina, y que se activa cuando se intenta manipularla o activarla intencionadamente de alguna otra manera. 


4. Por "transferencia" se entiende, además del traslado físico de minas antipersonal hacia o desde el territorio nacional, la transferencia del dominio y del control sobre las minas, pero que no se refiere a la transferencia de territorio que contenga minas antipersonal colocadas. 

5. Por "zona minada" se entiende una zona peligrosa debido a la presencia de minas o en la que se sospecha su presencia. 
  
  

Artículo 3

Excepciones

1. Sin perjuicio de las obligaciones generales contenidas en el Artículo 1, se permitirá la retención o la transferencia de una cantidad de minas antipersonal para el desarrollo de técnicas de detección, limpieza o destrucción de minas y el adiestramiento en dichas técnicas. La cantidad de tales minas no deberá exceder la cantidad mínima absolutamente necesaria para realizar los propósitos mencionados más arriba. 


2. La transferencia de minas antipersonal está permitida cuando se realiza para su destrucción. 
  
  

Artículo 4

Destrucción de las existencias de minas antipersonal

     Con excepción de lo dispuesto en el Artículo 3, cada Estado Parte se compromete a destruir, o a asegurar la destrucción de todas las existencias de minas antipersonal que le pertenezcan o posea, o que estén bajo su jurisdicción o control, lo antes posible, y a más tardar en un plazo de 4 años, a partir de la entrada en vigor de esta Convención para ese Estado Parte. 
  
  

Artículo 5

Destrucción de minas antipersonal colocadas en las zonas minadas

1. Cada Estado Parte se compromete a destruir, o a asegurar la destrucción de todas las minas antipersonal colocadas en los zonas minadas que estén bajo su jurisdicción o control, lo antes posible, y a más tardar en un plazo de 10 años, a partir de la entrada en vigor de esta Convención para ese Estado Parte. 


2. Cada Estado Parte se esforzará en identificar todas las zonas bajo su jurisdicción o control donde se sepa o se sospeche que hay minas antipersonal, y adoptará todas las medidas necesarias, tan pronto como sea posible, para que todas las minas antipersonal en zonas minadas bajo su jurisdicción o control tengan el perímetro marcado, estén vigiladas y protegidas por cercas u otros medios para asegurar la eficaz exclusión de civiles, hasta que todas las minas antipersonal contenidas en dichas zonas hayan sido destruidas. La señalización deberá ajustarse, como mínimo, a las normas fijadas en el Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa y otros artefactos, enmendado el 3 de mayo de 1996 y anexo a la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados. 


3. Si un Estado Parte cree que será incapaz de destruir o asegurar la destrucción de todas las minas antipersonal a las que se hace mención en el párrafo 1 dentro del período establecido, podrá presentar una solicitud a la Reunión de Estados Parte o a la Conferencia de Examen con objeto de que se prorrogue hasta un máximo de otros diez años el plazo para completar la destrucción de dichas minas antipersonal. 


4. Cada solicitud contendrá: 
    a) La duración de la prórroga propuesta; 
    b) Una explicación detallada de las razones para la prórroga propuesta, incluidos: 
    

i) La preparación y la situación del trabajo realizado al amparo de los programas nacionales de desminado; 

ii) Los medios financieros y técnicos disponibles al Estado Parte para destruir todas las minas antipersonal; y 

iii) Las circunstancias que impiden al Estado Parte destruir todas las minas antipersonal en las zonas minadas. 
  

    c) Las implicaciones humanitarias, sociales, económicas y medioambientales de la prórroga; y 
    d) Cualquiera otra información en relación con la solicitud para la prórroga propuesta. 
  

5. La Reunión de los Estados Parte o la Conferencia de Examen deberán, teniendo en cuenta el párrafo 4, evaluar la solicitud y decidir por mayoría de votos de los Estados Parte, si se concede. 
  

6. Dicha prórroga podrá ser renovada con la presentación de una nueva solicitud de conformidad con los párrafos 3, 4 y 5 de este Artículo. Al solicitar una nueva prórroga, el Estado Parte deberá presentar información adicional pertinente sobre lo efectuado durante el previo período de prórroga en virtud de este Artículo. 
  
  

Artículo 6

Cooperación y asistencia internacionales

1. En el cumplimiento de sus obligaciones conforme a esta Convención, cada Estado Parte tiene derecho a solicitar y recibir asistencia de otros Estados Parte, cuando sea factible y en la medida de lo posible. 
  

2. Cada Estado Parte se compromete a facilitar el intercambio más completo posible de equipo, material e información científica y técnica en relación con la aplicación de la presente Convención, y tendrá derecho a participar en ese intercambio. Los Estados Parte no impondrán restricciones indebidas al suministro de equipos de limpieza de minas, ni a la correspondiente información técnica con fines humanitarios. 
  

3. Cada Estado Parte que esté en condiciones de hacerlo, proporcionará asistencia para el cuidado y rehabilitación de víctimas de minas, y su integración social y económica, así como para los programas de sensibilización sobre minas. Esta asistencia puede ser otorgada, inter alia, por el conducto del Sistema de las Naciones Unidas, organizaciones o instituciones internacionales, regionales o nacionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y las sociedades nacionales de la Cruz Roja y la Media Luna Roja y su Federación Internacional, organizaciones no gubernamentales, o sobre la base de acuerdos bilaterales. 
  

4. Cada Estado Parte que esté en condiciones de hacerlo, proporcionará asistencia para las labores de limpieza de minas y actividades relacionadas con ella. Tal asistencia podrá brindarse, inter alia, a través del Sistema de las Naciones Unidas, organizaciones o instituciones internacionales o regionales, organizaciones no gubernamentales, o sobre una base bilateral, o contribuyendo al Fondo Fiduciario Voluntario de las Naciones Unidas de la Asistencia para la Remoción de Minas u otros fondos regionales que se ocupen de este tema. 
  

5. Cada Estado Parte que esté en condiciones de hacerlo, proporcionará asistencia para la destrucción de las existencias de minas antipersonal. 
  

6. Cada Estado Parte se compromete a proporcionar información a la base de datos sobre la limpieza de minas establecida en el Sistema de las Naciones Unidas, especialmente la información relativa a diversos medios y tecnologías de limpieza de minas, así como listas de expertos, organismos de especialistas o centros de contacto nacionales para la limpieza de minas. 
  

7. Los Estados Parte podrán solicitar a las Naciones Unidas, a las organizaciones regionales, a otros Estados Parte o a otros foros intergubernamentales o no gubernamentales competentes que presten asistencia a sus autoridades para elaborar un Programa Nacional de Desminado con el objeto de determinar inter alia: 
    a) La extensión y ámbito del problema de las minas antipersonal; 
    b) Los recursos financieros, tecnológicos y humanos necesarios para la ejecución del programa; 
    c) El número estimado de años necesarios para destruir todas las minas antipersonal de las zonas minadas bajo la jurisdicción o control del Estado Parte afectado; 
    d) Actividades de sensibilización sobre el problema de las minas con objeto de reducir la incidencia de las lesiones o muertes causadas por las minas; 
    e) Asistencia a las víctimas de las minas; 
    f) Las relaciones entre el Gobierno del Estado Parte afectado y las pertinentes entidades gubernamentales, intergubernamentales o no gubernamentales que trabajarán en la ejecución del programa. 
  

8. Cada Estado Parte que proporcione o reciba asistencia de conformidad con las disposiciones de este artículo, deberá cooperar con objeto de asegurar la completa y rápida puesta en práctica de los programas de asistencia acordados. 
  
  

Artículo 7

Medidas de transparencia

1. Cada Estado Parte informará al Secretario General de las Naciones Unidas tan pronto como sea posible, y en cualquier caso no más tarde de 180 días a partir de la entrada en vigor de esta Convención para ese Estado Parte sobre: 
    a) Las medidas de aplicación a nivel nacional según lo previsto en el artículo 9; 
    b) El total de las minas antipersonal en existencias que le pertenecen o posea, o que estén bajo su jurisdicción o control, incluyendo un desglose del tipo, cantidad y, si fuera posible, los números de lote de cada tipo de mina antipersonal en existencias; 
    c) En la medida de lo posible, la ubicación de todas las zonas minadas bajo su jurisdicción o control que tienen, o se sospecha que tienen, minas antipersonal, incluyendo la mayor cantidad posible de detalles relativos al tipo y cantidad de cada tipo de mina antipersonal en cada zona minada y cuándo fueron colocadas; 
   d) Los tipos, cantidades y, si fuera posible, los números de lote de todas las minas antipersonal retenidas o transferidas de conformidad con el Artículo, 3 para el desarrollo de técnicas de detección, limpieza o destrucción de minas, y el adiestramiento en dichas técnicas, o transferidas para su destrucción, así como las instituciones autorizadas por el Estado Parte para retener o transferir minas antipersonal. 
   e) La situación de los programas para la reconversión o cierre definitivo de las instalaciones de producción de minas antipersonal; 
   f) La situación de los programas para la destrucción de minas antipersonal, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5, incluidos los detalles de los métodos que se utilizarán en la destrucción, la ubicación de todos los lugares donde tendrá lugar la destrucción y las normas aplicables en materia de seguridad y medio ambiente que observan; 
   g) Los tipos y cantidades de todas las minas antipersonal destruidas después de la entrada en vigor de la Convención para ese Estado Parte, incluido un desglose de la cantidad de cada tipo de mina antipersonal destruida, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5 respectivamente, así como, si fuera posible, los números de lote de cada tipo de mina antipersonal en el caso de destrucción, conforme a lo establecido en el Artículo 4; 
   h) Las características técnicas de cada tipo de mina antipersonal producida, hasta donde se conozca, y aquellas que actualmente pertenezcan a un Estado Parte, o que éste posea, dando a conocer, cuando fuera razonablemente posible, la información que pueda facilitar la identificación y limpieza de minas antipersonal; como mínimo, la información incluirá las dimensiones, espoletas, contenido de explosivos, contenido metálico, fotografías en color y cualquier otra información que pueda facilitar la labor de desminado; y 


     i) Las medidas adoptadas para advertir de forma inmediata y eficaz a la población sobre todas las áreas a las que se refiere el párrafo 2, Artículo 5. 
  

2. La información proporcionada de conformidad con este Artículo se actualizará anualmente por cada Estado Parte respecto al año natural precedente y será presentada al Secretario General de las Naciones Unidas a más tardar el 30 de abril de cada año. 
  

3. El Secretario General de las Naciones Unidas trasmitirá dichos informes recibidos a los Estados Parte. 
  
  

Artículo 8

Facilitación y aclaración de cumplimiento

1. Los Estados Parte convienen en consultarse y cooperar entre sí con respecto a la puesta en práctica de las disposiciones de esta Convención, y trabajar conjuntamente en un espíritu de cooperación para facilitar el cumplimiento por parte de los Estados Parte de sus obligaciones conforme a esta Convención. 
  

2. Si uno o más Estados Parte desean aclarar y buscan resolver cuestiones relacionadas con el cumplimiento de las disposiciones de esta Convención, por parte de otro Estado Parte, pueden presentar, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, una Solicitud de Aclaración de este asunto a ese Estado Parte. Esa solicitud deberá estar acompañada de toda información apropiada. Cada Estado Parte se abstendrá de presentar solicitudes de aclaración no fundamentadas, procurando no abusar de ese mecanismo. Un Estado Parte que reciba una Solicitud de Aclaración, entregará por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, en un plazo de 28 días al Estado Parte solicitante, toda la información necesaria para aclarar ese asunto. 
  

3. Si el Estado Parte solicitante no recibe respuesta por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas dentro del plazo de tiempo mencionado, o considera que ésta no es satisfactoria, puede someter, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, el asunto a la siguiente Reunión de los Estados Parte. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá a todos los Estados Parte la solicitud presentada, acompañada de toda la información pertinente a la Solicitud de Aclaración. Toda esa información se presentará al Estado Parte del que se solicita la aclaración, el cual tendrá el derecho de réplica. 
  

4. Mientras que esté pendiente la Reunión de los Estados Parte, cualquiera de los Estados Parte afectados puede solicitar del Secretario General de las Naciones Unidas que ejercite sus buenos oficios para facilitar la aclaración solicitada. 
  

5. El Estado Parte solicitante puede proponer, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, la convocatoria de una Reunión Extraordinaria de los Estados Parte para considerar el asunto. El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados Parte esa propuesta y toda la información presentada por los Estados Parte afectados, solicitándoles que indiquen si están a favor de una Reunión Extraordinaria de los Estados Parte para considerar el asunto. En caso de que dentro de los 14 días a partir de la fecha de tal comunicación, al menos un tercio de los Estados Parte esté a favor de tal Reunión Extraordinaria, el Secretario General de las Naciones Unidas convocará esa Reunión Extraordinaria de los Estados Parte dentro de los 14 días siguientes. El quórum para esa Reunión consistirá en una mayoría de los Estados Parte. 
  

6. La Reunión de Estados Parte o la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte, según sea el caso, deberá determinar en primer lugar si ha de proseguir en la consideración del asunto, teniendo en cuenta toda la información presentada por los Estados Parte afectados. La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión Extraordinaria de los Estados Partes, deberá hacer todo lo posible por tomar una decisión por consenso. Si a pesar de todos los esfuerzos realizados no se llega a ningún acuerdo, se tomará la decisión por mayoría de los Estados Parte presentes y votantes. 
  

7. Todos los Estados Parte cooperarán plenamente con la Reunión de los Estados Parte o con la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte para que se lleve a cabo esta revisión del asunto, incluyendo las misiones de determinación de hechos autorizadas de conformidad con el párrafo 8. 
  

8. Si se requiere mayor aclaración, la Reunión de los Estados Parte o la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte autorizará una misión de determinación de hechos y decidirá su mandato por mayoría de los Estados Parte presentes y votantes. En cualquier momento el Estado Parte del que se solicita la aclaración podrá invitar a su territorio a una misión de determinación de hechos. Dicha misión se llevará a cabo sin que sea necesaria una decisión de la Reunión de los Estados Parte o de la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte. La misión, compuesta de hasta 9 expertos, designados y aceptados de conformidad con los párrafos 9 y 10, podrá recopilar información adicional relativa al asunto del cumplimiento cuestionado, in situ o en otros lugares directamente relacionados con el asunto del cumplimiento cuestionado bajo la jurisdicción o control del Estado Parte del que se solicite la aclaración. 
  

9. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista, que mantendrá actualizada, de nombres, nacionalidades y otros datos pertinentes de expertos cualificados recibida de los Estados Parte y la comunicará a todos los Estados Parte. Todo experto incluido en esta lista se considerará como designado para todas las misiones de determinación de hechos a menos que un Estado Parte lo rechace por escrito. En caso de ser rechazado, el experto no participará en misiones de determinación de hechos en el territorio o en cualquier otro lugar bajo la jurisdicción o control del Estado Parte que lo rechazó, si el rechazo fue declarado antes del nombramiento del experto para dicha misión. 
  

10. Cuando reciba una solicitud procedente de la Reunión de los Estados Parte o de una Reunión Extraordinaria de los Estados Parte, el Secretario General de las Naciones Unidas, después de consultas con el Estado Parte del que se solicita la aclaración, nombrará a los miembros de la misión, incluido su jefe. Los nacionales de los Estados Parte que soliciten la realización de misiones de determinación de hechos o los de aquellos Estados Parte que estén directamente afectados por ellas, no serán nombrados para la misión. Los miembros de la misión de determinación de hechos disfrutarán de los privilegios e inmunidades estipulados en el Artículo VI de la Convención sobre los privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas, adoptada el 13 de febrero de 1946. 
  

11. Previo aviso de al menos 72 horas, los miembros de la misión de determinación de hechos llegarán tan pronto como sea posible al territorio del Estado Parte del que se solicita la aclaración. El Estado Parte del que se solicita la aclaración deberá tomar las medidas administrativas necesarias para recibir, transportar y alojar a la misión, y será responsable de asegurar la seguridad de la misión al máximo nivel posible mientras esté en territorio bajo su control. 
  

12 Sin perjuicio de la soberanía del Estado Parte del que se solicita la aclaración, la misión de determinación de hechos podrá introducir en el territorio de dicho Estado Parte el equipo necesario, que se empleará exclusivamente para recopilar información sobre el asunto del cumplimiento cuestionado. Antes de la llegada, la misión informará al Estado Parte del que se solicita la aclaración sobre el equipo que pretende utilizar en el curso de su misión de determinación de hechos. 
  

13. El Estado del que se solicita la aclaración hará todos los esfuerzos posibles para asegurar que se dé a la misión de determinación de hechos la oportunidad de hablar con todas aquellas personas que puedan proporcionar información relativa al asunto del cumplimiento cuestionado. 
  

14. El Estado Parte del que se solicita la aclaración dará acceso a la misión de determinación de hechos a todas las áreas e instalaciones bajo su control donde es previsible que se puedan recopilar hechos pertinentes relativos al asunto del cumplimiento cuestionado. Lo anterior estará sujeto a cualquier medida que el Estado Parte del que se solicita la aclaración considere necesario adoptar para: 
    a) la protección de equipo, información y áreas sensibles; 
    b) la observancia de cualquier obligación constitucional que el Estado Parte del que se solicita la aclaración pueda tener con respecto a derechos de propiedad, registros, incautaciones u otros derechos constitucionales; o 
    c) la protección y seguridad físicas de los miembros de la misión de determinación de hechos. 
  

En caso de que el Estado Parte del que se solicita la aclaración adopte tales medidas, deberá hacer todos los esfuerzos razonables para demostrar, a través de medios alternativos, que cumple con esta Convención. 
  

15. La misión de determinación de hechos permanecerá en el territorio del Estado Parte del que se solicita la aclaración por un máximo de 14 días, y en cualquier sitio determinado no más de 7 días, a menos que se acuerde otra cosa. 
  

16. Toda la información proporcionada con carácter confidencial y no relacionada con el asunto que ocupa a la misión de determinación de hechos se tratará de manera confidencial. 
  

17. La misión de determinación de hechos informará, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, a la Reunión de los Estados Parte o a la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte, sobre los resultados de sus pesquisas. 
  

18. La Reunión de los Estados Parte o la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte evaluará toda la información, incluido el informe presentado por la misión de determinación de hechos, y podrá solicitar al Estado Parte del que se solicita la aclaración que tome medidas para resolver el asunto del cumplimiento cuestionado dentro de un período de tiempo especificado. El Estado Parte del que se solicita la aclaración informará sobre todas las medidas tomadas en respuesta a esta solicitud. 
  

19. La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte, podrá sugerir a los Estados Parte afectados modos y maneras de aclarar aún más o resolver el asunto bajo consideración, incluido el inicio de procedimientos apropiados de conformidad con el Derecho Internacional. En los casos en que se determine que el asunto en cuestión se debe a circunstancias fuera del control del Estado Parte del que se solicita la aclaración, la Reunión de los Estados Parte o la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte podrá recomendar medidas apropiadas, incluido el uso de las medidas de cooperación recogidas en el Artículo 6. 
  

20. La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte, hará todo lo posible por adoptar las decisiones a las que se hace referencia en los párrafos 18 y 19 por consenso, y de no ser posible, las decisiones se tomarán por mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y votantes. 
  
  

Artículo 9

Medidas de aplicación a nivel nacional

    Cada uno de los Estados Parte adoptará todas las medidas legales, administrativas y de otra índole que procedan, incluyendo la imposición de sanciones penales, para prevenir y reprimir cualquiera actividad prohibida a los Estados Parte conforme a esta Convención, cometida por personas o en territorio bajo su jurisdicción o control. 
  
  

Artículo 10

Solución de controversias

1. Los Estados Parte se consultarán y cooperarán entre sí para resolver cualquier controversia que pueda surgir en relación con la aplicación e interpretación de esta Convención. Cada Estado Parte puede presentar el problema a la Reunión de los Estados Parte. 
  

2. La Reunión de los Estados Parte podrá contribuir a la solución de las controversias por cualesquiera medios que considere apropiados, incluyendo el ofrecimiento de sus buenos oficios, instando a los Estados Parte en una controversia a que comiencen los procedimientos de solución de su elección y recomendando un plazo para cualquier procedimiento acordado. 
  

3. Este Artículo es sin perjuicio de las disposiciones de esta Convención relativas a la facilitación y aclaración del cumplimiento. 
  
  

Artículo 11

Reuniones de los Estados Parte

1. Los Estados Parte se reunirán regularmente para considerar cualquier asunto en relación con la aplicación o la puesta en práctica de esta Convención, incluyendo: 
    a) El funcionamiento y el status de esta Convención; 
    b) Los asuntos relacionados con los informes presentados, conforme a las disposiciones de esta Convención; 
    c) La cooperación y la asistencia internacionales según lo previsto en el Artículo 6; 
    d) El desarrollo de tecnologías para la remoción de minas antipersonal; 
    e) Las solicitudes de los Estados Parte a las que se refiere el Artículo 8; y 
    f) Decisiones relativas a la presentación de solicitudes de los Estados Parte, de conformidad con el Artículo 5. 


2. La primera Reunión de los Estados Parte será convocada por el Secretario General de las Naciones Unidas en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Convención. Las reuniones subsiguientes serán convocadas anualmente por el Secretario General de las Naciones Unidas hasta la primera Conferencia de Examen. 
  

3. Al amparo de las condiciones contenidas en el Artículo 8, el Secretario General de las Naciones Unidas convocará a una Reunión Extraordinaria de los Estados Parte. 
  

4. Los Estados no Parte en esta Convención, así como las Naciones Unidas, otros organismos internacionales o instituciones pertinentes, organizaciones regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y organizaciones no gubernamentales pertinentes, pueden ser invitados a asistir a estas reuniones como observadores, de acuerdo con las Reglas de Procedimiento acordadas. 
  
  

Artículo 12

Conferencias de Examen

1. Una Conferencia de Examen será convocada por el Secretario General de las Naciones Unidas transcurridos 5 años desde la entrada en vigor de esta Convención. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará otras Conferencias de Examen si así lo solicitan uno o más de los Estados Parte, siempre y cuando el intervalo entre ellas no sea menor de cinco años. Todos los Estados Parte de esta Convención serán invitados a cada Conferencia de Examen. 
  

2. La finalidad de la Conferencia de Examen será: 
    a) Evaluar el funcionamiento y el status de esta Convención; 
    b) Considerar la necesidad y el intervalo de posteriores Reuniones de los Estados Parte a las que se refiere el párrafo 2 del Artículo 11; 
    c) Tomar decisiones sobre la presentación de solicitudes de los Estados Parte, de conformidad con el Artículo 5; y 
    d) Adoptar, si fuera necesario en su informe final, conclusiones relativas a la puesta en práctica de esta Convención. 


3. Los Estados no Partes de esta Convención, así como las Naciones Unidas, otros organismos internacionales o instituciones pertinentes, organizaciones regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y organizaciones no gubernamentales pertinentes, pueden ser invitados a asistir a cada Conferencia de Examen como observadores, de acuerdo con las Reglas de Procedimiento acordadas. 
  
  

Artículo 13

Enmiendas

1. Todo Estado Parte podrá, en cualquier momento después de la entrada en vigor de esta Convención, proponer enmiendas a la misma. Toda propuesta de enmienda se comunicará al Depositario, quien la circulará entre todos los Estados Parte y pedirá su opinión sobre si se debe convocar una Conferencia de Enmienda para considerar la propuesta. Si una mayoría de los Estados Parte notifica al Depositario, a más tardar 30 días después de su circulación, que está a favor de proseguir en la consideración de la propuesta, el Depositario convocará una Conferencia de Enmienda a la cual se invitará a todos los Estados Parte. 
  

2. Los Estados no Parte de esta Convención, así como las Naciones Unidas, otras organizaciones o instituciones internacionales pertinentes, organizaciones regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y organizaciones no gubernamentales pertinentes pueden ser invitados a asistir a cada Conferencia de Enmienda como observadores de conformidad con las Reglas de Procedimiento acordadas. 
  

3. La Conferencia de Enmienda se celebrará inmediatamente después de una Reunión de los Estados Parte o una Conferencia de Examen, a menos que una mayoría de los Estados Parte solicite que se celebre antes. 
  

4. Toda enmienda a esta Convención será adoptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y votantes en la Conferencia de Enmienda. El Depositario comunicará toda enmienda así adoptada a los Estados Parte. 
  

5. Cualquier enmienda a esta Convención entrará en vigor para todos los Estados Parte de esta Convención que la haya aceptado, cuando una mayoría de los Estados Parte deposite ante el Depositario los instrumentos de aceptación. Posteriormente entrará en vigor para los demás Estados Parte en la fecha en que depositen su instrumento de aceptación. 
  
  

Artículo 14

Costes

1. Los costes de la Reunión de los Estados Parte, Reuniones Extraordinarias de los Estados Parte, Conferencias de Examen y Conferencias de Enmienda serán sufragados por los Estados Parte y por los Estados no Partes de esta Convención que participen en ellas, de acuerdo con la escala de cuotas de las Naciones Unidas ajustada adecuadamente. 
  

2. Los costes en que incurra el Secretario General de las Naciones Unidas con arreglo a los Artículos 7 y 8, y los costes de cualquier misión de determinación de hechos, serán sufragados por los Estados Parte de conformidad con la escala de cuotas de las Naciones Unidas adecuadamente ajustada. 
  
  

Artículo 15

Firma

    Esta Convención, hecha en Oslo, Noruega, el 18 de septiembre de 1997, estará abierta a todos los Estados para su firma en Ottawa, Canadá, del 3 al 4 de diciembre de 1997, y en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, a partir del 5 de diciembre de 1997 hasta su entrada en vigor. 
  
  

Artículo 16

Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión

1. Esta Convención está sujeta a la ratificación, la aceptación o a la aprobación de los Signatarios. 

2. La Convención estará abierta a la adhesión de cualquier Estado que no la haya firmado. 
  

3. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación y adhesión se depositarán ante el Depositario. 
    

Artículo 17

Entrada en vigor

1. Esta Convención entrará en vigor el primer día del sexto mes a partir de la fecha de depósito del cuadragésimo instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhesión. 
  

2. Para cualquier Estado que deposite su instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhesión a partir de la fecha de depósito del cuadragésimo instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhesión, esta Convención entrará en vigor el primer día del sexto mes a partir de la fecha de depósito por ese Estado de su instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhesión. 
  
  

Artículo 18

Aplicación provisional

Cada Estado Parte, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, podrá declarar que aplicará provisionalmente el párrafo 1 del Artículo 1 de esta Convención. 
  

Artículo 19

Reservas

Los Artículos de esta Convención no estarán sujetos a reservas. 
  
  

Artículo 20

Duración y denuncia

1. Esta Convención tendrá una duración ilimitada. 
  

2. Cada Estado Parte tendrá, en ejercicio de su soberanía nacional, el derecho de denunciar esta Convención. Comunicará dicha renuncia a todos los Estados Parte, al Depositario y al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Tal instrumento de denuncia deberá incluir una explicación completa de las razones que motivan su denuncia. 
  

3. Tal denuncia sólo surtirá efecto 6 meses después de la recepción del instrumento de denuncia por el Depositario. Sin embargo, si al término de ese período de seis meses, el Estado Parte denunciante está involucrado en un conflicto armado, la denuncia no surtirá efecto antes del final del conflicto armado. 
  

4. La denuncia de un Estado Parte de esta Convención no afectará de ninguna manera el deber de los Estados de seguir cumpliendo con obligaciones contraídas de acuerdo con cualquier norma pertinente del Derecho Internacional. 
  
  

Artículo 21

Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas es designado Depositario de esta Convención. 
  

Artículo 22

Textos auténticos

El texto original de esta Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará con el Secretario General de las Naciones Unidas.
Consejo Editorial del Monitor de Minas
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� Hasta 1 de Julio 2006.  


� La ICBL generalmente usa el título corto, Tratado de Prohibición de Minas; otros títulos cortos en uso son: Tratado de Ottawa, Convención de Ottawa, Convención sobre Prohibición de Minas Antipersonal y Convención de Prohibición de Minas.


�  De 84, 65 eran firmantes que ratificaron y 19 eran no firmantes que adhirieron.    


� Diecisiete estados se abstuvieron de votar en la Resolution 60/80 de la Asamblea General de la ONU en Diciembre 2005: Cuba, Egipto, Estados Unidos, Irán, Israel, Kazajistán, Kirguistán, Libia, Myanmar, Pakistán, Palau, Rusia, Corea del Sur, Siria, Uzbekistán y Vietnam.  


� Resultados de las votaciones por año sobre la resolución anual UNGA que invoca a la universalización y total aplicación del Tratado de Prohibición de Minas: 1997 (Resolución 52/38A)—142 a favor, ninguno en contra, 18 abstenciones; 1998 (Resolución 53/77N)—147 a favor, ninguno en contra, 21 abstenciones; 1999 (Resolución 54/54B)—139 a favor, uno en contra, 20 abstenciones; 2000 (Resolución 55/33V)—143 a favor, ninguno en contra, 22 abstenciones; 2001 (Resolución 56/24M)—138 a favor, ninguno en contra, 19 abstenciones; 2002 (Resolución 57/74)—143 a favor, ninguno en contra, 23 abstenciones; 2003 (Resolución 58/53)—153 a favor, ninguno en contra, 23 abstenciones; y 2005 (Resolución 59/84)—157 a favor, ninguno en contra, 22 abstenciones. 


� Los cinco estados no partes que estuvieron ausentes fueron Líbano (que votó a favor en el Primer Comité), Mongolia (que votó a favor en cada resolución UNGA anual pro-Tratado de Prohibición de Minas desde 1998), y Laos, Corea del Norte y Arabia Saudita (todos ausentes en cada votación anterior).


� El Llamamiento de Ginebra es una ONG con sede en Suiza. Bajo el Acta de Compromiso, un firmante acuerda prohibir el uso, producción, almacenamiento y transferencia de minas antipersonal, realizar acción contra las minas y cooperar en ella.


� El nombre completo es la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados.


� En una carta de Junio 2006 al Monitor de Minas, India confirmó que “no ha buscado ninguna postergación para ninguna obligación” del Protocolo II Enmendado. Ha habido confusión en este punto porque India de vez en cuando se ha referido a la modificación de sus minas no detectables “mucho antes del período estipulado” por el Protocolo II Enmendado.


� Los siguientes Estados Partes del Protocolo II Enmendado almacenan minas antipersonal teledirigidas: Belarús, China, Grecia, Israel, Pakistán, Rusia, Corea del Sur, Turquía, Ucrania y Estados Unidos. India ha explorado el desarrollo de tales sistemas. El Tratado de Prohibición de Minas obliga a Belarús, Grecia y Turquía a que destruyan sus minas antipersonal teledirigidas antes del 1 de Marzo del 2008. India ha explorado avances de tales sistemas.  El Tratado de Prohibición de Minas obliga a Belarús, Grecia y Turquía a destruir sus minas antipersonal teledirigidas antes del 1 de Marzo de 2008, y a Ucrania antes del 1 de Junio de 2010.  Los Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas Bulgaria, Italia, Japón, Países Bajos, Turkmenistán y el Reino Unido ya han destruido sus almacenes de minas antipersonal teledirigidas.  


� Desde la publicación del Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, 10 estados ratificaron el Protocol V en el siguiente orden: Bulgaria, Noruega, Estado de la Ciudad del Vaticano, El Salvador, Eslovaquia, Liechtenstein, Suiza, Albania, Tayikistán, y recientemente, el 6 de Junio de 2006, la República Checa.  Suecia fue la primera en ratificar el Protocolo V, en Junio de 2004, seguida por Lituania, Sierra Leona, Croacia, Alemania, Finlandia, Ucrania, India, Luxemburgo, Países Bajos, Dinamarca, Nicaragua y Liberia.


� Ver ediciones previas del Informe de Minas Terrestres para más detalles. Angola, Ecuador y Etiopía han admitido que usaron minas siendo signatarios. El Monitor de Minas Terrestres ha citado denuncias creíbles de uso, siendo signatarios, por parte de Burundi, Ruanda, Sudán y Uganda. Otros Estados Partes actuales que usaron minas antipersonal desde inicios de los años 1990s como no-signatarios son Afganistán, Bosnia y Herzegovina, Colombia, República Demoráctica del Congo, Croacia, Eritrea, Perú, Serbia y Montenegro, Turquía, Venezuela y Zimbabwe.  


� FARC: Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia; ELN: Ejército de Liberación Nacional; AUC: Autodefensas Unidas de Colombia.  Ver el informe de Colombia en esta edición del Monitor de Minas.


� Hay 51 productores actuales y ex productores confirmados. No se incluye en el total cinco Estados Partes que han sido citados por algunas fuentes como ex productores, pero que ellos niegan: Croacia, Nicaragua, Filipinas, Tailandia y Venezuela. Además, Jordania declaró poseer un pequeño número de minas de origen sirio en el 2000. No es claro si esto representa el resultado de la producción, exportación o captura. 


� Los treintaitrés Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas que alguna vez produjeron minas antipersonal son: Albania, Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Bulgaria, Canadá, Chile, Colombia, República Checa, Dinamarca, Francia, Alemania, Grecia, Hungría, Italia, Japón, Países Bajos, Noruega, Perú,  Portugal, Rumania, Serbia y Montenegro, Sudáfrica, España, Suecia, Suiza, Turquía, Uganda, Reino Unido y Zimbabwe.    


� Nueve Estados Partes no han declarado oficialmente el estado último de sus capacidades de producción en los informes del Artículo 7: Australia, Austria, Bélgica, Alemania, Grecia, Países Bajos, Noruega, Serbia y Montenegro, y Turquía. Para muchos de estos estados la producción de minas antipersonal se detuvo antes de la entrada en vigencia del tratado. 


� Desde que empezó a informar en 1999, el Monitor de Minas también retiró a Turquía y la Ex República de Yugoslavia (que se convirtió en Serbia y Montenegro) de su lista de productores.  Nepal fue añadida a la lista en  2003 luego de que oficiales militares admitieron que estaban produciendo en fábricas estatales.


� Al 1 de Julio 2006, los siguientes estados han concluido la destrucción de sus reservas de minas antipersonal: Albania, Argelia, Argentina, Australia, Austria, Bangladesh, Bélgica, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Bulgaria, Camboya, Camerún, Canadá, Chad, Chile, Colombia, República Democrática del Congo, República del Congo, Croacia, República Checa, Dinamarca, Djibouti, Ecuador, El Salvador, España, Francia, Gabón, Alemania, Guinea, Guinea-Bissau, Honduras, Hungría, Italia, Japón, Jordania, Kenia, Lituania, Luxemburgo, Ex República Yugoslava de Macedonia, Malasia, Mali, Mauritania, Mauricio, Moldova, Mozambique, Namibia, Países Bajos, Nueva Zelandia, Nicaragua, Nigeria, Noruega, Perú, Filipinas, Portugal, Rumania, Sierra Leona, Eslovaquia, Eslovenia, Sudáfrica, Surinam, Suecia, Suiza, Tayikistán, Tanzania, Tailandia, Túnez, Turkmenistán, Uganda, Reino Unido, Uruguay, Yemen, Venezuela, Zambia y Zimbabwe.


� En los casos de Burundi, Grecia y Sudán, la destrucción física real de minas no había empezado hasta mediados de 2006. El Monitor de Minas Terrestres considera estados que están “avanzando” si han informado que están forumlando planes de destrucción, buscando ayuda financiera internacional, realizando inventarios nacionales o construyendo instalaciones de destrucción.


� Los siguientes Estados Partes han declarado que no poseen reservas de minas antipersonal:  Andorra, Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belize, Benin, Bolivia, Botswana, Burkina Faso, República Centroafricana, Comoros, Costa Rica, Costa de Marfil, Dominica, República Dominicana, Eritrea, Estonia, Fiji, Ghana, Granada, Guatemala, Estado de la Ciudad del Vaticano, Islandia, Irlanda, Jamaica, Kiribati, Lesotho, Liberia, Liechtenstein, Madagascar, Malawi, Maldivas, Malta, México, Monaco, Nauru, Nigeria, Niue, Panamá, Papúa Nueva Guinea, Paraguay, Qatar, Ruanda, San Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y Granadinas, Samoa, San Marino, Senegal, Seychelles, Islas Salomón, Suazilandia, Timor Leste, Togo, y Trinidad y Tobago.  Algunos de ellos aparentemente tuvieron reservas en el pasado, pero las usaron o destruyeron antes de sumarse al Tratado de Prohibición de Minas, entre ellos Eritrea, Ruanda y Senegal.


� De 71 que escogieron no retener minas antipersonal, 20 poseyeron reservas alguna vez.


� Bután, Brunei, Cabo Verde, Islas Cook, Etiopía, Guinea Ecuatorial, Guyana, Haití, Santo Tomé y Príncipe, Ucrania y Vanuatu no han indicado si pretenden retener minas antipersonal; la mayoría no han entregado su informe según el Artículo 7. De estos once, se cree que sólo Etiopía, Guyana y Ucrania poseen minas.


� Treinta y ocho Estados Partes retienen entre 1.000 y 5.000 minas antipersonal: Afganistán, Angola, Argentina, Bélgica, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Burundi, Canadá, Camerún, Chile, Chipre, República Checa, Djibouti, Ecuador, Francia, Alemania, Jordania, Kenia, Letonia, Mali, Mozambique, Namibia, Países Bajos, Nicaragua, Perú, Portugal, Rumania, Eslovaquia, Eslovenia, Sudáfrica, España, Tanzania, Tailandia, Uganda, Reino Unido, Venezuela, Yemen y Zambia.


� Diecisiete Estados Partes retienen menos de 1.000 minas antipersonal: Colombia, República de Congo, Dinamarca, El Salvador, Guinea-Bissau, Honduras, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Mauritania, Ruanda, Sierra Leona, Surinam, Tayikistán, Togo, Uruguay y Zimbabwe.


� Los siguientes 14 Estados Partes informaron que consumieron minas antipersonal en 2005: Bélgica (356), Canadá (50), Chile (29), Croacia (164), Alemania (41), Honduras (11), Irlanda (8), Japón (1.596), Mozambique (151), Nicaragua (19), Eslovenia (1), Suecia (396), Tayikistán (30) y Turquía (850). 


� Los 11 Estados Partes que usaron el Formulario D ampliado son: Argentina, Canadá, Chile, Francia, Alemania, Japón, Moldova, Nicaragua, Rumania, Túnez y Turquía.  


� Los 55 Estados Partes que no han entregado actualizaciones son: Andorra, Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Benin, Botswana, Brasil, Camerún, Cabo Verde, República Centroafricana, Comoros, Costa Rica, Djibouti, Dominica, República Dominicana, El Salvador, Guinea Ecuatorial, Etiopía, Fiji, Gabón, Gambia, Ghana, Granada, Guinea, Guinea-Bissau, Guyana, Estado de la Ciudad del Vaticano, Jamaica, Kiribati, Lesotho, Liberia, Luxemburgo, Malawi, Mali, Nauru, Nigeria, Niue, Panama, Papua Nueva Guinea, Paraguay, Ruanda, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucia, San Vincente y Granadinas, Samoa, San Marino, Santo Tomé y Príncipe, Seychelles, Sierra Leone, Islas Salomón, Sudáfrica, Timor-Leste, Togo, Trinidad y Tobago, Uruguay. Este número no incluye los seis Estados Partes con fechas límite pendientes: Bután, Brunei, Islas Cook, Haití, Ucrania y Vanuatu.


� Un total de 49 Estados Partes han aprobado medidas de aplicación nacional: Albania, Australia, Austria, Bélgica, Belize, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Burkina Faso, Camboya, Canadá, Colombia, Costa Rica, Croacia, República Checa, Djibouti, El Salvador, Francia, Alemania, Guatemala, Honduras, Hungría, Islandia, Irlanda, Italia, Japón, Liechtenstein, Lituania, Luxemburgo, Malasia, Mali, Malta, Mauricio, Monaco, Nueva Zelandia, Nicaragua, Níger, Noruega, Serbia y Montenegro, San Vincente y Granadinas, Seychelles, Sudáfrica, España, Suecia, Suiza, Trinidad y Tobago, Reino Unido, Yemen, Zambia y Zimbabwe.


� Un total de 23 Estados Partes están en proceso de aprobación de normas: Afganistán, Bangladesh, Benin, Bolivia, Chad, Chile, República Democrática del Congo, Gabón, Guinea, Jamaica, Kenia, Malawi, Mauritania, Mozambique, Namibia, Nigeria, Perú, Filipinas, Ruanda, Surinam, Suazilandia, Tanzania y Uganda.


� Un total de 40 Estados Partes consideran que existen leyes suficientes o no consideran necesaria una nueva legislación: Argelia, Andorra, Antigua y Barbuda, Argentina, Belarús, Bulgaria, República Centroafricana, Chile, Chipre, Dinamarca, República Dominicana, Estonia, Grecia, Guinea-Bissau, Estado de la Ciudad del Vaticano, Jordania, Kiribati, Lesoto, Ex República Yugoslava de Macedonia, Madagascar, México, Moldova, Países Bajos, Panamá, Papua Nueva Guinea, Paraguay, Portugal, Qatar, Rumania, Samoa, San Marino, Senegal, Eslovaquia, Eslovenia, Islas Salomón, Tayikistán, Tailandia, Túnez, Turquía y Venezuela.


� Aquellos sin avance hacia medidas nacionales de aplicación nacional son: Angola, Bahamas, Barbados, Bután, Botswana, Brunei, Burundi, Camerún, República de Congo, Cabo Verde, Comoros, Islas Cook, Costa de Marfil, Dominica, Ecuador, Etiopía, Guinea Ecuatorial, Eritrea, Fiji, Gambia, Ghana, Granada, Guyana, Haití, Letonia, Liberia, Maldivas, Nauru, Niue, San Cristóbal y Nevis, Santa Lucía, Santo Tomé y Príncipe, Sierra Leona, Sudán, Timor Leste, Togo, Turkmenistán, Ucrania, Uruguay y Vanuatu.


� www.icrc.org/Web/Eng/siteeng0.nsf/html/57JR2C?OpenDocument.


� Albania, Australia, Bélgica, Bosnia & Herzegovina, Brasil, Bulgaria, Canadá, Croacia, Chipre, República Checa, Dinamarca, Estonia, Francia, Alemania, Hungría, Italia, Japón, Kenia, Luxemburgo, Ex República Yugoslava de Macedonia, Malaysia, México, Namibia, Países Bajos, Nueva Zelandia, Noruega, Portugal, Qatar, Senegal, Eslovenia, Sudáfrica, España, Suecia, Suiza, Tayikistán, Tanzania, Turquía, Reino Unido, Uruguay, Yemen, Zambia, and Zimbabwe.


� Australia, República Checa, Nueva Zelandia, Suecia, Reino Unido, Zambia y Zimbabwe.


� Albania, Austria, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Camerún, Croacia, Chipre, República Checa, Dinamarca, Estonia, Francia, Guinea, Hungría, Italia, ex República Yugoslava de Macedonia, Malasia, México, Namibia, Nueva Zelandia, Portugal, Samoa, Senegal, Eslovaquia, Sudáfrica, España, Suecia, Suiza, Turquía, Reino Unido, Yemen y Zambia.


� Los Estados Partes que reconocen poseer minas de tipo Claymore o OZM-72 son: Australia, Austria, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Brunei, Canadá, Colombia, Croacia, Dinamarca, Ecuador, Estonia, Honduras, Hungría, Letonia, Lituania, Malasia, Países Bajos, Nueva Zelandia, Nicaragua, Noruega, Papua New Guinea, Serbia y Montenegro, Eslovenia, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Tailandia, Turquía, Reino Unido y Zimbabwe.


� Los Estados Partes que declaran no poseer o haber destruido minas tipo Claymore o OZM-72 como parte de sus programas de destrucción de reservas son: Albania, Bangladesh, Bélgica, Bolivia, Bulgaria, Camboya, Chad, Chipre, República Checa, El Salvador, Francia, Alemania, Italia, Jordania, Kenia, Luxemburgo, ex República Yugoslava de Macedonia, Moldova, Mozambique, Perú, Filipinas, Portugal, Qatar, Rumania, Eslovaquia, Tayikistán, Tanzania, Turkmenistán, Uruguay y Yemen.


� El Artículo 7.1 del Tratado de Prohibición de Minas declara, “Cada Estado Parte informará al Secretario General de las Naciones Unidas... sobre: g) Los tipos y cantidades de todas las minas antipersonal destruidas después de la entrada en vigor de la Convención para ese Estado Parte, incluido un desglose de la cantidad de cada tipo de mina antipersonal destruida, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5 respectivamente, así como, si fuera posible, los números de lote de cada tipo de mina antipersonal en el caso de destrucción, conforme a lo establecido en el Artículo 4.”


� Bajo el Protocolo V de la Convención de Armas Convencionales, los restos explosivos de guerra (ERW) son definidos como munición sin explotar (UXO) y munición explosiva abandonada (AXO). Las minas están explícitamente excluidas de la definición.


� Este panorama resume información detallada de informes nacionales de esta edición del Monitor de Minas Terrestres.  A menos que se indique lo contrario, ver el correspondiente informe del país para las fuentes de información.


� De acuerdo a la definición establecida por los Estándares Internacionales de Acción contra las Minas (IMAS sigla en inglés), el área minada incluye la liberada por estudios técnicos así como mediante remoción de áreas minadas y de campos de combate.  


� Más aún, la cifra de 740 kilómetros cuadrados no refleja totalmente la extensión del desminado, dado que Irán, con uno de los programas más grandes de desminado en el mundo, declinó de entregar estadísticas del 2005, así como lo hicieron otros.


� “Desminar” se refiere conjuntamente a las actividades de estudios técnicos, evaluación, reducción de área, señalización y cercado y otras actividades prepatorias a la “limpieza,” así como el estudio post-remoción. El ‘despeje’ de minas o desminado se refiere a la destrucción de minas in situ, o su retiro de la tierra y la posterior destrucción en cualquier otro lugar. 


� Este total combina UXO y AXO pero no incluye, hasta donde se sabe, piezas de munición de armas pequeñas, que incrementarían significativamente el total.


� Las cifras dadas en la Tabla 1 han sido desagregadas basados en la evidencia disponible y los insumos de los operadores. Las cifras presentadas son aquellas entregadas por los operadores cuando difieren de los centros de acción contra las minas. En el caso de Etiopía, las cifras fueron proporcionadas por el Centro Etíope de Acción contra las minas. 


� En Honduras en Noviembre 2005, sin embargo, se reportó que una mina mató a un agricultor en la municipalidad de El Paraíso, en un área del lado hondureño de la frontera con Nicaragua que previamente había sido desminada.  Se desconoce qué acción han realizado las autoridades hondureñas para verificar que el área es segura, o si esta fue una nueva mina sembrada o se había perdido de vista durante las operaciones de desminado.  El Salvador sostiene que ha liberado su territorio de contaminación por minas a estándares internacionales en 1994, antes de convertirse en Estado Parte del Tratado de Prohibición de Minas.


� Belarús, Costa de Marfil, El Salvador, Estonia, Indonesia, Kenia, Letonia, Liberia, Mongolia, Panamá, Polonia, Arabia Saudita, Sierra Leona y Estados Unidos. Varios otros países también tienen residuos explosivos de guerra de las dos Guerras Mundiales.


� El Artículo 5 del Tratado de Prohibición de Minas aplica a los Estados Partes independientemente de cuándo fueron sembradas las minas antipersonal, o por parte de quién, y de manera similar aplicar a todas las minas que puedan ser plantadas en el futuro. 


� Por ejemplo, Guinea-Bissau y Jordania parecen haber evitado el LIS completo para optar por un estudio de impacto más barato y ligero.


� Bosnia y Herzegovina está conformada por dos entidades, República Srpska y la Federación (más grande que la otra), y el Distrito Brcko.


� Argentina también hace valer su jurisdicción sobre las Islas Falklands (Malvinas) y por lo tanto acepta las obligaciones de acuerdo al Artículo 5.


� Plan de Acción de Nairobi, Medida #27, “Informe Final de la Primera Conferencia de Examen,” APLC/CONF/2004/5, 9 Febrero 2005, p. 99.


� Este resumen de la situación de los Estados Partes afectados por las minas, de Mayo 2006, se basa en resultados de la investigación realizada para el Informe Monitor de Minas Terrestres 2006, que incluye, pero no se restringe a, declaraciones oficiales. Son bienvenidas las aclaraciones en respuesta a esta tabla. 


� Declaración de la OEA sobre Suriname, Comité Permanente sobre desminado, Educación sobre los riesgos de minas y tecnologías de acción contra las minas, Ginebra, 13 Junio 2005.


� Informe del Artículo 7, Formato C, 30 Abril 2006.  El informe realmente que está “libre de minas antipersonal.”  No se refiere a minas antivehículo, aunque ha informado que halló y destruyó minas antivehículo en el pasado.


� Iraq no es un Estado Parte del Tratado de Prohibición de Minas, pero desde 2004 funcionarios gubernamentales han dicho que se inclinan favorablemente a sumarse al tratado.


� GICHD, “Una revisión de la Acción contra las minas en Mozambique,” Informe Final, Octubre 2005, p. 25.


� Ruth Bottomley, Ayuda Popular Noruega, “Community Participation in Mine action, A Review and Conceptual Framework,” (Participación comunitaria en acción contra las minas, una evaluación y marco de trabajo conceptual) Diciembre 2005, p. 4.


� Un estudio de conocimiento, actitudes y prácticas (KAP sigla en inglés) realizado en Afganistán consultó a la población local: “Algunas personas corren riesgos y van a áreas peligrosas. ¿Por qué lo hacen?”  La respuesta general “debido a problemas económicos y financieros,” recibió  45 por ciento, y las tres principales actividades específicas mencionadas fueron pastar ganado, recoger leña y recoger chatarra. Programa de Acción contra las minas para Afganistán (MAPA), “KAP Analysis 2004/2005, Mine Risk Education Impact Monitoring in Afganistán,” (Análisis KAP 2004/2005, Monitoreo del impacto de la educación sobre el riesgo de minas en Afganistán) Kabul, 2006, p. 25.


� Seis países fueron retirados de la lista del año pasado porque no informaron actividades de MRE (Bangladesh, Estonia, Letonia, Malawi, Moldova, y Serbia y Montenegro) y cinco se añadieron debido a nuevas actividades (China, Costa de Marfil, Perú, Túnez y Ucrania). 


� Los Estados Partes con programas de MRE son Afganistán, Albania, Angola, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Camboya, Chad, Chile, Colombia, Costa de Marfil, República del Congo, Ecuador, El Salvador, Eritrea, Etiopía, Guatemala, Guinea-Bissau, Jordania, Liberia, Mauritania, Mozambique, Namibia, Nicaragua, Perú, Filipinas, Ruanda, Senegal, Sudán, Tayikistán, Tailandia, Túnez, Turquía, Uganda, Ucrania, Yemen, Zambia y Zimbabwe.


� Estados no-Partes con programas de MRE son Armenia, Azerbaiján, Birmania/Myanmar, China, Georgia, India, Irán, Iraq, Israel, Kirguistán, Lao, Líbano, Nepal, Pakistán, Polonia, Rusia, Somalia, Corea del Sur, Sri Lanka, Siria y Vietnam.


� Las áreas son Abjazia, Chechenia, Islas Falkland/Malvinas, Kosovo, Nagorno-Karabakh, Palestina, Somalilandia y Sahara Occidental.


� El Monitor de Minas registró 8,4 millones de personas en 2003, 4,8 millones en 2002, y cifras menores en los años anteriores.


� Sri Lanka y Tailandia son nuevos agregados a los primeros cinco; el año pasado Etiopía y Lao mantuvieron esas posiciones.


� Los Estados Partes que informaron sobre MRE en 2005 son Afganistán, Albania, Chile, Colombia, República Democrática del Congo, Croacia, Ecuador, Guatemala, Jordania, Mauritania, Mozambique, Nicaragua, Perú, Senegal, Sudán, Surinam, Swazilandia, Tayikistán, Tailandia, Túnez, Turquía, Yemen y Zimbabwe.  


�  La MRE muy básica no va más allá de enfoques de estilo expositivo y en muchos países no incluye la MREbasada en la escuela.  


� Aunque Honduras se autodeclaró libre de minas tuvo una víctima en 2005. Por esta razón reaparece en la lista.  Surinam, luego de una operación de desminado que incluyó vínculo con la comunidad, es considerado libre de minas y fue retirado de la lista.


�  ONGs nacionales operaron en Afganistán, Albania, Angola, Azerbaiyán, Bosnia y Herzegovina, Birmania, Burundi, Camboya, Chile, Colombia, Croacia, República Democrática del Congo, Etiopía, Georgia, India, Iraq, Kirguistán, Líbano, Nepal, Pakistán, Perú, Senegal, Sri Lanka, Sudán, Siria, Tailandia, Turquía, Uganda, Ucrania y Yemen, así como Chechenia, Somalilandia y Sahara Occidental.


� ONGs internacionales operaron en Afganistán, Angola, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Camboya, Chad, Croacia, República Democrática del Congo, Georgia, Iraq, Kirguistán, Lao, Líbano, Liberia, Mauritania, Mozambique, Nepal, Pakistán, Senegal, Somalia, Sri Lanka, Sudán, Tailandia, Uganda y Vietnam, así como en Abjazia, Chechenia, Nagorno-Karabakh y Somalilandia.


� El CICR afirmó que apoyó actividades preventivas de acción contra las minas en 27 países, pero no enumeró todos. CICR, “Special Report Mine Action 2006,” Ginebra, Mayo 2006, p. 8.  El Monitor de Minas Terrestres tiene información sobre actividades de MRE de sociedades nacionales, usualmente con apoyo técnico y financiero del CICR y a veces realizado por el CICR mismo en 24 países: Afganistán, Albania, Angola, Azerbaiyán, Bosnia y Herzegovina, Birmania/Myanmar, Camboya, Colombia, Croacia, Etiopía, India, Irán, Iraq, Israel/Territorios Ocupados de Palestina (OPT sigla en inglés), Jordania, Kirguistán, Namibia, Nepal, Nicaragua, Rusia (Norte del Cáucaso), Serbia y Montenegro (Kosovo), Sudán, Siria y Tayikistán.  


� UNICEF apoyó actividades de acción contra las minas en: Afganistán, Albania, Angola, Armenia, Azerbaiján, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Camboya, Chad, Colombia, República Democrática de Congo, Eritrea, Etiopía, Georgia/Abjazia, Indonesia (promoción), Iraq, Jordania, Lao, Líbano, Mauritania, Nepal, Nicaragua, Rusia (Norte del Cáucaso), Senegal, Sri Lanka, Sudan, Siria, Tayikistán, Tailandia y Vietnam, así como Palestina y Somalilandia.


� Ver Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, p. 40.


� Muchas entidades que ofrecieron entrenamiento en seguridad incorporaron prevención sobre minas terrestres y restos explosivos de guerra en sus paquetes informativos, incluidos centros de entrenamiento militar para fuerzas de mantenimiento de la paz, el Departamento de Prevención y Seguridad de la ONU, Programa Mundial de Alimentos, Alto Comisionado de la ONU para los Refugiados y la ONG de entrenamiento RedR-IHE.


� Joanne Durham, “From Interventions to Integration: Mine Risk Education and Community Liaison,” (De Intervenciones a Integración: Educación sobre los Riesgos de Minas y Vínculo con la Comunidad) Journal of Mine Action, Número 9.2, Febrero 2006.  


� Estados Partes con programas de MRE basada en comunidad incluyen Afganistán, Albania, Angola, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Camboya, Chad, Colombia, Etiopía, Mauritania, Nicaragua, Senegal, Sudán, Tailandia y Uganda.  Los Estados no-Partes que cuentan con MRE basada en comunidad son Azerbaiyán, Iraq, Kirguistán, Lao, Líbano, Pakistán y Sri Lanka. Hubo actividades de MRE basada en comunidad en Chechenia, Kosovo, Palestina y Somalilandia. 


� Ruth Bottomley, “Evaluation Report for Handicap International Francia, Strengthening and Promoting Associations and Community Networks for Sustainable Mine Risk Education [in Angola],”(Informe de Evaluación para Handicap International Francia, Fortaleciendo y promoviendo asociaciones y redes comunitarias para educación sustentable sobre el riesgo de minas [en Angola]) Lyon, Mayo 2005, p. 6.


� UNICEF/GICHD, “A Study of Scrap Metal Collection in Lao PDR,” Ginebra, Septiembre 2005, pp. 5-6.


� UNICEF/GICHD, “An Evaluation of UNICEF-supported UXO Risk Education Projects in Lao PDR,” Ginebra, Octubre 2005, p. 5. Las cuatro recomendaciones clave fueron: iniciar una evaluación multiprovincial de necesidades de educación sobre los riesgos de MUSE; comprometer un proceso de planificación estratégica para el programa con todas las contrapartes interesadas basados en tal evaluación; establecer un sistema nacional de vigilancia de víctimas que cubra totalmente las necesidades de educación sobre los riesgos; y continuar apoyando el desarrollo de un mecanismo de coordinación de MRE.


� Ruth Bottomley, “Community Participation in mine action, A Review and Conceptual Framework,” (Participación comunitaria en acción contra las minas, Evaluación y Marco Conceptual), Ayuda Popular Noruega, Diciembre 2005, pp. 30-35. 


� Sheree Bailey, especialista en ayuda a víctimas, GICHD, “Developing SMART objectives and a national plan of action – the role of inter-ministerial coordination,” Comité Permanente sobre ayuda a las víctimas y reintegración socioeconómica, Ginebra, 9 Mayo 2006.


� Para los propósitos de la investigación del Monitor de Minas, las víctimas incluyen a las personas muertas o heridas como resultado de un incidente vinculado con minas antipersonal, minas antivehículo, artefactos explosivos improvisados (IEDs), municiones racimo y otra munición sin explotar (MUSE). Cuando es claro que el dispositivo usado fue detonado por mando intencional, estos incidentes se excluyen. En los casos de Iraq y Afganistán, todas las víctimas identificadas como víctimas de IED fueron excluidas de los totales porque aparecieron como incidentes con artefactos detonados por mando. De la información disponible en muchos países, no siempre es posible determinar con certeza el tipo de arma que causó el incidente. Cuando este nivel de detalle está disponible, la información se incluye en el informe nacional.    


� Estos incluyen a Abjazia, Chechenia, Nagorno-Karabakh, Palestina, Somalilandia, Taiwán y Sahara Occidental.  


� El Monitor de Minas Terrestres reportó 6.521 víctimas para el año 2004 en el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, pero debido a la naturaleza continua de la recopilación de información, han sido registradas víctimas adicionales que ocurrieron en 2004 en varios países, incluidos Colombia, RD Congo y Sudán.


� Más aún, incluso el número de nuevas víctimas reportadas debe ser visto como un mínimo, debido a que muchos países fuertemente afectados por las minas no estuvieron en capacidad de proporcionar estadísticas del año completo o de todo el país.  Algunos informes se refieren a algunas personas muertas o heridas sin dar una cifra específica; estos informes y otros con “estimados” no están incluidos en el total. 


� Hay algunos indicadores de que este cálculo debe ser revisado y reducido, pero en este momento hay insuficiente información por cada país en la cual basarse para un nuevo estimado.


� Las cifras de víctimas de minas que involucran a mujeres y niños deben ser vistas como un mínimo; el género y la edad de las víctimas a menudo no se identifica; se desconoce el género y la edad de 2.450 víctimas.


� En países afectados por las minas donde los medios son la fuente principal de información, las víctimas reportadas son predominantemente militares. En Colombia, por ejemplo, donde se ha establecido un mecanismo de recolección de información y el país pasa por un conflicto armado, 69 por ciento de 1.110 víctimas registradas en 2005 eran personal militar. Las víctimas de minas/MUSE reportadas en Colombia suman el 15 por ciento de las víctimas registradas por el Monitor de Minas Terrestres en 2005. Por lo tanto, el alto porcentaje de víctimas militares en Colombia impacta en el porcentaje global general de militares con respecto a víctimas civiles. En contraste, en Camboya, un país en paz, sólo un uno por ciento de 898 víctimas fueron militares.     


� El Monitor de Minas Terrestres registró 305 víctimas en Rusia en 2005 comparadas con sólo seis en 2004, pero este incremento se debe principalmente a una investigación más exhaustiva en fuentes de idioma ruso.


� El Monitor de Minas Terrestres también registró mucho menos víctimas en Burundi y Georgia en 2005 que en 2004, pero una revisión posterior indica que los datos de 2004 no eran precisos.


� Informe Final de la Primera Conferencia de Examen, APLC/CONF/2004/5, 9 Febrero 2005, p. 29.


� La mayoría de sistemas de administración de bases de datos sólo tienen la capacidad de registrar las víctimas que se les reportó, pero no identifican activamente las víctimas en las áreas afectadas por minas.


� Planificadores y proveedores de ayuda a los sobrevivientes en Afganistán, Lao y otros lugares han hecho notar esto al Monitor de Minas Terrestres, y han citado otros sistemas tales como el CMVIS en Camboya, INSEC en Nepal, IHSCO en Iraq y Epi.info. 


� Esto se compara con 33 países y seis áreas reportadas en el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005.


� “Recolección de datos incompleta” significa que el sistema no cubre todas las áreas afectadas por las minas o no permite el análisis, o los actores relevantes han afirmado que la información está incompleta por otros motivos. “Sistema de Administración de Información” incluye IMSMA y otros tipos de recolección de otros tipos de información, pero no análisis de medios.  “Ayuda adecuada” no significa que todos son atendidos por el sistema o que el sistema es perfecto; la ayuda se considera inadecuada si si actores importantes afirman que lo es, o es claro que los servicios no cubren las necesidades de las personas con discapacidades en general.  “Ley de discapacidad” indica si hay leyes específicas, no si se hacen cumplir, que no es comúnmente el caso.  “Formulario J” indica la presencia de información sobre ayuda a víctimas en el Formulario voluntario J según el Artículo 7 del Tratado de Prohibición de Minas; este no refleja la cantidad o calidad de la información. Hay 98 víctimas en 2004 que no aparecen en esta tabla porque ocurrieron en los siete estados que fueron retirados de la lista del Monitor de Minas Terrestres de este año debido a que no hubo víctimas en 2005 y 2006, pero están incluidos en las cifras totales de víctimas del 2004.  Por razones de comparación, en el caso de Chechenia, se utilizó datos de UNICEF, anque en el total de víctimas de 2004 los resultados del análisis de medios del Monitor de Minas Terrestres en Chechenia también se incluyó.


�  Informe Final de la Primera Conferencia de Examen, APLC/CONF/2004/5, 9 Febrero 2005, p. 27.     


� Informe Final de la Primera Conferencia de Examen, APLC/CONF/2004/5, 9 Febrero 2005, p. 27. El Monitor de Minas Terrestres proporciona información sobre las instalaciones disponibles para las personas con discapacidad independientemente de la causa de la discapacidad y cuando es posible identifica el número de sobrevivientes de minas que acceden a tales servicios.


� Los VA 24 son: Afganistán, Albania, Angola, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Camboya, Chad, Colombia, Croacia, República Democrática de Congo, El Salvador, Eritrea, Etiopía, Guinea-Bissau, Mozambique, Nicaragua, Perú, Senegal, Serbia y Montenegro, Sudán, Tayikistán, Tailandia, Uganda y Yemen. Informe Final de la Primera Conferencia de Examen, APLC/CONF/2004/5, 9 Febrero 2005, p. 33. 


� Estas áreas temáticas son: recolección de información, atención de emergencia y atención médica continua, rehabilitación física, apoyo psicosocial, reintegración económica, y leyes y políticas públicas.  


� Específico: cambio cuantificable comparado con la situación actual; Medible: sistema para medir el avance en el momento; Viable: puede lograrse hacia 2009 con un esfuerzo razonable; Relevante: constituir mejora importante con respecto a la situación actual; y Acotadas en el tiempo: no después de 2009.  


� GICHD, “Process Support provided by the Implementation Support Unit of the GICHD to State Parties to the AP Mine Ban Convention that have reported the responsibility for significant numbers of landmine survivors,” (El proceso de apoyo ofrecido por la Unidad de Apoyo a la Aplicación del GICHD a los Estados Partes de la Convención de Prohibición de minas AP que ha informado la responsabilidad por un número significativo de sobrevivientes de minas)  8 Febrero 2006, pp. 2-3.  


� Un especialista en ayuda a víctimas para Burundi estuvo en la Lista de Participantes de las Reuniones del Comité Permanente, pero el Monitor de Minas Terrestres no pudo verificar la presencia de esta persona.


� Afectados por las minas: Afganistán, Albania, Angola, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Camboya, Chile, Colombia, Croacia, Rep. Dem. del Congo, Ecuador, Mozambique, Perú, Senegal, Serbia y Montenegro, Sudán, Tayikistán, Tailandia, Turquía, Uganda, Yemen (usó Formulario I) y Zimbabwe.  No afectados por las minas: Australia, Austria, Bélgica, Canadá, Francia, Alemania, Irlanda, Italia, Japón, Lituania, Malta, Países Bajos, Nueva Zelandia, Noruega, España y Suecia.  Al menos once otros países usaron el Formulario J para informar sobre asuntos distintos de ayuda a víctimas y financiamiento: Argentina, República de Congo, Costa Rica, Chipre, Dinamarca, Grecia, Malawi, Nigeria, Polonia, Ruanda y Eslovaquia. 


� Esto refleja un panorama del avance total (o la falta del mismo) en el campo de la ayuda a víctimas, no una evaluación de actividades específicas, basados en la información que el Monitor de Minas Terrestres ha sido capaz de obtener. El Monitor de Minas considera los siguientes indicadores: número de víctimas de minas/MUSE; mejora de proyectos existentes o proyectos nuevos implementados en las áreas de recolección de información, cobertura de atención médica, rehabilitación, reintegración socioeconómica y servicios psicosociales; mejora en la aplicación de derechos del discapacitado; incremento en la capacidad y la coordinación nacional; y calidad de la información sobre los avances y de la participación en los foros del tratado (incluida la participación de sobrevivientes) entre Mayo 2005 y Mayo 2006. Se puede encontrar información específica en los informes nacionales del Informe Monitor de Minas Terrestres 2006.


� Informe Final de la Primera Conferencia de Examen, APLC/CONF/2004/5, 9 Febrero 2005, pp. 31-32.


� Hasta Julio 2006, sólo ocho países habían reportado contribuciones de fondos a la base de datos de inversiones en acción contra las minas de las Naciones Unidas. Los informes de los donantes a la base de datos de las NNUU (disponibles en � HYPERLINK "http://www.mineactioninvestments.org" ��www.mineactioninvestments.org�) se han reducido en los últimos cinco años (18 en 2001, 11 en 2002, 10 en 2003, 12 en 2004, 8 en 2005).  Catorce Estados Partes informaron sobre sus contribuciones de fondos para acción contra las minas en 2005 en el Formulario J en sus informes de transparencia del Artículo 7, pero de estos, sólo siete contuvieron información suficientemente apropiada y detallada útil para el análisis. Algunos datos sobre financiamiento se incluyeron en los informes nacionales anuales del Protocolo II Enmendado del CCW.  Otra información la proporcionaron los donantes directamente al Monitor de Minas Terrestres.


� En algunos casos, los donantes no informaron sobre el año calendario 2005.  Entre los países que informaron en años fiscales distintos al de Estados Unidos (Octubre 2004-Septiembre 2005) están Canadá (Abril 2005-Marzo 2006), Reino Unido (Abril 2005- Abril 2006) y Australia y Nueva Zelandia (Julio 2005-Junio 2006).  Como en el pasado, la información sobre fondos de los donantes para Japón se ha desagregado en base al año calendario.


�  A diferencia de los tres años pasados cuando el incremento en el financiamiento de la acción global contra las minas financiamiento expresado en dólares de los Estados Unidos estaba inflado por el valor en caída del dólar, en 2005 la relativa nivelación de las tasas de cambio contra el dólar de los Estados Unidos significó que la disminución este año no estuvo muy influida por el valor del dólar. Por ejemplo, el Euro se incrementó en valor por más de un 0,09 por ciento versus el dólar en 2005, comparado con un incremento de un 10 por ciento en 2004.  Para el Euro, el Monitor de Minas Terrestres ha usado los siguientes tipos de cambio: en 2005: €1 = US$1,2449; en 2004: €1=US$1,2438; en 2003: €1=US$1,13; en 2002: €1=US$0,95; y en 2001: €1=US$0,90.  Reserva Federal de los Estados Unidos, “Lista de Tipos de Cambio (Anual),” 3 Enero 2006.


� El financiamiento se ha incrementado anualmente desde 1992, excepto en 2001 cuando el Monitor de Minas Terrestres informó de una reducción de $4 millones de dólares de los Estados Unidos, cuando destacó, “Dadas ciertas anormalidades y faltas de certeza en la recolección de datos sobre acción contra las minas data, esta reducción no es estadísticamente significativa. En efecto, al menos se puede atribuir parcialmente a las tasas de cambio fluctuantes del dólar de los Estados Unidos.” 


� UNMAS, “Annual Report 2005,” (Informe anual 2005 del Servicio de Acción contra las Minas de NNUU) pp. 60, 64.


� Para el año fiscal 1 Octubre 2005-30 Septiembre 2006.  Tipo de cambio promedio para 2005: Baht 40.252 = US$1.  Reserva Federal de los Estados Unidos, “Foreign Exchange Rates (Annual),” (Tasas de cambio extranjero-anuales) 3 Enero 2006; Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, p. 570.


� Sin embargo, se reportó que el gobierno de Chad no pudo realizar o postergó la entrega de su parte comprometida de financiamiento de acción contra las minas en 2005, afectando adversamente las operaciones durante el año. Ver informe de Chad en esta edición del Monitor de Minas Terrestres. 


� Informe Final de la Primera Conferencia de Examen, APLC/CONF/2004/5, 9 Febrero 2005, pp. 94-105.  


� Ver www.gichd.ch/1067.0.html.


� Declaración de Canadá, Comité Permanente sobre Situación General y Operación de la Convención, Ginebra, 8 Mayo 2006.


� Embajador Martin Dahinden, ex Director, GICHD, “Humanitarian Demining at a Crossroads: a Farewell Lecture,” (Desminado humanitario en la encrucijada: una charla de despedida) 1 Julio 2004.


� Kristian Berg Harpviken y Jan Isaksen, “Reclaiming the Fields of War: Mainstreaming Acción contra las minas in Development,” Informe PRIO- UNDP, 2004, p. 43.


� Correo-e de Carly Volkes, DFAIT, 7 Junio 2006.


� Correo-e de Andrew Willson, Departamento de Conflicto y Asuntos Humanitarios, DfID, 4 Julio 2006.


� Correo-e de Ellen Schut, División de Control de Armas y Política de Exportación de Armas, Ministerio de Relaciones Exteriores, 7 Abril 2006.


� Correo-e de Mayumi Watabe, Unidad de Seguridad Humana, Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios de las Naciones Unidas (OCHA), 15 Junio 2006.


� Correo-e de Anne Suotula, oficial de planta para fideicomisos, División de Asuntos Políticos y Política de Seguridad, sede central de la OTAN, 6 Julio 2006.


� Las cifras para los años previos al 2005 fueron tomadas del Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, con algunas correcciones recibidas para años anteriores.  Para 2004, el incremento en financiamiento reportado en datos corregidos por Australia y el Reino Unido contrarrestó la disminución de financiamiento reportado por la Comisión Europea. En la mayoría, pero no en todos los casos, las cifras para años anteriores se calculan con los tipos de cambio de tales años.


� Los tipos de cambio promedio para 2005 usados a lo largo de este informe son; €1 = US$1,2449, A$1 = US$0,7627, US$1 = NOK6,4412, £1 = US$1,820, US$1 = C$1,2115, US$1 = SEK7,4710, US$1 = DKK5,9953, NZ$1 = US$0,7049, US$1= ¥110,11. Reserva Federal de Estados Unidos, “List of Exchange Rates (Annual),”(Lista de tipo de cambio promedio- anual) 3 Enero 2006.  Tipo de cambio promedio para 2005: US$1 = CHF1,2459. Reserva Federal de los EEUU, “List of Exchange Rates (Annual),” 3 Enero 2006 usada para conversiones de CHF distintas a información financiera FSD. Las conversiones de moneda se redondean, lo cual puede producir diferencias adicionales por el redondeo.


� La Comisión Europea informó el total de los aportes de los estados miembros de la Unión Europea y éstas ascendieron a más de €147 millones ($183 millones).  “EC contribution to Landmine Monitor 2006,” (Aportes de la Comisión Europea para el Monitor de Minas Terrestres) 30 Junio 2006.


� El financiamiento per cápita ofrece otra perspectiva sobre el financiamiento de la acción contra las minas por parte de los países donantes.  Para calcular estas cifras, las sumas de financiamiento por país en 2005 se dividieron entre la población del país. Las cifras de población fueron tomadas del Banco Mundial, Base de Datos de Indicadores para el Desarrollo, “Population 2005,” (Población 2005)1 Julio 2006, � HYPERLINK "http://www.worldbank.org/data/databytopic/POP.pdf" ��www.worldbank.org�, consultado el 1 Julio 2006.  No se incluye en las sumas de financiamiento por país, y por lo tanto no se refleja en las cirfras per cápita, los aportes a las entidades de la Unión Europea que posteriormente son administrados como financiamiento de la Comisión Europea para acción contra las minas.


� El Ingreso Nacional Bruto (GNI) se conocía antes como Producto Bruto Nacional (Interno) (GNP cifra en inglés). Las cifras del GNI proceden de Banco Mundial, Base de datos de Indicadores de Desarrollo, “Total GNI 2005, Atlas method,” 1 Julio 2006, � HYPERLINK "http://www.worldbank.org/data/databytopic/POP.pdf" ��www.worldbank.org�, consultado el 1 Julio 2006.


� Correos-e de Laura Liguori, Unidad de Política de Seguridad, Desarme Convencional, CE, Junio-Julio 2006.


� Esta cifra ha sido reajustada hacia un monto menor por €4,09 millones ($5,09 millones) del total en el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005 basado en nueva información disponible. CE, “Mine Action in the World 2005,”(Acción contra las minas en el mundo) p. 55; Contribución de la Comunidad Europea al Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, por correo-e de Nicola Marcel, RELEX 3ª Unidad, Política de Seguridad, CE, 19 Julio 2005; correos-e de Laura Liguori, CE, Junio-Julio 2006. 


� Correo-e de Annette A. Landell-Mills, Ministerio de Relaciones Exteriores, 21 Junio 2006. 


� Correo-e de Kitagawa Yasu, Campaña Japonesa de Prohibición de Minas Terrestres (JCBL), Marzo –Mayo 2006, con información traducida recibida por JCBL de la División de Ayuda Humanitaria, Departamento de Cooperación Multilateral, 11 Mayo 2005 y División de Armas Convencionales, No-proliferación y Departamento de Ciencia, 11 Abril 2006. 


� Correo-e de Kitagawa Yasu, JCBL, con información de Nobuhisa Tsuchiya, División de Impulso de la Investigación, y Sr. Saito, División de Desarrollo de Tecnología de Sistemas Mecánicos, NEDO JST, 11 Julio 2006.


� Correo-e de Kitagawa Yasu, JCBL, 10 Agosto 2005, con traducción del Ministerio de Relaciones Exteriores, información enviada a JCBL 11 Mayo 2005.


� Correo-e de Andrew Willson, DfID, 20 Marzo 2006; correo-e de Debbie Clements, Directorio de Joint Commitments, Ministerio de Defensa, 10 Agosto 2005; correo-e del teniente coronel Robin Swanson, Ministerio de Defensa, 22 Mayo 2006.  La cifra de 2004 fue corregida de £8,3 millones ($15,3 millones) reportada en el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005.  La suma fue incrementada en £2.913.231 ($5.339.952) para reflejar  el financiamiento para el Centro Internacional de Entrenamiento para Acción contra las minas en Kenia, pero redujo £155.133 ($284.359) de programas posteriormente identificados como I&D. Los tipos de cambio promedio para 2004: £1 = US$1,833, Reserva Federal de los EEUU, “List of Exchange Rates (Annual),” (Lista de tipos de cambio-anual) 3 Enero 2005.








� Figures prior to 1998 only include CIDA financiamiento.


� Acción contra las minas Investments database; Correo-e de Carly Volkes, DFAIT, 7 Junio 2006. 


� Artículo 7 Report, Form J, 27 Abril 2006; Acción contra las minas Investments database.


� Declaración ante el Comité Permanente del Desminado, Educación sobre el riesgo de minas y tecnologías de acción contra las minas, Ginebra, 10 Mayo 2006.


� No hay cifras disponibles anteriores a 1996. 


� Correo-e de Ellen Schut, Ministerio de Relaciones Exteriores, 7 Abril 2006; correo-e de Brechtje Paardekooper, DMV/HH División de Ayuda Humanitaria, Ministerio de Relaciones Exteriores, 18 Abril 2006.


� Informe del Artículo 7, Formulario J, 2 Mayo 2006; correos-e de Sara Brandt-Hansen, Funcionaria, Departmento de Seguridad Global, Ministerio de Relaciones Exteriores, Marzo-Mayo 2006.


� Base de datos de inversión en acción contra las minas; correo-e de Rita Helmich-Olesen, Ayuda Humanitaria y Cooperación con ONGs, Ministerio de Relaciones Exteriores, 31 Marzo 2006.  


� Base de datos de inversión en acción contra las minas; correo-e de Rita Helmich-Olesen, Ayuda Humanitaria y Cooperación con ONGs, Ministerio de Relaciones Exteriores, 31 Marzo 2006, 31 Marzo 2006. 


� Correo-e de Rémy Friedmann, División Política IV, Ministerio de Relaciones Exteriores, 28 Abril 2006. 


� Correo-e de Katheryn Bennett, AusAID, 30 Junio 2006.


� El monto para 2004 ha sido reajustado hacia arriba por A$509.516 ($375.259) de A$7.246.585 ($5,3 millones) citado en el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005 para incluir cantidades previamente no reportadas de A$500.000 ($368.250) para ayuda a las víctimas en Camboya y A$9.516 ($7.009) para detectores de minas para Azerbaiján.  Correos-e de Katheryn Bennett, AusAID, Julio 2006.  Tipo de cambio promedio para 2004: A$1 = US$0,7365, Reserva Federal de los EEUU, “List of Exchange Rates (Annual),” (Lista de tipos de cambio-anual) 3 Enero 2005.


� Correos-e de Manfredo Capozza, asesor de Desminado Humanitario, Ministerio de Relaciones Exteriores, Marzo 2006.  No se incluye en este monto $300.000 para actividades de MRE de UNICEF en Sudán como informó UNMAO.


� Las cifras de 2005 incluyen la suma de €1.280.000 ($1.593.472) para Sudán según informó la Embajada Italiana en Khartoum, así como €242.500 ($301.888) como informó el Ministerio de Relaciones Exteriores de Sudán. 


� Base de datos de inversión en acción contra las minas; correo-e de Paula Sirkiä, Unidad para la Ayuda Humanitaria, Ministerio de Relaciones Exteriores, 16 Marzo 2006. 


� Los EAU informaron en la base de datos de las NNUU de inversión en acción contra las minas que han gastado los $50 millones de 2002-2004 de la siguiente forma: $1.631.715 para la Fase 1 (reconocimiento de campos minados y eliminación de armas-trampa); $24.766.000 para Fase 2 (desminado y eliminación de minas y MUSE); $6.199.000 para Fase 3 (limpieza y eliminación de MUSE); $1.349.685 para la compra de maquinaria de desminado y otros equipos; $3.342.800 como contribution a la oficina de las NNUU del Sur de Líbano; $476.538 para filmación y cobertura informativa del proyecto por Emirates Media Corp; y $12.234.262 para gastos de las Fuerzas Armadas de los EAU y otros gastos administrativos. Base de datos de inversión en acción contra las minas, � HYPERLINK "http://www.mineaction.org" ��www.mineaction.org�, consultada el 4 Agosto 2005.


� UNMAS, “Annual Report 2005,” (Informe Anual 2005) p. 61; Oficina Nacional de Desminado, Programa de  Acción contra las minas de Líbano, “Annual Report 2005,” (Informe Anual 2005) Anexo A; MACC SL, “Annual Report 2005,” (Informe Anual 2005) 14 Febrero 2006; correo-e de Christopher Clark, Asesor técnico jefe de las NNUU/Gerente de Programa, MACC SL, 22 Mayo 2006.


� Informe del Artículo 7, Formulario J, 26 Abril 2006; correo-e de Dominique Jones, Consejero, Ministerio de Defensa, 17 Mayo 2006; correo-e de Stan Brabant, Director, Unidad de Política, Handicap International, 26 Mayo 2006.


� Informe del Artículo 7, Formulario J, 26 Abril 2006; Informe del Artículo 13 del Protocolo II Enmendado del CCW, Formulario E, 6 Octubre 2005; información de Olivier Sigaud, Ministerio de Relaciones Exteriores, en correo-e de Timon Van Lidth, Handicap International, 29 Junio 2006.  Francia incluyó financiamiento al CNEMA (Comisión Nacional para la Eliminación de las minas antipersonal) de €135.000 ($168.062) en su información de 2005; este financiamiento no había sido incluido en informes anteriores.


� Informe del Artículo 7, Formulario J, 26 Abril 2006; Informe del Artículo 13 del Protocolo II Enmendado del CCW, Formulario E, 6 Octubre 2005; información de Olivier Sigaud, Ministerio de Relaciones Exteriores, en correo-e de Timon Van Lidth, Handicap International, 29 Junio 2006.  


� Ministerio de Relaciones Exteriores, “Support for mine action- role in mine clearance and aid to victims,” (Apoyo a la acción contra las minas-rol en el desminado y ayuda a víctimas) disponible en www.diplomatie.gouv.fr, consultado 4 Julio 2006.  Francia ha declarado que presentará información más detallada con repsecto a sus aportes financieros a la acción contra las minas a través de la CE en la Séptima Reunión de Estados Partes en Ginebra en 2006.  Declaración del embajador François Rivasseau, Representante Permanente ante la Conferencia de Desarme, Comité Permanente sobre Desminado, Educación sobre el Riesgo de minas y Tecnologías de acción contra las minas, Ginebra, 10 Mayo 2006.


� Informe del Artículo 7, Formulario J, 21 Abril 2006; correos-e de Therese Healy, Sección de Desarme y no-proliferación, División Política, Departmento de Relaciones Exteriores, Mayo 2006.


� Informe del Artículo 7, Formulario J, 27 Abril 2006; correos-e de Alexander Kmentt, sub director, Departmento para Desarme, Control de armas y no proliferación, Ministerio Federal de Relaciones Exteriores, 27 Abril 2006.


� Correo-e de Alexander Kmentt, Ministerio Federal de Relaciones Exteriores, 4 May 2006.


� Correo-e de Helen Fawthorpe, Ministerio de Relaciones Exteriores, 6 Junio 2006; correo-e de Megan McCoy, Ministerio de Relaciones Exteriores, 6 Junio 2006. 


� Informe del Artículo 7, Formulario J, fechado 4 Mayo 2006; correo-e de Henrik Markus, Ministerio de Relaciones Exteriores, 16 Mayo 2006. Tipo de cambio promedio para 2005: SKK0,033 = US$1.  Estimado del Monitor de Minas Terrestres basado en information de www.oanda.com/convert/fxhistory.


� Informe del Artículo 7, Formulario J, 27 Abril 2006; correo-e de Luis Gómez Nogueira, Sub-departmento para Desarme Internacional, Ministerio de Relaciones Exteriores y Cooperación, 25 Abril 2006.


� Este es un cálculo, ya que el financiamiento español para la acción contra las minas no ha sido informado por completo en todos los años. Ver Informe Monitor de Minas Terrestres 2004, p. 748.


� IRFFI, “Pledges made to IRFFI and Iraqi reconstruction at the Expanded Donor Meeting of IRFFI,” 18 Julio 2005; Fondo de Fideicomiso del Grupo de las NNUU para el Desarrollo de Iraq, “Newsletter,” (Boletín) Enero 2006, p. 1. 


� Correo-e de François Berg, Ministerio de Relaciones Exteriores, Luxemburgo, 30 Marzo 2006.


� Respuesta al Monitor de Minas Terrestres de la Misión Permanente de la República de Corea en las NNUU en  New York, 9 Mayo 2006. 


� Correo-es de Irina Gorsic, Consejera, Ministerio de Relaciones Exteriores, Junio 2006.


� Embajada de Islandia en Washington DC, “Islandia Contributes 1,5 Millones USD to a Prosthetics Project in Northern Iraq,” Nota informativa 08/05, 28 Abril 2005.  Esta cantidad no fue informada específicamente como aporte de acción contra las minas de Islandia.  


� Cartas de Tadeusz Chomicki, Ministerio de Relaciones Exteriores, 22 Marzo y 8 Mayo 2006.


� Informe del Artículo 7, Formulario J, 26 Abril 2006.


� “Cooperation between Flanders and Mozambique,” (Cooperación entre Flandes y Mozambique) (en Flamenco), p. 2, sitio oficial de Flandes, www.flanders.be, consultado 3 Junio 2006; Geert Bourgeois, Ministro flamenco de Asuntos Administrativos, Política Exterior, Medios y Turismo, “Answer to Question No. 42 from Sabine Poleyn from 13 Enero 2006,” (Respuesta a la pregunta N°42 de Sabine Poleyn del 13 de Enero 2006) (en flamenco), Sitio web del parlamento de Flandes, (sin fecha), disponible en www.vlaamsparlement.be, consultado 3 Junio 2006. 


� Correo-e de Carly Volkes, DFAIT, 7 Junio 2006. 


� Base de datos de inversión en acción contra las minas; Correo-e de Rita Helmich-Olesen, Ministerio de Relaciones Exteriores, 31 Marzo 2006.


� Correos-e de Laura Liguori, CE, Junio-Julio 2006.


� Correo-e de Kitagawa Yasu, JCBL, con información de Nobuhisa Tsuchiya, Research Propelling Division, y señor Saito, NEDO JST, 11 Julio 2006.


� Correo-e de Annette A. Landell-Mills, Ministerio de Relaciones Exteriores, 21 Junio 2006.


� DfID, “DFID funded project develops groundbreaking anti-landmine device,” 5 Abril 2005, � HYPERLINK "http://www.dfid.gov.uk" ��www.dfid.gov.uk�, consultado 5 Julio 2006; Universidad de Cranfield, “Cranfield leads development of next generation anti-land mine device,” (Cranfield lidera el desarrollo de la próxima generación de dispositivo anti minas terrestres) 29 Marzo 2005.


� ERA, “Successful trials for ERA’s revolutionary mine detector,” (Pruebas exitosas para el revolucionario detector de minas ERA) (sin fecha), � HYPERLINK "http://www.era.co.uk" ��www.era.co.uk�, consultado Diciembre 2005.


� Correos-e de Andrew Willson, DfID, 20 Marzo y 4 Julio 2006.


� Oficina del Secretario de Defense, “Research and Development Descriptive Summary, Humanitarian Demining, PE: 0603920D8Z,” Febrero 2006, p. 291. 


� Correo-e de Carly Volkes, DFAIT, 7 Junio 2006.


� Correo-e de Rita Helmich-Olesen, Ministerio de Relaciones Exteriores, 31 Marzo 2006.


� Correos-e de Laura Liguori, EC, Junio-Julio 2006.


� Correo-e de Annette A. Landell-Mills, Ministerio de Relaciones Exteriores, 21 Junio 2006.


� Correo-e de Andrew Willson, DfID, 20 Marzo 2006.


� “Declaración de Zagreb,” (Versión no oficial), Parte III, 8, 2 Diciembre 2005.


� Informe Final sobre la Primera Conferencia de Examen, APLC/CONF/2004/5, 9 Febrero 2005, p. 27.


� Todas las cantidades están expresadas en dólares de los EEUU. Esta informacion fue recopilada de acuerdo a un análisis del Monitor de Minas Terrestres de los documentos adjuntos al Formulario J de los informes del  Artículo 7 y otra información entregada al Monitor de Minas Terrestres. Algunas de las cifras de 2004 han cambiado desde el Informe Monitor de Minas Terrestres 2005, dado que nueva información va apareciendo y el total de 2004 ha sido ajustado para incluir sólo los aportes de donantes internacionales. Más detalles están disponibles a solicitud. 


� UNMAS, “2005 Portfolio End-Year Review,” p. 6, � HYPERLINK "http://www.mineaction.org" ��www.mineaction.org�, consultado 20 Mayo 2005.


� Declaración por Emb. Bernard Brassack, Representante Permanente de Alemania a la Conferencia de Desarme, Comité Permanente de Desminado, Educación sobre el riesgo de minas y Tecnologías de acción contra las minas, Ginebra, 10 Mayo 2006.


� Declaración de Australia, “Victim assistance,”(Ayuda a las víctimas) Comité Permanente sobre Ayuda para las víctimas y Reintegración Socioeconómica, Ginebra, 9 Mayo 2006.


� LSN, “Annual Report 2005,” (Informe Anual 2005) p. 25. 


� Debe tenerse en cuenta que la contabilidad del CICR se basa en un año calendario en el cual algunos donantes tienen diferentes años fiscales. Para propósitos de análisis de los fondos, los aportes son reflejados en el año en que fueron recibidos por el CICR.


� Llamado Especial del CICR para Acción contra las minas 2004.  Landmine Monitor analysis of KPMG Fides Peat, “Assistance for Mine Victims, Geneva: Auditor's report on supplementary information on the Special Appeal, Statement of contributions and expenditure, Financial Statements 2004,” Apéndice II y III, Ginebra, 14 Julio 2005.  Tipo de cambio promedio para 2004: US$1 = CHF1,2428, usado para montos en CHF no aportados por el Gobierno suizo bajo una tasa pactada.  Reserva Federal de EEUU, “List of Exchange Rates (Annual),” 3 Enero 2005. 


� Correo-e de Luka Buhin, Gerente de Proyecto, ITF, 30 Mayo 2006; ITF “Annual Report 2005,” p 18.  En el informe anual del ITF de 2005, el total es ligeramente diferente ($1.140.809,46, or 4,12 por ciento) debido a que un proyecto de ayuda a víctimas fue incorrectamente contabilizado como MRE.  


� Correo-e de Luka Buhin, ITF, 30 Mayo 2006; Correo-e de Iztok Hočevar, Director del Departamento de Relaciones Internacionales, ITF, 18 Julio 2006.


� El año pasado el Monitor de Minas Terrestres calculó $18,8 millones en aportes de acción contra las minas para  2004, pero el total incluyó las contribiciones de SFOR, PNUD y varias organizaciones internacionales además de los donantes gubernamentales y la CE.


� Once estados miembros del Foro del Pacífico son Estados Partes del Tratado de Prohibición de Minas: Australia, Islas Cook, Fiji, Kiribati, Nauru, Nueva Zelandia, Niue, Papua Nueva Guinea, Samoa, Islas Salomón and Vanuatu.  Los tres estados miembros en calidad de observadores del Foro son Timor Leste, un Estado Parte del tratado,  Polinesia Francesa y Nueva Caledonia (territorios de Francia, que es un Estado Parte).  


� Ver por separado el informe de Islas Marshall en esta edición del Monitor de Minas Terrestres.  
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